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Prefacio 

La región de América Latina y el Caribe (ALC) es una de las zonas con mayor biodiversidad del mundo, 

abarcando una amplia gama de ecosistemas y recursos naturales. La región también es muy vulnerable 

a los impactos del cambio climático, incluidos los fenómenos meteorológicos extremos, el aumento del 

nivel del mar y los cambios en los patrones de precipitación. Estos retos relacionados con el clima plantean 

riesgos significativos para el desarrollo socioeconómico de la región, el capital natural y el bienestar de su 

población. 

En los últimos años, la crisis del COVID-19 ha aumentado la urgencia de abordar los retos de la 

desigualdad, el cambio climático y la degradación ambiental. Las incertidumbres económicas y las 

presiones inflacionarias provocadas por la guerra de agresión de Rusia contra Ucrania también han 

resaltado la vulnerabilidad de la región ante los impactos económicos externos, debilitando aún más su 

recuperación verde. Se prevé que el cambio climático lleve a la pobreza a otros 5 millones de personas 

de la región de aquí al 2030, especialmente a los grupos vulnerables y a los hogares con mayor 

dependencia de los recursos naturales. 

El momento de tomar medidas decisivas en materia de medioambiente es ahora. Los países de ALC 

contribuyen con menos del 10% de las emisiones mundiales de gases de efecto invernadero (GEI), pero 

en las últimas dos décadas la región ha experimentado un aumento significativo de emisiones. 

Reconociendo la necesidad urgente de hacer frente al cambio climático, muchos países de la región se 

han comprometido a lograr la neutralidad climática y construir resiliencia. A raíz del Acuerdo de París, los 

gobiernos de ALC se comprometieron a reducir las emisiones de GEI en sus Contribuciones Determinadas 

a Nivel Nacional (NDC, por sus siglas en inglés) con ambiciosos objetivos de reducción de emisiones para 

el 2030. En la COP26 de Glasgow asumieron nuevos compromisos, especialmente con respecto a la 

adaptación al cambio climático y la eliminación gradual de los combustibles fósiles para alcanzar la 

neutralidad climática a mediados de siglo. 

Poner en práctica estos compromisos es, por tanto, imperativo para la región de ALC. El Programa 

Regional de la OCDE para América Latina y el Caribe (LACRP, por sus siglas en inglés) tiene como 

objetivo apoyar a los países de la región para avanzar reformas de las prioridades clave, tales como el 

aumento de la productividad, la mejora de la inclusión social, el fortalecimiento de las instituciones y la 

gobernanza, y - más recientemente - hacer frente a los problemas ambientales y climáticos como parte 

de una nueva prioridad de Sostenibilidad Ambiental. Hace un llamado para que se preste mayor atención 

a la integración efectiva de las consideraciones medioambientales en las prioridades de Productividad, 

Inclusión Social y Gobernanza, a la promoción de una transición justa y verde y a un desarrollo más 

sostenible y neutro en carbono en ALC. 

Este reporte, presentado en la primera Cumbre Ministerial sobre Sostenibilidad Medioambiental que 

tendrá lugar en San José de Costa Rica el 5 de octubre de 2023, destaca los principales retos y acciones 

para hacer frente al cambio climático en la región. Ofrece 40 recomendaciones políticas, presentadas en 

forma de Plan de Acción, basadas en diálogos políticos entre expertos de ALC y de la OCDE en el marco 

del LCARP. El Plan de Acción pretende ayudar a los países de ALC a cumplir los compromisos 

internacionales, tales como los del Acuerdo de París, así como los compromisos regionales y nacionales 
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expresados en las declaraciones Nuestro Futuro Sostenible y Verde y Acelerando la Transición Justa 

hacia la Energía Limpia, Sostenible y Renovable, adoptadas en la IX Cumbre de las Américas; la Carta 

Medioambiental Iberoamericana, adoptada en la XVIII Cumbre Iberoamericana; y los compromisos en 

materia de clima y sostenibilidad contenidos en la tercera Declaración de la Cumbre UE-CELAC. 

El reporte comparte experiencias políticas y buenas prácticas de la región, identifica las prioridades 

políticas clave para la resiliencia y la neutralidad climática y propone adoptar enfoques integrados en la 

hacer frente a las emisiones de GEI y la protección de poblaciones y ecosistemas vulnerables. El Plan de 

Acción presentado en este reporte hace enfatiza, entre otras cosas, la importancia de integrar el cambio 

climático y las consideraciones ambientales en las políticas sectoriales, alinear las prioridades y los 

objetivos políticos con la implementación, y garantizar mecanismos de financiación eficientes e 

inversiones verdes rápidas. 

También son cruciales una coordinación más eficaz a todos los niveles, nacional e internacional, y 

asociaciones para una acción más coherente y estratégica. El pilar de Sostenibilidad Ambiental del 

LACRP se complementa con el Foro Inclusivo sobre Enfoques para Mitigar el Carbono (IFCMA, por sus 

siglas en inglés), otra iniciativa emblemática de la OCDE en la que ya participan once países de ALC, 

para ayudar a optimizar el impacto global de los esfuerzos de reducción de emisiones en todo el mundo 

a través de un mejor intercambio de datos e información, un aprendizaje mutuo basado en la evidencia y 

un diálogo multilateral inclusivo. 

Esperamos que este reporte proporcione un marco útil para ampliar esa cooperación entre la OCDE y los 

países de ALC, garantizando al mismo tiempo una base política sólida para una acción climática que 

permita una transición neutra en carbono, justa y verde en la región. 

 

 

Jo Tyndall, 

Directora,  

Dirección de Medio Ambiente, OCDE 

 

 

Andreas Schaal, 

Director, 

Dirección de Relaciones Globales y 

Cooperación, OCDE 
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Prólogo 

Este reporte es uno de los principales entregables del proyecto de la OCDE Aumentando la transición 

verde en América Latina y el Caribe: de los compromisos a la acción. Ofrece a los gobiernos de la región 

de América Latina y el Caribe (ALC) recomendaciones sobre las prioridades políticas clave para avanzar 

hacia la resiliencia y la neutralidad climáticas. El reporte no es un análisis exhaustivo de toda la acción 

climática existente y de las oportunidades y desafíos relacionados en toda la región de ALC, sino más 

bien una selección de aquellas que surgieron durante una serie de Diálogos Políticos Regionales, Talleres 

de Expertos e intercambios organizados entre expertos de la OCDE y de los países de ALC durante el 

período de 2022 y 2023. Además, las conclusiones del reporte también aprovechan el análisis basado en 

el conocimiento realizado por la OCDE y otras organizaciones internacionales sobre los distintos temas 

cubiertos. 

El reporte se elaboró en el contexto del Programa Regional para América Latina y el Caribe (LACRP, por 

sus siglas en inglés) de la OCDE, que apoya a la región de ALC en el avance de su agenda de reformas 

en áreas prioritarias clave, como la mejora de la productividad, el aumento de la inclusión social y el 

fortalecimiento de las instituciones y la gobernanza. En 2022, el LACRP incorporó una nueva prioridad 

sobre Sostenibilidad Ambiental. El reporte proporciona una lista de 40 recomendaciones políticas clave, 

en forma de Plan de Acción, destinadas a apoyar a los países de ALC a conseguir la resiliencia y la 

neutralidad climática, integrando al mismo tiempo las consideraciones de sostenibilidad ambiental en las 

demás áreas prioritarias del LACRP. 

Este reporte representa un esfuerzo de colaboración entre la Dirección de Medio Ambiente (ENV) y la 

Dirección de Relaciones Globales y Cooperación (GRC) de la OCDE, bajo la dirección de Rodolfo Lacy, 

ex Director de Acción Climática y Medio Ambiente para América Latina y Enviado Especial ante las 

Naciones Unidas. El reporte ha sido redactado por Dimitra Xynou (Capítulos 1 y 2) y Sergio Ampudia 

(Capítulos 3 y 4) de ENV. Eija Kiiskinen (ENV) proporcionó orientación general y dirigió el proyecto, 

supervisado por José Antonio Ardavin (GRC). 

La elaboración de este reporte, así como los Diálogos Políticos Regionales y los Talleres de Expertos que 

se organizaron durante el proceso de redacción, se beneficiaron de las contribuciones y valiosos 

comentarios de Aimée Aguilar Jaber, Geraldine Ang, Olof Bystorm, Miguel Cárdenas Rodríguez, Amy 

Cano Prentice, Joseph Cordonnier, Jane Ellis, Chiara Falduto, Catherine Gamper, Nathalie Girouard, 

Douglas Herrick, Raphaël Jachnik, Katia Karousakis, Lylah Davies, Nicolina Lamhauge, Xavier Leflaive, 

Mikael Maes, Florian Mante, Virginie Marchal, Sarah Miet, Mariana Mirabile, Michael Mullan, Daniel 

Naghtigall, Rodrigo Pizarro, Coline Pouille, Elia Trippel, Klas Wetterberg, Shunta Yamaguchi y Pinhas 

Zamorano de ENV; Jorge Carbonell y William Thompson (GRC); Peter Haxton, Eva Katzer y Jane Stacey 

(CFE); Jens Sedemund (DCD); Jonas Teusch y Elena Vidal (ECO); Diana Toledo Figueroa (EDU); y 

Federico Bonaglia, Luis Cecchi, Olivia Cuq, Juan Larrain y Sebastián Nieto Parra (DEV). Deborah Holmes 

(ENV) prestó un valioso apoyo administrativo. Sofia Blamey, Charlotte Dubald, Daniela Sena y Julie 

Whitelock (GRC) prestaron apoyo en la organización organizativo coordinación durante el proceso 

preparatorio. Beth Del Bourgo, Ria Sandilands, Stephanie Simonin-Edwards, Dominique Haleva y Lupita 

Johanson (ENV) se encargaron de la producción de la publicación. 



6    

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

Un agradecimiento especial a los participantes en los Diálogos Políticos Regionales y los Talleres de 

Expertos. Sus presentaciones e intervenciones proporcionaron valiosas aportaciones que posteriormente 

se integraron en el reporte. A los miembros de la OCDE y de ALC del Grupo Directivo del LACRP revisaron 

el Plan de Acción - parte integral del reporte - y brindaron aportaciones y comentarios. El Plan de Acción 

también se ha beneficiado de las aportaciones y comentarios de las siguientes instituciones asociadas: el 

Banco de Desarrollo de América Latina y el Caribe (CAF), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 

la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Comisión Económica de las Naciones Unidas para 

América Latina y el Caribe (CEPAL) y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 

(PNUMA). Agradecemos la participación del Comité de Asesoría Empresarial e Industrial (BIAC, por sus 

siglas en ingles) y del Comité de Asesoría Empresarial e Industrial (TUAC, por sus siglas en inglés), que 

también discutieron el Plan de Acción dentro de sus comunidades, aportando ideas relevantes. El Plan de 

Acción busca apoyar a los países de ALC en el diseño e implementación de estrategias nacionales para 

una agenda integral de crecimiento inclusivo, sostenible y resiliente. No refleja necesariamente las 

opiniones de ninguna de estas instituciones. 

El reporte ha sido elaborado con la ayuda financiera de la Facilidad Regional para el desarrollo en 

transición de la Unión Europea. Las opiniones aquí expresadas no reflejan en modo alguno la posición 

oficial de la Unión Europea ni de sus Estados miembros. 
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Resumen Ejecutivo 

Al igual que en otros lugares, los países de América Latina y el Caribe deben tomar medidas 

decisivas y urgentes frente al cambio climático. Aunque muchos países de la región se han 

comprometido a lograr la neutralidad climática y a construir resiliencia, es necesario redoblar 

esfuerzos. Esto implica, por ejemplo, una mejor gestión de los crecientes riesgos derivados del cambio 

climático y la variabilidad climática, pero también mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero 

(GEI) y promover la innovación y las inversiones verdes. La consecución de estos objetivos requiere 

una planificación estratégica y financiera global a largo plazo, un enfoque más integrado e inclusivo, 

que alinee mejor las políticas y medidas de adaptación y mitigación en los distintos sectores, aunque 

sea a un nivel diferenciado. 

La región de ALC es muy vulnerable al cambio climático. Los eventos climáticos ya están 

afectando a los ecosistemas, la seguridad alimentaria e hídrica, la salud humana y la pobreza, así 

como a las zonas urbanas, la productividad agrícola, los regímenes hidrológicos, los medios de 

subsistencia costeros y la biodiversidad. Estas vulnerabilidades al cambio climático tienen un impacto 

directo en el desarrollo económico nacional y local y en los distintos sectores de la región. Aunque la 

adaptación al cambio climático es una prioridad política clave para la región, las circunstancias, 

vulnerabilidades y necesidades nacionales de cada país requerirán planteamientos políticos 

diferenciados. 

Se necesita urgentemente una planificación específica de las políticas de adaptación al clima 

para aumentar la resiliencia climática de los países de la región. Vincular la adaptación al cambio 

climático y las intervenciones de reducción del riesgo de desastres, como los sistemas de alerta 

temprana y los sistemas de protección civil, puede mejorar la capacidad de los países para reducir 

las repercusiones económicas, ambientales y sociales de los fenómenos climáticos extremos. 

Integrar las consideraciones climáticas en la planificación estratégica de infraestructura a largo plazo 

podría apoyar las inversiones en infraestructura resistente al clima. Una buena gestión de la demanda 

de agua es crucial para la región y requiere una combinación de regímenes de asignación de agua e 

instrumentos económicos. La lucha contra la pérdida de biodiversidad también puede desempeñar 

un papel clave a la hora de limitar los efectos del cambio climático. Abordar los retos de la adaptación 

al clima y la biodiversidad, a través de un enfoque integrado que incorpore las consideraciones de 

biodiversidad en los sectores económicos y la adopción y aplicación más amplias de soluciones 

basadas en la naturaleza, es una oportunidad para que los gobiernos de ALC refuercen las medidas 

políticas y aumenten la eficiencia de las respuestas. 

La adopción de medidas de mitigación ambiciosas en sectores económicamente importantes, 

desde las energías renovables hasta el transporte sostenible, el desarrollo urbano y el 

turismo, es vital para combatir el cambio climático. Muchos países de ALC han hecho progresos 

significativos en el desarrollo de mercados de energías renovables y en la diversificación de su matriz 

energética para reducir la dependencia de los combustibles fósiles y mejorar su resiliencia climática. 

Sin embargo, aún queda mucho por hacer para desarrollar y aplicar planes energéticos que den 

prioridad al despliegue y la utilización de fuentes de energía renovables, eliminen progresivamente 
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la exploración y producción de combustibles fósiles y mejoren la eficiencia energética. También es 

necesario actuar para promover el transporte sostenible. Las altas tasas de urbanización han 

provocado un aumento de la demanda de transporte, sobre todo de vehículos privados, lo que se 

traduce en mayores emisiones de GEI, contaminación atmosférica y congestión del tráfico. Promover el 

desarrollo y la gestión sostenibles del turismo representa un reto permanente, dadas las considerables 

variaciones de los problemas y los impactos en los distintos destinos, lo que hace necesaria una 

planificación estratégica a largo plazo para contribuir a un desarrollo resistente al clima. Las 

estrategias de mitigación deben diseñarse para promover resultados equitativos, abordando las 

desigualdades existentes en la región de ALC y creando al mismo tiempo empleos verdes. En este 

contexto, los gobiernos deberían alinear las políticas ambientales y sanitarias para proteger el medio 

ambiente y la salud pública, considerando al mismo tiempo las sinergias entre la reducción de 

emisiones y los objetivos más amplios de bienestar. 

Los países de ALC deben alinear sus objetivos y medidas de mitigación y adaptación al tiempo 

que consideran y abordan los posibles conflictos, compensaciones, sinergias y cobeneficios. 

Las acciones integradas de mitigación y adaptación pueden ayudar a lograr un enfoque coherente y 

coordinado para abordar el cambio climático, y crear impactos a largo plazo y aumentar el apoyo 

político. Esto facilita el desarrollo de objetivos y metas comunes para una asignación eficiente de los 

recursos y unos resultados más eficaces. El desarrollo de planes integrados que tengan en cuenta 

la energía sostenible, la seguridad alimentaria y la bioeconomía, que promuevan el uso de energías 

renovables, las prácticas agrícolas sostenibles, la reducción de los residuos alimentarios y la 

innovación tecnológica con una perspectiva de resiliencia debería ayudar a hacer frente a los efectos 

negativos del cambio climático en la región. 

El cambio climático es un problema complejo que requiere crear una base de conocimientos 

e involucrar a los ciudadanos. La recopilación de datos e información ambiental es necesaria para 

ayudar a los países a establecer prioridades y objetivos claros, tomar decisiones políticas con 

conocimiento de causa para hacer frente a los retos del cambio climático y seguir los avances hacia 

el cumplimiento de sus compromisos climáticos internacionales y nacionales. También es necesario 

reforzar la gobernanza climática (marcos institucionales, jurídicos y normativos coherentes) y la 

planificación mediante un mayor uso de las evaluaciones ambientales estratégicas y la transparencia 

en la toma de decisiones. 

Para que los países avancen hacia una economía con emisiones netas cero y cumplan sus 

compromisos climáticos internacionales, es necesario aumentar la financiación para la acción 

climática procedente de una amplia gama de fuentes (nacionales, internacionales, públicas y 

privadas). Las economías de ALC deben utilizar mejor los recursos nacionales existentes y movilizar 

recursos públicos y privados adicionales para inversiones que ayuden a cumplir los objetivos 

medioambientales. El uso de fijación de precios del carbono y de los mercados de carbono son 

enfoques importantes en este sentido. Garantizar un mejor uso de la financiación climática 

internacional para ampliar la acción climática y movilizar mejor la financiación privada internacional 

podría acelerar aún más la transición hacia emisiones netas cero en la región. 

La productividad y la competitividad en la región de ALC pueden mejorar mediante la 

transferencia de tecnología y la innovación. La transición hacia una economía circular y eficiente 

en el uso de los recursos puede contribuir a mejorar el uso de los materiales y los resultados 

ambientales, económicos y sociales. Lo mismo se aplica en la implementación de políticas para una 

economía oceánica sostenible, como la promoción de la ordenación del espacio marino, la 

ampliación de las zonas marinas protegidas, la lucha contra la contaminación marina por plásticos y 

la promoción de la pesca sostenible. Lograr la resiliencia y la neutralidad climática no conducirá a una 

economía con emisiones netas cero sin factores sociales que puedan reducir las desigualdades y mejorar 

la productividad, como los empleos verdes, la igualdad de género y la educación medioambiental. 
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Este reporte recoge los resultados del proyecto de la OCDE "Aumentando la transición verde en 

ALC: de los compromisos a la acción". Identifica las principales prioridades políticas de los países de 

ALC en materia de cambio climático que se debatieron a través de una serie de Diálogos Políticos 

Regionales y Talleres de Expertos llevados a cabo en 2022-2023, y las complementa con análisis 

recientes realizados por la OCDE y otros socios internacionales. Las 40 recomendaciones políticas 

clave, en forma de un Plan de Acción presentado en este reporte, proporcionan un marco para 

priorizar la futura acción climática de los países de la región de ALC, en cooperación con la OCDE y 

otros actores de la región.
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Los países de América Latina y el Caribe (ALC) se han comprometido a 

lograr la neutralidad climática y a construir resiliencia. Para superar los retos 

y aprovechar las oportunidades, se propone un Plan de Acción hacia la 

resiliencia y la neutralidad climática. Mediante un conjunto de 40 

recomendaciones políticas clave desarrolladas a través de una serie de 

Diálogos Políticos Regionales y Talleres, los países de ALC pueden priorizar 

las acciones sectoriales y horizontales más efectivas, definir su secuencia y 

avanzar hacia su implementación. 

 

  

1 Plan de Acción hacia la Resiliencia 

y la Neutralidad Climática en 

América Latina América y el Caribe 
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Identificación de las prioridades de cambio climático en América Latina y el 

Caribe 

Los países de ALC se encuentran entre los comprometidos a lograr la neutralidad climática y aumentar la 

resiliencia climática. Este reporte se basa en las aportaciones realizadas en una serie de Diálogos 

Políticos Regionales y Talleres de Expertos, durante los cuales los expertos proporcionaron un análisis 

de los retos y oportunidades para lograr la resiliencia y neutralidad climática en la región de ALC. Estos 

Diálogos Políticos Regionales y Talleres estuvieron abiertos a representantes de los países de ALC, así 

como a representantes de los miembros de la OCDE, organizaciones internacionales activas en la región, 

la academia, el sector privado y organizaciones no gubernamentales. Los análisis recientes de la OCDE 

y de otras organizaciones internacionales y los intercambios con expertos de la región también 

contribuyeron como información base. Durante las reuniones, las discusiones se centraron en maximizar 

el potencial de una transición verde para un mayor bienestar. Desde una perspectiva de cambio climático, 

los participantes se centraron en las siguientes cuestiones: 

• Establecer las prioridades para la neutralidad climática y la resiliencia. Los participantes 

intercambiaron opiniones sobre la necesidad de establecer un marco político e institucional 

específico para las medidas de mitigación del cambio climático. Destacaron la necesidad de 

integrar el cambio climático en políticas sectoriales, así como de alinear los planes y acciones 

regionales y municipales con políticas gubernamentales de arriba hacia abajo. En cuanto a la 

adaptación al cambio climático, una prioridad clave para la región de ALC es reconocer el valor 

del enfoque local de abajo hacia arriba para abordar los retos de adaptación, además de los 

esfuerzos de reducción de riesgos y la inclusión social (incluidos los pueblos indígenas), así como 

la erradicación de la pobreza. Las soluciones basadas en la naturaleza (NbS, por sus siglas en 

inglés) se consideraron fundamentales para minimizar los impactos del cambio climático y mejorar 

la resiliencia, especialmente en relación con los ecosistemas y las soluciones de adaptación en 

las zonas urbanas. 

• Aumentar la financiación climática y promover la transferencia de tecnología. Los 

participantes enfatizaron la necesidad de reformar los marcos políticos y regulatorios de 

financiación climática, con el objetivo de generar la confianza necesaria para estimular las 

inversiones del sector privado. Paralelamente, deben desarrollarse mecanismos eficientes de 

seguimiento de flujos financieros internacionales, así como taxonomías verdes claras que aporten 

claridad y permitan mayores flujos financieros hacia la región de ALC. Se prestó especial atención 

a la necesidad de recopilar más y mejor información y datos ambientales, especialmente sobre la 

adaptación al cambio climático, el desarrollo de capacidades para un uso eficaz de la financiación 

verde y climática, y un conjunto de incentivos verdes que permitan la transferencia de tecnología 

en ALC. Los países indicaron que hay que seguir trabajando en la interrelación que existe entre 

la adaptación al clima y la mitigación, así como la necesidad existente de romper los silos y alinear 

las políticas para garantizar adicionalidad en las medidas introducidas. Se reconocieron las 

iniciativas sobre el desarrollo de taxonomías verdes en la región y el uso del financiamiento 

combinado por parte de los bancos de desarrollo, ya que podrían reforzar las actividades de 

financiación del sector privado. Por último, los incentivos gubernamentales para apoyar las 

transferencias de tecnología de mitigación del cambio climático a la región de ALC, que abarcan 

el acceso a la financiación, la creación de valor para la innovación y el desarrollo de la capacidad 

técnica, podrían potenciar la transferencia de tecnología en toda la cadena de valor. 

• Abordar la adaptación al clima. La identificación y el refuerzo de las respuestas de políticas 

públicas a los riesgos climáticos mediante la integración de la adaptación climática en las políticas 

nacionales, locales y sectoriales se reconoció como una prioridad para alcanzar la resiliencia 

climática. Los participantes reiteraron la necesidad de cartografiar y desarrollar escenarios 

climáticos para identificar vulnerabilidades y pérdidas, así como pérdidas y daños, y explotar el 
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potencial no explotado de las inversiones en adaptación climática una vez superados los retos. 

También se hizo resaltó la necesidad de considerar el impacto diferenciado de la adaptación 

climática en las comunidades locales, los grupos vulnerables y las mujeres. La conservación de 

la biodiversidad y las NbS también pueden ofrecer múltiples beneficios en términos de adaptación. 

Aumentando la transición verde en ALC 

El reporte no debe considerarse un trabajo aislado. Es uno de los entregables para contextualizar la recién 

introducida prioridad de "sostenibilidad ambiental" en el marco del Programa Regional de la OCDE para 

América Latina y el Caribe (LACRP, por sus siglas en inglés) de la OCDE. 

El LACRP, en el que la productividad, la inclusión social y la gobernanza son las tres áreas temáticas 

prioritarias acordadas por los países, sirve como marco de referencia en el que la OCDE trabaja con los 

países de ALC para facilitar el diálogo político y la difusión de buenas prácticas en ámbitos como la 

inversión, la educación, la inclusión y la buena gobernanza. La nueva cuarta prioridad sobre sostenibilidad 

ambiental se introdujo en 2022 para complementar e interactuar con estas otras tres áreas prioritarias. 

Intrínsecamente, el reporte presenta las interrelaciones entre las cuatro áreas prioritarias diferentes del 

LACRP, que son especialmente visibles en el análisis sobre la promoción de la transición verde y la 

integración sectorial. Este reporte es uno de los principales entregables del proyecto de la OCDE, siendo 

los otros dos el informe Perspectivas Económicas de América Latina 2022, y el reporte Panorama del 

Medio Ambiente en América Latina y el Caribe 2023: Enfoque sobre el cambio climático. Como tal, 

se pretende que sirva como documento de referencia para apoyar las discusiones de la 1ª Cumbre 

Ministerial de la OCDE para América Latina y el Caribe sobre Sostenibilidad Ambiental, que se celebrará 

en San José, Costa Rica, el 5 de octubre de 2023. 

El Plan de Acción de ALC hacia la resiliencia climática y la neutralidad 

El reporte, mediante el mapeo de la implementación de políticas relacionadas con el clima y examinando 

sus compensaciones y complementariedades, propone una serie de recomendaciones políticas que 

pueden ayudar a los países de ALC a priorizar las acciones sectoriales u horizontales más eficaces, definir 

su secuencia y avanzar hacia su aplicación. 

Las 40 recomendaciones políticas clave se presentan a continuación, en forma de Plan de Acción para la 

región de ALC. Una vez más, el Plan de Acción no es exhaustivo ni demasiado prescriptivo. Presenta 

recomendaciones políticas clave, identificadas a través de las discusiones de Diálogos Políticos 

Regionales y de Talleres en el marco de este Proyecto. Su aplicación puede variar entre los países de 

ALC y dentro de ellos, ya que sus puntos de partida son diferentes y cada país deberá adoptar su propio 

enfoque. Sin embargo, las recomendaciones políticas identificadas pueden servir como herramientas de 

referencia para medir el progreso hacia la resiliencia climática y la neutralidad. El Plan de Acción también 

puede proporcionar un marco útil para identificar acciones y proyectos prioritarios para la futura 

cooperación entre los países de ALC, la OCDE y otras organizaciones internacionales, donantes 

bilaterales y partes interesadas. 

  

https://doi.org/10.1787/20725183
https://doi.org/10.1787/2431bd6c-en
https://doi.org/10.1787/2431bd6c-en
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Plan de acción de ALC hacia la resiliencia climática y la neutralidad 
climática 

15 Prioridades Políticas Clave para construir resiliencia al cambio climático 

Comunidades 

Reducir vulnerabilidad 

1. Desarrollar y actualizar progresivamente los Planes Nacionales de Adaptación (PNAs) 

presentados a la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 

(CMNUCC), y apoyar su implementación a través de marcos legales y regulatorios, 

institucionales y financieros sólidos. 

2. Alinear la planificación regional y urbana con los PNAs y promover un enfoque integrado para 

superar las brechas de gestión de riesgos, capacidad y financiamiento. 

Sistemas de alerta temprana (SAT) 

3. Mejorar los sistemas de alerta temprana para garantizar que todas las personas, especialmente 

aquellas en comunidades con mayor riesgo de sufrir eventos climáticos extremos, tengan 

acceso a información vital en tiempo real, a nivel individual, y que las comunidades locales 

participen en la diseño e implementación de los SAT. 

4. Fortalecer o crear sistemas de protección civil en ALC, que estén equipados y preparados con 

insumos, personal capacitado, infraestructura y fondos suficientes para brindar atención 

inmediata, albergue y asistencia médica integral antes, durante y después de los desastres 

naturales. 

Infraestructura resistente al clima 

5. Alinear mejor la planificación, el desarrollo y las inversiones en infraestructura con estrategias 

de desarrollo inclusivas, resilientes al clima y bajas emisiones a corto y largo plazo a nivel 

nacional. 

6. Asegurar un entorno propicio para el desarrollo de infraestructura resiliente al clima para limitar 

la vulnerabilidad a los daños climáticos. 

Agua 

7. Mejorar la gestión de la demanda de agua para hacer abordar la escasez de agua y señalar su 

valor, mediante regímenes reformados de asignación de agua y un mejor uso de los 

instrumentos de política económica. 

8. Revisar las condiciones propicias para el financiamiento del agua y las inversiones sostenibles 

en seguridad hídrica. 

Biodiversidad y ecosistemas 

Corredores biológicos 

9. Mejorar la conectividad de las Areas Protegidas (APs) terrestres y marinas, ya que es vital para 

la conservación de las especies. 

10. Proteger, ampliar y mantener eficazmente los corredores biológicos de Mesoamérica, el Caribe, 

la Amazonía, los Andes y la Patagonia, entre otros, para revertir la degradación y restaurar la 

integridad de sus ecosistemas naturales. 
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Integración de la biodiversidad 

11.  Establecer instrumentos de política que regulen el uso y la intensidad de uso de los recursos 

naturales, respetando los ciclos naturales y promoviendo la conservación y el uso sostenible 

de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Estas políticas podrían incluir objetivos de 

reducir la vulnerabilidad de los ecosistemas y de las emisiones de GEI, aumentando así la 

resiliencia frente a las múltiples presiones antropogénicas. 

Soluciones basadas en la naturaleza 

12. Integrar y ampliar el uso de soluciones basadas en la naturaleza en instrumentos políticos que 

aborden la mitigación del cambio climático, la adaptación y la protección de los ecosistemas. 

13. Valorizar adecuadamente los servicios ecosistémicos para generar compensación económica 

por el uso de la naturaleza, particularmente, para canalizar los ingresos hacia las entidades y 

comunidades que protegen la naturaleza. 

Restauración de tierras 

14. Priorizar las políticas de restauración de tierras y adaptación al clima en la agricultura e 

introducir medidas que transformarán los sistemas alimentarios y mejorarán la salud de la tierra 

y el suelo. 

Control efectivo y tolerancia cero para el comercio ilegal de especies 

15. Combatir las actividades extractivas ilegales y el comercio de especies de vida silvestre 

amenazadas mediante mayores esfuerzos multilaterales, la coordinación entre autoridades 

internacionales y nacionales y el apoyo a las autoridades locales, dada la asociación de esta 

actividad con grupos criminales. 

15 Prioridades Políticas Clave para abordar la Neutralidad Climática 

Energía 

Ampliación de energía renovable en los sectores productivos, de servicios y residencial 

16. Desarrollar e implementar planes energéticos que prioricen el despliegue y utilización de 

fuentes de energía renovables, considerando al mismo tiempo ampliar el acceso asequible y 

confiable a la electricidad. 

17. Establecer e implementar planes de eliminación gradual de la infraestructura de exploracióny 

producción de combustibles fósiles, incluidas políticas destinadas a redirigir la financiación 

pública hacia el desarrollo de alternativas bajas en carbono. 

18. Adoptar tecnologías sostenibles de bajo costo para la energía limpia utilizada en la producción 

de electricidad, calentamiento de agua, cadenas de frío, aire acondicionado y calefacción. 

Eficiencia energética 

19. Intensificar políticas, programas y marcos institucionales específicos para mejorar la eficiencia 

energética. Aplicar estándares y programas de etiquetado para ofrecer productos 

energéticamente eficientes, como aire acondicionado y motores eléctricos. 

Hidrógeno verde y bajo en carbono 

20. Implementar políticas para crear y aumentar la demanda necesaria de hidrógeno verde y bajo 

en carbono como materia prima y combustible alternativo, creando un círculo virtuoso entre los 

esfuerzos de descarbonización y el desarrollo industrial sostenible. 

Minería sostenible para la transición ecológica 
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21. Asegurar que la creciente demanda de minerales críticos, utilizados para desarrollar 

tecnologías energéticas bajas en carbono, junto con la posición estratégica de la región, 

permita un modelo integral de minería sustentable, con bajo impacto ambiental, bienestar para 

las comunidades locales y vinculación en cadenas de valor regionales que permitan su 

transformación y la producción de bienes finales de alto valor agregado. 

Transporte 

Producción regional de modos de transporte cero emisiones 

22. Fortalecer la aplicación de instrumentos de política para adquirir la capacidad industrial 

necesaria para producir modos de transporte con emisiones netas cero para 2050, incluida la 

producción y el uso local de biocombustibles y combustibles sintéticos con bajas emisiones de 

carbono y vehículos eléctricos. 

Infraestructura de movilidad cero emisiones 

23. Implementar políticas públicas destinadas a descarbonizar el transporte de pasajeros. Ampliar 

la infraestructura de transporte no motorizado como carriles para bicicletas y senderos para 

peatones 

24. Introducir estrictas normas y objetivos de emisiones para los vehículos de transporte público. 

Promover combustibles limpios y estándares comunes para combustibles que reduzcan los 

niveles de azufre a niveles de ultra-bajo azufre. Establecer programas complementarios para 

reducir las emisiones de los vehículos diésel más antiguos, centrándose en las flotas urbanas. 

Ciudades 

Construcción sostenible 

25. Establecer marcos, estándares y políticas creíbles que promuevan edificios y prácticas de 

construcción sustentables en las ciudades, reciclando así materiales y reduciendo las 

emisiones de GEI asociadas a la construcción. 

Marcos regulatorios para la reducción de emisiones 

26. Mejorar los marcos regulatorios para las emisiones de GEI y contaminantes climáticos de vida 

corta (SLCPs), con especial atención al metano y los gases fluorados, estableciendo objetivos 

sectoriales, nacionales y locales. 

27. Apuntar a obtener beneficios colaterales de la reducción de la contaminación del aire con la 

regulación de la mitigación climática mediante la alineación de las políticas ambientales y de 

salud y las enfermedades asociadas con los riesgos ambientales. 

Sectores Agrícola, forestal y terrestre 

28. Desarrollar e implementar planes integrados de energía sostenible, seguridad alimentaria y 

bioeconomía, considerando el uso de fuentes de energía renovables y prácticas sostenibles en 

la agricultura, la minimización del desperdicio de alimentos y la promoción de innovaciones 

tecnológicas con una perspectiva de resiliencia. 

Turismo Sostenible 

29. Desarrollar estrategias integrales a largo plazo para el turismo sostenible, respaldadas por 

planes de acción. Promover la transición del turismo verde liderando a través del ejemplo 

gubernamental y garantizar que toda la infraestructura turística adquirida o financiada con 

fondos públicos cumpla con los más altos estándares ambientales, contribuyendo al desarrollo 

resiliente al clima. 
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30. Promover la certificación de empresas turísticas sostenibles sobre la base de normas 

acordadas internacionalmente, como herramienta para incorporar prácticas sostenibles, reducir 

el impacto negativo en el medioambiente, cumplir los objetivos nacionales de desarrollo 

sostenible y fomentar opciones y comportamientos de los consumidores más sostenibles. 

10 Áreas prioritarias de políticas transversales 

Gobernanza climática 

31. Revisar y actualizar progresivamente los marcos regulatorios nacionales. Considerar los 

beneficios y desafíos de los enfoques de política de arriba hacia abajo y de abajo hacia arriba. 

La actualización de las leyes y regulaciones nacionales alineadas con las actualizaciones de 

las NDCs, así como el establecimiento de PNAs y Estrategias de Largo Plazo, son esenciales 

para alcanzar los compromisos globales establecidos en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

(ODS) y las tres convenciones ambientales (cambio climático, biodiversidad y desertificación), 

manteniendo al mismo tiempo decisiones políticas basadas en la ciencia. 

Planificación integral y Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) 

32. Acordar estrategias, planes y programas a largo plazo. Incrementar el uso de EAE para 

promover la sustentabilidad en la toma de decisiones, planes, programas y políticas. La 

transparencia y la evaluación estratégica periódica también contribuirán al cumplimiento de los 

compromisos de Medición, Reporte y Verificación (MRV) establecidos en los instrumentos de 

la CMNUCC. 

Información Ambiental 

33. Recopilar más y mejor información sobre el cambio climático. Incrementar los estándares 

en las oficinas no estadísticas y establecer un mecanismo de coordinación sólido para capturar 

los datos existentes. Priorizar el desarrollo de nuevos esfuerzos de recopilación de datos, 

especialmente sobre la vulnerabilidad al cambio climático y la biodiversidad. Invertir en métodos 

confiables de recopilación de datos y tecnologías de la información y al mismo tiempo crear 

indicadores precisos para evaluar la complejidad de las políticas de mitigación y adaptación. 

Precio del Carbono, Financiamiento Climático e Inversiones Verdes 

34. Sobre la fijación del precio del carbono, finanzas climáticas e inversiones verdes:  

i. i. Adoptar políticas fiscales verdes para generar recursos públicos domésticos 

para apoyar la acción climática y los enfoques de mitigación de carbono, y 

desarrollar financiamiento innovador. Reformar, reorientar y eliminar progresivamente 

los subsidios a los combustibles fósiles y establecer un precio del carbono mediante 

impuestos y gravámenes, que también pueden incentivar la transición neta cero. 

ii. ii. Alinear y movilizar la inversión privada a través de estrategias e instrumentos de 

financiamiento innovadores, como financiamiento combinado alineado con objetivos 

ambientales, sociales y de gobernanza (ESG), instrumentos de deuda innovadores, y 

mediante el desarrollo de taxonomías verdes regionales y nacionales para proyectos de 

mitigación y adaptación. Estas deberían responder a las preocupaciones y particularidades 

locales y ser coherentes con las oportunidades públicas y privadas de inversión. 

Transferencia Tecnológica 

35. Apoyar el desarrollo industrial y promover la innovación. Emprender un camino de 

industrialización verde promoviendo la producción local de tecnologías e innovación limpias y 

respetuosas con el medio ambiente. Esto puede incluir la fabricación de vehículos eléctricos, 

turbinas eólicas, baterías y calentadores solares. Podría ayudar a la región a reducir la deuda 
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pública, impulsar la resiliencia económica, crear oportunidades de empleo y promover una 

distribución más equitativa del ingreso. 

Empleos verdes 

36. Establecer marcos de inversión y políticas que promuevan la creación de empleos 

verdes. Garantizar la implementación de políticas laborales coherentes del mercado laboral, 

basándose en un diálogo social eficaz, para facilitar una transición justa hacia empleos verdes 

nuevos, formales y de alta calidad y fortalecer los sistemas de protección social para apoyar 

tanto a los trabajadores como a los empresarios en la transición a una economía neta cero. 

Economía Circular 

37. Avanzar en las hojas de ruta sectoriales. Lograr una economía circular requiere de una 

política de Estado de Responsabilidad Extendida del Productor (REP) y modificación de 

prácticas de consumo insostenibles. Los sectores productivos, el comercio y la sociedad en 

general deben asumir su papel en el uso eficiente de materiales y recursos a lo largo de todo 

su ciclo de vida, la minimización de residuos, el reciclaje y la reutilización como componente 

intrínseco a las reglas del mercado. 

Economía Sostenible para el Océano 

38. Por una economía oceánica sostenible:  

i. Implementar políticas que promuevan la planificación espacial mariana y la 

ampliación de las áreas marinas protegidas. Estas medidas pueden ayudar a conciliar 

los objetivos ecológicos, económicos y sociales. Alcanzar el objetivo de áreas marinas 

protegidas para 2030 del Marco Mundial de Biodiversidad. 

ii. Promover la pesca sostenible. Introducir o mejorar aún más la gestión y las prácticas 

pesqueras sostenibles para combatir las actividades pesqueras ilegales. Incluir la 

sostenibilidad de los océanos como un objetivo en los instrumentos basados en el mercado. 

Igualdad de Género 

39. Buscar el crecimiento verde a través de la igualdad de género. Reconocer el impacto 

diferenciado del cambio climático en mujeres y hombres y adoptar un marco político integrado 

para alcanzar la igualdad de género y empoderar a las mujeres puede contribuir a lograr una 

transición económica justa y verde. La igualdad de género y el empoderamiento económico de 

las mujeres se pueden lograr mediante políticas, instrumentos y medidas climáticas sensibles 

al género, así como con información ambiental desglosada por género. 

Educación Ambiental 

40. Promover una educación equitativa y verde. Establecer una estrategia activa de educación 

ambiental, formal e informal, para inducir un cambio de comportamiento en la sociedad, 

creando conciencia, sensibilidad y responsabilidad hacia la sostenibilidad ambiental y el cambio 

climático. Los sistemas educativos, desde la primera infancia, deben garantizar que las 

generaciones futuras abandonen los comportamientos y preferencias individuales de los 

actuales métodos insostenibles de producción y consumo. El conocimiento ambiental y las 

habilidades verdes deberían ser parte de los planes de estudio en todos los componentes de 

los sistemas educativos. 
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La región de América Latina y el Caribe (ALC) se caracteriza por su alta 

vulnerabilidad frente a fenómenos meteorológicos extremos y desastres 

climáticos, así como por su riqueza en biodiversidad y abundantes recursos 

naturales. Los países de ALC han desarrollado y están aplicando Planes 

Nacionales de Adaptación (PNAs). Sin embargo, aún queda mucho por 

hacer para gestionar los crecientes riesgos derivados del cambio climático y 

la variabilidad climática. Con base en las discusiones en una serie de 

Diálogos Políticos Regionales y Talleres sobre estas cuestiones entre 

expertos de ALC y de la OCDE en el contexto del Programa Regional de la 

OCDE para América Latina y el Caribe (LACRP, por sus siglas en inglés), 

este capítulo mapea los desafíos para abordar la adaptación al cambio 

climático en la región de ALC y presenta opciones sobre iniciativas de 

políticas públicas que podrían emprenderse con este fin. 

 

  

2 Alcanzando resiliencia climática en 

la región de América Latina y el 

Caribe 
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Introducción 

La región de ALC es muy vulnerable al cambio climático. Es considerada una de las regiones más 

propensas a los desastres mundialmente, con un aumento promedio del 62% en el número de fenómenos 

meteorológicos extremos relacionados con el clima en la región durante el periodo 2001-2022, en 

comparación con el periodo 1980-2000 (OECD, 2023[1]). 

Los fenómenos climáticos ya están impactando los ecosistemas, la seguridad alimentaria e 

hídrica, la salud humana y la pobreza, así como a zonas urbanas, la productividad agrícola, los 

regímenes hidrológicos, los medios de subsistencia costeros y la biodiversidad (Figura 2.1). Los 

países de ALC se enfrentan a graves retos a la hora de proteger a las poblaciones y los ecosistemas 

vulnerables. Los escenarios de cambio climático elevado -con altos niveles de incertidumbre sobre los 

impactos físicos del cambio climático y las políticas locales de adaptación- estiman que 5,8 millones de 

personas caerán en la pobreza extrema entre 2020 y 2030 en ALC, aumentando el promedio de pobreza 

en más de 300%, en comparación con un escenario sin cambio climático (Arga Jafino et al., 2020[2]). 

Dichos impactos pueden variar entre los países y subregiones de ALC, ya que existen grandes diferencias 

en los desastres naturales y los impactos del cambio climático a nivel local, así como en el impacto sobre 

la población local. 

Figura 2.1. Principales impactos socioeconómicos y medioambientales en ALC 

 

Fuente : (OECD et al., 2022[3]) ; (IPCC, 2022[4]) ; (WMO, 2023[5]) ; (UNDESA, 2014[6])  

Los datos muestran que la población de la región de ALC está cada vez más expuesta al estrés 

térmico provocado por los días calurosos de verano (especialmente Paraguay y El Salvador), las 

precipitaciones extremas (como en Surinam, Guyana y Trinidad y Tobago), las sequías (Paraguay, 

Argentina y Brasil), los incendios forestales (Jamaica, Paraguay, México y El Salvador), las amenazas del 

viento (El Caribe), las inundaciones fluviales (Surinam, Guyana, Argentina) (Figura 2.2; Figura 2.3); 

(OECD, 2023[1]). La región también es especialmente vulnerable a la pérdida de biodiversidad, ya que 

1
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Los impactos del cambio climático serán desiguales en toda la región 
debido a las diferentes capacidades de adaptación y a los diferentes 
niveles de vulnerabilidad socioeconómica.
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muchas de las actividades económicas de ALC están vinculadas a los recursos naturales y a la calidad 

de los ecosistemas como el turismo y la agricultura (OECD, 2023[1]).  

Figura 2.2. Amenazas relacionadas con el clima en América Latina y el Caribe (1/2) 

 

Fuente : (Maes et al., 2022[7]), “Monitoring exposure to climate-related hazards: Indicator methodology and key results”, OECD Environment 

Working Papers, No. 201, OECD Publishing, Paris, https://doi.org/10.1787/da074cb6-en.  

A. El estrés por calor causado por los 

días calurosos varía regionalmente en ALC

B. Las precipitaciones extremas 

afectan particularmente a las regiones 

tropicales de ALC

Nota: Los días calurosos se definen como días en 

los que la temperatura máxima diaria supera los 35 

 C. El mapa A muestra el número anual de días 

calurosos (promedio 2017-21) y la densidad de 

población en toda la región de ALC.

D. Amplias regiones de ALC están 

expuestas al peligro de incendios 

forestales

C. Amplias zonas de América Central y 

del Sur sufren sequías

Nota: Los eventos de precipitación extrema se 

refieren a una precipitación total diaria que excede 

el valor del percentil 99 durante el período de 

referencia 1981-2010. El mapa B muestra el 

número anual de días con precipitaciones 

extremas (promedio 2017-21) y la densidad de 

población en toda la región de ALC.

Nota: El Mapa C muestra la anomalía de la 

humedad del suelo (%) 2017-21, en comparación 

con 1981-2010.

Nota: El peligro de incendios forestales mide 3 

días consecutivos de peligro de incendio muy alto 

o extremo según el Índice Canadiense de Clima 

de Incendios (FWI), ajustado según la 

disponibilidad de biomasa. El mapa D muestra el 

peligro de incendios forestales y la densidad de 

población en toda la región de ALC (2016-20).

https://doi.org/10.1787/da074cb6-en
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Figura 2.3. Amenazas relacionadas con el clima en América Latina y el Caribe (2/2) 

 

Fuente : (Maes et al., 2022[7]), “Monitoring exposure to climate-related hazards: Indicator methodology and key results”, OECD Environment 

Working Papers, No. 201, OECD Publishing, Paris, https://doi.org/10.1787/da074cb6-en.  

Entre 1970 y 2021, América del Sur representó el 3% de las muertes registradas en todo el mundo, 

siendo las inundaciones la principal causa de muertes registradas. Estos desastres provocaron 

pérdidas económicas por valor de 115.200 millones de dólares (WMO, 2021[8]). En total, el 17,1% de los 

11 933 fenómenos meteorológicos extremos relacionados con el clima registrados en todo el mundo entre 

1970 y 2022 se produjeron en ALC (OECD et al., 2022[3]). Además, los impactos del cambio climático se 

distribuyen de manera desigual, y las comunidades vulnerables, incluidas las mujeres y los niños, los 

pueblos indígenas y los hogares pobres, suelen soportar los mayores impactos. 

Los impactos del cambio climático son amplios ya que afectan a las poblaciones vulnerables, 

especialmente a los niños. En ALC, aproximadamente 169 millones de niños viven en zonas donde se 

superponen al menos dos impactos climáticos y ambientales y 47 millones de niños, es decir, 1 de cada 

4, viven en zonas afectadas por al menos 4 impactos. Además, unos 55 millones de niños están expuestos 

a la escasez de agua, 60 millones a los ciclones, 85 millones al virus del Zika, 115 millones al dengue, 45 

millones a las olas de calor y 105 millones a la contaminación atmosférica (UNICEF, 2021[9]). Los 

huracanes en el Caribe, por ejemplo, destruyen infraestructuras críticas para el bienestar y el desarrollo 

de los niños, como escuelas e instalaciones sanitarias. Las inundaciones pueden dañar viviendas, poner 

en peligro las instalaciones de agua y saneamiento, contaminar las fuentes de agua potable y contribuir a 

la propagación de enfermedades diarreicas, que afectan de forma desproporcionada a los niños 

pequeños. Además, las familias vulnerables se ven obligadas a migran debido a los choques y a la 

escasez de agua y recursos. En 2020, los fenómenos meteorológicos desplazaron internamente 2,8 

millones de personas en ALC (UNICEF, 2021[9]). 

Las vulnerabilidades al cambio climático están teniendo impactos directos en el desarrollo 

económico nacional y local y en los sectores económicos de la región de ALC. Argentina ya está 

experimentando los impactos climáticos en las actividades económicas agrícolas (Straffelini et al., 

2023[10]); (Müller, Lovino and Sgroi, 2021[11]). Para México, el valor actual de los cambios en el rendimiento 

E. Tormentas violentas afectan mayoritariamente al 

Cono Sur, mientras que ciclones tropicales afectan a 

Centroamérica y el Caribe

F. Las áreas de la región de ALC propensas a 

inundaciones fluviales suelen estar escasamente pobladas

Nota: Las tormentas de viento violentas se miden como el número anual de días 

con tormentas de viento violentas (promedio de 2016-20) donde la velocidad de 

las ráfagas de viento sostenidas superó los 28,5 m/s (equivalente a la clase 11 

de Beaufort). Mientras tanto, las categorías de ciclones se refieren a la escala de 

vientos de huracanes de Saffir-Simpson, que clasifica los ciclones en función de 

la velocidad sostenida del viento como una medida de daño potencial. Los 

ciclones de categoría 1 se describen como “vientos muy peligrosos que 

producirán algunos daños”. Las categorías superiores cubren daños extensos, 

devastadores y catastróficos. El mapa indica zonas donde se espera que 

ocurran ciclones tropicales al menos una vez cada 100 años. El Mapa E muestra 

la exposición a tormentas violentas, la exposición a ciclones tropicales con un 

período de retorno de 100 años y la densidad de población en toda la región de 

ALC.

Nota: El mapa F muestra la exposición a las inundaciones de los ríos con un 

período de retorno de 100 años (2020) y la densidad de población en toda la 

región de ALC.

https://doi.org/10.1787/da074cb6-en
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de los cultivos, debido a las altas temperaturas y precipitaciones, se estima en unos 40 millones de USD, 

el doble de la producción agrícola nacional del país en 2012 (Estrada et al., 2022[12]). Perú ha estimado el 

coste de la inacción frente al cambio climático entre el 11% y el 20% de su producto interior bruto (PIB) 

hasta 2050, y la pérdida de hábitats en torno al 9% hasta 2050 y al 22% hasta 2100 (OECD, 2023[13]).  

La región de ALC también es muy sensible a los puntos de inflexión del sistema climático, es decir, 

a los posibles eventos catastróficos que podrían ocurrir debido a los niveles actuales de calentamiento 

global, incluso si se alcanzan los objetivos del Acuerdo de París de 1,5oC y 2oC. Para ALC, los elementos 

de inflexión que se espera que se manifiesten como cambios en el sistema climático son el colapso de la 

capa de hielo de la Antártida Occidental; la extinción de la selva amazónica; así como la Oscilación 

Meridional de El Niño y el colapso de vuelco del Atlántico. La inflexión de uno de estos elementos -así 

como de otros que se produzcan en otras partes del globo- podrían potencialmente desencadenar 

cascadas de inflexiones con impacto global (OECD, 2022[14]). Los puntos de inflexión climáticos tendrían 

efectos adicionales en los sistemas socioeconómicos, ya que la pérdida de bosques, la subida del nivel 

del mar y los daños a las infraestructuras repercutirían en los medios de vida y la salud de las personas. 

Estos retos exigen una actuación urgente para adaptarse al cambio climático y aumentar la 

resiliencia a nivel regional, nacional y local, así como integrar las políticas y herramientas de adaptación 

a las políticas sectoriales, los instrumentos económicos y las soluciones innovadoras, incluidas las 

basadas en la naturaleza o las nuevas tecnologías. Las acciones para adaptarse a los impactos presentes 

y futuros del cambio climático deberán ir acompañadas y alineadas con fuertes medidas de mitigación 

para evitar lo peor del calentamiento global (véase el Capítulo 3). Este capítulo se centra en los retos 

abordados durante una serie de Diálogos Políticos Regionales en 2023, en los que participaron expertos 

de ALC y de la OCDE. El análisis no es exhaustivo, ya que se centra en los puntos destacados como 

prioritarios por los países de ALC durante los conversatorios. 

Contribuciones de ALC al marco internacional para la adaptación al cambio 

climático 

Alcanzar el Objetivo Global de Adaptación (GGA, por sus siglas en inglés) establecido en el 

Acuerdo de París (UN, 2015[15]), es una prioridad para los países de ALC. Establecer el camino para 

alcanzar la meta también es importante y requiere que los países evalúen sus fortalezas y debilidades 

para responder mejor a los impactos del cambio climático (Climate Analytics, 2021[16]). En la vigésimo 

sexta Conferencia de las Partes de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP26), los países 

acordaron crear un programa bianual de trabajo Glasgow-Sharm el-Sheikh para abordar los GGA. El 

programa enfatiza la importancia de los enfoques sensibles a las cuestiones de género, participativos y 

transparentes para la acción de adaptación. Considera a los grupos vulnerables, las comunidades y los 

ecosistemas, y se guía por los mejores conocimientos científicos disponibles, así como por los 

conocimientos tradicionales y locales. Pretende alcanzar objetivos como la plena aplicación del Acuerdo 

de París, mejorar la comprensión de la GGA y contribuir a la revisión del progreso general a través de 

balances globales. También se centra en mejorar la planificación nacional y la implementación de medidas 

de adaptación, facilitar la comunicación de prioridades, planes y acciones, y establecer sistemas sólidos 

de monitoreo y evaluación (UNFCCC, n.d.[17]).  

En enero de 2021, se formó la Coalición de Acción para la Adaptación con el objetivo de acelerar 

la acción global en materia de adaptación para lograr un mundo resiliente al clima para el 2030. De 

los 33 países de ALC, 8 forman ahora parte de la coalición: Argentina, Chile, Costa Rica, Colombia, 

Jamaica, Paraguay, Perú y Uruguay (Adaptation Action Coalition, 2022[18]). Por último, el Pacto de 

Glasgow por el Clima incluye el objetivo de que los países desarrollados dupliquen el financiamiento 

proporcionado a los países en desarrollo para la adaptación antes de 2025, lo que representaría 40.000 

millones de dólares para la adaptación. También reconoce el papel fundamental que desempeña la 



28    

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

restauración de la naturaleza y los ecosistemas en la obtención de beneficios para la adaptación al cambio 

climático (UNEP, 2021[19]). 

Durante la 27ª Conferencia de las Partes de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 

(COP27), los países aprobaron el Plan de Implementación de Sharm el-Sheikh, que incluía la decisión 

de crear un Fondo para Pérdidas y Daños con más de 230 millones de dólares en nuevos compromisos. 

El objetivo del fondo es ayudar a los países en desarrollo afectados por fenómenos climáticos extremos. 

También alienta a los países a considerar Soluciones Basadas en la Naturaleza (NbS, por sus siglas en 

inglés) para sus acciones de mitigación y adaptación. Además, los países aprobaron los acuerdos 

institucionales para poner en funcionamiento la Red de Santiago, un portal que pone en contacto a 

organizaciones, expertos y organismos internacionales con regiones, países y comunidades que desean 

minimizar y hacer frente a las pérdidas y daños derivados del cambio climático. La Red de Santiago 

cataliza la asistencia técnica, y debería estar plenamente operativa para la vigésimo octava Conferencia 

de las Partes de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP28). Naciones Unidas dio a conocer 

un plan de 3.100 millones de dólares para garantizar la cobertura universal de los sistemas de alerta 

temprana en los próximos cinco años. Sin embargo, los países no definieron la GGA, sino que 

establecieron un marco para su formulación que se estudiará y adoptará en la COP28. Por último, en la 

COP27 se lanzó la Agenda de Adaptación de Sharm El-Sheikh, cuyo objetivo es acelerar las soluciones 

transformadoras mediante intervenciones del sistema y alcanzar una serie de objetivos de adaptación 

para 2030 (Adaptation Action Coalition, 2022[18]); (UNFCCC, n.d.[20]); (Carver, 2023[21]). 

A nivel regional, ALC adoptó el Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, Participación 

Pública y Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, conocido como el 

Acuerdo de Escazú, el primer acuerdo ambiental en ALC y el primer instrumento jurídicamente vinculante 

del mundo que incluye disposiciones para los defensores de los derechos humanos ambientales (UN, 

2018[22]). El acuerdo fue adoptado en Costa Rica, el 4 de marzo de 2018, con el objetivo de garantizar la 

aplicación plena y efectiva de los derechos relacionados con el acceso a la información ambiental, la 

participación pública en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia ambiental. También se 

centra en el desarrollo de capacidades, la cooperación y la protección del derecho a un medio ambiente 

sano y al desarrollo sostenible. En la actualidad, 25 de los 33 países de ALC invitados a participar son 

signatarios del Acuerdo de Escazú. A pesar de que el Acuerdo ha entrado en vigor, su implementación 

requiere de una base tecnológica, humana y de NbS, así como de un alto nivel de colaboración y 

cooperación transfronteriza en materia de gestión ambiental (López‐Cubillos et al., 2021[23]); (UN ECLAC, 

2023[24]). 

ALC es la segunda región más propensa a catástrofes del mundo. La gestión de los crecientes riesgos 

derivados del cambio climático y la variabilidad climática es una necesidad cada vez mayor en la región. 

La adopción del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015 - 2030 (Marco de 

Sendai) y el Acuerdo de París ha dado lugar a la necesidad de ampliar la coherencia en los enfoques de 

los países para la reducción del riesgo climático y de desastres. A nivel nacional, los países han repartido 

las responsabilidades relativas a la adaptación al cambio climático y la reducción del riesgo de desastres 

entre diferentes instituciones y partes interesadas, mientras que a nivel internacional reciben el apoyo de 

distintos organismos de las Naciones Unidas y procesos relacionados, lo que da lugar a solapamientos y 

lagunas. Sin embargo, los países han ido reconociendo las ventajas de una mayor coherencia. Cada vez 

integran más ambos conceptos, desarrollando estrategias conjuntas o poniendo en marcha procesos que 

facilitan la coordinación entre la adaptación al cambio climático y la reducción del riesgo de catástrofes. 

También es necesario garantizar la existencia de algunos factores favorables, como liderazgo y un 

compromiso sólido de los principales organismos gubernamentales, una amplia participación y 

coordinación de las partes interesadas, una clara asignación de funciones, responsabilidades y recursos, 

y un seguimiento, evaluación y aprendizaje continuos. Estos elementos pueden contribuir a la 

identificación de intercambios y sinergias, minimizando al mismo tiempo las redundancias (OECD, 

2020[25]). 
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La región de ALC ha informado de manera desigual sobre los indicadores del Marco de Sendai. 

ALC ha reducido notablemente la mortalidad global por desastres y ha aumentado el número de 

estrategias nacionales y locales de reducción del riesgo de desastres, así como ampliado la cooperación 

internacional en apoyo de sus acciones nacionales para la aplicación del Marco de Sendai. No obstante, 

ALC aún debe redoblar esfuerzos para reducir sustancialmente el número de personas afectadas por los 

impactos del cambio climático y reducir sus pérdidas económicas directas por desastres en relación con 

el PIB. Se pueden realizar esfuerzos adicionales para reducir los daños causados por los desastres a 

infraestructuras críticas y la interrupción de los servicios básicos, así como con respecto al aumento de la 

disponibilidad y el acceso de las personas a los sistemas de alerta temprana para peligros múltiples, así 

como a la información y evaluación del riesgo de catástrofes (UNDRR, 2022[26]). 

La relación entre el cambio climático y la pérdida de biodiversidad está bien establecida en el 

marco internacional, tanto a través del Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) como de la 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC). La decimoquinta 

reunión de la Conferencia de las Partes (COP15) del CDB, celebrada en 2022, subrayó una vez más la 

interconexión entre el cambio climático y la pérdida de biodiversidad. El Marco Mundial para la 

Biodiversidad de Kunming-Montreal (GBF, por sus siglas en inglés), adoptado en la COP15 del CDB, 

incluye cuatro objetivos hasta 2050 y 23 metas que deben alcanzarse antes de 2030, entre ellas la de 

minimizar el impacto del cambio climático y la acidificación de los océanos sobre la biodiversidad, 

mediante NbS, enfoques basados en los ecosistemas y acciones climáticas sobre la biodiversidad. Más 

allá del cambio climático y fundamental para la resiliencia climática, el GBF incluye otras metas para 

salvaguardar la biodiversidad y los ecosistemas, como conservar y gestionar eficazmente al menos el 

30% de las tierras, las aguas continentales, las zonas costeras y los océanos del mundo; eliminar 

progresivamente o reformar los subsidios que perjudican a la biodiversidad en al menos 500.000 millones 

de dólares al año; aumentar los incentivos positivos para la biodiversidad, y reducir a la mitad el 

desperdicio mundial de alimentos, así como reducir significativamente el consumo excesivo y la 

generación de residuos (CBD, 2022[27]).   

Panorama de los Planes Nacionales de Adaptación en ALC 

Los PNAs constituyen una herramienta política para que los países recojan, desarrollen, adopten 

y apliquen medidas de adaptación. Sirven de marco de referencia bajo el cual los países pretenden 

reducir la vulnerabilidad derivada del cambio climático, reforzar su resiliencia y aumentar su capacidad de 

adaptación. El desarrollo de PNAs también ha demostrado ser un proceso muy aceptado, a través del 

cual los países alinean sus acciones de adaptación con otros marcos y objetivos internacionales como el 

Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres y los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

(ODS). 

Desde 2010 hasta 2022, sólo el 36% (12 de 33) de los países de ALC habían presentado sus PANs 

en el marco del proceso de la CMNUCC. Pocos países de ALC han adoptado leyes o marcos políticos 

nacionales sobre adaptación o resiliencia climática, mientras que la mayoría ha preferido introducir leyes 

o marcos generales sobre cambio climático. Varios países de ALC también están incluyendo 

consideraciones de adaptación en la legislación o planes sectoriales u otros planes especializados (Anexo 

A). Sin embargo, en general, sigue existiendo una brecha entre la introducción de un plan o marco nacional 

sobre adaptación climática y su aplicación. Los países de ALC han identificado los siguientes retos 

importantes para reforzar su ruta nacional de adaptación: dificultad para alinear los objetivos y prioridades 

identificados en los PNAs con los planes de desarrollo sectoriales y subnacionales; definir y asegurar el 

presupuesto para aplicar los PNAs; y garantizar la disponibilidad de información a escala nacional y 

reducida sobre los impactos previstos del cambio climático.1 Evidentemente, sólo el 12% (4 de 33) de los 

países de ALC han presentado ya PNAs sectoriales y otros productos como una estrategia de seguimiento 

y evaluación o una estrategia de comunicación apoyando la implementación (Anexo A). 
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Los PNAs no son la única herramienta disponible para los países que deseen avanzar en el 

establecimiento y la aplicación de medidas y acciones políticas de adaptación al clima. Los países 

también están incluyendo políticas relacionadas con la resiliencia climática o de adaptación al clima en 

sus Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional (NDC, por sus siglas en inglés) o en sus Estrategias a 

Largo Plazo (LTS, por sus siglas en inglés) (Anexo A). A pesar de que todos los países de ALC han 

presentado y actualizado sus NDCs, sólo unos pocos han avanzado en sus acciones de adaptación 

incluidas en sus NDCs, y aún menos han presentado o actualizado sus LTS (World Bank, 2022[28]); (NDC 

Partnership, n.d.[29]). En cualquier caso, lo importante es garantizar que las políticas introducidas estén 

alineadas con las contribuciones a los objetivos internacionales y los compromisos ambientales 

nacionales. También es necesario examinar las compensaciones e intercambios con las políticas 

sectoriales y no climáticas y aprovechar las sinergias con las medidas de mitigación del cambio climático. 

Actualizar con frecuencia los PNAs y otros planes y estrategias nacionales relacionados con la adaptación 

al clima y basados en análisis contrastados sobre el calentamiento global, los puntos de inflexión y las 

pérdidas y daños como los proporcionados por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio 

Climático (IPCC) y la OCDE, podrían ayudar a los países a ajustar sus medidas y acciones climáticas 

para reflejar la rápida evolución del entorno. 

 

Recomendación 

• Desarrollar y actualizar progresivamente los Planes Nacionales de Adaptación presentados a 

la CMNUCC, y apoyar su implementación a través de marcos legales y regulatorios, 

institucionales y financieros sólidos. 

Alinear las prioridades de adaptación con los compromisos nacionales y atender 

las necesidades de adaptación con las políticas nacionales. 

Los países de ALC están identificando la adaptación al cambio climático como una prioridad 

política clave para la región. Para abordar con éxito esta cuestión, los países deben identificar acciones 

específicas de adaptación climática. Varios países de ALC han introducido legislación o planes de acción 

y hojas de ruta con acciones específicas de adaptación al clima, ya sea en el marco de la política general 

de cambio climático o a través de políticas y estrategias sectoriales no relacionadas con el medio 

ambiente, basándose en las interrelaciones entre los efectos de la adaptación al clima con la 

vulnerabilidad, el crecimiento económico y el desarrollo (Anexo A). 

Los países siguen planteamientos políticos diferenciados para adaptarse a las circunstancias, 

vulnerabilidades y necesidades nacionales, lo que no permite la comparabilidad directa entre las 

alternatives de políticas públicas seleccionadas. Esto es especialmente particular en el caso de ALC, 

ya que es muy diversa en términos de crecimiento económico, desarrollo social, geografía y distribución, 

entre otras. Independientemente de las particularidades de los distintos países y subregiones de la región, 

existen algunas consideraciones principales que deben tenerse en cuenta a la hora de desarrollar 

legislación, políticas y acciones que aborden la adaptación al cambio climático: 

• Alinear las prioridades nacionales y locales de adaptación con los compromisos de los 

países. En muchos casos, los países de ALC han ido introduciendo marcos políticos e 

instrumentos jurídicos para cumplir sus compromisos con los objetivos de adaptación fijados 

internacionalmente, con una clara asignación de responsabilidades entre las partes interesadas 

nacionales, subnacionales y locales. En el caso de Perú, por ejemplo, la ley marco de cambio 
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climático establece no sólo objetivos, sino también procesos sobre la gobernanza de los 

programas y proyectos de cambio climático, con especial atención en las acciones transversales 

que involucran a diferentes partes interesadas en todo el país (OECD, 2023[13]). Paraguay está 

priorizando sectores ambientales específicos para la acción en el marco de su PNA y también ha 

establecido un plan para su aplicación operativa (Box 2.1). 

• Alinear las prioridades de mitigación y adaptación, para salvaguardar el equilibrio entre los 

dos aspectos del cambio climático. Hace tiempo que la mitigación del cambio climático recibe 

más atención y prioridad, tanto en las negociaciones internacionales como en la toma de 

decisiones nacionales, así como a través de la financiación y las inversiones. La medición del 

impacto de las medidas de mitigación ha avanzado mucho, sobre todo desde que se calculan las 

emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) generadas por las actividades humanas y se 

avanza en su desvinculación del crecimiento económico (véase el capítulo 3). Sin embargo, medir 

la vulnerabilidad al cambio climático y los efectos de los fenómenos climáticos, a menudo sin 

precedentes, así como actualizar rápidamente las políticas de adaptación y alinearlas con las 

medidas de mitigación sigue siendo desafío. Argentina cuenta con un marco jurídico y una 

estructura de gobernanza que supervisan tanto la mitigación como la adaptación, midiendo 

también la eficacia de las medidas adoptadas (Box 2.1). 

• Integrar las consideraciones de adaptación en las políticas sectoriales. Para hacer frente al 

cambio climático no solo es necesaria la acción climática, sino también la armonización de 

diversos ámbitos públicos, como el financiero, fiscal, inversión, infraestructura, comercio, 

innovación, entre otros, con los objetivos climáticos (OECD, 2015[30]). Alinear los marcos jurídicos, 

normativos y políticos, actualmente fuera de la cartera de políticas climáticas, con los objetivos 

climáticos, requiere una serie de compromisos y posiblemente la aceptar intercambios a corto 

plazo, lo que proporcionaría un marco de referencia más sostenible en el largo plazo. 
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Box 2.1. Alinear las prioridades para abordar la adaptación al cambio climático 

Prioridades de Paraguay para la adaptación al cambio climático 

Paraguay ha establecido la adaptación al cambio climático como una prioridad nacional, con medidas 

introducidas en su NDC, su PNA y su estrategia nacional. En su PNA 2022-2030, Paraguay ha 

identificado siete sectores clave y ha establecido 25 objetivos con el fin de aumentar la resiliencia a 

nivel local y nacional en estos sectores. Los sectores identificados son i) comunidades urbanas y 

rurales resilientes; ii) salud; iii) ecosistemas y biodiversidad; iv) energía; v) agricultura, silvicultura y 

seguridad alimentaria; vi) recursos hídricos; y vii) transporte. Los objetivos fijados están en consonancia 

con los ODS y el Marco de Sendai. También se introduce la aplicación operativa del plan, haciendo 

hincapié en las funciones y los vínculos entre los niveles nacional y subnacional de gobernanza, y 

estableciendo un sistema de monitoreo y evaluación. 

Plan argentino de mitigación y adaptación al cambio climático 

En diciembre de 2019, Argentina presentó una Ley (Nº 27520) sobre cambio climático, que buscó 

establecer presupuestos mínimos ambientales que garanticen acciones, instrumentos y estrategias de 

adaptación y mitigación al cambio climático, en línea con los compromisos del país. La ley prevé la 

creación de un Plan Nacional de Adaptación y Mitigación al Cambio Climático, que debe abarcar, entre 

otros, i) la identificación de vulnerabilidades y medidas de adaptación a corto, medio y largo plazo; ii) 

el desarrollo de escenarios climáticos basados en la vulnerabilidad y las tendencias socioeconómicas 

y ambientales; y iii) el establecimiento de procesos de seguimiento y evaluación de la eficacia de las 

medidas y acciones políticas adoptadas. También establece una estructura de gobernanza, 

encabezada por un Gabinete Nacional de Cambio Climático, responsable de supervisar la aplicación 

de las disposiciones legislativas, y apoyada por un Consejo Asesor Externo que consulta de forma 

permanente sobre el Plan Nacional. Argentina también ha lanzado recientemente una Estrategia 

Nacional de Financiación Climática, que incorpora la adaptación al clima en las políticas de 

financiación.  

Fuente: (MECON, 2023[31]); (MADES and PNUD, 2022[32]); (Argentina Presidencia, 2019[33]);  

La seguridad jurídica y la planificación específica de las políticas de adaptación al clima pueden 

proporcionar una base sólida para acentuar las medidas de adaptación al cambio climático. Sin 

embargo, avanzar en la aplicación de medidas de adaptación requiere un enfoque más holístico, que 

abarque otros retos a los que se enfrentan varios países, incluidos los de la región de ALC: 

• En primer lugar, la aplicación de las NDCs y los PNAs requiere un enfoque equilibrado y 

centrado en las personas para que las medidas de adaptación que se apliquen beneficien a las 

comunidades locales, los pueblos indígenas y los grupos vulnerables, y aprovechen sus 

conocimientos a la hora de abordar la adaptación climática. En el caso de Perú, por ejemplo, hasta 

la fecha se han identificado 84 medidas de adaptación, con especial atención a los sistemas de 

alerta temprana, las acciones para abordar los problemas de salud pública y el fortalecimiento de 

capacidades en los sectores pesquero y agrícola (OECD, 2023[13]). El éxito en la implementación 

de estas medidas depende en gran medida de la ubicación y de la incorporación de las 

necesidades de las comunidades locales en las soluciones propuestas. 

• En segundo lugar, hay que asegurar el financiamiento que permita implementar políticas 

específicas y avanzar en la agenda de adaptación. A menudo, en los países de ALC, las 

medidas propuestas no están vinculadas a líneas presupuestarias específicas. En algunos casos, 

la aplicación de las medidas depende de mecanismos de financiamiento, tales como como el 



   33 

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

Fondo Mundial para el Clima y el Fondo de Adaptación, y su papel en la movilización de recursos 

para la adaptación. La introducción de herramientas de financiamiento más creativas -a saber, 

microseguros en bonos verdes, taxonomías verdes, incorporación del riesgo climático en los 

procesos de financiamiento- también podría ayudar a transformar buenas propuestas de 

adaptación en proyectos financiables, con la participación del sector privado (OECD, 2023[13]). 

• En tercer lugar, es necesario desarrollar capacidades. Para avanzar en la adaptación al cambio 

climático es necesario desarrollar capacidades críticas en la administración pública para poder 

identificar proyectos de adaptación que sean financieramente adecuados y que puedan llevarse a 

cabo. Paralelamente, la mejora de capacidades nacionales y locales para desarrollar ideas de 

proyectos relacionados con el clima que tengan en cuenta la participación del sector privado, la 

aceptación de las partes interesadas locales y promuevan la resiliencia en diversos sectores, 

garantizaría la viabilidad de las soluciones propuestas. 

Personas - Justicia medioambiental - Comunidades 

El cambio climático es un fenómeno mundial, pero tiene repercusiones locales. Las soluciones para 

la adaptación al cambio climático deben incluir a las comunidades locales y tener en cuenta las 

vulnerabilidades locales. Esto se aplica tanto a las zonas urbanas como a las rurales, que pueden variar 

en morfología, vulnerabilidades a distintos fenómenos climáticos y meteorológicos, actividades 

productivas que impulsan la economía local y, por tanto, el bienestar local. 

Sistemas de alerta temprana y protección civil en ALC 

Existe un estrecho vínculo entre las intervenciones para la adaptación al cambio climático y la 

reducción del riesgo de catástrofes. Estos ámbitos públicos suelen compartir objetivos comunes para 

aumentar la resiliencia, como proteger a las comunidades y la infraestructura de los efectos de los peligros 

naturales y minimizar las pérdidas causadas por las catástrofes. También se enfrentan a riesgos que se 

contraponen ya que los peligros climáticos, cada vez mayores y más intensos, aumentan los riesgos y los 

efectos de las catástrofes. Una mayor coherencia entre los dos ámbitos, a través de una acción coordinada 

entre todas las partes interesadas, podría ayudar a mejorar las intervenciones de políticas públicas 

(OECD, 2020[25]) y apoyar un desarrollo local informado sobre los riesgos climáticos. 

Los sistemas de alerta temprana (SAT) son reconocidos como un elemento clave de la 

reducción del riesgo de catástrofes, cuyo objetivo es ayudar a las personas a adaptarse al 

cambio climático y aumentar su resiliencia. Aunque los sistemas de alerta temprana se han 

calificado de "fruta al alcance de la mano" para la adaptación, por ser una forma eficiente y eficaz de 

proteger a las personas, su aplicación requiere varios requisitos previos para alcanzar el éxito. Estos 

se refieren principalmente al desarrollo y la transferencia de tecnología enfocada en las personas, la 

gestión de datos y la previsión, el fomento de la innovación y la garantía de un financiamiento 

sostenible para la actualización constante de la tecnología. La CMNUCC puso en marcha en 2022 

un plan de trabajo renovable del Comité Ejecutivo de Tecnología para 2023-2027, en el que destaca 

la necesidad de una mayor colaboración para apoyar una acción acelerada en innovación y 

desarrollo tecnológico para la amplia aplicación de los SAT. El Plan de Acción Ejecutivo de Alerta 

Temprana para Todos, presentado durante la COP27, identifica áreas clave para avanzar en el 

conocimiento universal del riesgo de desastres, prioriza las principales acciones técnicas para 

mejorar la capacidad de recopilación de datos e información, y sienta las bases para alinear y 

coordinar los instrumentos de financiamiento con el fin de aumentar las inversiones para los SAT 

(WMO, 2022[34]).  

Los SAT se mencionan en más del 60% de las NDCs presentadas por los países de ALC, lo que 

destaca la necesidad de hacer frente a los fenómenos del cambio climático y a los fenómenos 

meteorológicos extremos, así como de reducir los riesgos relacionados con el agua y la seguridad 
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alimentaria. Debido a los múltiples tipos de amenazas que se producen en la región, los Sistemas de 

Alerta Temprana Multiamenaza (SATM) se consideran herramientas esenciales para hacer frente a los 

elevados riesgos derivados de los fenómenos meteorológicos, hídricos y climáticos extremos. Sin 

embargo, un reporte reciente de la Organización Meteorológica Mundial (OMM) muestra que, a pesar de 

que los países de ALC se enfrentan a vulnerabilidades que van desde las sequías a las inundaciones, 

pasando por los corrimientos de tierra, la subida del nivel del mar, las tormentas y los huracanes, etc., 

también se enfrentan a lagunas en la capacidad de alerta temprana. De hecho, de los 19 países de ALC 

que respondieron a la encuesta de la OMM, al menos 8 tienen SATs inadecuados para inundaciones 

fluviales, crecidas repentinas y sequías (Figura 2.4). Un examen más detallado de los países de ALC 

muestra que las principales necesidades de la región son el conocimiento del riesgo de catástrofes, la 

detección, el monitoreo, el análisis y la prevención para la respuesta ante catástrofes. La difusión y 

comunicación de alertas también es un problema para Sudamérica (WMO, 2020[35]). 

Figura 2.4. Capacidad de los sistemas de alerta temprana en los países de ALC 

 

Fuente: (WMO, 2020[35]) 

Los Estados insulares del Caribe han sido pioneros en el desarrollo de sus sistemas de alerta 

temprana, debido a la alta vulnerabilidad de la región a diversos peligros naturales (huracanes, 

inundaciones, sequías, incendios forestales, erupciones volcánicas y terremotos). Con el apoyo del 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Federación Internacional de la Cruz Roja 

(FICR), la Agencia Caribeña para el Manejo de Emergencias por Desastres (CDEMA) y Cuba, islas como 

Antigua y Barbuda, Dominica, la República Dominicana, Santa Lucía y San Vicente y las Granadinas 

aplicaron la Caja de Herramientas Cubana para SATs, que ofrece herramientas y actividades que los 

países podrían llevar a cabo para mejorar su conocimiento de riesgos, sus sistemas de monitoreo y alerta, 

difusión y comunicación, y sus capacidades de respuesta. El programa también incluye formaciones 

técnicas, pruebas de funcionamiento de los productos de predicción meteorológica recién instalados, una 

herramienta de medición regional para el seguimiento de los avances, y el intercambio de información 

para difundir más ampliamente las lecciones aprendidas en la región (Gazol, 2019[36]).  

Además de los SAT, también son necesarios mecanismos para gestionar las consecuencias de 

fenómenos meteorológicos extremos u otros peligros relacionados con el clima. La necesidad 

urgente de atención sanitaria primaria, refugio, alimentos, agua, saneamiento y artículos de primera 
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necesidad requiere una preparación adecuada ante catástrofes a nivel nacional y local, con mecanismos 

de coordinación establecidos y financiamiento suficiente para emergencias. A medio y largo plazo, la 

construcción de infraestructura resistente también podría contribuir a la adaptación a estos fenómenos, 

mientras que una mayor inversión en la preservación de los ecosistemas podría aumentar la resiliencia 

frente a los riesgos naturales (véase más adelante). 

Varios países de ALC, como Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, El Salvador, 

Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela, han establecido 

mecanismos de protección civil para abordar las actividades de gestión de riesgos, preparación y 

prevención, junto con la coordinación de los sistemas de emergencia y reconstrucción. La mayoría de 

estos países han dado clara prioridad a la coordinación entre los distintos niveles de gobierno para mejorar 

la protección civil, así como a la creación de fondos que cubran, entre otras, las catástrofes naturales o 

relacionadas con el clima. Sin embargo, sigue habiendo deficiencias en la gestión de las catástrofes 

naturales, así como en el acceso a los recursos financieros disponibles en caso de emergencias 

climáticas, o incluso suministros en especie para las necesidades de los afectados. Para superar estos 

retos, es necesaria una mejor coordinación de las acciones entre los diferentes niveles de gobierno, y 

dedicar recursos financieros suficientes para apoyar tanto la reducción de riesgos como la respuesta de 

emergencia al cambio climático (Szlafsztein, 2020[37]). 

A la hora de introducir SATs u otros mecanismos de reducción de riesgos climáticos, es 

fundamental tener en cuenta las particularidades de los grupos vulnerables para aumentar la 

resiliencia. Los pueblos indígenas, las personas desplazadas, las personas con discapacidad, las 

comunidades rurales, los ancianos, las mujeres y los niños experimentan de forma diferente cualquier 

cambio social, económico, cultural y ambiental. Si no se considera esto, se podría dar un aumento de las 

desigualdades, exacerbando las ya existentes (Box 2.2). La colaboración activa con los grupos 

vulnerables puede proporcionar información adicional sobre los peligros climáticos y los fenómenos 

meteorológicos locales y ayudar a la prevención y preparación de las comunidades. En el caso de Costa 

Rica, la colaboración activa y eficaz con las comunidades indígenas permite que se tengan en cuenta sus 

voces y propuestas para mejorar la alerta temprana. La inversión adicional en infraestructura resiliente y 

el desarrollo de capacidades para responder a tales fenómenos ayudaría mucho a mejorar los SATs 

(OECD, 2023[38]). 

Box 2.2. Acciones sensibles al género frente a los riesgos de desastres climáticos en ALC 

Los riesgos climáticos no son neutrales desde el punto de vista de género. Su impacto varía en función 

de los roles de género, el acceso a los recursos, los ingresos y otras identidades sociales que se 

entrelazan. Las mujeres suelen ser las últimas en evacuar en caso de fenómenos meteorológicos 

extremos debido a sus responsabilidades como cuidadoras de niños y ancianos. También suelen estar 

menos formadas en materia de preparación y respuesta ante un fenómeno meteorológico extremo. Por 

último, pueden tener menos acceso a la información o menos capacidad para recibir alertas tempranas 

y actuar en consecuencia debido a la falta de educación y analfabetismo o a la falta de formación 

técnica. Estas características se aplican también a la región de ALC. 

Transformar las políticas de reducción de riesgos de desastres climáticos y los mecanismos de alerta 

temprana para que tengan en cuenta las cuestiones de género requiere: 

• Recopilación de datos desglosados por sexo y establecimiento de indicadores sensibles al 

género. Antigua y Barbuda, Chile, Costa Rica y Ecuador ya están proporcionando estos datos 

desglosados para el seguimiento del Marco de Sendai. 

• Incluir una perspectiva de género en la gobernanza de riesgos climáticos. Aumentar la 

participación de las mujeres en los procesos de toma de decisiones ayudaría a plantear sus 
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preocupaciones en la planificación y en la reducción de la vulnerabilidad. Granada está 

incluyendo a las mujeres en los debates en las fases de diseño, implementación y evaluación 

de las estrategias de mitigación y adaptación climática. 

• Invertir en SATs y otros mecanismos para la resiliencia climática con perspectiva de género. A 

menudo, las inversiones dirigidas a la reducción del riesgo climático carecen de una 

perspectiva de género o de inclusión, por lo que pierden la oportunidad de abordar las 

desigualdades o incluso las exacerban. El proyecto de Sistemas de Alerta Temprana de 

Riesgos Climáticos (CREWS) para el Caribe da prioridad a las inversiones que apoyan los 

sistemas de alerta temprana desarrollados con la participación de las comunidades locales, 

incluidas las mujeres. 

• Proporcionar asistencia técnica, desarrollo de capacidades y preparación a largo plazo frente 

a peligros múltiples. Reconocer los efectos diferenciados de los desastres climáticos en 

mujeres y hombres requiere incorporar a ambos grupos en las intervenciones de preparación 

y respuesta. Jamaica incluye a las mujeres en la identificación de zonas de alto riesgo e 

infraestructura crítica que podrían verse afectadas por un desastre climático. Perú apoyó 

económicamente a los hogares encabezados por mujeres para reconstruir sus comunidades 

tras las inundaciones de 2017. 

Fuente: (Brown et al., 2019[39]); (Value for Women, 2020[40]); (Beltrame and del Pilar Medina, 2022[41]); (CREWS Caribbean, n.d.[42]) 

 

Recomendación 

• Mejorar los sistemas de alerta temprana para garantizar que todas las personas, especialmente 

aquellas en comunidades con mayor riesgo de sufrir eventos climáticos e extremos, tengan 

acceso a información vital en tiempo real, a nivel individual, y que las comunidades locales 

participen en la diseño e implementación de los SAT. 

• Fortalecer o crear sistemas de protección civil en ALC, que estén equipados y preparados con 

insumos, personal capacitado, infraestructura y fondos suficientes para brindar atención 

inmediata, albergue y asistencia médica integral antes, durante y después de los desastres 

naturales.  

Reducir la vulnerabilidad en las zonas urbanas 

Las zonas urbanas y las ciudades están adquiriendo inevitablemente más protagonismo en 

relación con la adaptación al cambio climático, ya que las proyecciones indican que en 2050 dos 

tercios de la población mundial vivirá en zonas urbanas. Gestionar los impactos de esta tendencia 

requeriría revisiones de los PNAs, poniendo en primer plano el papel de las zonas urbanas y las ciudades 

a la hora de abordar la adaptación al cambio climático. 

La región de ALC es una de las más urbanizadas del mundo. A pesar de las disparidades entre los 

distintos tipos y tamaños de ciudades, es evidente que muchas de ellas se enfrentan a problemas 

similares, como el crecimiento urbano, las restricciones en las capacidades de planificación urbana y la 

falta de evaluaciones de riesgos climáticos que podrían ayudar a identificar el tipo de mejoras necesarias 

para combatir el cambio climático a nivel local. 
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Casi el 21% de la población urbana de ALC vive en barrios marginales. Aunque este porcentaje puede 

ser inferior a la media mundial, que se sitúa en el 23,9%, sigue siendo inaceptable teniendo en cuenta las 

condiciones de vida de los residentes (Figura 2.5). Los asentamientos precarios de la región de ALC 

suelen verse afectados por desastres naturales como corrimientos de tierras e inundaciones y las ya 

limitadas infraestructuras (servicios de agua y saneamiento, electricidad, transporte y carreteras, etc.) 

sufren daños y requieren mejoras (Fay et al., 2017[43]).   

Figura 2.5. Porcentaje de población urbana que vive en barrios marginales 

Datos del 2018 

 

Nota : Oceanía no incluye Australia ni Nueva Zelanda. La media mundial es del 23,9%. 

Fuente : (UNSD, n.d.[44])  

De los 12 países de ALC que han presentado un PNA, la mayoría incluye objetivos relacionados 

con la planificación urbana y el uso del suelo, aunque se presentan diferentes perspectivas. Chile 

vincula la planificación urbana con la conservación de la biodiversidad y los ecosistemas. Costa Rica y 

Paraguay lo vinculan con corredores verdes en zonas urbanas. Granada y Santa Lucía presentan la 

interconexión de la planificación urbana con los recursos hídricos. Uruguay hace referencia a las mejoras 

necesarias en la administración del uso del suelo y la recopilación de datos. En general, hay poca 

evidencia local de interconexión entre la planificación urbana y los marcos regulatorios de uso del suelo 

con las evaluaciones de riesgos climáticos. 

En el caso de los Estados insulares del Caribe, la cuestión de la urbanización exige una acción 

transformadora inmediata. Los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo (SIDS, por sus siglas en 

inglés) del Caribe se enfrentan a limitaciones en la vivienda formal, al aumento de las estructuras de 

asentamientos irregulares y a infraestructura inadecuada para el tratamiento de agua y de aguas 

residuales, así como para los servicios de transporte. Estos retos se ven agravados por el cambio climático 

y los fenómenos meteorológicos extremos en la región del Caribe. Los SIDS del Caribe están enfocando 

sus medidas de planificación urbana en los PNAs en el acceso a los recursos hídricos, la ampliación de 

los espacios verdes en las zonas urbanas y la lucha contra los efectos de la creciente migración de las 
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zonas rurales a las urbanas. La integración de la mitigación del cambio climático y la adaptación al mismo 

en la planificación urbana requiere algo más que simples cambios en el desarrollo urbano y el uso del 

suelo. Requiere mejoras en la recopilación de datos, en las evaluaciones de riesgos climáticos y en la 

inclusión de las comunidades locales en la planificación, el diseño y el desarrollo de infraestructura, así 

como garantizar una financiación adecuada para dichas obras (Mycoo, 2022[45]). 

Se necesita un enfoque integrado mediante el cual las medidas de planificación urbana consideren 

la adaptación climática y ayuden a construir ciudades más resilientes al clima. Este enfoque debería 

incluir una recopilación de datos y monitoreo suficiente, herramientas de evaluación y gestión de riesgos 

y asignación presupuestaria suficiente. La evaluación de la vulnerabilidad a nivel local, incluidas las 

actividades económicas locales, también ayudaría a los gobiernos locales a mejorar su gestión y 

planificación. Los bancos internacionales de desarrollo y las agencias de cooperación al desarrollo están 

apoyando activamente la adaptación al cambio climático a nivel local y municipal en ALC. Centrándose 

en la recopilación de información y el seguimiento y desarrollo de capacidades, pretenden reforzar una 

planificación urbana y local resiliente (Box 2.3). 

Box 2.3. Actores internacionales que apoyan la planificación urbana y local resiliente en ALC. 

Planes estratégicos de inversión y fortalecimiento institucional para la adaptación al cambio climático 

El Banco Mundial está apoyando a las ciudades medianas de la región de ALC en el desarrollo de 

Planes Estratégicos de Inversión para la Adaptación al Clima y de Fortalecimiento Institucional para 

cada una de ellas. El ejercicio también incluyó tres evaluaciones: sobre los riesgos relacionados con 

el clima, sobre las capacidades institucionales de adaptación y sobre las capacidades 

socioeconómicas para adaptarse al cambio climático. En los casos de Castries (Santa Lucía), Cuzco 

(Perú), Esteli (Nicaragua), El Progreso (Honduras) y Santos (Brasil), las actividades del Banco Mundial 

incluyeron mecanismos para la recopilación de datos y una mejor vigilancia del clima y planificación de 

riesgos; la integración a escala transfronteriza de prácticas de gestión de riesgos; el desarrollo de 

capacidades para los funcionarios locales que trabajan en la planificación del cambio climático y la 

gestión de riesgos; mejores asignaciones presupuestarias y financiación privada del clima para 

aumentar la resiliencia; y un cambio en los sistemas de gobernanza de riesgos, pasando de la gestión 

de desastres a la reducción de riesgos a largo plazo. 

Gobernanza y procesos de planificación a varios niveles 

La Agencia Alemana de Cooperación Internacional (GIZ) también está trabajando con los países de 

ALC para mejorar la gobernanza multinivel, reforzar los procesos de planificación e incluir el uso del 

suelo como un factor que afecta a varias actividades económicas de la región como el turismo y la 

agricultura. Una parte necesaria en los proyectos de la GIZ es el desarrollo de herramientas para la 

recopilación de datos que permitan el análisis de la vulnerabilidad, así como la identificación de marcos 

estratégicos y modelos de adaptación a nivel local. Por ejemplo, en materia de recursos hídricos, el 

ejercicio no sólo se limita a cartografiar las cuencas hidrográficas, sino que también incluye la 

información en los planes municipales para el uso del agua. Al mismo tiempo, es necesario desarrollar 

las capacidades municipales para mejorar la gestión y la planificación. 

Fuente: (World Bank, 2014[46]); (OECD, 2023[13]) 
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Recomendación 

• Alinear la planificación regional y urbana con los PNAs y promover un enfoque integrado para 

superar las brechas de gestión de riesgos, capacidad y financiamiento. 

Enfoques sectoriales de la adaptación al clima 

Invertir en infraestructura resistente al clima 

La infraestructura se ven gravemente afectadas por la variabilidad climática y los fenómenos 

meteorológicos extremos, que pueden causar daños en edificios, carreteras y puentes, interrupciones 

en el transporte, el suministro de agua y electricidad, y posibles pérdidas de empresas y personas. Los 

impactos climáticos tendrán implicaciones en las necesidades de inversión en infraestructura, no solo en 

relación con el coste, sino también a la hora de garantizar que las nuevas infraestructuras sean resilientes 

(OECD, 2018[47]). Al mismo tiempo, invertir en infraestructura resiliente tiene un efecto multiplicador para 

la economía, ya que reduce las pérdidas del PIB (debido a la reducción del capital destruido durante los 

desastres naturales) (Fernández Corugedo, Gonzalez and Guerson, 2023[48]). Por lo tanto, es esencial 

reducir los riesgos climáticos hacia la infraestructura, así como gestionar eficazmente los intercambios 

entre minimización de riesgos y costes. Se espera que dar prioridad a una infraestructura resistente al 

clima mejore tanto la fiabilidad de la prestación de servicios como aumente la vida útil de los activos. La 

introducción de enfoques adaptativos en infraestructura, utilizando escenarios de modelos climáticos 

también podría reducir las incertidumbres y los riesgos futuros. Incluir otros cambios socioeconómicos en 

el análisis ayudaría realmente a lograr la resiliencia climática (OECD, 2018[47]). 

Las necesidades de inversión en infraestructuras a nivel mundial se han estimado en unos 6,3 

billones de dólares anuales entre 2016 y 2030 (OECD, 2017[49]). Considerando que los países tendrían 

que acelerar sus acciones para alcanzar los objetivos del Acuerdo de París de 1,5 °C y 2 °C, se espera 

que las necesidades de inversión en infraestructura sean aún mayores. Sin embargo, las inversiones 

anuales ni siquiera se acercan a esta cantidad. Únicamente en el caso de los países del G20, es decir, 

los mayores inversores en infraestructura, las estimaciones de las inversiones anuales son inferiores a las 

necesidades reales, lo que subraya la necesidad de cerrar la brecha de inversión (Zelikow and Savas, 

2022[50]). 

Las necesidades de inversión en infraestructuras en la región de ALC para 2030 se han estimado 

en el 3,12% del PIB, mientras que entre 2008 y 2019 la inversión media fue de tan solo el 1,8% del 

PIB (Brichetti et al., 2021[51]). Para cubrir este déficit de inversión y garantizar además que las nuevas 

inversiones sean resilientes al cambio climático se requiere la movilización de recursos adicionales. La 

mayor parte del financiamiento movilizado por los países desarrollados en los países en desarrollo está 

vinculada a proyectos de mitigación climática (67% de media anual para el período 2016-2020), mientras 

que alrededor del 24% cubre proyectos de adaptación climática. A pesar de un aumento en los últimos 

años en el financiamiento de la adaptación, la brecha entre la mitigación y la adaptación sigue siendo 

significativa. Concretamente en la región de ALC, el 74% del financiamiento climático se centró en la 

mitigación, siendo los principales sectores destinatarios la energía (25%), el transporte (11%) y el 

suministro de agua y saneamiento (10,5%) (OECD, 2022[52]). 

Aumentar el financiamiento climático dirigido a proyectos de adaptación no solo es necesario para 

aumentar la resiliencia frente al cambio climático, sino también para garantizar un crecimiento más 

inclusivo y sostenible. Invertir en infraestructura resiliente al clima ayudaría no solo a evitar pérdidas, 
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sino también a reducir los riesgos de la infraestructura existente y a salvaguardar los beneficios sociales 

y ambientales; el llamado "triple dividendo" (Global Center on Adaptation, 2021[53]). 

Invertir en infraestructuras resilientes podría reducir la desigualdad social. Podría proporcionar 

mejores servicios de agua y saneamiento en zonas afectadas por la sequía, mejorar la gestión forestal 

con la inclusión de las comunidades locales o mejorar las condiciones de vida en las zonas costeras. Los 

proyectos de inversión en infraestructuras sostenibles que sean transparentes y tengan en cuenta las 

circunstancias locales y las necesidades de las comunidades vulnerables en la fase de planificación, 

diseño y ejecución, servirían mejor a las comunidades receptoras y reconocerían su experiencia y 

conocimientos tradicionales. Por último, valorar y evaluar los impactos de los proyectos de infraestructura 

con respecto a las necesidades de los más vulnerables, desde la perspectiva de los inversores (públicos, 

privados, multilaterales, nacionales, subnacionales), ayudaría a revisar la priorización futura de las 

decisiones de inversión (Faria, Perutti and Villalba, 2021[54]). 

Los países también deberían considerar la introducción de consideraciones de adaptación al clima 

en las inversiones tradicionalmente financiadas en el marco de la agenda de mitigación. Mejorar el 

alineamiento en la planificación y el financiamiento de las inversiones en infraestructura con vías de 

desarrollo a largo plazo, bajas en emisiones, resilientes e inclusivas permitirá aumentar las inversiones en 

infraestructura energética, de transporte y de industria. La creación de un entorno propicio para la 

inversión en infraestructura resiliente al clima también requiere la armonización entre la priorización a 

corto y largo plazo de los proyectos, la evaluación a nivel de proyecto y el desarrollo de capacidades. 

Sin embargo, sólo unos pocos países de todo el mundo están elaborando ya estrategias de 

desarrollo con bajas emisiones a largo plazo, integrando las consideraciones climáticas en la 

planificación de infraestructura. En muchos casos, es necesario crear capacidades para planificar, diseñar 

y evaluar proyectos de infraestructura financiable que esté en consonancia con los objetivos climáticos, 

tanto a corto como a largo plazo. Además, el enfoque debe ser holístico y no dividirse entre las distintas 

autoridades institucionales que puedan estar a cargo de la infraestructura en diferentes sectores. La 

planificación de todo el gobierno puede ayudar a evitar inversiones con impactos climáticos conflictivos. 

La creación de una "cartera" de proyectos de infraestructura, para agilizar el proceso entre la concepción 

del proyecto y la financiación, también puede ayudar a garantizar flujos de inversión suficientes para 

infraestructura resiliente al clima (Box 2.4) (OECD, 2018[55]).   
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Box 2.4. Desarrollo de infraestructura resiliente al clima en Santa Lucía 

En el caso de Santa Lucía, una isla caribeña que se enfrenta a numerosos retos relacionados con el 

clima, es imperativo planificar a largo plazo la infraestructura de los distintos sectores. Santa Lucía está 

aplicando las siguientes herramientas para beneficiarse al máximo del desarrollo de infraestructura 

resiliente al clima: 

1. Una Evaluación Nacional de Infraestructuras que garantice la satisfacción de las necesidades 

económicas, medioambientales y sociales en la futura planificación de infraestructura; 

2. Planificación estratégica de infraestructuras en los sectores de la energía, el suministro de 

agua, las aguas residuales y los residuos sólidos; que analiza de forma integrada los futuros 

cambios en la demanda de estos sectores, teniendo en cuenta los efectos de los flujos 

turísticos; 

3. Alinear la evaluación y la planificación con los ODS y el Acuerdo de París, garantizando que la 

Evaluación Nacional de Infraestructuras priorice las medidas incluidas en el PNA del país; 

4. Coordinación interministerial en el marco de la Unidad Nacional de Planificación y Programas 

Integrados, encargada de definir la visión, la estrategia y la hoja de ruta generales del programa 

de infraestructuras de la isla. 

Fuente: (UNEP, 2021[56]); Saint Lucia’s National Infrastructure Assessment – Case Study 

 

Recomendación 

• Alinear mejor la planificación, el desarrollo y las inversiones en infraestructura con estrategias 

de desarrollo inclusivas, resilientes al clima y bajas emisiones a corto y largo plazo a nivel 

nacional. 

• Asegurar un entorno propicio para el desarrollo de infraestructura resiliente al clima para limitar 

la vulnerabilidad a los daños climáticos. 

Gestión y financiamiento de los recursos hídricos resilientes al clima 

Se prevé que el calentamiento global, uno de los síntomas del cambio climático, tenga 

repercusiones desiguales en los recursos hídricos de todo el planeta, con un aumento de la 

frecuencia tanto de las inundaciones como de las sequías. Las actividades económicas vinculadas a la 

industria, la agricultura y el desarrollo de infraestructura también provocan deforestación y degradación 

del suelo, fenómenos que a su vez afectan a las fuentes de agua. Proteger el ciclo del agua y mejorar la 

gestión de los suministros de agua es esencial para hacer frente a los efectos negativos sobre los recursos 

hídricos (Rockström et al., 2023[57]).  

La región de ALC no es homogénea en cuanto al impacto del cambio climático sobre los recursos 

hídricos. La región es rica en agua, ya que alberga más del 30% de los recursos mundiales de agua 

dulce, pero también tiene zonas áridas y semiáridas afectadas por sequías, por no mencionar los glaciares 

de los Andes (World Bank, 2013[58]). Mientras que en muchos países de ALC las precipitaciones extremas 

son un problema que provoca la destrucción de cultivos, corrimientos de tierras, etc., en otros las sequías 

graves y la escasa disponibilidad y calidad del agua son más preocupantes. Surinam, Guyana y Trinidad 
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y Tobago son los países que más sufren las precipitaciones extremas, mientras que Paraguay, Argentina 

y Brasil son los más afectados por las sequías (OECD, 2023[1]).  

La adaptación al cambio climático tiene un grave impacto en los recursos hídricos de la región de 

ALC, lo que repercute negativamente en la biodiversidad y los ecosistemas, así como en la calidad 

de vida de las poblaciones locales. La destrucción de tierras, bosques y ecosistemas agrava los riesgos 

relacionados con el agua. En la región de ALC, el agua que se evapora en la selva amazónica impulsa 

las precipitaciones en la mayor parte del continente. Afectar a esa cuenca de evaporación, mediante la 

deforestación continua, tendrá consecuencias sobre las precipitaciones en varios países de ALC, como 

Argentina, Bolivia y Colombia (Rockström et al., 2023[57]). Esta interdependencia debe tenerse en cuenta 

a la hora de diseñar políticas sobre los recursos hídricos. Una mayor investigación y recopilación de datos 

sobre estos fenómenos contribuiría a apoyar la formulación de políticas. 

La agricultura es, en general, la principal actividad económica detrás de la extracción de agua en 

América del Sur y Central, con un 81% y un 66% de la extracción total de agua, respectivamente. En el 

Caribe, aproximadamente la mitad de la extracción total de agua se destina al uso municipal (Figura 2.6). 

Sin embargo, el agua no es una fuente infinita, por lo que los cambios en las actividades económicas, 

como la agricultura, la energía y la minería, afectarán a la asignación del agua. Lo mismo ocurre en los 

casos de aumento de la demanda de agua debido a cambios demográficos en los que una afluencia 

repentina de población puede crear tensiones adicionales, especialmente en zonas que sufren 

restricciones de recursos hídricos. 

Figura 2.6. La extracción de agua para la agricultura es elevada en América Central y del Sur 

Porcentaje de extracción de agua por actividad 

 

Nota : Datos de 2020. Cuando la extracción de agua en una subregión no suma 100, se debe a los datos de los países disponibles en la base 

de datos AQUASTAT FAO database. 

Fuente : (FAO, n.d.[59]) AQUASTAT dissemination system 
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Una buena gestión de la demanda de agua es crucial para la región. Los países de América Central 

presentan las mayores carencias en materia de gobernanza de la gestión de los recursos hídricos, siendo 

los principales puntos ausentes los planes de gestión de las cuencas fluviales, los instrumentos de 

financiación de la gestión de los recursos hídricos y un sistema de información integrado. En algunos 

casos, persisten problemas de solapamiento de responsabilidades entre distintas instituciones 

gubernamentales. En América del Sur, existen instrumentos institucionales, jurídicos y de gestión para la 

gestión de los recursos hídricos; sin embargo, sigue habiendo desafíos, que a menudo conducen a la 

fragmentación o a lagunas en la gestión de los recursos hídricos (World Bank, 2022[60]). 

Una buena gestión del agua requiere una combinación de regímenes de asignación del agua e 

instrumentos de política económica. Los regímenes de asignación del agua podrían abordar los 

problemas de escasez de agua. Establecen el proceso de reparto de los recursos hídricos entre los 

distintos usuarios del agua, tanto a largo como a corto plazo, al tiempo que también pueden incorporar 

ajustes estacionales, en función de los acontecimientos cíclicos que repercuten en el suministro de agua. 

Los países de ALC deberían reformar sus regímenes de asignación de agua para afrontar mejor los 

riesgos futuros de cambios en los recursos hídricos. En el caso de Brasil, la OCDE ha destacado tres 

conjuntos de medidas para abordar las deficiencias existentes en la asignación del agua. Éstas podrían 

aplicarse, con cierta flexibilidad y adaptación, también a otros países de ALC. Las sugerencias se centran 

en (i) definir claramente los recursos hídricos disponibles y el uso del agua, y fomentar el uso eficiente del 

agua de los embalses con fines múltiples basándose en los derechos de uso del agua; (ii) introducir o 

renovar instrumentos políticos como los permisos de uso del agua con criterios de emisión claros, e 

introducir la fijación de precios para facilitar la reasignación del agua entre los usuarios; y (iii) clarificar el 

marco de gobernanza del agua entre el nivel nacional y el local, mejorando los mecanismos de monitoreo 

y aplicación de la asignación del agua, reforzando la capacidad a nivel local para definir mejor las 

prioridades y los planes, e incluir a los usuarios del agua en la toma de decisiones (OECD, 2022[61]). 

Los instrumentos de política económica señalan el valor del agua. Pueden contribuir a la gestión 

sostenible de los recursos hídricos, especialmente cuando se consideran conjuntamente con los 

regímenes de asignación del agua. También pueden contribuir a la gestión de los riesgos relacionados 

con el agua aumentando así la seguridad hídrica, al tiempo que reflejan las externalidades del uso del 

agua. Los cargos por extracción y contaminación son instrumentos de este tipo que ya se aplican en 

algunos países de la OCDE. México aplica cargos por extracción tanto a las aguas subterráneas como a 

las superficiales, para uso doméstico, industrial y de producción de energía. El régimen de gestión de 

asignaciones de Chile permite la transferencia de derechos de agua entre usuarios, de modo que el agua 

pueda destinarse a usos de mayor valor (OECD, 2021[62]). Aunque la aplicación de tales cargos puede 

variar en función del objetivo, la base imponible y la estructura, cuando se introduzcan deben tenerse en 

cuenta principalmente los siguientes aspectos (OECD, 2017[63]):  

• La tarificación del agua debe ser análoga al uso del agua y a la fuente de agua. Un buen inventario 

de los usuarios de agua por fuente de agua puede ayudar a establecer un sistema justo de 

tarificación del agua, y podría ayudar a enmarcar casos excepcionales de tarificación diferenciada, 

si es necesario; 

• Una orientación clara sobre cómo establecer y aplicar instrumentos económicos, desde el 

gobierno central hasta las partes implicadas en la gobernanza y gestión de los recursos hídricos, 

podría ayudar a superar la capacidad; 

• El análisis económico de la gestión de los recursos, la asequibilidad y el efecto de los cargos en 

la competitividad podrían ayudar a diseñar cánones más específicos; 

• La transparencia en el uso de los ingresos procedentes de los cargos del agua permitirá una mejor 

aceptación por parte de los interesados locales. La reutilización de los ingresos para seguir 

financiando mejoras en infraestructura hídrica también ayudaría a cubrir el posible déficit financiero 

que suele existir en la gestión de los recursos hídricos. 
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El diseño urbano sostenible podría ayudar a mitigar los riesgos de inundación y escasez en los 

entornos urbanos. Por término medio, alrededor del 5% de la población y el 4% de los edificios de la 

región de ALC están expuestos a riesgos de inundaciones fluviales, siendo Surinam, Guyana y Argentina 

los que presentan los porcentajes de exposición más elevados de la región (OECD, 2023[1]). Para reducir 

los efectos de los fenómenos relacionados con el agua es necesario mejorar las infraestructuras físicas, 

lo que a su vez requiere una financiación y una inversión adecuadas. La ciudad de Cartagena, en 

Colombia, se ha fijado como objetivo un desarrollo económico sostenible y resiliente. Se está poniendo 

en marcha un proyecto destinado a estimular las innovaciones resilientes y sostenibles y a generar 

inversiones para proyectos innovadores e integrados de aguas urbanas. El análisis abarcará todo el tejido 

urbano desde el punto de vista físico, social, económico y cultural. Las partes interesadas locales, 

gubernamentales y no gubernamentales, desde inversores hasta poblaciones indígenas, participan en el 

proceso, desde la fase de análisis y diseño hasta el desarrollo de la infraestructura física (World Water 

Atlas, n.d.[64]).  

La mejora del rendimiento operativo de los servicios de abastecimiento de agua y saneamiento 

puede contribuir tanto a aumentar la eficiencia operativa del sistema de gestión del agua como a 

mejorar los servicios ofrecidos al consumidor final. La gestión del agua en la región de ALC se 

enfrenta a retos de baja capacidad, que a menudo conducen a lagunas técnicas que dificultan la calidad 

del servicio prestado y a pérdidas de ingresos  (World Bank, 2022[60]). Mejorar el rendimiento operativo 

requiere una regulación económica fuerte e independiente, que establezca normas de rendimiento, evalúe 

comparativamente el rendimiento de los proveedores de servicios, cuestione los planes de inversión y fije 

tarifas que impulsen el rendimiento (OECD, 2022[65]); (OECD, 2022[66]).  

Invertir en un sector hídrico resiliente al clima puede apoyar los esfuerzos para lograr la seguridad 

hídrica. Sin embargo, la infravaloración de los recursos hídricos está limitando las oportunidades 

financieras de tales inversiones. Para acelerar el financiamiento del agua en el contexto de la adaptación 

es necesario que se den las condiciones propicias. La OCDE está desarrollando una tarjeta de puntuación 

para evaluar si se dan estas condiciones a nivel nacional (OECD, 2023[67]). La tarjeta de puntuación podría 

utilizarse en todos los países de la región de ALC para revisar las condiciones favorables para el 

financiamiento del agua. En la región, las instituciones financieras internacionales y los bancos públicos 

de desarrollo tienen un papel que desempeñar en la revisión de estas condiciones habilitadoras y 

promover la alineación con las prácticas que pueden acelerar el financiamiento para el agua y la 

adaptación y minimizar los costes de transacción. 

Recomendación 

• Mejorar la gestión de la demanda de agua para abordar la escasez de agua y señalar su valor, 

mediante regímenes reformados de asignación de agua y un mejor uso de los instrumentos de 

política económica. 

• Revisar las condiciones propicias para el financiamiento del agua y las inversiones sostenibles 

en seguridad hídrica. 

Protección de la biodiversidad para la mitigación y adaptación al cambio climático 

La pérdida de biodiversidad y el cambio climático están interrelacionados; ambos constituyen 

amenazas para el planeta y el bienestar de las personas, y sus efectos negativos afectan especialmente 

a las comunidades y grupos más vulnerables. El cambio climático es una de las cinco presiones clave en 

relación a la pérdida de biodiversidad (S. Díaz et al., 2019[68]); (IPBES and IPCCC, 2021[69]), y la pérdida 

de biodiversidad (por ejemplo, la pérdida de bosques) contribuye al cambio climático. 
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La biodiversidad también puede desempeñar un papel limitando el cambio climático. Los 

ecosistemas son sumideros naturales de carbono, capaces de absorber el dióxido de carbono de la 

atmósfera. Este es especialmente el caso de ALC, una de las regiones más ricas del mundo en 

biodiversidad, con una gran superficie forestal, el Amazonas, así como una gran cuenca oceánica en el 

mar Caribe. Al mismo tiempo, las medidas de adaptación, como la restauración de los manglares, pueden 

proteger a las comunidades locales de las inundaciones, así como aumentar la resiliencia de los 

ecosistemas. Debido a su interconexión, la lucha contra el cambio climático debería ir de la mano de la 

minimización de la pérdida de biodiversidad, y viceversa. Reconocer las interrelaciones y abordar 

mutuamente los impactos negativos aportaría soluciones óptimas. Mantener la biodiversidad requiere 

esfuerzos centrados en la conservación y el uso sostenible, acciones coordinadas y soluciones 

innovadoras con fuertes características de adaptación (IPBES and IPCCC, 2021[69]). 

Abordar simultáneamente los retos de la adaptación climática y la biodiversidad, a través de un 

enfoque integrado, sería una oportunidad para que los gobiernos, especialmente en la región de 

ALC, aborden los riesgos relacionados con el clima y, al mismo tiempo, construyan entornos más 

resilientes para las comunidades locales (OECD, 2021[70]); (UNFCCC et al., 2022[71]). Integrar las 

consideraciones sobre biodiversidad en sectores económicos como la silvicultura, la agricultura y la pesca 

puede ayudar a abordar las causas subyacentes de la pérdida de biodiversidad (OECD, 2018[72]). 

Establecer o revisar los instrumentos políticos existentes, como los incentivos económicos (por ejemplo, 

impuestos, tasas y cargos), y seguir promoviendo la NbS, podría ayudar a elevar el papel de la 

biodiversidad en la formulación de políticas. 

Conservación de la biodiversidad mediante áreas protegidas y corredores biológicos 

Los ecosistemas conectados y biodiversos tienden a ser más resistentes a los efectos del cambio 

climático. La región de ALC es una de las más biodiversas del mundo con cerca del 40% de las especies 

del planeta, el 16% de los bosques, el 40% de las fuentes de agua dulce y el segundo arrecife de coral 

más grande del mundo (The Nature Conservancy, 2021[73]).  

ALC es la región más protegida del mundo en términos de cobertura (con la excepción de la región 

polar), y los países de ALC han trabajado para aumentar la superficie protegida (terrestre y marina) 

(Alvarez Malvido et al., 2021[74]). No obstante, se requieren mayores esfuerzos para que las Áreas 

Protegidas (APs) sean también representativas de la biodiversidad ecológica, y que exista suficiente 

conectividad entre ellas. Tales esfuerzos también ayudarían a los países a alcanzar la meta global 3 del 

CDB de Kunming-Montreal, que llama a la conservación y gestión efectiva, mediante sistemas de APs 

ecológicamente representativas, bien conectadas y gobernadas de forma equitativa de al menos el 30% 

de las zonas terrestres, aguas continentales, costeras y marinas (CBD, 2022[27]). Actualmente, sólo nueve 

países de la región tienen más del 17% de su cobertura de áreas protegidas conectadas, mientras que 

una media del 33% de las AP no están bien conectadas (Figura 2.7). 
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Figura 2.7. Áreas protegidas en la región de ALC 

Datos de 2020 

 

Fuente : (Alvarez Malvido et al., 2021[74]) 

A pesar de los esfuerzos por aumentar las APs, especialmente por parte de los Estados insulares 

del Caribe, aún queda mucho por hacer para garantizar la conservación de la biodiversidad en la 

región de ALC. La conexión de las distintas AP, a través de corredores biológicos, y la adopción de Otras 

Medidas Eficaces de Conservación Basadas en Áreas (OECM, por sus siglas en inglés) fuera de las áreas 

protegidas, ayudarían a construir mejores métodos de conservación en el futuro. Tales esfuerzos 

requerirían aumentar el compromiso político, implicar a las comunidades locales, que a menudo poseen 

conocimientos sobre los ecosistemas locales y garantizar los recursos técnicos y financieros necesarios 

para avanzar con estrategias holísticas de conservación de la biodiversidad (IPBES and IPCCC, 2021[69]).  
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Recomendación 

• Mejorar la conectividad de las Áreas Protegidas (AP) terrestres y marinas, ya que es vital para 

la conservación de las especies. 

• Proteger, ampliar y mantener eficazmente los corredores biológicos de Mesoamérica, el Caribe, 

la Amazonía, los Andes y la Patagonia, entre otros, para revertir la degradación y restaurar la 

integridad de sus ecosistemas naturales. 

Integrar la biodiversidad en todos los sectores económicos 

La integración de la biodiversidad en los distintos sectores económicos puede lograrse a través 

de instrumentos económicos, como impuestos, gravámenes o subsidios por razones ambientales, 

que ofrecen incentivos positivos para adoptar comportamientos y medidas más sostenibles. En la 

región de ALC, siete países ya cuentan con impuestos relevantes para la biodiversidad: Brasil, Chile, 

Colombia, Costa Rica, México, Panamá y Paraguay. Sin embargo, sólo Chile, Colombia y México han 

introducido tasas y gravámenes relevantes para la biodiversidad, es decir, un pago del contribuyente al 

gobierno general por un bien o servicio a cambio (como un pago por aguas residuales que varía en función 

del volumen de agua consumida). Los mismos tres países han introducido también subsidios por motivos 

ambientales relacionados con la biodiversidad (Figura 2.8). 

Figura 2.8. Instrumentos económicos relacionados con la biodiversidad en los países de ALC 

Datos de 2021 

 

Fuente : (OECD, 2021[75]), Tracking Economic Instruments and Finance for Biodiversity, 

https://www.oecd.org/environment/resources/biodiversity/tracking-economic-instruments-and-finance-for-biodiversity-2021.pdf.   
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Consideración del uso del suelo, la biodiversidad y la adaptación al cambio climático en la 

agricultura 

La región de ALC tiene más del 30% de todos los bosques del mundo, con altos niveles de 

vulnerabilidad debido a la degradación de los ecosistemas. Al menos el 20% de la tierra de estos 

ecosistemas está destruida y otro 20% está gravemente dañada (OECD, 2023[13]). Los factores clave que 

afectan a la degradación de la tierra en ALC son la expansión de la agricultura y la ganadería a gran y 

pequeña escala, la construcción insostenible de infraestructura, la expansión de territorios en expansión 

y la minería (ilegal) (UNCCD, 2019[76]).  

Los países de ALC han incorporado objetivos de Neutralidad en la Degradación de la Tierras (NDT) 

a nivel nacional, alineadas con los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la iniciativa NDT impulsada por 

la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación (UNCCD), mientras que todos 

los países de ALC son parte de la UNCCD. Aunque se han establecido objetivos de degradación, y 

también existe un rico conocimiento tradicional sobre la gestión sostenible de la tierra en la región, es 

fundamental proteger mejor el capital natural y reforzar la resiliencia de los ecosistemas. Dar prioridad a 

iniciativas políticas que sirvan a tales fines también ayudará a abordar cuestiones de adaptación al cambio 

climático, teniendo en cuenta, por ejemplo, la contribución de la selva amazónica al control de las 

temperaturas globales (UNCCD, 2019[76]).   

La degradación del suelo, junto con las sequías y el exceso de precipitaciones, también afectan 

gravemente al sector agrícola. En total, alrededor del 14% de la población rural de ALC, es decir, unas 

44 000 personas, vive en tierras agrícolas degradadas (OECD, 2023[13]), mientras que en 2021 la 

agricultura cubría el 15% del empleo total de la región (World Bank, n.d.[77]). Los fenómenos climáticos, 

como corrimientos de tierras, incendios forestales, aumentos de temperatura, tormentas, sequías e 

inundaciones, afectan a la mayoría de las regiones y cultivos agrícolas. En los casos en que estos 

fenómenos disminuyen los rendimientos, como en el caso de Argentina, los resultados son una reducción 

de la actividad económica agrícola y un aumento de la inseguridad alimentaria (World Bank, 2022[78]).  

ALC es la mayor región exportadora neta de alimentos del mundo, así como la mayor productora 

de servicios ecosistémicos, ya que alberga vastos bosques y sabanas que conforman los patrones 

meteorológicos globales y mitigan el cambio climático. Los países de ALC, cuyo PIB y exportaciones 

dependen en gran medida del sector agrícola, deben proprizar políticas públicas de restauración de tierras 

y adaptación climática en la agricultura y proponer medidas que transformen los sistemas alimentarios -

más allá de la siembra y la cosecha, hasta el envasado y el consumo- y mejoren la salud de la tierra y el 

suelo, creando certidumbre sobre los derechos a la tierra y el acceso a la misma, y utilizando los 

conocimientos tradicionales de forma más eficaz. En términos más generales, los países deben analizar 

las sinergias e intercambios que se generan entre el uso de la tierra, la biodiversidad, el cambio climático 

y los alimentos, y avanzar hacia soluciones más coherentes y sostenibles para el uso de la tierra a nivel 

nacional y local (OECD, 2020[79]). Para ampliar la agricultura, los países de ALC pueden desarrollar 

procesos a largo plazo en los que participen las organizaciones locales, compartir el aprendizaje colectivo 

y apoyar el desarrollo de las capacidades de los trabajadores del sistema agrícola y alimentario. Los 

Recomendación 

• Establecer instrumentos de política que regulen el uso y la intensidad de uso de los recursos 

naturales, respetando los ciclos naturales y promoviendo la conservación y el uso sostenible 

de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos. Estas políticas podrían incluir objetivos de 

reducir la vulnerabilidad de los ecosistemas y las emisiones de GEI, aumentando así la 

resiliencia a múltiples presiones antropogénicas. 
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países también pueden fortalecer la investigación agrícola y los sistemas de extensión para generar 

innovaciones que aumenten las ganancias de productividad en la región, simplificar las leyes de propiedad 

intelectual y agilizar los procesos de desarrollo de prototipos de productos, así como apoyar la 

investigación sobre oportunidades productivas poco atractivas como los cultivos huérfanos o los pequeños 

agricultores. Además, es importante que los países de ALC desarrollen y apliquen políticas destinadas a 

modernizar la infraestructura agrícola, incluidas las tecnologías de la información y las comunicaciones, y 

desarrollen políticas con el objetivo de garantizar el establecimiento de prácticas agrícolas climáticamente 

inteligentes (Le Coq, Sabourin and Fouilleux, 2020[80]); (Morris, Sebastian and Perego, 2020[81]). 

Recomendación 

• Priorizar las políticas de restauración de tierras y adaptación al clima en la agricultura e 

introducir medidas que transformarán los sistemas alimentarios y mejorarán la salud de la tierra 

y el suelo. 

Soluciones basadas en la naturaleza para hacer frente al cambio climático 

Las NbS han sido introducidas por muchos países de ALC como parte de sus NDCs. Se trata de 

medidas que protegen, gestionan de forma sostenible y restauran la naturaleza, al tiempo que mantienen 

o mejoran los servicios ecosistémicos para hacer frente a los retos socioeconómicos y medioambientales 

(OECD, 2020[82]). Sus ventajas son indiscutibles: aportan beneficios adicionales a los obtenidos por los 

servicios ecosistémicos, pueden ser costo-efectivos, proporcionar múltiples cobeneficios y complementar 

la infraestructura no ecológica existente, al tiempo que responden a los impactos del cambio climático con 

cierta flexibilidad. La integración de los NbS en la planificación de infraestructura resiliente al clima a largo 

plazo también puede contribuir a gestionar mejor algunos riesgos climáticos (OECD, 2018[55]). Un reporte 

reciente del Instituto de Recursos Mundiales (WRI, por sus siglas en ingés), sobre NbS en la región de 

ALC identificó alrededor de 150 proyectos de NbS, en agua, energía, transporte y desarrollo urbano. En 

muchos casos, estos proyectos muestran múltiples beneficios en paralelo, como la creación de empleo 

local, la mejora de los medios de vida, el logro de beneficios para la biodiversidad y el secuestro de 

carbono (Ozment et al., 2021[83]).  

Sin embargo, aún existen desafíos que limitan una adopción e implementación más amplia de NbS 

(OECD, 2021[84]); (Ozment et al., 2021[83]). Estos también están presentes en la región de ALC: 

• Las NbS aún no están plenamente integradas en las políticas sectoriales por lo que las 

complementariedades y compensaciones entre las NBS y los objetivos de las políticas sectoriales 

no siempre están claras; 

• A menudo se carece de un marco de referencia político claro y de oportunidades de inversión que 

permitan adoptar y aplicar las NbS, por lo que se mantienen las soluciones tradicionales (es decir, 

para infraestructura); 

• Múltiples agencias gubernamentales apoyan la NbS, pero sin la coordinación necesaria. La falta 

de claridad en las responsabilidades, la duplicación de esfuerzos y la dispersión de la financiación 

pueden mermar la eficiencia y la eficacia; 

• Las capacidades técnicas a nivel local pueden retrasar a menudo la ejecución de un proyecto, que 

requiere primero desarrollo de capacidades y formación; 

• El marco de financiamiento existente no reconoce las características especiales de las NbS, por 

lo que los mecanismos de financiamiento a los que pueden optar las NbS son limitados; 

• La participación del sector privado en la NbS es limitada, lo que dificulta la ampliación de los 

esfuerzos. En ALC, el 94% de los proyectos de NbS cuentan con participación gubernamental 
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(nacional o local), con el compromiso de la sociedad civil, mientras que alrededor del 75% 

dependen de subvenciones, con una financiación insuficiente. 

Chile, Colombia y México reconocen la importancia de las NdS para la adaptación climática, a 

través de referencias específicas en sus NDCs (OECD, 2021[84]). Otros países de ALC también han 

introducido proyectos de NbS, con un alto nivel de participación de la sociedad civil y los gobiernos 

nacionales (Figura 2.9). En el caso del Plan Nacional de Desarrollo de Colombia, las NbS deben diseñarse 

con un enfoque comunitario, ya que podrían ayudar a alcanzar objetivos como la eliminación de la 

deforestación, la preservación de los ecosistemas y la transformación de los sectores productivos a través 

de hojas de ruta verdes. Se hace especial énfasis en la integración de las NbS en las políticas de 

agricultura, minería y energía, y turismo, como medios para abordar tanto la mitigación como la adaptación 

climática (OECD, 2023[13]).  

Figura 2.9. La gran mayoría de los proyectos de NbS en ALC cuentan con algún tipo de 
participación gubernamental 

 

Nota : La figura muestra los grupos de partes interesadas que dirigen o participan en los proyectos de NbS. Los gobiernos subnacionales 

incluyen municipios, ciudades y estados. 

Fuente : (Ozment et al., 2021[83]) 

Se requieren esfuerzos adicionales para que los países de ALC puedan superar los retos 

mencionados y ampliar con éxito la NbS para abordar el cambio climático de una manera más 

coherente y coordinada. La inclusión de las NbS en los marcos políticos es sólo un primer paso. Los 

proyectos piloto son una oportunidad para ver en la práctica la mejor manera de mejorar los instrumentos 

políticos existentes, para que sean más inclusivos de las NbS, especialmente en los sectores económicos 

que requieren la adopción de medidas eminentes para reducir sus emisiones de GEI y su impacto negativo 

sobre los recursos naturales. 
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Recomendación 

• Integrar y ampliar el uso de soluciones basadas en la naturaleza en instrumentos políticos que 

aborden la mitigación del cambio climático, la adaptación y la protección de los ecosistemas. 

• Valorizar adecuadamente los servicios ecosistémicos para generar compensación económica 

por el uso de la naturaleza, particularmente, para canalizar los ingresos hacia entidades y 

comunidades que protegen la naturaleza. 

Control efectivo y tolerancia cero con el comercio ilegal 

El comercio ilegal en ambientes ambientales sensibles puede ser uno de los principales factores 

de perturbación de los ecosistemas y socavar las medidas de adaptación y mitigación del cambio 

climático y suponen un desafío para las economías nacionales y locales. El comercio ilegal de 

especies silvestres puede amenazar la biodiversidad y tener implicaciones negativas para las funciones 

de los ecosistemas. La reducción de la población de una especie puede provocar cambios en los 

ecosistemas, dependiendo del papel que desempeñen estas especies y de los efectos que puedan tener 

para la resiliencia (Phelps, Board and Mailley, 2022[85]). Uno de los principales motores de este comercio 

ilegal suele ser la elevada demanda de los mercados extranjeros y los grandes beneficios que obtienen 

quienes se dedican a estas actividades de exportación (OECD, 2012[86]).  

El comercio ilegal de fauna y flora no se monitorea adecuadamente ya que no se dispone de 

información taxonómica adecuada, lo que dificulta la identificación de las especies. Además, faltan datos 

y evidencias sobre las actividades de comercio ilegal de fauna y flora silvestres y los delitos contra la vida 

silvestre, lo que limita la comprensión de la magnitud del problema en ALC (UNODC, 2020[87]). Sólo en 

Perú, que registra actividad de comercio ilegal de vida silvestre, se han decomisado alrededor de 102 000 

animales vivos de especies protegidas desde el año 2000 (Jabiel, 2002[88]).  

La falta de información científica que ayude a clasificar las especies y los organismos puede 

obstaculizar los esfuerzos para salvaguardar la diversidad biológica. La Iniciativa Mundial sobre 

Taxonomía, establecida por la COP del CDB en 1998, proporciona formación e intercambio de 

conocimientos entre países, al tiempo que enriquece la base de datos de especies animales, vegetales y 

fúngicas (CBD, n.d.[89]). Los esfuerzos en la región de ALC se han intensificado para alcanzar las metas 

de Aichi sobre el comercio ilegal de vida silvestre, a través de la aplicación de la Convención sobre el 

Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES, por sus siglas en 

inglés) (UNEP-WCMC, 2016[90]). Sin embargo, el tráfico de vida silvestre persiste (Figura 2.10); y junto 

con la minería ilegal, la extracción de madera y los cultivos ilícitos, causan una grave presión sobre la 

biodiversidad en la región (OECD, 2018[91]). Paralelamente, la región de ALC muestra un aumento en el 

número de especies amenazadas de extinción debido a la sobreexplotación, la fragmentación y pérdida 

de hábitat y las enfermedades (WWF, 2020[92]). La adopción de medidas adicionales para combatir estas 

actividades, en combinación con el comercio ilegal, ayudaría a minimizar la pérdida de biodiversidad en 

la región. 
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Figura 2.10. Tráfico de vida silvestre en ALC 2010-2020 

 

Fuente : (Connelly and Peyronnin, 2021[93]) 

Aunque no siempre es así, el comercio ilegal de fauna y flora silvestres suele estar entrelazado 

con otras actividades delictivas y con la delincuencia organizada, ya sea porque los grupos delictivos 

amplían sus actividades a otro tipo de comercio ilegal mercados que los que abarcaban originalmente (por 

ejemplo, de comerciar únicamente con drogas a hacerlo también con fauna y flora silvestres) o porque 

utilizan las mismas redes de tráfico/contrabando (van Uhm, South and Wyatt, 2021[94]). 

La cooperación internacional es necesaria para combatir el comercio ilegal de vida silvestre. Los 

países de las Américas han firmado la Declaración de Lima de 2019 sobre el Comercio Ilegal de Vida 

Silvestre, que insta a reforzar la colaboración entre los países de origen, tránsito y destino; mejorar las 

normativas nacionales para prevenir, combatir y erradicar el comercio ilegal; así como mejorar el sistema 

de justicia penal para responder mejor al tráfico de vida silvestre. Sin embargo, la declaración no es 

vinculante y su aplicación ha sido lenta (Guynup, 2023[95]). 

La región de ALC también alberga recursos naturales como metales y minerales, incluidos los que 

se consideran fundamentales para la transición hacia recursos energéticos más sostenibles. Las 

actividades extractivas en la región suelen presentar impactos ambientales y sociales, afectando 

negativamente al agua, el aire y el suelo, la pérdida de biodiversidad y afectando a los medios de vida y 

la salud de las comunidades locales (e indígenas). La minería informal e ilegal también está vinculada al 

crimen organizado como en el caso de Colombia, Panamá y Perú, donde la minería ilegal de oro se utiliza 

para el blanqueo de dinero y el tráfico ilegal de drogas (OECD, 2022[96]). 

Se han puesto en marcha varias iniciativas políticas multilaterales y bilaterales en la región de ALC 

o con países de ALC para aumentar la coordinación, las operaciones conjuntas y las 

investigaciones contra la minería ilegal. La Organización Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) 

apoya a los países de ALC en el desarrollo de respuestas coordinadas de fuerzas del orden nacionales, 

regionales e internacionales, en un intento de hacer frente a la minería ilegal. Centrándose en Bolivia, 

Brasil, Ecuador, Panamá y Perú, INTERPOL propone la creación de grupos de trabajo nacionales 

multiinstitucionales contra la minería ilegal, así como el nombramiento de puntos focales en los 
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organismos encargados de la aplicación de la ley que serán responsables de la aplicación y la 

investigación de los delitos de minería ilegal (INTERPOL, 2022[97]).  

La sociedad civil en ALC ha estado activa en relación a la concientización tanto sobre el comercio 

ilegal de vida silvestre como sobre la minería ilegal destacando el daño causado a los hábitats 

naturales y las especies, así como el efecto sobre los grupos vulnerables y las comunidades indígenas 

(EIA, n.d.[98]); (IFAW, n.d.[99]); (Villarreal Villamar and Echart Munoz, 2018[100]); (GIATOC, 2016[101]). En el 

caso de industrias extractivas, los esfuerzos para comprometerse con los mineros artesanales y de 

pequeña escala, y aclarar su situación y actividades mediante la concesión de licencias y el control, 

podrían reducir la minería ilegal y la informalidad (OECD, 2018[91]). 

Recomendación 

• Combatir las actividades extractivas ilegales y el comercio de especies de vida silvestre 

amenazadas mediante mayores esfuerzos multilaterales, la coordinación entre autoridades 

internacionales y nacionales y el apoyo a las autoridades locales, dada la asociación de esta 

actividad con grupos criminales. 
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de Neutralidad y Resiliencia Climática en ALC, celebrado el 31 de agosto de 2022. 
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En las últimas dos décadas, la región de América Latina y el Caribe (ALC) 

ha experimentado un aumento significativo de las emisiones, a pesar de 

contribuir con menos del 10% de las emisiones globales de Gases de Efecto 

Invernadero (GEI). Los compromisos nacionales, aunque cruciales, no son 

suficientes al momento de abordar este problema de forma integral. Para 

combatir eficazmente esta tendencia, los gobiernos de ALC deben adoptar 

un enfoque integrado, dando prioridad a la eficiencia energética, la adopción 

de energías renovables, la reducción de emisiones en el transporte y la 

agricultura, y la preservación de los bosques. La diversidad de la región se 

traduce en distintos impactos y desafíos climáticos. Basándose en los 

debates mantenidos en una serie de Diálogos y Talleres sobre Políticas 

Regionales sobre estas cuestiones entre expertos de ALC y de la OCDE en 

el contexto del Programa Regional ALC de la OCDE (LACRP, por sus siglas 

en inglés), este capítulo describe los retos regionales, identifica las 

prioridades de mitigación y presenta opciones políticas para estrategias de 

mitigación climática adaptadas a sectores específicos. 

  

3 Lograr la neutralidad climática en la 

región de América Latina y el 

Caribe 
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Introducción 

Este capítulo se elaboró a partir de los debates mantenidos durante el Diálogo Político 

Regional 2021 sobre Sostenibilidad Ambiental, en el que participaron expertos de ALC y de la 

OCDE como parte del LACRP. Ofrece una revisión comprensiva de los retos de mitigación del 

cambio climático a los que se enfrentan los países de ALC y presenta un conjunto de medidas 

políticas encaminadas a lograr la neutralidad climática. El análisis sobre la contaminación atmosférica 

y las emisiones de GEI dibuja un panorama solemne, que constituye la necesaria mejora de los 

marcos normativos a escala nacional y local. Un enfoque sectorial -con especial atención a la 

energía, el transporte, la minería sostenible, las ciudades, la agricultura y el turismo- pone de relieve 

las oportunidades disponibles para alcanzar la neutralidad climática en la región. 

Según el Reporte sobre la brecha de emisiones 2022 del Programa de las Naciones Unidas 

para el Medio Ambiente (PNUMA), basado en las Contribuciones Determinadas a Nivel 

Nacional (NDCs) presentadas antes de la vigésimo sexta Conferencia de las Partes de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP26) y en las actualizaciones realizadas desde 

entonces, las medidas mundiales adoptadas para hacer frente a la crisis climática han sido 

insuficientes para detener y reducir las emisiones de GEI. Si los países continúan con sus 

políticas actuales, se prevé que el calentamiento global alcance los 2,8 °C a finales de siglo. Sin 

embargo, la aplicación de los escenarios de los NDCs incondicionales y condicionales reduciría esta 

cifra a 2,6°C y 2,4°C, respectivamente, lo que sigue siendo insuficiente. A pesar de los llamados a 

"revisar y reforzar" sus objetivos para 2030 en la COP26, apenas se ha avanzado en la reducción de 

la importante brecha de emisiones para 2030 que representa la disparidad entre las reducciones de 

emisiones prometidas y las reducciones necesarias para alcanzar el objetivo de temperatura del 

Acuerdo de París (UNEP, 2022[1]). La Agencia Internacional de la Energía (AIE) estima que la aplicación 

efectiva de los compromisos anunciados en la vigésimo séptima Conferencia de las Partes de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP27) podría limitar el calentamiento global a un 

aumento de 1,7 °C, proporcionando así una vía hacia el objetivo más ambicioso de limitar el 

calentamiento a 1,5°C (IEA, 2022[2]). 

Está claro que el momento para acciones climáticas decisivas es ahora. No se puede exagerar 

la urgencia de la crisis, ya que de ello depende el futuro de nuestro planeta y el bienestar de 

las generaciones futuras. los compromisos, aunque importantes, son insuficientes por sí solos. En 

una región tan diversa, el cambio climático afecta a los países de forma diferente y presenta una 

serie de retos tan variados como los propios países. Sin embargo, también representa una 

oportunidad para idear mecanismos de implementación que permitan la afluencia de recursos 

financieros verdes a ALC. Este enfoque puede catalizar el desarrollo, fomentar una transición verde 

y generar empleos verdes. Su éxito depende de su transformación en acciones tangibles.  

A pesar de que ALC contribuye con menos del 10% de las emisiones totales de GEI, sus 

emisiones han aumentado significativamente en los últimos 20 años, impulsadas 

principalmente por el transporte, la electricidad y la producción de calor. Además, la región 

desempeña un papel crucial en los esfuerzos mundiales de mitigación debido a su potencial natural 

de captura de carbono en lugares como la cuenca del río Amazonas (OECD, 2023[3]). Los gobiernos 

de ALC deberán adoptar un enfoque integrado para alcanzar los objetivos de mitigación del cambio 

climático y los compromisos internacionales, centrándose en aumentar la eficiencia energética y el 

uso de energías renovables, reducir las emisiones en el transporte y la agricultura, y restaurar y 

proteger los bosques, manglares y humedales. Es importante que los países adopten las 

combinaciones de políticas que mejor se adapten a sus circunstancias específicas, idealmente 

articuladas como estrategias nacionales. Al mismo tiempo, la contaminación atmosférica representa 

un riesgo real para la población urbana debido al alto nivel de urbanización de ALC. Los esfuerzos 

de mitigación del cambio climático también podrían aportar importantes beneficios colaterales 
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ambientales y de salud, como la reducción de la mortalidad y la morbilidad por contaminación 

atmosférica. 

El COVID-19 y la guerra de agresión de Rusia contra Ucrania han manifestado y exacerbado 

la vulnerabilidad de la región a los impactos económicos externos, históricamente arraigados 

en sus problemas estructurales. Las disrupciones globales en el suministro de energía y alimentos 

han incrementado los precios, lo que ha obligado a los países a implementar políticas orientadas a 

controlar las presiones inflacionarias y proteger el bienestar de sus ciudadanos, en particular de la 

población más vulnerable. En ALC, durante los primeros cinco meses de 2022, la región fue testigo 

de un aumento promedio de precios de 3,6% superior al de los hogares representativos a nivel 

nacional, y con estimaciones que sugieren que para fines de 2022, aproximadamente 33,7% de la 

población se encuentra en situación de pobreza. y el 14,9% en la pobreza extrema. En este sentido, 

es crucial que los gobiernos complementen las medidas monetarias con políticas fiscales que 

incluyan intervenciones específicas en las redes de seguridad, así como avanzar hacia sistemas de 

protección social universales, integrales, resilientes y sostenibles (OECD et al., 2022[4]). 

Algunos países han establecido políticas, como los subsidios energéticos regresivos a los 

combustibles fósiles (Cárdenas and Hernández, 2022[5]), que tienen consecuencias 

medioambientales negativas, lo que a veces provoca retrasos o cancelaciones en la aplicación de 

las NDCs presentadas a la CMNUCC. Por lo tanto, los países deben planificar una consolidación 

fiscal inteligente post-pandémica, eliminando gradualmente las medidas introducidas para apoyar el 

consumo, teniendo en cuenta al mismo tiempo la inflación provocada por el aumento de los precios de los 

alimentos y la energía (Cárdenas and Hernández, 2022[5]); (OECD, 2022[6]). 

Contribuciones de mitigación de LAC en Glasgow y Sharm el- Sheikh 

Muchos países de ALC han asumido compromisos internacionales para reducir sus 

emisiones de GEI y tomar medidas para mitigar los impactos del cambio climático. En la 

COP26, casi 200 países firmaron el Pacto Climático de Glasgow, que reconoce la urgente necesidad 

de una reducción rápida, profunda y sostenida de las emisiones de GEI, y de limitar el calentamiento 

global a 1,5 °C. El pacto promueve redoblar los esfuerzos para reducir colectivamente las emisiones de 

GEI mediante una acción acelerada y la aplicación de medidas nacionales de mitigación. Se insta a 

las Partes a que comuniquen las NDCs y las estrategias a largo plazo (LTS) nuevas o actualizadas 

y a que revisen y refuercen sus objetivos para 2030. Además, el Pacto por el Clima de Glasgow insta 

a las naciones a reducir progresivamente la energía del carbón y los subsidios ineficientes a los 

combustibles fósiles (UNFCCC, 2021[7]). Además, los países finalizaron el Libro de Reglas del 

Acuerdo de París, que incluye acuerdos sobre un marco mejorado de transparencia para la notificación 

de emisiones, calendarios comunes para los objetivos de reducción de emisiones y mecanismos y normas 

para los mercados internacionales de carbono. 

En la COP26 se hicieron promesas adicionales en sectores estratégicos clave. Algunos de ellos son: 

• el Compromiso Mundial sobre el Metano, por el que los países se comprometieron a tomar 

medidas voluntarias para reducir las emisiones globales de metano en al menos un 30% 

respecto a los niveles de 2020 para 2030, lo que representa el 70% de la economía mundial 

y casi la mitad de las emisiones antropogénicas de metano, donde 25 de los 105 países 

firmantes son de ALC1, 

• la Declaración de los Líderes de Glasgow sobre los Bosques y el Uso de la Tierra, en la que, 

hasta la fecha, 145 países, 24 de ellos de ALC2, se comprometieron a detener e invertir la 

pérdida de bosques y la degradación de la tierra de aquí a 2030, al tiempo que se logra el 

desarrollo sostenible y se promueve una transformación rural integradora, y 
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• la Declaración de Transición Global del Carbón a la Energía Limpia, en la que los países se 

comprometieron a aumentar el despliegue de la generación de energía limpia, a ampliar las 

tecnologías y las políticas para lograr una transición que permita abandonar la generación de 

energía a partir de carbón no consumido y a poner fin a la expedición de nuevos permisos 

para nuevos proyectos de generación de energía a partir de carbón no consumido, a la 

construcción de nuevos proyectos de generación de energía a partir de carbón no consumido 

y a poner fin a las nuevas ayudas gubernamentales directas a la generación internacional de 

energía a partir de carbón no consumido. 

En la COP27, los países aprobaron el Plan de Implementación de Sharm el-Sheikh, haciendo 

hincapié en la necesidad de una reducción inmediata, profunda, rápida y sostenida de las 

emisiones mundiales de GEI en todos los sectores aplicables. Los países reconocieron que limitar 

el calentamiento global a 1,5 °C requiere una reducción del 43% de las emisiones mundiales de GEI 

para 2030 en comparación con los niveles de 2019. El Plan llama a los países a acelerar el desarrollo, 

despliegue y difusión de tecnologías de bajas emisiones y la adopción de polít icas que promuevan 

la transición hacia sistemas energéticos de bajas emisiones. Esto incluye la generación de energía 

limpia, medidas de eficiencia energética, la reducción progresiva de la energía de carbón y la 

eliminación de las subsidios ineficientes a los combustibles fósiles. El plan también hace hincapié en 

la importancia de prestar un apoyo específico a los más pobres y vulnerables, garantizando al mismo 

tiempo una transición justa (UNFCCC, 2022[8]). 

Los esfuerzos globales para reducir las emisiones de metano han cobrado impulso, y el 

número de países que han suscrito el Compromiso Mundial sobre el Metano ha pasado de 105 

en la COP26 a 150 al término de la COP27. Como resultado, aproximadamente el 95% de los 

países están incluyendo compromisos de reducción de metano o tienen previsto incluirlos en su 

próxima revisión de los objetivos climáticos. Además, 50 países tienen planes de acción sobre el 

metano o están trabajando para desarrollar uno. Más de 70 países firmantes ya han incorporado 

medidas específicas para la reducción del metano en sus NDC (USA and EU, 2022[9]). 

La región de ALC ha realizado avances importantes hacia la reducción de las emisiones de metano. 

En marzo de 2022, Brasil lanzó su Programa Nacional Metano Cero, con el objetivo de promover la 

reducción de las emisiones de metano en consonancia con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 

(IEA, 2023[10]). El programa también pretende fomentar el uso de biometano y biogás. Chile anunció su 

intención de acelerar los esfuerzos de reducción de metano para 2025, mientras que Colombia indicó su 

intención de preparar un plan de acción nacional sobre el metano para la COP28 (USA and EU, 2022[9]). 

Además, México se encuentra en la fase de planificación para aplicar medidas de reducción del metano 

en el marco del Compromiso Mundial sobre el Metano (USA and EU, 2022[9]). 

Además, en la COP27 se puso en marcha un Programa de Trabajo de Mitigación con el objetivo de 

aumentar urgentemente la ambición de mitigación y su aplicación. El programa comenzó 

inmediatamente después de la COP27 y continuará hasta 2026. Se pidió a los gobiernos que revisaran y 

aumentaran los objetivos para 2030 en sus planes climáticos nacionales antes de finales de 2023, así 

como que aceleraran los esfuerzos para reducir progresivamente la energía del carbón sin disminuir y 

eliminar gradualmente los subsidios ineficientes a los combustibles fósiles. 

Panorama de las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional en ALC 

Debido a la pandemia de COVID-19, muchos países presentaron NDCs nuevas o actualizadas en la 

COP26 en 2021 en lugar de en 2020, a pesar de que el Acuerdo de París exige a las partes que 

presenten NDCs cada vez más ambiciosas cada cinco años. Aunque estas NDCs nuevas y 

actualizadas mostraron algunos avances, siguieron siendo insuficientes para cerrar la brecha de 

emisiones para 2030. Como resultado, el Pacto Climático de Glasgow, adoptado en la COP26, instó a las 
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partes a "revisar y reforzar" sus objetivos para 2030 antes de finales de 2022 (UNFCCC, 2021[7]). En ALC, 

nueve países enviaron sus NDCs actualizadas para 20223. En la región, algunos países han establecido 

objetivos ambiciosos de reducción de emisiones en sus NDC, mientras que otros se han centrado en 

medidas de adaptación o en el desarrollo de capacidades para apoyar la transición hacia un futuro con 

bajas emisiones de carbono (Anexo B). 

De los 33 países de ALC que han presentado compromisos de reducción de emisiones de GEI a la 

CMNUCC en virtud del Acuerdo de París, solo 22 han presentado NDCs lo suficientemente claras 

como para inferir objetivos para 2030 y más allá. Además, sólo 16 países se han comprometido a 

alcanzar cero emisiones netas para 2050 o antes, y sólo siete países incluyen todos los GEI en sus 

compromisos (OECD, 2023[3]). La región se enfrenta a retos a la hora de medir y supervisar eficazmente 

los planes de descarbonización, y sólo la República Dominicana, Panamá y Perú han propuesto o 

desarrollado sistemas nacionales de seguimiento de los compromisos (OECD et al., 2022[4]). Por ejemplo, 

los inventarios de emisiones de GEI de Costa Rica se publican con un importante desfase temporal, y el 

último inventario, publicado en 2021, contiene datos hasta 2017 (Ministry of Environment Costa Rica, 

2021[11]) (Anexo B). 

Retos para la aplicación de las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional en ALC 

Existen diferentes maneras en que los países de ALC pueden abordar el cambio climático y 

reducir las emisiones de GEI y los Contaminantes Climáticos de Vida Corta (CCVC), como el 

dióxido de carbono (CO2), el metano, el óxido nitroso (N2O) y los gases fluorados (gases f), con el fin 

de alcanzar objetivos sectoriales netos cero y metas de neutralidad climática para 2050. Los 

gobiernos de ALC deben desarrollar e implementar estrategias y planes de acción de mitigación de 

manera sistemática e integrada, alineándolos con sus respectivas NDCs y el Acuerdo de París. Estas 

políticas y acciones variarán en función de los retos específicos de cada país e involucrarán 

diferentes niveles de gobierno y partes interesadas pertinentes, incluidos el sector privado y la 

sociedad civil. Algunas de estas incluyen el desarrollo de políticas de mitigación del cambio climático 

para reducir la contaminación atmosférica, la promoción de combustibles limpios en el transporte y 

la mejora de la calidad, fiabilidad y durabilidad de las estufas para cocinar. Además, los países de la 

región pueden aumentar la proporción de fuentes de energía renovables en su combinación de 

suministro energético, adoptar procesos de producción eficientes desde el punto de vista energético, 

mejorar la eficiencia energética de los bienes y servicios de consumo y conservar y ampliar los 

sumideros de carbono, como los bosques y los humedales (OECD, 2023[3]). Comprometerse a 

alcanzar objetivos de reducción de emisiones más ambiciosos en sus NDCs, realizar la transición a 

sistemas energéticos bajos en carbono y abordar las emisiones de sectores como el transporte, la 

agricultura y el uso del suelo, el cambio de uso del suelo y la silvicultura (LULUCF) son pasos 

esenciales para alcanzar los objetivos de neutralidad climática en 2050. 

La adopción de medidas de mitigación ambiciosas en diversos sectores de ALC, desde las 

energías renovables hasta el transporte sostenible y el desarrollo urbano, es vital para combatir 

el cambio climático y, al mismo tiempo, alinearse con las estrategias nacionales de adaptación 

al clima. Las acciones de mitigación en ALC son necesarias en diferentes sectores, como la energía 

(por ejemplo, la transición de los combustibles fósiles a las fuentes de energía renovables y las 

mejoras de la eficiencia energética en los edificios), el transporte (por ejemplo, las inversiones en la 

producción y el uso de transporte público con bajas emisiones de carbono y vehículos eléctricos), el 

desarrollo urbano/ciudades, el desarrollo de la industria/infraestructura, la innovación, la agricultura, la 

silvicultura, el uso de la tierra y el turismo. Las NDCs y los PNAs son procesos complementarios 

(véase el capítulo 2). 

Facilitando el camino hacia un futuro sostenible en la región de ALC exige planificación 

estratégica, apoyo financiero y compromiso público. Factores esenciales como crecimiento 
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económico, voluntad política, estabilidad e instituciones fuertes desempeñan un papel crucial a la 

hora de buscar las inversiones necesarias para el desarrollo de cero emisiones netas  y la reducción 

de emisiones, así como para fomentar esfuerzos de mitigación eficaces. Sin embargo, los países de 

ALC a menudo se enfrentan a dificultades para financiar sus NDCs y sus planes de descarbonización 

debido a la falta de un presupuesto asignado, lo que los hace vulnerables a la falta de financiamiento 

durante crisis o los choques externos. Los gobiernos de ALC han reconocido que esperan desviar 

recursos financieros del presupuesto climático debido al COVID-19, incluyendo la cofinanciación de 

proyectos ya acordados con fondos climáticos multilaterales. Teniendo en cuenta la creciente carga 

financiera del cambio climático, los países de ALC han solicitado sistemáticamente apoyo para 

movilizar financiamiento climático, en particular mediante la participación de inversores del sector 

privado. Aumentar el apoyo técnico para la preparación de proyectos y mejorar el acceso al 

financiamiento climático internacional es esencial para implementar de forma efectiva sus NDCs 

(NDC Partnership, 2020[12]). 

Las estrategias de mitigación deben diseñarse para promover resultados equitativos, 

abordando las desigualdades existentes en la región de ALC al tiempo que se crean empleos 

verdes. Además, fomentar la concientización social y el desarrollo de habilidades para la transición 

a una economía verde son componentes vitales para lograr economías de emisiones netas cero en 

la región. Empoderar a los ciudadanos con el conocimiento y la comprensión del cambio climático 

puede conducir a demandas colectivas de prácticas más sostenibles en todos los sectores. Fomentar 

comportamientos que reduzcan la huella de carbono, como el consumo responsable y la gestión de 

residuos, es clave para alcanzar los objetivos de reducción de emisiones (OECD, 2023[13]). Además, 

compromisos públicos para abordar cuestiones ambientales críticas y abogar por políticas climáticas 

más fuertes proporcionará una mayor tracción y acelerará la aplicación de medidas de mitigación 

eficaces. 

Contaminación atmosférica: Una gran preocupación en ALC 

La contaminación del aire es el principal riesgo ambiental para la salud en ALC, siendo las 

poblaciones más vulnerables los niños, los ancianos y las mujeres embarazadas (PAHO, 

2016[14]). La combustión de combustibles fósiles es la principal fuente de contaminación del aire por 

partículas en la región, incluidas las PM2,5 (Gouveia et al., 2021[15]). Las concentraciones de partículas 

finas están asociadas a infecciones respiratorias, cardiopatías isquémicas, accidentes 

cerebrovasculares, cáncer y enfermedades respiratorias crónicas. En 2019, las enfermedades 

respiratorias crónicas, en particular las enfermedades pulmonares obstructivas crónicas, fueron 

responsables de más de 180 000 muertes en ALC, con Brasil representando el 43% de los casos de 

la región, seguido de México, Colombia, Venezuela, Perú, Cuba, Ecuador y Bolivia. El coste promedio 

de bienestar asociado en la región fue inferior al 3% del PIB, pero si se consideran factores como las 

pérdidas de productividad laboral, el tratamiento médico y la productividad agrícola, este coste 

aumentaría aún más. En el Caribe, las pérdidas de bienestar debidas a la contaminación atmosférica 

alcanzaron aproximadamente el 7% del PIB en Barbados (OECD, 2023[3]). Además, Dominica alcanzó 

el 5%, Granada el 5%, la República Dominicana el 3,8%, Jamaica el 3,6%, y Antigua y Barbuda 

superó el 3,2% (OECD, 2023[16]). 

El porcentaje de personas que viven en zonas urbanas en ALC se ha duplicado desde 1950, y 

aproximadamente el 81% de la población de la región vivirá en zonas urbanas en 2021 (World Bank, 

2022[17]). El Caribe también ha experimentado un aumento significativo de la urbanización, con una tasa 

de urbanización que ha pasado del 36,3% en 1950 al 72,2% en 2020. La República Dominicana y Haití 

han experimentado el aumento más rápido de las tasas de urbanización, del 23,7% al 82,5% y del 12,2% 

al 57,1%, respectivamente, en ese mismo periodo (OECD et al., 2022[4]). 
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Las elevadas tasas de urbanización de ALC han dado lugar a un aumento de la demanda de 

transporte, en particular de vehículos privados, lo que se traduce en mayores emisiones de GEI, 

contaminación atmosférica y congestión del tráfico. Entre 2005 y 2015, la región fue testigo de un 

crecimiento del 58% en la propiedad de automóviles, más del doble del promedio mundial, que se situó 

en el 27%. El transporte motorizado privado fue responsable del 75% de las emisiones de CO2 y del 82% 

de los contaminantes PM10 (OECD et al., 2022[4]); (SLOCAT, 2021[18]). 

Algunos países de ALC han introducido diversas políticas públicas para hacer frente a la 

contaminación atmosférica, como la planificación urbana ecológica, un uso más eficaz de los 

instrumentos económicos y la regulación de las emisiones procedentes de fuentes industriales y de 

transporte, la promoción de combustibles y vehículos más limpios y el desarrollo de programas de 

transporte sostenible. Por ejemplo, el Plan Nacional de Transporte Sustentable 2022 de Argentina 

pretende establecer una hoja de ruta hacia 2030 regulando los diferentes modos de transporte y 

promoviendo la adopción del gas natural y la movilidad eléctrica (Government of Argentina, 2022[19]). 

México ha puesto en marcha la Estrategia Nacional de Calidad del Aire, que orienta y coordina acciones 

entre diferentes organismos gubernamentales para controlar y mitigar las emisiones contaminantes hasta 

2030 (Government of Mexico, 2017[20]). 

En 2020, al menos 12 países de ALC habían adoptado normas nacionales de emisión para las 

industrias a través de leyes y reglamentos. Estas medidas incluyen el uso de evaluaciones de impacto 

ambiental (EIAs) para regular las industrias, el establecimiento de normas sobre emisiones industriales y 

políticas sobre el uso eficiente de los recursos para combustible y electricidad. Además, un total de 17 

países regulan la quema de residuos, aunque sólo 5 de ellos lo hacen de forma estricta, ya que la quema 

al aire libre sigue siendo una práctica común en la región incluso cuando existen regulaciones al respecto. 

Por otra parte, al menos ocho países de ALC cuentan con una estrategia, marco o plan de acción nacional 

de gestión de la calidad del aire, que generalmente se aplica a través de un plan nacional de acción 

ambiental. Un total de 21 países de la región contaban con instrumentos jurídicos que contemplaban 

normas de calidad del aire ambiente (UNEP, 2021[21]). 

La implementación de políticas de mitigación climática en la región de ALC destinadas a reducir 

la contaminación del aire puede proporcionar múltiples cobeneficios y sinergias, incluyendo la 

eficiencia de los recursos, la seguridad económica, la sostenibilidad de los ecosistemas, la 

biodiversidad y un mayor dinamismo económico (UNECE, 2016[22]). La contaminación atmosférica y 

el cambio climático están estrechamente relacionados. El CO2 es la principal causa del cambio climático, 

debido a la extracción y quema de combustibles fósiles, así como una fuente importante de contaminantes 

atmosféricos. Muchos contaminantes atmosféricos contribuyen al cambio climático al reflejar o absorber 

la luz solar, con lo que algunos contaminantes calientan y otros enfrían la Tierra. Estos CCVC incluyen el 

metano y el carbono negro, que se encuentran entre los principales contribuyentes al calentamiento global 

después del CO2. El reporte especial de 2018 del IPCC sobre los impactos del calentamiento global 

subraya que las reducciones profundas de los forzadores climáticos distintos del CO2, en particular del 

metano y el carbono negro, serán vitales para alcanzar el objetivo del Acuerdo de París de limitar el 

calentamiento a 1.5 °C o incluso 2 °C (RIFS Potsdam, 2022[23]). 

Las emisiones de azufre, nitrógeno y ozono troposférico afectan a los ecosistemas debido a la 

contaminación atmosférica. Las emisiones tanto de dióxido de azufre como de óxidos de nitrógeno se 

depositan en el agua, en la vegetación y en los suelos en forma de "lluvia ácida", con efectos adversos 

cada vez mayores sobre la flora y la fauna. La acidificación afecta a la capacidad de los ecosistemas para 

prestar "servicios ecosistémicos", como el ciclo de nutrientes y el ciclo del carbono, pero también la 

provisión de agua, de la cual depende el planeta y la vida humana (UNECE, 2022[24]). Además, la 

contaminación atmosférica afecta negativamente los ecosistemas terrestres y acuáticos, degrada el medio 

ambiente y reduce la biodiversidad al afectar a las formas de vida inferiores en cuanto al número de 

especies y la sensibilidad de cada una de ellas, como los líquenes, las briofitas, los hongos y los 

invertebrados acuáticos de cuerpo blando. En tierra, las plantas se ven más afectadas que los animales, 
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pero no en agua dulce. Aunque la mayoría de las especies afectadas disminuyen como consecuencia de 

la contaminación atmosférica, es importante señalar que hay algunas especies, por ejemplo los pulgones, 

que parecen verse estimuladas por los contaminantes atmosféricos, mientras que otras son resistentes y 

tienden a expandirse (Air Pollution and Climate Secretariat (AirClim), 1997[25]). 

Reconocer la conexión entre las emisiones de GEI y la contaminación atmosférica local sugiere 

desarrollar estrategias integradas que reduzcan las emisiones de GEI y los contaminantes 

atmosféricos, aplicando así soluciones "beneficiosas para todos" tanto para los objetivos de la política 

climática como para los de la política sanitaria. Las medidas eficaces de prevención y control de la 

contaminación son especialmente importantes. Deben adaptarse a las circunstancias locales, ya que tanto 

las fuentes de contaminación atmosférica como la gravedad de la exposición varían de un país a otro y 

dentro de un mismo país (OECD, 2023[3]). 

La contaminación atmosférica supone un importante riesgo para la salud en ALC 

Los gobiernos deben alinear políticas ambientales y sanitarias para proteger el medio ambiente y 

la salud pública, al tiempo que consideran las sinergias entre la reducción de las emisiones y los 

objetivos de bienestar más amplios, como la reducción de la contaminación del aire y la mejora de 

la salud. Alrededor del 25% de las muertes y enfermedades mundiales pueden atribuirse a riesgos 

ambientales evitables, lo que resulta en aproximadamente 13 millones de muertes anuales (WHO, 

2019[26]). En ALC, alrededor del 13% de las muertes prematuras en los países de ingresos altos4 y el 19% 

en los países de ingresos bajos y medianos5 de las Américas son atribuibles a riesgos ambientales 

evitables y conocidos, lo que representa aproximadamente 1 016 000 muertes cada año (Korc and 

Hauchman, 2021[27]). Solo la contaminación atmosférica provoca 7 millones de muertes evitables al año 

en todo el mundo, ya que más del 90% de la población respira aire contaminado (WHO, 2019[26]). Además, 

casi 3 000 millones de personas en todo el mundo y 80 millones de personas en ALC todavía dependen 

de combustibles contaminantes como los combustibles sólidos o el queroseno para iluminarse, cocinar y 

calentarse. En ALC, la contaminación del aire ambiental y doméstico se relacionó con unas 250 000 

muertes prematuras en 2016 (WHO, 2019[26]); (Korc and Hauchman, 2021[27]). 

Los países de la región deben integrar las acciones preventivas de salud ambiental como un 

componente básico de la cobertura sanitaria universal a través de estrategias y programas 

dirigidos a enfermedades y riesgos específicos. Deben promover la consideración sistemática de la 

salud en el desarrollo de políticas y sectores relevantes para la salud, como la energía, el transporte, la 

vivienda, el trabajo, la industria, los sistemas alimentarios y la agricultura, el agua y el saneamiento, y la 

planificación urbana. Es importante reforzar los mecanismos de gobernanza para facilitar la colaboración 

intersectorial y el análisis exhaustivo de costes y beneficios. Los países de ALC podrían fomentar la 

integración del monitoreo ambiental (especialmente en la contaminación del aire) y la vigilancia de la salud 

para evaluar los impactos en la salud de los riesgos y servicios ambientales, así como para monitorear 

los cambios e implementar estrategias relevantes a nivel regional y nacional (WHO, 2019[26]). 

Muchos países de ALC podrían mejorar el desempeño de los programas e instituciones de salud 

pública ambiental para reducir la carga de morbilidad asociada a los riesgos ambientales. Esto 

puede lograrse haciendo hincapié en la calidad del aire y considerando al mismo tiempo la seguridad 

química, los impactos relacionados con el cambio climático, la gestión de residuos sólidos y los factores 

relacionados con el agua y el saneamiento que influyen en la salud humana y sus comportamientos 

conexos (Korc and Hauchman, 2021[27]). Además, es importante que los países tengan en cuenta los 

riesgos para la salud de las poblaciones vulnerables, como los muy jóvenes, los ancianos y las mujeres 

embarazadas (PAHO, 2016[14]). 



   71 

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

Carbono negro en el transporte y el sector residencial en ALC 

El carbono negro (BC) es uno de los mayores contribuyentes al calentamiento global, después del 

CO2 (Bond et al., 2013[28]). A pesar de que el BC es un SLCP con una vida útil de solo días o unas pocas 

semanas, acelera significativamente el deshielo de la nieve y el hielo, aumentando el cambio climático al 

reducir el efecto albedo6. Additionally, Además, el BC afecta a los patrones de precipitación en la cuenca 

del Amazonas (OECD, 2023[3]), donde la quema de biomasa contribuye a la contaminación atmosférica y 

al humo. La CB también provoca un menor rendimiento agrícola y problemas de seguridad alimentaria. 

Estos los impactos afectan directamente a los medios de vida de los habitantes andinos, a la agricultura 

y a la generación hidroeléctrica, representando esta última el 8% del suministro total de energía en ALC, 

y el 54% de la producción de electricidad en la región en 2020 (OECD, 2023[3]). 

La reducción de las emisiones de BC puede aportar beneficios colaterales inmediatos para el 

medio ambiente, la calidad del aire y la salud pública. El BC y sus co-contaminantes son componentes 

significativos de la contaminación atmosférica por partículas finas PM2.5, que es una de las principales 

causas ambientales de mala salud y muertes prematuras (UNEP and CCAC, 2018[29]). La región de ALC 

contribuye con menos del 10% del total de emisiones de BC. El sector transporte y la combustión de 

combustibles sólidos en el sector residencial-comercial son responsables de alrededor de tres cuartas 

partes de las emisiones de BC en la región, siendo Brasil y México responsables de más del 60% de las 

mismas (UNEP and CCAC, 2018[29]). Dentro del sector transporte, los vehículos diésel de altas emisiones 

son las principales fuentes de emisiones de BC (Natural Resources Defense Council, 2014[30]). 

Teniendo en cuenta la corta vida atmosférica del BC, las políticas focalizadas han demostrado ser 

eficaces para lograr beneficios climáticos y sanitarios relativamente rápidos (ICCT, 2009[31]). En el 

sector del transporte, es crucial que ALC promueva los combustibles limpios y adopte normas comunes 

sobre combustibles que reduzcan los niveles de azufre a niveles ultrabajos, idealmente por debajo de 15 

ppm. Además, la región debería reforzar sus normas de emisiones para vehículos nuevos obligando a la 

instalación de filtros de partículas diésel o fomentando el uso de combustibles alternativos emergentes de 

eficacia comparable y tecnologías avanzadas para vehículos (por ejemplo, vehículos propulsados por gas 

natural, híbridos eléctricos o eléctricos). También deberían desarrollarse programas complementarios 

para reducir las emisiones en uso de los vehículos diésel más antiguos, centrándose en las flotas urbanas, 

ya que en otros casos se han aplicado estrategias con éxito (Natural Resources Defense Council, 2014[30]). 

En el sector residencial, el uso de leña para cocinar plantea los riesgos más significativos para la 

salud relacionados con las emisiones para los ciudadanos, afectando especialmente a los hogares 

de bajos ingresos en las zonas rurales. Aproximadamente 90 millones de personas en ALC dependían 

de combustibles sólidos para cocinar en 2017, lo que representa alrededor del 15% de la población de la 

región. Para abordar este problema, la región podría desarrollar y mejorar sus marcos regulatorios, 

incluyendo medidas para mejorar la calidad, fiabilidad y durabilidad de las estufas para cocinar. Será 

esencial implantar la certificación y las pruebas sobre el terreno para garantizar que las cocinas cumplan 

con las normas de calidad, junto con políticas que aborden la asequibilidad, la accesibilidad y la 

concientización sobre las repercusiones sanitarias. Apoyar las prácticas forestales sostenibles y el 

empoderamiento económico de las mujeres también puede contribuir a abordar los problemas sociales y 

ambientales subyacentes que hacen necesarias las cocinas mejoradas (Levy et al., 2020[32]). 

Emisiones de gases de efecto invernadero en ALC 

De 1990 a 2019, la región de ALC aumentó sus emisiones de GEI en un 61%, a pesar de representar 

sólo el 6.7% de las emisiones mundiales de GEI, excluyendo la silvicultura y otros usos de la tierra 

(LULUCF) (OECD, 2023[3]) y el 8.1% incluyéndolos. Esto se debió principalmente al aumento de las 

emisiones procedentes del transporte y de la producción de electricidad y calor, siendo proporcional a su 

participación del 8,4% en la población mundial total, y ligeramente superior a su participación del 6,4% en 
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el PIB mundial. Las emisiones totales en el Caribe aumentaron un 23,5% entre 1990 y 2019, a pesar de 

representar sólo el 5% de las emisiones totales de la región en todo ese periodo (OECD et al., 2022[4]). 

Aunque la contribución de la región al cambio climático no es significativa, ALC, en particular la cuenca 

del río Amazonas, desempeña un papel crucial en los esfuerzos mundiales de mitigación debido a su 

potencial natural de captura de carbono (OECD, 2023[3]). 

Hay sectores con altas emisiones que están aumentando rápidamente sus emisiones debido a la 

ausencia de incentivos económicos para mejorar, desarrollar e introducir tecnología e 

infraestructura adecuadas (UNEP and CCAC, 2017[33]). En términos de desglose sectorial, tres sectores 

representaron el 88,3% de las emisiones totales en ALC en 2019, energía (43,5% incluyendo transporte), 

agricultura (25,3%) y LUCF (19,5%). El sector energético sigue siendo el más intensivo en emisiones para 

las tres subregiones de ALC, aunque cada una tiene sus particularidades. Los sectores que más emiten 

en América del Sur son la agricultura, 28,5%, LUCF, 23,8%, y el transporte, 13,4%. El Caribe difiere 

ligeramente, con la electricidad y el calor con un 24,8%, seguido de la agricultura con un 15,6% y LUCF 

con un 13,4%, muy similar al transporte con un 11,1%. En América Central, la electricidad y el calor 

representan el 23,8% de las emisiones, mientras que el transporte supone el 21,4%, seguido de la 

agricultura con el 16% (OECD et al., 2022[4]). 

Tanto Brasil como México han disminuido sus objetivos de emisiones en comparación con 

objetivos anteriores debido a un cambio en la metodología de referencia utilizada para calcular los 

objetivos de sus NDC. Al mismo tiempo, México es el único país del G20 sin un objetivo neto cero para 

2050. Las emisiones per cápita varían mucho entre los miembros del G20, y no se espera que México 

alcance su punto máximo de emisiones hasta 2030 con las políticas actuales y los escenarios de las 

NDCs, mientras que Argentina y Brasil ya han alcanzado su punto máximo (UNEP, 2022[1]). 

La contribución de ALC a las emisiones globales netas de GEI está impulsada en gran medida por 

Brasil, México y Argentina, que son los tres mayores emisores de la región y representan el 5,4% 

de las emisiones globales totales. En 2020, estos tres países representaban el 38%, el 16% y el 10% 

de las emisiones regionales de GEI, respectivamente, lo que supone el 63,8% de las emisiones totales de 

GEI de la región. Los exportadores de combustibles fósiles altamente dependientes, como Bolivia, 

Colombia, Ecuador, Guyana, Surinam, Trinidad y Tobago y Venezuela, representan sólo el 1,7% de las 

emisiones globales netas de GEI (Anna Ivanova et al., 2021[34]). A pesar de las importantes inversiones 

en proyectos de energías renovables realizadas en la última década, el Caribe sigue dependiendo en gran 

medida de la energía importada de combustibles fósiles, y la mayoría de los países son importadores 

netos de energía, excepto Trinidad y Tobago, Surinam y Guyana (UN ECLAC, 2021[35]). 

Desde 2014, las emisiones en ALC crecieron a un ritmo más lento que el crecimiento económico, 

lo que sugiere un desacoplamiento relativo. Para mitigar y estabilizar las emisiones de GEI en la 

atmósfera, es crucial implementar estrategias nacionales e internacionales bajas en carbono y desacoplar 

aún más las emisiones del crecimiento económico (OECD, 2023[3]). Esto puede lograrse mediante la 

adopción de múltiples estrategias bajas en carbono, como el aumento de la proporción de fuentes de 

energía renovables en la combinación de suministro energético, la adopción de procesos de producción 

energéticamente eficientes, la mejora de la eficiencia energética de los bienes y servicios de consumo, y 

la preservación y ampliación de los sumideros de carbono, como los bosques y los humedales (OECD, 

2023[3]). Los países de ALC podrían comprometerse a objetivos de reducción de emisiones más profundos 

en sus NDCs y a la transición hacia sistemas energéticos bajos en carbono, así como a reducir las 

emisiones de sectores específicos como la agricultura y el LULUCF, ya que estos sectores representan 

un tercio y un cuarto de las emisiones netas de América del Sur. En América Central y el Caribe, la 

producción de energía y el transporte son los principales emisores (OECD, 2023[3]). 
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Recomendación 

• Mejorar los marcos regulatorios para las emisiones de GEI y contaminantes climáticos de vida 

corta, con especial atención al metano y los gases fluorados, estableciendo objetivos 

sectoriales, nacionales y locales. 

• Apuntar a obtener beneficios colaterales de la reducción de la contaminación del aire con la 

regulación de la mitigación climática mediante la alineación de las políticas ambientales y de 

salud y las enfermedades asociadas con los riesgos ambientales. 

Las emisiones de metano en ALC proceden de la agricultura, la producción y 

distribución de carbón y gas, y la gestión de residuos. 

Las emisiones de metano son un importante contribuyente al calentamiento global, siendo la 

mayor fuente de emisiones antropogénicas de metano la agricultura, responsable de alrededor de 

una cuarta parte de las emisiones totales, seguida de cerca por el sector energético, que incluye 

las emisiones de carbón, petróleo, gas natural y biocombustibles (IEA, 2020[36]). ALC genera 

aproximadamente el 15% de las emisiones mundiales de metano, siendo la principal fuente de emisiones 

la agricultura, con aproximadamente el 50%; la producción y distribución de carbón, petróleo y gas, con 

el 40%; y la gestión de residuos, con el 10%. Brasil y Venezuela representan más de la mitad de esta cifra 

(UNEP and CCAC, 2018[29]). La reducción de los CCVC, como el metano y el carbono negro, que tienen 

una vida útil relativamente corta en la atmósfera, pero potentes impactos en el cambio climático, puede 

aportar inmediatas cobeneficios para el medio ambiente, la calidad del aire y la salud pública (UNEP and 

CCAC, 2018[29]). El Sexto Reporte de Evaluación (IE6) del IPCC ha hecho hincapié en que los controles 

de la contaminación atmosférica, basados en las tecnologías existentes, conducen a mejoras más rápidas 

de la calidad del aire que la mitigación del cambio climático, que requiere cambios sistémicos. Sin 

embargo, las reducciones de metano y carbono negro mejorarían significativamente la calidad del aire y 

reducirían los efectos adversos sobre la salud humana (Calvin et al., 2023[37]). 

Entre las medidas más rentables y de mayor impacto que los gobiernos pueden adoptar para 

alcanzar los objetivos climáticos se encuentra la reducción de las emisiones de metano 

procedentes de las operaciones de petróleo y gas. El control de las fugas, en particular de las 

emisiones de metano procedentes de las operaciones de petróleo y gas, es un aspecto crucial para reducir 

las emisiones de GEI y de CCVC. Las fugas en la cadena de suministro de gas natural pueden provocar 

importantes emisiones de metano. Es esencial que los países de la región apliquen normativas que exijan 

un control regular de las posibles fugas en el sistema de distribución de gas natural. Esto podría implicar 

la realización de inspecciones periódicas de las tuberías, equipos e instalaciones de almacenamiento, así 

como la reparación obligatoria de cualquier fuga detectada. Pueden aplicarse programas de detección y 

reparación de fugas (LDAR, por sus siglas en inglés), diseñados para identificar y abordar las fugas 

fugitivas. Las políticas considerar estándares de equipos, frecuencia de inspección, umbrales de fugas 

que activan los requisitos de reparación y plazos de reparación. En 2018, México aprobó los Lineamientos 

para la prevención y control integral de emisiones de metano del sector hidrocarburos. Bajo la regulación, 

las instalaciones deben desarrollar un Programa de Prevención y Control Integral de Emisiones de Metano 

(PPCIEM) (IEA, 2021[38]), aunque el país ha estado regulando esto desde 2002 (Government of Mexico, 

2022[39]). Colombia ha implementado regulaciones enfocadas al monitoreo y reparación de fugas en el 

sistema de gas natural, particularmente en la exploración y explotación de hidrocarburos (CCAC, 2022[40]). 

Otro enfoque consiste en incentivar el uso de tecnologías y prácticas que puedan ayudar a reducir las 

fugas, como los sistemas avanzados de detección de fugas, las tecnologías de monitorización remota y 

la gestión de la integridad de las tuberías. Los satélites, drones y otros métodos de medición aérea pueden 

ayudar a localizar fuentes emisoras significativas (IEA, 2022[41]). 
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Deben diseñarse instrumentos regulatorios para controlar y promover la adopción de tecnologías 

de control del metano. Los biodigestores son sistemas naturales que utilizan residuos orgánicos 

procedentes de actividades agrícolas, principalmente estiércol animal, para producir biogás y fertilizantes 

orgánicos mediante digestión anaeróbica (Dafermos et al., 2014[42]). Pueden utilizarse para tratar residuos 

de vertederos, explotaciones ganaderas y otras fuentes de materia orgánica, reduciendo la cantidad de 

metano que se libera a la atmósfera. El metano puede utilizarse como combustible para generar 

electricidad; capturar y utilizar el metano, en lugar de permitir que se libere a la atmósfera para generar 

electricidad, puede ayudar a reducir las emisiones de GEI. Estas soluciones no son mutuamente 

excluyentes y pueden utilizarse conjuntamente para hacer frente a las emisiones de metano. Los 

biodigestores, la generación de electricidad y las tecnologías de monitorización pueden combinarse como 

una solución integrada para controlar las emisiones de metano. Por ejemplo, el metano producido por los 

biodigestores puede utilizarse para generar electricidad, y las tecnologías de monitorización pueden 

emplearse para garantizar que el sistema funciona de forma eficiente. 

En ALC, varios países, entre ellos Brasil, Chile, Colombia, Cuba, México y Paraguay, han 

establecido normativas relativas al biogás. En el caso de Cuba, el país aún necesita desarrollar 

políticas para la producción de biogás, a pesar de contar con regulaciones que facilitan la expansión de 

plantas. Argentina, por su parte, carece de una normativa nacional específica para el biogás. Los países 

deberían tener en cuenta las distintas escalas de biodigestores adecuadas para sus territorios a la hora 

de desarrollar marcos normativos para la biodigestión. Por ejemplo, en Chile, el Decreto vigente no 

menciona regulaciones específicas para los biodigestores domésticos, que operan a una escala de hasta 

180 kW de potencia nominal. Esto impone requisitos excesivos a los sistemas diseñados para uso 

doméstico, lo que obstaculiza los proyectos de empresas familiares y las iniciativas de demostración y 

educación. Por último, hay que señalar que estas normativas no suelen cumplirse en la región. En muchos 

casos, los residuos de biogás se entierran, se queman o se envían a vertederos, en lugar de aprovecharse 

todo su potencial energético y material, como los biofertilizantes (IICA & RedBioLAC, 2013[43]). 

Gases fluorados de efecto invernadero (F-gas): tres principales emisores en ALC 

Los gases fluorados tienen un impacto significativo en el clima debido a su elevado potencial de 

calentamiento global, incluso en pequeñas concentraciones. Se utilizan habitualmente como 

refrigerantes o propulsores en aparatos de aire acondicionado, frigoríficos, sistemas de protección contra 

incendios y extintores, disolventes y aerosoles, espumas y materiales aislantes (International Climate 

Initiative (IKI), 2020[44]). Argentina, Brasil y México son responsables de casi el 80% de las emisiones 

regionales totales de HFC7, siendo las aplicaciones residenciales responsables del 60% de estas 

contribuciones, seguidas del 25% del transporte y usos industriales específicos (UNEP and CCAC, 

2018[29]). 

Es necesaria una mayor cooperación internacional para eliminar progresivamente los gases 

fluorados. La Enmienda de Kigali de 2016 al Protocolo de Montreal tiene como objetivo reducir 

gradualmente la producción y el consumo de HFC y lograr una reducción del 80% del consumo de 

HFC para 2047. Si bien esta enmienda es un paso importante en la dirección correcta, aún se requieren 

acciones adicionales. Actualmente, 23 países de ALC han aceptado la Enmienda. México ha ratificado la 

Enmienda de Kigali y ha desarrollado una estrategia nacional para eliminar gradualmente los HFC en 

sectores como la refrigeración y el aire acondicionado (Ministry of Environment Mexico, 2019[45]). 

Argentina también ha modificado su normativa e incorporado la exigencia de licencias de importación y 

exportación de sustancias HFC (Ministry of Environment and Sustainable Development Argentina, 

2020[46]). 

Los gobiernos de ALC podrían desarrollar y aplicar políticas de transición para acelerar la 

eliminación progresiva de los gases fluorados en sectores clave como el turismo, el transporte, la 

construcción y el suministro de alimentos. Estas políticas pueden incluir el establecimiento de 
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objetivos de eliminación gradual con plazos de cumplimiento, la implementación y aplicación de 

normativas que limiten el uso de gases fluorados (por ejemplo, códigos de construcción que prohíban su 

uso en nuevas construcciones) (EIA, 2011[47]), y la provisión de incentivos financieros para que empresas 

y particulares inviertan en alternativas a los gases fluorados, como sistemas de refrigeración que utilicen 

refrigerantes naturales como el dióxido de carbono o el gas amoníaco, así como materiales aislantes con 

bajo potencial de calentamiento global (International Climate Initiative (IKI), 2020[44]). El fomento de las 

mejores prácticas para el almacenamiento y el transporte de alimentos, como los contenedores aislados 

o mini contenedores, puede contribuir a la reducción de emisiones en el sector del suministro de alimentos. 

El uso de energías renovables también puede ayudar a reducir la dependencia de los HFC en este sector 

(Syam et al., 2022[48]). La descarbonización en sectores difíciles de abatir requerirá inversiones en 

tecnologías como el hidrógeno verde y otros combustibles alternativos bajos en carbono, incluidos los 

biocombustibles sostenibles (OECD et al., 2022[4]). Los países también podrían considerar la eliminación 

progresiva de los HFC y de los productos que los contienen, la intensificación de las medidas contra su 

comercio ilegal y la introducción de buenas prácticas en la gestión de refrigerantes y del final de su vida 

útil (Yamaguchi, 2023[49]); (UNEP and CCAC, 2018[29]). 

Políticas sectoriales 

Sector energético: La región de ALC sigue dependiendo en gran medida de los 

combustibles fósiles. 

Dependencia de los combustibles fósiles en ALC 

Los combustibles fósiles siguen dominando el suministro energético con un 69% en 2020 en ALC, 

a pesar de las importantes fuentes de energía hidroeléctrica y de biocombustibles y de su 

suministro de energía primaria más limpio en comparación con la media mundial. Países como 

Chile, Colombia, la República Dominicana y Guatemala siguen dependiendo en gran medida de los 

combustibles fósiles (OECD, 2023[3]). La mayoría de los países caribeños dependen de las importaciones 

de combustibles fósiles, siendo Trinidad y Tobago, Surinam y Guyana los únicos países caribeños con 

importantes recursos energéticos nacionales (OECD et al., 2022[4]). 

Muchos países de ALC han avanzado significativamente en el desarrollo de mercados de 

energías renovables y en la diversificación de su matriz energética para reducir la 

dependencia de los combustibles fósiles y mejorar la resiliencia climática, especialmente en 

sus sistemas hidroeléctricos. En 2020, las energías renovables representaron el 69% de la 

generación regional de electricidad (OECD, 2023[3]). El 78% procedía de la energía hidroeléctrica y el 

22% de fuentes solares, eólicas, de biomasa y geotérmicas (OECD, 2023[3]). En las dos últimas décadas, 

América Central ha aumentado su matriz de suministro eléctrico de fuentes de energía renovables del 

65% al 77%, seguida del Caribe con un incremento de 3 puntos porcentuales, debido a un aumento de la 

diversificación de las fuentes de energía renovables; pasando de la energía hidroeléctrica principalmente 

a cuotas crecientes de energía térmica, eólica y solar. Sin embargo, existen notables diferencias en la 

región, con países como Paraguay y Brasil generando el 100% y el 84% de su electricidad a partir de 

energía hidroeléctrica, respectivamente, mientras que Jamaica depende en gran medida de los 

combustibles fósiles, con un 87% de su energía eléctrica procedente de derivados del petróleo importados 

(OECD et al., 2022[4]). 

Hay algunos avances y esfuerzos positivos en ALC para alejarse de la dependencia de los 

combustibles fósiles. Por ejemplo, Belice prohibió todas las operaciones petroleras en su zona marítima 

en 2017 mediante la adopción de la Ley de Moratoria de las Operaciones Petroleras (Zona Marítima) 

(Government of Belize, 2017[50]). En la COP26, los gobiernos de Costa Rica y Dinamarca lideraron la 

creación de la Beyond Oil & Gas Alliance (BOGA), una alianza internacional con el objetivo de lograr el 
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manejo de la eliminación gradual de la producción de petróleo y gas, aunque Costa Rica ha reducido su 

papel de liderazgo en este ámbito (BOGA, 2021[51]); (Rodriguez, 2022[52]). En 2020, Chile publicó su Plan 

de Eliminación y/o Reconversión de Unidades de Carbón, con el objetivo de eliminar todas las centrales 

eléctricas de carbón antes de 2040, con una fase inicial establecida para 2024 (IEA, 2021[53]). En junio de 

2023, durante el Foro Económico Mundial, Colombia anunció que no aprobaría ningún nuevo proyecto de 

exploración de petróleo y gas (The Guardian, 2022[54]). 

Los países de ALC podrían desarrollar e implementar planes energéticos que prioricen el 

despliegue y la utilización de fuentes de energía renovables. Transformar la combinación energética 

de la región es crucial para promover el bienestar y construir sociedades más resilientes. Para lograr una 

transición exitosa hacia emisiones netas cero, es necesaria una descarbonización sistémica a través de 

la electrificación en todos los sectores. Estos planes deben considerar varios enfoques para acelerar la 

transición hacia sistemas energéticos de emisiones netas cero. Invirtiendo en tecnologías renovables, 

algunos países de ALC pueden reducir su dependencia de los combustibles fósiles importados, 

proporcionar energía a menor costo y disminuir las emisiones de GEI (OECD et al., 2022[4]). 

Al mismo tiempo, algunos países de ALC podrían desarrollar políticas destinadas a ampliar el 

acceso a la electricidad en la región. Este objetivo mejorará los medios de vida, fomentará el 

crecimiento económico local inclusivo, aumentará el bienestar y contribuirá a una transición sostenible, 

inclusiva y justa que aborde las desigualdades sociales históricas. En 2019, el acceso a la electricidad 

alcanzó el 95,5%, lo que representa un aumento del 15,7% en las últimas dos décadas (OECD et al., 

2022[4]). 

Podrían establecerse planes de eliminación progresiva de la infraestructura de exploración y 

producción de combustibles fósiles. El último Reporte sobre la brecha en la producción del PNUMA 

destaca que la extracción de carbón, petróleo y gas no se ajusta a los límites climáticos acordados ni a 

los objetivos nacionales de emisiones netas cero en todo el mundo. En la actualidad, los gobiernos tienen 

previsto producir en 2030 más del doble de combustibles fósiles de lo que sería coherente con la limitación 

del calentamiento global a 1,5 ºC, y un 45% más de lo que sería coherente con la limitación del 

calentamiento a 2 ºC. Además, no hay planes para reducir la producción de combustibles fósiles (UNEP, 

2021[55]). Los planes dirigidos a la eliminación progresiva de los combustibles fósiles deberían incluir un 

calendario para dejar de conceder nuevos permisos para la exploración, producción e infraestructura de 

combustibles fósiles, así como una eliminación progresiva de todas las subvenciones a los combustibles 

fósiles (Equitable Climate Action, 2021[56]), y la reorientación de la financiación pública hacia el desarrollo 

de alternativas bajas en carbono junto con mejoras en la seguridad energética y la eficiencia energética 

(OECD, 2022[57]). La transición energética debe ser justa e inclusiva, y es importante establecer políticas 

eficaces que garanticen que las economías en desarrollo, como las de ALC, reciban ayuda financiera y 

conocimientos tecnológicos para abandonar gradualmente los combustibles fósiles. Los gobiernos deben 

considerar la implementación de políticas de apoyo a los trabajadores de la industria de los combustibles 

fósiles y a las comunidades, promoviendo la capacitación y facilitando nuevas oportunidades de empleo 

(IEA, 2021[58]). 

Es necesaria una mayor cooperación internacional en la gestión de la producción de combustibles 

fósiles para alcanzar los objetivos del Acuerdo de París. En 2017, los gobiernos de Canadá y el Reino 

Unido lanzaron la Alianza Power Past Coal (PPCA) para avanzar en la transición de la energía del carbón 

en todo el mundo. De ALC, Costa Rica, El Salvador y Uruguay forman parte de la PPCA y están libres de 

carbón, mientras que Perú se ha comprometido a eliminar gradualmente el carbón antes de 2025 y Chile 

y México después de 2025 (PPCA, 2017[59]). En 2022, los Gobiernos de Vanuatu y Tuvalu lanzaron la 

propuesta de un Tratado de No Proliferación de Combustibles Fósiles (FFNPT, por sus siglas en inglés), 

que se estructura en torno a tres pilares: i) permitir una transición justa a nivel mundial; ii) evitar la 

proliferación de carbón, petróleo y gas poniendo fin a toda nueva exploración y producción; y iii) eliminar 

gradualmente la producción existente de combustibles fósiles en consonancia con el objetivo de 1,5 ºC 

de una manera justa y equitativa. El FFNPT tiene como objetivo complementar el lado de la demanda del 
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Acuerdo de París, abordando el lado de la oferta de combustibles fósiles y promoviendo la cooperación 

internacional en apoyo activo (The Fossil Fuel Non-Proliferation Treaty, 2022[60]). Actualmente, esta 

propuesta ha sido respaldada por ciudades de ALC de Belice, Brasil, Costa Rica, Haití y Perú (The Fossil 

Fuel Non-Proliferation Treaty, 2022[61]). 

 

Recomendación 

• Desarrollar e implementar planes energéticos que prioricen el despliegue y utilización de 

fuentes de energía renovables, considerando al mismo tiempo ampliar el acceso asequible y 

confiable a la electricidad. 

Establecer e implementar planes de eliminación gradual de la infraestructura de exploracióny 

producción de combustibles fósiles, incluidas políticas destinadas a redirigir la financiación 

pública hacia el desarrollo de alternativas bajas en carbono.. 

Energías renovables en ALC 

Los países de ALC deben acelerar sus esfuerzos para alcanzar los objetivos de emisiones netas 

cero para 2050 mediante el fomento de las energías renovables. En 2020, las energías renovables 

representarán el 33% del suministro total de energía en la región, frente a la media mundial del 13%. Las 

principales fuentes de energías renovables en ALC son la energía hidroeléctrica (9%), los biocombustibles 

como la leña y el bagazo (18,8%), la energía solar y eólica (5,1%) y la geotérmica (0,9%). El gas natural 

es la segunda fuente de energía, con un 31%, superando ligeramente al petróleo, con un 30%, 

posiblemente debido a los efectos de la pandemia COVID-19. El carbón representa el 5% y la energía 

nuclear el 5%. El carbón representa el 5% y la energía nuclear el 1% (OECD et al., 2022[4]). 

Garantizar el acceso a la energía en ALC es crucial para una transición ecológica y justa. En ALC, 

17 millones de personas aún carecen de acceso a la electricidad, y las zonas rurales se enfrentan 

a importantes retos. La pandemia de COVID-19 ha exacerbado los retos sociales, provocando un 

aumento de los niveles de pobreza y desigualdad, afectando especialmente a los precios de los alimentos 

(OECD et al., 2022[4]). Se espera que la demanda de electricidad en ALC recupere los niveles anteriores 

a la pandemia entre 2022 y 2024, con un crecimiento medio anual del 3,9% durante el resto de la década 

(López et al., 2022[62]). De igual forma, se prevé que la capacidad de energía renovable de América Latina 

aumente un 45% entre 2022 y 2070, y que Brasil represente más del 55% de este crecimiento (IEA, 

2022[41]). 

Para garantizar el acceso a la electricidad en zonas aisladas y subdesarrolladas, es clave el uso 

de la generación distribuida eólica y solar fotovoltaica. Varios países de ALC han puesto en marcha 

programas para promover el acceso a energías limpias en estas zonas, como el Programa Nacional de 

Electrificación Fotovoltaica de Hogares de Perú, el Programa Nacional de Electrificación Sostenible y 

Energías Renovables de Nicaragua, el proyecto de Energías Renovables del Interior de Guyana, el 

proyecto de Electrificación de Comunidades Aisladas de México y el programa Luz para Todos de Brasil 

(Grottera, 2022[63]). Además, el de Ecuador ha logrado mejoras significativas en los esfuerzos de 

electrificación fuera de la red a través de la energía solar fotovoltaica en las comunidades locales, 

proporcionando una solución de electromovilidad para mejorar el transporte a lo largo del río Tupungayo. 

El proyecto permitió sustituir los motores fueraborda de gasolina por otros eléctricos, lo que mejoró la 

regularidad de los servicios de las embarcaciones, redujo las emisiones y mitigó los riesgos de 

contaminación acústica y del agua. Esto supuso un cambio de paradigma en la prestación de servicios 

básicos (energía, agua y movilidad) para las comunidades locales (OECD et al., 2022[4]). 
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Varios países de la región de ALC se han comprometido a aumentar el uso de energías renovables 

no hidráulicas, mejorar la eficiencia energética y proteger los bosques o los ecosistemas costeros 

mediante NbS, que pueden ayudar a absorber el dióxido de carbono de la atmósfera. Por ejemplo, 

los países de Sistema de Integración Centroamericana (SICA), conformado por Belice, Costa Rica, El 

Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y República Dominicana, estableció en su 

Estrategia Energética 2030 la meta de diversificar la matriz energética mediante la promoción de 

inversiones en infraestructura energética y tecnologías limpias, así como el objetivo de incrementar el uso 

de otras fuentes de energía, en particular la geotérmica, solar, eólica y biomasa moderna. La estrategia 

también enfatiza el uso racional y eficiente de la energía y apunta a acelerar las mejoras en la eficiencia 

energética (UN ECLAC and SICA, 2022[64]). Adicionalmente, el SICA ha realizado Diálogos de Alto Nivel 

para mejorar las asignaciones financieras y priorizar las NbS para responder a procesos adversos y 

fomentar la resiliencia en un área con más de 60 millones de habitantes (El Pais Costa Rica, 2021[65]). 

En ALC debe promoverse el uso de energías renovables en los sectores productivo, de servicios 

y residencial. Los planes de energía verde deben priorizar el despliegue y uso masivo de energías 

renovables en estos sectores. Es importante establecer objetivos y proyectos alcanzables que apunten 

a la transición hacia fuentes de energía renovable y explorar tecnologías sostenibles de bajo costo para 

la energía limpia en la producción de electricidad, calentamiento de agua, cadenas de frío, aire 

acondicionado y calefacción. La región debe impulsar la demanda y la oferta de energías renovables, 

sobre todo teniendo en cuenta, como se ha mencionado anteriormente, que ALC tendrá un crecimiento 

promedio anual de la demanda de electricidad del 3,9% a lo largo de la década. Se debe mejorar la 

planificación a largo plazo y la integración regional para maximizar el uso de energías renovables, 

garantizando al mismo tiempo la seguridad energética (Martínez, 2022[66]). Es importante mencionar que 

las fuentes de energía renovable tienden a requerir una mayor inversión inicial que los planes alimentados 

con combustibles fósiles, que se equilibra con menores costes de operación y mantenimiento (O&M), lo 

que lleva a una disminución del coste total durante la vida útil (Grottera, 2022[63]). 

La digitalización ha transformado la forma en que se produce, transmite y consume la electricidad 

debido al cambio en el comportamiento de los consumidores y a la transformación de la 

generación de electricidad mediante la descentralización. Es crucial que los reguladores de la región 

preparen instituciones y marcos para una rápida transformación, con la posibilidad de rediseñar los 

servicios de red y establecer tarifas que garanticen la recuperación de costes y la asequibilidad en 

circunstancias cambiantes. Los marcos reguladores podrían integrar los beneficios de la digitalización en 

otros servicios, como la movilidad eléctrica, y promover el acceso a la financiación y reducir la exposición 

al riesgo (Grottera, 2022[63]). 

Los gobiernos deben fomentar la inversión pública y privada en proyectos de energías renovables 

aplicando mecanismos que incluyan subsidios, recortes fiscales y políticas públicas destinadas a 

eliminar progresivamente los subsidios a los combustibles fósiles. Los instrumentos económicos 

para promover las energías renovables pueden clasificarse en cuatro grupos: i) regulación de precios, una 

intervención directa del gobierno para fijar el precio de la energía; ii) instrumentos basados en la cantidad, 

que son regulaciones del mercado que hacen obligatorio un resultado específico, como la cantidad de 

energía renovable generada; iii) instrumentos fiscales, entendidos como transferencias presupuestarias 

directas y diversas formas de impuestos como el impuesto sobre el valor añadido o el impuesto sobre el 

carbono; y iv) instrumentos financieros que incluyen bonos verdes y políticas que proporcionan apoyo 

financiero a los proyectos de energías renovables, reduciendo el riesgo directo de las inversiones. Los 

incentivos deben extenderse a empresas productivas, instituciones y hogares, junto con la difusión de 

información y formación sobre eficiencia energética y renovables (Frédéric Gagnon-Lebrun et al., 2018[67]). 

Aunque muchos países de ALC han aplicado exenciones fiscales a los productos y servicios de 

energías renovables, la adopción de impuestos sobre el carbono sigue siendo limitada. La mayoría 

de los países de la región han establecido fondos o líneas de crédito especiales para financiar las energías 

renovables, pero sigue siendo necesario incorporar políticas que aborden aspectos técnicos como el 
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acceso a la red y la integración de las energías renovables en otros sectores, como la vivienda social. Es 

importante que los países establezcan obligaciones jurídicamente vinculantes o mecanismos de 

aplicación, similares a los instituidos en Chile, el único país de América Latina que tiene objetivos 

jurídicamente vinculantes con sanciones claras en caso de incumplimiento y un mecanismo de supervisión 

y aplicación (Grottera, 2022[63]). 

Los procesos de subasta han demostrado su eficacia para introducir las energías renovables en 

ALC. En 2017, al menos 10 países de ALC habían aplicado políticas de subastas de renovables. Estas 

subastas suelen implicar contratos a largo plazo (de 15 a 30 años), concursos de tecnologías específicas 

y un enfoque significativo en la energía solar y eólica. Las políticas de medición neta también han tenido 

éxito a la hora de animar a los pequeños consumidores a adoptar sistemas de energía renovable. Estas 

políticas permiten a los consumidores compensar su consumo de electricidad aportando a la red el 

excedente de electricidad autogenerada, generando créditos que pueden utilizarse posteriormente. Hasta 

2018, 17 países de ALC habían implementado políticas de medición neta de electricidad para promover 

su adopción, por parte de pequeños consumidores como hogares y pequeñas empresas8 (Hallack and 

Tolmasquim, 2020[68]). 

Es necesario mejorar la cooperación regional e internacional para acelerar el despliegue de las 

energías renovables. En 2019, 16 países de ALC lanzaron la iniciativa Renovables en América Latina y 

el Caribe (RELAC) con el objetivo de alcanzar al menos una cuota renovable del 70% en la matriz eléctrica 

de la región para 2030. Además, los países buscan desarrollar una plataforma de acción climática 

específica para monitorear las metas climáticas para el sector energético (RELAC, 2019[69]). En el marco 

de la RELAC, cada país miembro contribuye al objetivo regional, basándose en sus propias NDC y 

condiciones nacionales. El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Agencia Internacional de 

Energías Renovables (IRENA) brindan apoyo a los países miembros en el desarrollo de sus estrategias 

de transición energética, la identificación de brechas y la priorización de inversiones para superar las 

barreras institucionales, legales, de planificación, financieras, técnicas y regulatorias. Además, la RELAC 

contribuye a la expansión e integración del sector energético regional estableciendo el objetivo común de 

acelerar la neutralidad de carbono de los sistemas eléctricos en ALC, desarrollando marcos normativos e 

institucionales comunes y mejorando la coordinación entre agencias mediante la identificación de 

necesidades de asistencia técnica, la difusión de mejores prácticas y la canalización de recursos de 

financiación climática (IRENA, 2022[70]); (RELAC, 2019[69]). 
 

Recomendación 

• Adoptar tecnologías sostenibles de bajo costo para la energía limpia utilizada en la producción 

de electricidad, calentamiento de agua, cadenas de frío, aire acondicionado y calefacción. 

Expansión de la eficiencia energética en ALC. 

La eficiencia energética es la forma más rentable y escalable de abordar los objetivos de seguridad 

energética y cambio climático, incluida la reducción de las emisiones de GEI. En ALC, el crecimiento 

económico está estrechamente vinculado al consumo energético, ya que un mejor acceso a la energía 

mejora la calidad de vida de muchas personas. Sin embargo, la eficiencia energética no ha sido una 

prioridad en la región debido a la abundancia de recursos renovables (como la hidroeléctrica y la 

geotérmica en América Central, así como la eólica y la solar) y de hidrocarburos en algunos países (IEA 

and UN ECLAC, 2015[71]); (Enerdata, 2023[72]). El porcentaje del presupuesto familiar dedicado a la 

energía oscila entre el 7% y el 9% de los ingresos, y en el caso de los hogares más pobres puede superar 

el 24%, a menudo centrado en los gastos de electricidad y gas. Aunque garantizar el suministro energético 

es importante, no lo es menos analizar el papel de una demanda más eficiente y flexible para garantizar 
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una energía asequible y fiable. Una energía asequible es esencial para garantizar el acceso a los servicios 

energéticos básicos, como la iluminación, la cocina limpia, la refrigeración de espacios, la calefacción y el 

transporte. Al mismo tiempo, la reducción de la factura energética contribuye a mantener el acceso a estos 

servicios. La eficiencia energética y otras medidas de gestión de la demanda, como el desplazamiento de 

la carga y la conservación, pueden aportar beneficios a corto y largo plazo al sistema energético y a los 

consumidores al reducir la demanda, los costes y las emisiones, y evitar la necesidad de soluciones más 

costosas por el lado de la oferta (IEA, 2023[73]). 

América Latina ha intensificado la aplicación de medidas e inversiones en eficiencia energética. 

La Base de Información sobre Eficiencia Energética, desarrollada en 2011 por la Comisión Económica 

para América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL) y la Agencia Francesa para la Transición 

Ecológica (ADEME), realiza un seguimiento de las tendencias de la eficiencia energética en los países 

latinoamericanos y ha observado un aumento del 70 % de las medidas de eficiencia energética desde 

2010 y del 30 % desde 2019. Además, el 30% de las medidas son horizontales, es decir, no son 

sectoriales. Entre las medidas sectoriales, los hogares representan el 33%, seguidos del transporte con 

un 25%, los servicios con un 23% y la industria con un 19% (Enerdata, 2023[72]). Energía La eficiencia 

energética se traduce en ahorros presupuestarios, ya que la mayoría de los países de ALC subsidian los 

precios de la energía. Los gobiernos de ALC deberían desarrollar programas de ahorro energético, como 

planes de sustitución de electrodomésticos, para sacar a las familias de la pobreza energética y, al mismo 

tiempo, generar ahorros presupuestarios públicos (IEA, 2023[73]). 

Uno de los principales retos a los que se enfrentará la región es la adaptación a las interrupciones 

del suministro hidroeléctrico provocadas por el cambio climático. La energía hidroeléctrica 

representa el 45% del suministro eléctrico de la región. Es probable que Argentina, Chile, Costa Rica, 

Guatemala, México y Panamá experimenten una disminución constante de sus factores de capacidad 

hidroeléctrica debido a los cambios en los regímenes de precipitaciones. Brasil, Paraguay, Uruguay y 

Venezuela también experimentarán un ligero descenso de sus factores de capacidad hidroeléctrica. Por 

otro lado, se espera que Colombia, Ecuador y Perú tengan un ligero aumento de los factores de capacidad 

hidroeléctrica debido al aumento de las precipitaciones y del volumen de escorrentía en promedio (IEA, 

2021[74]). Para hacer frente a este problema, los países de la región deben mejorar la resiliencia de sus 

centrales hidroeléctricas y adaptarse a las cambiantes condiciones climáticas. Aunque no existe una 

solución única para todos los casos, una combinación adaptada de medidas de resiliencia basada en una 

evaluación exhaustiva del riesgo y el impacto climáticos ayudará a aumentar su resiliencia. Estas medidas 

pueden incluir disposiciones estratégicas, operativas y físicas categorizadas como "blandas", que 

consisten en estrategias, políticas y acciones relacionadas con la planificación, la gestión operativa y la 

recuperación del sistema hidroeléctrico, y "duras", que están asociadas a la mejora física de los activos, 

como las mejoras técnicas y estructurales de las centrales hidroeléctricas (IEA, 2021[74]). 

Es importante que los países de ALC desarrollen políticas, programas y marcos institucionales 

específicos para conseguir ahorros energéticos, superar las barreras a la eficiencia energética e 

impulsar el mercado de productos y servicios energéticamente eficientes. Los países con las 

mayores mejoras históricas de eficiencia energética, como México, Brasil y Chile, han desarrollado marcos 

institucionales específicos para desarrollar, seguir y mejorar las políticas y programas de eficiencia 

energética. Los gobiernos de ALC necesitan establecer una recogida regular de datos y desarrollar 

indicadores, así como campañas de concienciación y programas educativos sobre eficiencia energética. 

Los países de la región también pueden aplicar normas y programas de etiquetado para conseguir ahorros 

energéticos en productos como el aire acondicionado y los motores eléctricos. Argentina, Colombia, 

México, Panamá, Uruguay y los países del SICA han introducido normas y marcos de etiquetado para 

electrodomésticos y motores eléctricos (IEA, 2023[73]). 

La eficiencia energética puede ser una importante fuente de empleo local. El último reporte sobre el 

empleo en el sector energético mundial señaló que la eficiencia energética en todo el mundo representó 

10,9 millones de puestos de trabajo equivalentes a tiempo completo en 2019. En América Latina, los 
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empleos directos en eficiencia energética representaron alrededor del 8% de los empleos del sector 

energético. En América Central y del Sur, el 33% de los empleos relacionados con la eficiencia energética 

se encuentran en el sector de la construcción, y alrededor del 25% en el sector manufacturero (IEA, 

2022[75]). Al mismo tiempo, la OIT ha destacado que la descarbonización tiene el potencial de crear 15 

millones de nuevos empleos en ALC para 2030 (Saget, Vogt-Schilb and Luu, 2020[76]). 

Recommendation 

• Intensificar políticas, programas y marcos institucionales específicos para mejorar la eficiencia 

energética. Aplicar estándares y programas de etiquetado para ofrecer productos 

energéticamente eficientes, como aire acondicionado y motores eléctricos. 

Los biocombustibles son una oportunidad en ALC 

Los biocombustibles desempeñan un papel crucial en la descarbonización del transporte al ofrecer 

una solución baja en carbono para las tecnologías existentes, en particular los vehículos ligeros a 

corto plazo y los camiones pesados, barcos y aviones con opciones alternativas limitadas a largo 

plazo. En 2021, los biocombustibles representaban el 3,5% de la demanda mundial de energía para el 

transporte, principalmente en el transporte por carretera (IEA, 2022[77]). En 2011, los principales 

productores de bioetanol y biodiésel en ALC fueron Brasil, Argentina y Colombia. En 2021, Brasil era el 

segundo productor mundial de biocombustibles, mientras que Argentina ocupaba el octavo lugar (UN 

ECLAC, 2011[78]); (Statista, 2022[79]). Según el análisis y las previsiones de la AIE sobre energías 

renovables hasta 2027, se esperaba que la demanda mundial de biocombustibles fuera un 6% mayor en 

2022 que en 2021, y la demanda de etanol aumentó en un 4% en Brasil durante 2021-2022, donde el 

aumento de los precios de la gasolina y el gasóleo acelera la demanda de biocombustibles. Además, 

Brasil, junto con EE.UU., Canadá, Indonesia e India, representan el 80% de la expansión mundial del uso 

de biocombustibles (IEA, 2022[41]). 

Se espera que los biocombustibles producidos a partir de desechos y residuos cubran el 45% de 

la demanda mundial total de biocombustibles en 2030. América Central y del Sur producen 

aproximadamente el 28% de los biocombustibles líquidos mundiales. Argentina, Brasil, Colombia y 

Guatemala producen el 24% del biodiésel y el 29% del etanol a nivel mundial (IEA Bioenergy, 2023[80]). 

La producción de biocombustibles se basa principalmente en materias primas convencionales como la 

caña de azúcar, el maíz y la soja. Para mitigar el impacto sobre el uso de la tierra, los precios de los 

alimentos y los piensos, es importante transformar la producción de biocombustibles mediante el avance 

de las materias primas. Las nuevas tecnologías, como el etanol celulósico y el Fischer-Tropsch basado 

en la biomasa (bio-FT), pueden utilizar materias primas no alimentarias para producir biocombustibles 

bajos en carbono para el sector del transporte. Será necesario ampliar las tecnologías que convierten las 

materias primas leñosas en biocombustibles (IEA, 2022[77]). 

Los biocombustibles tienen el potencial de reducir significativamente el consumo mundial de 

petróleo en el transporte por carretera. En conjunto, los biocombustibles evitan el 4% del uso mundial 

de petróleo en el transporte por carretera (2 millones de barriles de petróleo), y casi el 60% de la demanda 

de biocombustibles procede de las economías avanzadas (IEA, 2022[77]). En Brasil, los biocombustibles 

representan el 25% de sus combustibles para el transporte, siendo el bioetanol el más importante, con un 

49% de la energía combinada del uso de gasolina y etanol. El uso de biodiésel también está aumentando, 

con el objetivo de sustituir al diésel en los vehículos pesados. En 2019, el biodiésel en Brasil representaba 

el 9,6% de la energía utilizada en el diésel. Brasil tiene una gran flota de vehículos flex-fuel que pueden 

funcionar con gasohol (una mezcla de gasolina y etanol anhidro) o etanol hidratado (IEA Bioenergy, 

2021[81]); (OECD/FAO, 2019[82]). 
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Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay son considerados por la 

AIE como países que cuentan con programas de biocombustibles sólidos y plenamente 

implementados, con un mandato de mezcla en vigor, un mercado regular de biocombustibles 

establecido y terminales de combustibles líquidos que operan con normalidad. Costa Rica, 

Guatemala y México han aprobado leyes y reglamentos para promover el uso de biocombustibles, algunos 

con calendarios y programas para adoptar mandatos de mezcla. Sin embargo, persisten los debates entre 

consumidores, distribuidores de combustible y productores de biocombustibles sobre la conveniencia, los 

riesgos y las ventajas de los biocombustibles. Mientras que Argentina, Brasil y Colombia han implantado 

plenamente programas de biocombustibles, Guatemala aún no ha adoptado un programa nacional de 

biocombustibles y tiene previsto introducir una mezcla del 10% de etanol en la gasolina para 2024 (IEA 

Bioenergy, 2023[80]). 

Deben desarrollarse e implementarse marcos de sostenibilidad en ALC para garantizar que los 

biocombustibles cumplan rigurosos requisitos de sostenibilidad verificados a través de la 

certificación por terceros de las cadenas de suministro de biocombustibles, incluido el análisis del 

ciclo de vida de las reducciones de emisiones de GEI. Brasil, a través de su Programa de Política 

Nacional de Biocombustibles (RenovaBio) de 2017, establece objetivos anuales de descarbonización, 

determinados por el gobierno federal, y los asigna entre los distribuidores de combustible en función de 

su cuota de mercado. Los productores de etanol, biodiésel y biogás tienen certificada la reducción de sus 

emisiones de CO2 por empresas independientes que utilizan el análisis del ciclo de vida (ACV) del modelo 

RenovaCalc para evaluar la eficiencia medioambiental. Reciben calificaciones que determinan la emisión 

de créditos de mitigación (CIBIOs) correspondientes a su producción, que pueden negociarse en bolsa. 

Los distribuidores de combustible necesitan estos créditos para cumplir los objetivos de descarbonización, 

o pueden enfrentarse a acciones legales. Desde el lanzamiento del programa en 2020, se han emitido 75 

millones de CIBIO (IEA Bioenergy, 2023[80]). 

Los gobiernos de ALC deben garantizar una sólida gobernanza de la sostenibilidad vinculada al 

apoyo a las políticas de biocombustibles, establecer mandatos, objetivos de reducción de la 

intensidad de las emisiones de GEI y aplicar precios del carbono e incentivos financieros alineados 

con una trayectoria neta cero. Debe darse prioridad a la expansión de los combustibles basados en 

residuos y desechos, a los combustibles con menores emisiones de GEI y a tecnologías como la captura 

y el almacenamiento de carbono. Otras medidas pueden incluir garantías de préstamos y cuotas 

específicas de biocombustibles para combustibles emergentes (IEA, 2022[77]). 

La cooperación internacional puede facilitar el desarrollo de mejores prácticas, coordinar la 

investigación, la aplicación de políticas y el despliegue, así como promover normas comunes de 

sostenibilidad para acelerar la adopción de biocombustibles. Entre las iniciativas clave a este 

respecto se encuentra la Iniciativa de la Plataforma Biofuture, lanzada en 2020, cuyo objetivo es promover 

una bioeconomía avanzada con bajas emisiones de carbono que sea sostenible, innovadora y escalable. 

Esta iniciativa fomenta el consenso sobre la sostenibilidad de la biomasa, promueve las mejores prácticas, 

permite la financiación y fomenta la cooperación internacional. Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, 

México, Panamá, Paraguay y Uruguay forman parte de esta iniciativa (Biofuture Platform, 2020[83]). El 

Programa de Bioenergía de la AIE también desempeña un papel importante en la mejora de la 

cooperación y el intercambio de información entre los países con programas nacionales de investigación, 

desarrollo e implantación de la bioenergía. Brasil es actualmente el único país de ALC que participa en 

esta iniciativa (IEA Bioenergy Programme, n.d.[84]). Además, la Asociación Mundial de la Bioenergía, 

lanzada en 2006, reúne a actores públicos, privados y de la sociedad civil en un compromiso conjunto 

para promover la bioenergía para el desarrollo sostenible. Argentina, Brasil, Colombia, México y Paraguay 

son socios de esta iniciativa, mientras que Chile, El Salvador, Panamá, Perú y Uruguay actúan como 

observadores (Global Bioenergy Partnership, 2006[85]). 
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Hidrógeno verde y bajo en carbono (GLCH) en ALC 

Es necesario promover la viabilidad comercial del Hidrógeno verde y bajo en carbono (GLHC, por 

sus siglas inglés)9. en Aunque el hidrógeno ya se utiliza y es económicamente viable para diversas 

aplicaciones, su producción actual depende de los combustibles fósiles. La región de ALC tiene un 

importante potencial a largo plazo para producir grandes volúmenes de hidrógeno competitivo bajo en 

carbono y exportarlo a otros mercados globales, lo que la convierte en una región crucial para un futuro 

global de emisiones netas cero. Es importante señalar que, a pesar de que el hidrógeno no emite CO2 en 

la fase de uso final, los procesos de producción actuales son responsables de grandes volúmenes de 

emisiones en la región. En particular, los sectores industrial y de refino de petróleo de la región contribuyen 

en un 5% a la demanda mundial de hidrógeno, empleado predominantemente en la producción de 

amoníaco, metanol, acero y productos petrolíferos refinados. El proceso de producción de hidrógeno en 

la región para 2019 consumió más gas natural que todo el suministro en Chile, lo que resultó en la 

liberación de más CO2 a la atmósfera que las emisiones acumuladas de los vehículos de carretera de 

Colombia. Además, cerca del 90% de la demanda de hidrógeno en la región de ALC en 2019 se concentró 

en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Trinidad y Tobago, que representaron más del 40% de la 

demanda total de hidrógeno (IEA, 2021[86]). 

La región necesita generar una demanda a gran escala de GLCH, como materia prima y 

combustible alternativo, creando un círculo virtuoso entre los esfuerzos de descarbonización y el 

desarrollo industrial sostenible. La región de ALC tiene un inmenso potencial para la producción de 

hidrógeno verde, tanto para el consumo interno como para la exportación, gracias a sus abundantes 

recursos eólicos, solares, geotérmicos e hídricos. Además, la posición geográfica estratégica de ALC 

permite acceder a los mercados de Europa, Asia y Norteamérica. La utilización del GLCH tiene la 

capacidad de ayudar a los países a descarbonizar sectores difíciles de eliminar, como la industria y el 

transporte, que contribuyen a casi el 50% de las emisiones mundiales de GEI. Estas iniciativas ofrecen 

importantes oportunidades para una transición energética equitativa que sitúe a las comunidades en el 

centro, amplíe el acceso a la energía, genere nuevos empleos verdes, promueva la participación de los 

grupos marginados, avance en la igualdad de género, refuerce la seguridad energética y amortigüe a los 

consumidores frente a la volatilidad de los precios de los combustibles fósiles (Christiaan Gischle et al., 

2023[87]). 

El despliegue del hidrógeno verde puede reducir la dependencia económica de los países de ALC 

de las exportaciones de petróleo y gas, reducir la volatilidad de los precios de la energía y 

proporcionar estabilidad a la red permitiendo el almacenamiento de energía y añadiendo energía 

renovable a la red, especialmente en países que sufren problemas de intermitencia asociados a las 

fuentes de energía renovables. Países como Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 

México y Perú tienen un gran potencial para desarrollar una industria del hidrógeno verde competitiva. 

Estos países tienen ventajas en el mercado del hidrógeno debido a su abundancia de energías renovables 

de bajo coste y a una combinación de electricidad relativamente limpia. Apoyar el compromiso del sector 

privado y promover una agenda regional podría fomentar sinergias para aumentar la competitividad y 

apoyar el desarrollo de la industria en la región (OECD et al., 2022[4]). 

Aumentar la producción, el consumo y la exportación de GLCH puede acelerar la transición 

energética en ALC. El hidrógeno tiene el potencial de servir como materia prima y combustible de baja o 

nula emisión de carbono, facilitando el abandono de los combustibles fósiles, especialmente en vehículos 

pesados y maquinaria. Asimismo, como materia prima, el hidrógeno puede desempeñar un papel en la 

producción de combustibles sintéticos, potenciando o mejorando los procesos de combustión de los 

biocombustibles, por ejemplo. El hidrógeno también puede desempeñar un papel crucial en la transición 

energética de ALC, proporcionando una solución energética más sostenible, permitiendo la producción de 

alimentos y acelerando la descarbonización de la economía. Además, el hidrógeno y el amoníaco pueden 

actuar como sustitutos de los combustibles fósiles en el sector de la generación de energía, así como en 



84    

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

el transporte pesado, aéreo y marítimo y en la fabricación de fertilizantes Si bien en 2019 solo había tres 

proyectos piloto de hidrógeno en América Latina, ubicados en Argentina, Chile y Costa Rica, la región ha 

desarrollado actualmente una cartera de más de 60 proyectos hasta octubre de 2021, con el objetivo de 

exportar hidrógeno a Europa y Asia, aunque la mayoría de ellos se encuentran todavía en una fase inicial 

(Oxford Business Group (OGB), 2022[88]); (IEA, 2022[89]). En junio de 2022, la provincia argentina de Tierra 

del Fuego esbozó planes para desarrollar una industria de hidrógeno y amonio. La provincia intenta utilizar 

los vastos recursos eólicos de la región para atraer inversiones por valor de 6.000 millones de dólares en 

tecnologías para producir el combustible, incluida la inversión en parques eólicos para generar electricidad 

con la que producir hidrógeno. Una vez establecido, parte del hidrógeno del proyecto se utilizará para 

producir amoníaco, que además de servir para crear fertilizantes, también puede servir como combustible 

portador para transportar hidrógeno a través de ramales hasta los mercados (Oxford Business Group 

(OGB), 2022[88]). 

En 2021, sólo el 33% de los 11 países de ALC habían publicado o estaban elaborando estrategias 

y hojas de ruta nacionales sobre el hidrógeno. Estos marcos estratégicos desempeñan un papel 

fundamental a la hora de dirigir el desarrollo del hidrógeno hacia sectores y aplicaciones acordes con el 

contexto específico de cada país. Ayudan a identificar oportunidades a corto, medio y largo plazo, al 

tiempo que esbozan los requisitos previos en materia de reglamentación, infraestructuras y competencias. 

Los países de ALC también podrían establecer políticas de apoyo que faciliten el despliegue inicial de 

tecnologías críticas, ofrezcan mecanismos financieros para proyectos en fase inicial y apliquen estrategias 

de gestión de riesgos adaptadas a las distintas fases de los proyectos. Estos esfuerzos deberían 

extenderse más allá de la reducción de emisiones, con un fuerte enfoque en Investigación y Desarrollo 

(I+D) (IEA, 2021[86]). Chile lanzó una Estrategia Verde del Hidrógeno en 2020 con el objetivo de establecer 

5 GW de capacidad de electrolizadores para 2025 y 25 GW para 2030. Su objetivo es producir el hidrógeno 

más barato del mundo en 2030 y convertirse en uno de los tres principales exportadores de hidrógeno del 

mundo en 2040. La Estrategia Nacional y la Hoja de Ruta del Hidrógeno de Colombia pretenden facilitar 

el desarrollo de una industria del hidrógeno verde, que proporcione hidrógeno verde competitivo en costes 

para 2030. La estrategia también contempla la producción de hidrógeno azul mediante la captura, 

utilización y almacenamiento de carbono (CCUS, por sus siglas en inglés) para capturar las emisiones. 

Además, Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, El Salvador, Panamá, Paraguay, Trinidad y Tobago y 

Uruguay están preparando planes nacionales de hidrógeno (OECD et al., 2022[4]). 

Los países de ALC pueden integrar el hidrógeno en los marcos políticos, institucionales y 

jurídicos. Es fundamental que los países comprendan la cadena de valor y el potencial individual dentro 

de cada país para desarrollar el hidrógeno verde. Es esencial analizar a fondo los casos de negocio, los 

factores económicos, los beneficios y los riesgos, prestando especial atención a los factores de coste. 

Este escrutinio permite la creación de modelos de negocio sólidos y la validación de aplicaciones 

adecuadas a nivel nacional. Por último, para impulsar el desarrollo del hidrógeno verde es esencial 

identificar las políticas adecuadas para colmar las lagunas de viabilidad y cultivar unas condiciones de 

mercado y unos mecanismos de financiación favorables (Cordonnier and Saygin, 2022[90]). 

Los gobiernos de ALC podrían desarrollar políticas destinadas a transformar los centros 

industriales y petroquímicos existentes en los que actualmente se consume hidrógeno gris para 

iniciar el despliegue y la producción de hidrógeno verde. Los centros petroquímicos podrían utilizar 

el GLCH para producir amoníaco, que puede utilizarse como materia prima para fertilizantes o como 

combustible para nuevas aplicaciones, como el transporte marítimo. También puede utilizarse para 

producir metanol, combustibles sintéticos o incluso como agente reductor para sustituir al carbón en la 

producción de hierro (IRENA, 2022[91]). Además, las refinerías utilizan el hidrógeno para reducir el 

contenido de azufre del gasóleo, así como en la desulfuración del petróleo crudo para fabricar gasolina, 

gasóleo y otros productos químicos (ITM Power, 2020[92]). 

La región de ALC tiene potencial para convertirse en un centro industrial de hidrógeno verde, 

teniendo en cuenta la creciente demanda mundial de hidrógeno en consonancia con el aumento 
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de la población mundial, la industrialización y la urbanización. Las infraestructuras de petróleo y gas 

existentes pueden reutilizarse para dar cabida a proyectos de CCU y almacenamiento. Los países de ALC 

con industrias de gas natural consolidadas pueden estar bien situados para producir y exportar hidrógeno 

azul, mientras que aquellos con importantes recursos solares y eólicos pueden hacer la conversión a 

hidrógeno verde. Los países de ALC que son productores de combustibles fósiles pueden tener la 

oportunidad de compensar los importantes gastos de capital necesarios para desarrollar una industria del 

hidrógeno reutilizando las infraestructuras de petróleo y gas existentes (OECD et al., 2022[4]). 

El GLCH puede utilizarse para descarbonizar sectores difíciles de eliminar, como el químico, el 

siderúrgico, el transporte de mercancías por carretera, la aviación y el transporte marítimo, en los 

que actualmente no existen alternativas viables a los combustibles fósiles. El hidrógeno podría 

apoyar la descarbonización del transporte pesado, sustituyendo a los camiones mineros diésel en países 

como Chile, Colombia y Perú (OECD et al., 2022[4]). El hidrógeno verde y sus productos derivados pueden 

permitir la alineación de estos sectores con el objetivo de emisiones netas cero. En los escenarios de 

emisiones netas cero, el uso del hidrógeno suele priorizarse para sectores industriales difíciles de eliminar 

con elevadas necesidades de calor de proceso que no pueden satisfacerse con otras alternativas bajas 

en carbono (Cordonnier and Saygin, 2022[90]). 

En el sector marítimo, la adopción del hidrógeno, los combustibles basados en el hidrógeno, como 

el amoníaco, y las tecnologías conexas ofrece una ruta tangible para lograr la descarbonización y 

reducir la contaminación atmosférica de las flotas mundiales. Para facilitar esta transición, es 

esencial una sólida cooperación entre todas las partes interesadas, incluidos los armadores, los 

constructores navales, los productores de combustible y las autoridades portuarias. Será crucial 

desarrollar un marco político coherente y duradero, junto con una legislación que imponga el uso de 

combustible y obligaciones de infraestructura a partir de cierto umbral. El éxito de la descarbonización del 

transporte marítimo depende en gran medida de la creación oportuna de capacidades de almacenamiento 

de hidrógeno ecológico en los puertos, con el apoyo de objetivos específicos para el hidrógeno y los 

combustibles a base de hidrógeno en la demanda total de combustible del sector. Además, la integración 

del sector marítimo en los Sistemas de Comercio de Emisiones (ETS) podría resultar decisiva para frenar 

las emisiones de CO2, limitar las fugas de carbono y acelerar el cambio hacia fuentes de combustible más 

limpias (Hydrogen Europe, 2021[93]). Algunos países en fases avanzadas de despliegue de energías 

renovables variables (ERV) también están considerando su uso para mejorar la flexibilidad del sistema 

eléctrico, ya que el hidrógeno verde proporciona un medio para el almacenamiento estacional a largo 

plazo, por ejemplo mediante la producción de combustibles sintéticos (Cordonnier and Saygin, 2022[90]). 

El desarrollo de una industria del hidrógeno en ALC requerirá proyectos de demostración o 

proyectos pioneros patrocinados por los gobiernos, así como la colaboración con la industria a 

nivel nacional y regional para crear demanda en el mercado, un factor clave para conseguir 

financiamiento para los proyectos de hidrógeno. Al mismo tiempo, es vital que los países evalúen las 

posibles repercusiones ambientales, los riesgos, los impactos y las medidas de mitigación de las 

actividades relacionadas con la producción, el almacenamiento y el transporte de hidrógeno ecológico. La 

cooperación regional en el desarrollo de infraestructuras de hidrógeno, la regulación transfronteriza y los 

acuerdos de libre comercio son esenciales para apoyar la creación de demanda con el fin de aumentar la 

viabilidad comercial de las industrias regionales del hidrógeno (IEA, 2021[86]); (OECD et al., 2022[4]). El 

diálogo regional, que implica a un amplio espectro de partes interesadas, pero especialmente a los 

reguladores energéticos, es clave para que América Latina pueda explotar las sinergias en los futuros 

patrones de producción y demanda de hidrógeno (Mariano Berkenwald & Jose M Bermudez, 2020[94]). 

Existen varios riesgos relacionados con el uso del hidrógeno tanto para los seres humanos como 

para el medio ambiente. La producción de hidrógeno verde requiere una cantidad significativa de agua 

y podría agravar la escasez de agua existente, en algunas zonas donde el agua escasea. Aunque el uso 

de agua desionizada producida por plantas desalinizadoras puede reducir la demanda de agua dulce, 

genera la necesidad de verter una corriente de salmuera en las fuentes de agua y los suelos. La 
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producción de amoníaco y metanol genera residuos y a menudo implica el uso de catalizadores y otros 

productos químicos que pueden ser tóxicos o nocivos para el medio ambiente, contaminando 

potencialmente las fuentes de agua y los suelos durante la producción y el transporte. Además, la 

producción de energía renovable, necesaria para alimentar la electrólisis, suele requerir grandes 

cantidades de tierra, lo que podría conducir a la conversión de hábitats naturales o tierras agrícolas y 

plantear impactos negativos sobre la biodiversidad y la seguridad alimentaria. Los cambios en el uso del 

suelo impulsados por los proyectos de hidrógeno verde a gran escala y las explotaciones de energías 

renovables a gran escala conexas pueden provocar la pérdida de espacios naturales, lo que se traduce 

en un aumento de la vulnerabilidad, la seguridad de la comunidad y los riesgos e impactos relacionados 

con la salud (Signoria and Barlettani, 2023[95]). Por último, el hidrógeno es un gas altamente inflamable, y 

también puede presentar un riesgo significativo para la seguridad de los trabajadores durante su 

producción, transporte y almacenamiento. 

Recomendación 

• Implementar políticas para crear y aumentar la demanda necesaria de hidrógeno verde y bajo 

en carbono como materia prima y combustible alternativo, creando un círculo virtuoso entre los 

esfuerzos de descarbonización y el desarrollo industrial sostenible. 

Minería sostenible para una transición justa y ecológica 

Alcanzar las emisiones netas cero para 2050 significa cuadruplicar el suministro de minerales para 

energías limpias específicamente para 2040 (IEA, 2022[96]). ALC tiene potencial para convertirse en un 

actor importante en el suministro de minerales clave para la transición energética. Los minerales plantean 

una preocupación creciente porque no son renovables y sus yacimientos suelen estar agrupados 

geográficamente, lo que convierte la seguridad del suministro en un riesgo potencial. La dependencia de 

los mercados emergentes políticamente estables para el abastecimiento de minerales se ha intensificado 

con el declive de los yacimientos económicamente competitivos en las naciones desarrolladas, y esta 

creciente demanda de los mercados emergentes, unida a la necesidad de minerales raros en las 

tecnologías emergentes, junto con las limitadas opciones de sustitución en diversas aplicaciones y las 

bajas tasas de reciclaje, ha acentuado la vulnerabilidad de las economías ante posibles interrupciones del 

suministro (Coulomb et al., 2015[97]). 

En 2017, la región poseía el 61% de las reservas mundiales de litio, el 39% de las reservas 

mundiales de cobre y el 32% de las reservas mundiales de níquel y plata. Argentina, Chile y Bolivia 

poseen las mayores reservas mundiales de litio, y hay zonas en la región donde se puede producir 

hidrógeno a muy bajo coste. Chile y Perú también cuentan con importantes reservas de cobre necesarias 

para la fabricación de vehículos eléctricos (VE) (OECD et al., 2022[4]). Históricamente, la minería ha 

representado entre el 13% y el 19% de la inversión extranjera directa recibida por América Latina. En la 

actualidad, ALC aporta el 35% del suministro mundial de litio, con Chile representando el 26% y Argentina 

el 6%. Las principales reservas de litio en ALC se concentran en Argentina (21%) y Chile (11%), mientras 

que los recursos de litio sin explotar en Bolivia siguen estando económicamente restringidos debido a las 

limitaciones de las infraestructuras. La región también es prometedora para la producción de grafito, 

níquel, manganeso y elementos de tierras raras. A pesar de que Brasil cuenta con aproximadamente una 

quinta parte de las reservas mundiales de cada uno de estos recursos, sus niveles de producción actuales 

constituyen sólo una pequeña fracción: el 0,2% para los elementos de tierras raras y el 7% para el grafito 

de la producción total de minerales (Bernal, Husar and Bracht, 2023[98]). 

Las operaciones mineras en ALC se han relacionado con la contaminación del agua, el aire y el 

suelo, la deforestación y la pérdida de biodiversidad, así como con conflictos por el uso del agua 
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y la tierra o la falta de participación de las comunidades (Morales Munoz et al., 2023[99]). El cambio 

en el uso del suelo, el uso del agua y la generación de residuos son los tres principales retos presentes 

en toda la cadena de valor de la minería. No obstante, las actividades mineras también conllevan otros 

impactos ambientales, como la contaminación atmosférica y acústica debida a las voladuras y las 

actividades de transporte (IEA, 2022[96]). Es importante integrar estratégicamente las consideraciones 

ambientales en las primeras fases de la planificación de los proyectos para garantizar la adopción de 

prácticas sostenibles y la aceptación de estas prácticas por parte de las comunidades locales. Los 

proyectos mineros en la región a menudo se enfrentan a una fuerte oposición por parte de las 

comunidades locales, y aproximadamente el 45% de los conflictos mineros se producen en ALC, donde 

las operaciones se sitúan con frecuencia en las proximidades de ecosistemas ecológicamente sensibles 

y biodiversos que también pueden albergar comunidades vulnerables. El uso de maquinaria pesada 

necesaria para las actividades mineras puede aumentar el potencial de conflictos y desafíos. Además, 

teniendo en cuenta las disparidades de riqueza dentro de la región de ALC, los beneficios locales 

percibidos de los proyectos mineros, o la falta de ellos, pueden contribuir al malestar social, dando lugar 

a protestas que detengan las operaciones mineras en curso o retrasen nuevos desarrollos (Bernal, Husar 

and Bracht, 2023[98]). 

Para alcanzar todo su potencial, los gobiernos de ALC podrían reforzar el cumplimiento de las 

actividades mineras con elevados estándares ambientales, sociales y de gobernanza (ASG) y 

promover formas de generar beneficios tangibles para las comunidades locales (Bernal, Husar and 

Bracht, 2023[98]). La región de ALC tiene la oportunidad de ampliar su producción de materiales críticos 

como los elementos de tierras raras, esenciales para los motores de los vehículos eléctricos y las turbinas 

eólicas, y el níquel, un componente clave de las baterías. La creación de marcos que atraigan mayores 

inversiones en actividades de minería y procesamiento será fundamental para el éxito. Esto requiere el 

desarrollo de normativas e incentivos claros, al tiempo que se garantiza el estricto cumplimiento de las 

normas ESG. De este modo, la región podrá prevenir y mitigar eficazmente los impactos adversos tanto 

sobre el medio ambiente como sobre las comunidades locales. Además, la mejora de los estudios 

geológicos nacionales para incluir los minerales críticos relacionados con la energía podría apoyar en 

gran medida las futuras campañas de exploración. Por ejemplo, Chile ofrece datos geológicos completos 

de código abierto a través de su servicio SERNAGEOMIN, con puntos focales regionales y específicos de 

minerales. En Brasil, el Departamento de Geología (DIPEME) ha creado una división dedicada a los 

minerales críticos, que emite reglamentos destinados a agilizar los procesos administrativos de los 

proyectos mineros estratégicos, centrados especialmente en el litio, los elementos de tierras raras, el 

grafito, el cobre y el cobalto. Colombia, por su parte, ha desarrollado recientemente una hoja de ruta 

estratégica, la Ruta del Cobre, diseñada para ampliar la industria nacional del cobre (Bernal, Husar and 

Bracht, 2023[98]). 

El sector minero necesita emprender una transformación para salvaguardar el medio ambiente y, 

al mismo tiempo, impulsar las tasas de reciclaje de minerales y su sustituibilidad. Los gobiernos 

desempeñan un papel crucial a la hora de fomentar la adopción de tecnologías y prácticas innovadoras 

en la industria minera. A escala mundial, la minería representa aproximadamente el 11% del consumo 

total de energía. Para hacer frente a este problema, las empresas pueden incorporar fuentes de energía 

renovables en las operaciones de procesamiento, refinado y transporte de minerales. También pueden 

adoptar medidas innovadoras para minimizar el consumo de agua, mejorar la gestión de residuos y reducir 

su impacto ambiental. Además, la industria debería centrarse en innovaciones que reduzcan la demanda 

de minerales fomentando el reciclaje y aplicando nuevas tecnologías y procesos industriales que 

consuman menos recursos (Marchan, 2019[100]). Los gobiernos pueden promover la mejora de la eficiencia 

de los recursos estimulando la transición hacia una economía circular en el uso de materiales. Además, 

pueden prestar un apoyo significativo a la industria metalúrgica eliminando las ayudas a la extracción y el 

procesamiento primarios para estimular los metales reciclados y reutilizados (el sector de los metales 

secundarios) (McCarthy and Börkey, 2018[101]). 
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Recomendación 

• Asegurar que la creciente demanda de minerales críticos, utilizados para desarrollar 

tecnologías energéticas bajas en carbono, junto con la posición estratégica de la región, 

permita un modelo integral de minería sustentable, con bajo impacto ambiental, bienestar para 

las comunidades locales y vinculación en cadenas de valor regionales que permitan su 

transformación y la producción de bienes finales de alto valor agregado. 

El transporte en ALC: varios desafíos comunes 

Los países de ALC se enfrentan a varios retos comunes en relación con el sector del transporte. 

En la actualidad, el transporte es responsable del 14,4% de las emisiones totales en América del Sur, del 

21,4% en América Central y del 11,1% en el Caribe, y representa el 26% del consumo final de energía de 

la región (OECD et al., 2022[4]). Además, las redes de transporte en ALC son inadecuadas y no siguen el 

ritmo de las tasas de urbanización. El uso del transporte público está disminuyendo en ALC, mientras que 

las tasas de motorización privada aumentan continuamente. En general, los hogares de bajos ingresos y 

las mujeres, que dependen más de los servicios de transporte público, son los más afectados (Rivas, 

Suárez-Alemán and Serebrisky, 2019[102]). 

La electrificación del sector del transporte público y la aplicación de políticas que promuevan la 

transición a fuentes de energía renovables son cruciales para una descarbonización rentable en 

ALC y para cumplir los compromisos en materia de cambio climático. En 2015, la tasa media mundial 

de propiedad de automóviles era de 172.8 por cada 1 000 personas, frente a 196 en América Latina y 201 

en el Caribe. El crecimiento de los automóviles y motocicletas privados está impulsado por una mayor 

asequibilidad, el aumento de los ingresos y la disponibilidad y calidad del transporte público (SLOCAT, 

2021[18]). De hecho, la tasa de crecimiento de la motorización en esta región se encuentra entre las más 

altas del mundo. Los países de ALC contribuyeron con un 7% a las ventas mundiales de vehículos nuevos 

en 2020 (ICCT, 2022[103]). Los camiones representan actualmente alrededor del 70% del transporte de 

carga en la región, y se espera que esta cifra se duplique entre 2015 y 2050. Además, se prevé que los 

coches y autobuses eléctricos se conviertan en las alternativas más asequibles para 2025 (Vergana, 

Fenhann and Santos da Silva, 2020[104]). 

Para promover el transporte público limpio en ALC, es crucial eliminar primero los subsidios al 

diésel y otros incentivos contaminantes. Posteriormente, es esencial aplicar un impuesto a los 

combustibles fósiles y ofrecer incentivos financieros a los operadores de transporte público para que 

realicen la transición a tecnologías más limpias. Los gobiernos pueden promover esta transición 

estableciendo sistemas de tarificación del carbono y una tasa por kilómetro que varíe en función del tipo 

de vehículo. Las investigaciones han demostrado que la combinación de estos regímenes fiscales con un 

mayor esfuerzo de electrificación de los autobuses podría dar lugar a una reducción del 45% de las 

emisiones de CO2 y del 30-50% de los contaminantes atmosféricos nocivos, como el CO2, los gases de 

compuestos orgánicos volátiles (COV), los óxidos de nitrógeno (NOX) y las PM2,5, de aquí a 2050 

(Tikoudis, Udsholt and Oueslati, 2022[105]). El consumo de combustibles fósiles conlleva importantes 

costos ambientales, y la mayoría de las subvenciones son implícitas. A menudo, los costos ambientales 

no se tienen en cuenta en los precios de los combustibles fósiles, sobre todo en el caso del carbón y el 

gasóleo. En los países en desarrollo, se prevé que estos subsidios a los combustibles fósiles aumenten a 

medida que los niveles de consumo se acerquen a los de las economías avanzadas. Se calcula que la 

eliminación de los subsidios explícitos e implícitos a los combustibles fósiles evitaría 1,6 millones de 

muertes prematuras al año, generaría 4,4 billones de dólares en ingresos públicos adicionales y alinearía 

las emisiones con los objetivos de calentamiento global. La eliminación progresiva de estos subsidios 
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también permitiría redistribuir la renta, ya que los subsidios a los combustibles benefician 

desproporcionadamente a los hogares más ricos frente a los de menores ingresos. Para impulsar 

eficazmente estas reformas, los gobiernos deben diseñarlas, comunicarlas y aplicarlas como parte de un 

paquete político integral que destaque sus beneficios y considere que una parte de los mayores ingresos 

se destine a compensar a los hogares vulnerables por las posibles subidas de los precios de la energía 

(Black, Parry and Vernon, 2023[106]). 

Las políticas deben centrarse en mejorar las infraestructuras de transporte público. A pesar del 

actual descenso en el uso del transporte público, el 68% de todos los viajes en ALC se siguen realizando 

en transporte público, lo que la convierte en la región con el mayor uso per cápita de autobuses del mundo. 

Los países de ALC deben aplicar políticas destinadas a ampliar los carriles exclusivos para autobuses, 

promover modos de transporte alternativos y fomentar el uso de vehículos de bajas emisiones, tecnologías 

y combustibles alternativos para el transporte público. Estos pueden incluir diésel limpio (equivalente a 

Euro VI), gas natural comprimido (GNC), eléctricos a batería (BEB), híbridos diésel-eléctricos (híbridos o 

HBD), biocombustibles y autobuses propulsados por hidrógeno (World Bank, 2019[107]). Además, los 

países podrían establecer tarifas reducidas para los pasajeros que utilicen transporte público limpio para 

fomentar su adopción o aplicar políticas de adquisición de vehículos limpios, que exijan la compra de 

vehículos de transporte público que cumplan normas específicas o utilicen combustibles alternativos. 

Teniendo en cuenta el elevado porcentaje de viajes realizados en transporte público, la región de 

ALC puede considerar la posibilidad de ampliar el sistema de autobuses de tránsito rápido (BRT). 

En la actualidad, más de 45 ciudades de América Latina han invertido en BRT, lo que en conjunto 

representa el 63,6% del número de usuarios de BRT en todo el mundo (Rodriguez and Vergel Tovar, 

2023[108]). Dado que se espera que la demanda de pasajeros aumente un 67% en ALC para 2050, es 

crucial que los países se preparen para este crecimiento de forma sostenible. Esto incluye iniciativas como 

la creación y ampliación de corredores de BRT, la introducción de trenes ligeros y la electrificación de las 

flotas de transporte público. Para lograrlo, los países deben aumentar las opciones de movilidad activa 

mediante el desarrollo de mejores infraestructuras para ciclistas y peatones y la reasignación del espacio 

urbano en consecuencia. Además, la planificación integrada del uso del suelo y el desarrollo orientado al 

tránsito son fundamentales para satisfacer el aumento de la demanda y, al mismo tiempo, mejorar el 

acceso a la movilidad urbana y la sostenibilidad (ITF, 2023[109]). Garantizar la regularidad del servicio es 

crucial para fomentar la adopción de estos modos de movilidad. Ofrecer servicios rápidos solo en rutas 

troncales es insuficiente, y esto supone un reto único para los sistemas troncales y alimentadores y las 

rutas que operan en tráfico mixto. Un servicio fiable se erige como uno de los factores más críticos para 

aumentar el número de usuarios, lo que requiere enfoques innovadores y holísticos (Institute for 

Transportation & Development Policy, 2018[110]). Además, es vital que los países integren sus redes de 

transporte público, conectándolas con redes para peatones y ciclistas y desarrollando espacios dedicados 

al transporte público (Sustainable Mobility for all, 2022[111]). 

Lograr la transformación y la descarbonización del sector del transporte requiere un enfoque 

sistémico que aborde los aspectos insostenibles de la dependencia del automóvil y la expansión 

urbana. Las políticas deben diseñarse para lograr múltiples resultados deseables, como la reducción de 

la congestión del tráfico, la contaminación atmosférica y las emisiones, promoviendo al mismo tiempo la 

equidad social y el bienestar. Los gobiernos pueden fomentar el uso de modos de transporte activos y 

compartidos reasignando el espacio público y regulando los precios del aparcamiento. Las zonas sin 

coches, las infraestructuras de transporte no motorizado y los eventos que restringen el acceso en coche 

pueden fomentar los desplazamientos a pie y en bicicleta. Para reducir la dependencia del automóvil y 

contener la expansión urbana, es necesario mejorar la planificación del uso del suelo. Las políticas que 

apoyan la movilidad compartida, el teletrabajo y los horarios de trabajo flexibles pueden reducir aún más 

las emisiones y aliviar las horas punta de tráfico (OECD, 2021[112]); (OECD et al., 2022[4]). Es vital fomentar 

la distribución inteligente multimodal a la demanda de mercancías y pasajeros en los sistemas de 
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transporte terrestre, fluvial y marítimo; y ampliar las infraestructuras de transporte no motorizado, como 

carriles bici o vías peatonales. 

Es esencial dar prioridad al desarrollo de infraestructuras de movilidad de emisiones cero. Esto 

incluye la construcción de infraestructuras de combustible renovable neto cero en las redes de carreteras 

y las zonas urbanas, como estaciones de biogás y VE, así como la mejora de la eficiencia de la cadena 

de biocombustibles. La falta de estaciones de recarga rentables y eficientes supone un obstáculo para 

impulsar la electrificación en el sector del transporte. Por lo tanto, los gobiernos deberían invertir o 

promover la inversión en la instalación de infraestructuras públicas de recarga en zonas urbanas densas, 

autopistas y estaciones de recarga de alto rendimiento para vehículos pesados (Vergana, Fenhann and 

Santos da Silva, 2020[104]). A medida que las flotas de vehículos se electrifican, es crucial aumentar la 

interoperabilidad, garantizando la compatibilidad entre los componentes clave del sistema, como los 

vehículos, las estaciones de carga, las redes de carga y la red, así como los sistemas de software que los 

soportan, permitiendo un funcionamiento fluido y eficaz (Electric Power Research Institute, 2019[113]). Los 

gobiernos pueden plantearse exigir la compra de VE para las flotas gubernamentales, aplicar normas de 

CO2 más rigurosas para los vehículos pesados, ofrecer incentivos financieros como reducciones de 

impuestos o tasas basadas en las emisiones, e introducir incentivos no monetarios como aparcamiento 

gratuito, carriles prioritarios y exenciones de peaje (Vergana, Fenhann and Santos da Silva, 2020[104]). En 

los últimos años, se ha producido una expansión significativa de la infraestructura de recarga, impulsada 

principalmente por actores privados como BMW y Enel X (BMW Group, 2020[114]); (Enel X, 2020[115]). 

México cuenta actualmente con el mayor número de estaciones de recarga públicas de la región, mientras 

que Barbados tiene la mayor cobertura de infraestructura de recarga en función de la densidad de 

población y el número de VE registrados (Vergana, Fenhann and Santos da Silva, 2020[104]). 

Para lograr la plena adopción de los VE en ALC, es esencial reforzar la aplicación de instrumentos 

políticos para adquirir la capacidad industrial necesaria para promover modos de transporte de 

emisiones netas cero para 2050, incluyendo soluciones como los biocombustibles y los VE. El 

objetivo debería ser desarrollar la capacidad industrial necesaria para sustituir todos los vehículos de 

combustión interna por alternativas de cero emisiones en 2050. La adopción de turismos eléctricos en la 

región se encuentra todavía en una fase muy temprana, con solo un 0,6% de las ventas en Costa Rica y 

Colombia, y un 0,5% en Chile (ICCT, 2022[103]). En 2018, Costa Rica implementó una ley de incentivos 

fiscales para la promoción de VE (Government of Costa Rica, 2018[116]). Además, en 2019, la Ley Orgánica 

de Eficiencia Energética de Ecuador ordenó que todos los vehículos incorporados al sistema de transporte 

público a partir de 2025 debían ser eléctricos. La ley también introdujo tarifas diferenciadas o 

preferenciales para vehículos públicos y privados y ordenó a los gobiernos locales incentivar el uso y 

circulación de VE (Government of Ecuador, 2019[117]). 

La introducción de normas y objetivos estrictos en materia de emisiones para los vehículos de 

transporte público puede reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y la contaminación 

atmosférica en la región de ALC. Hasta ahora, sólo Colombia y Costa Rica han han establecido objetivos 

para eliminar gradualmente el transporte público emisor de GEI en documentos políticos oficiales. Costa 

Rica se comprometió a que el 30% de su transporte público fuera de cero emisiones para 2035 y aspira 

a alcanzar el 85% de flota de cero emisiones para 2050 (Government of Costa Rica, 2018[118]). Colombia, 

por su parte, se ha comprometido a tener un transporte público totalmente electrificado para 2035 

(Government of Colombia, 2019[119]); (ICCT, 2020[120]). En 2020, la región de ALC tenía el segundo mayor 

número de Planes de Movilidad Urbana Sostenible implementados en todo el mundo, y los Planes 

Nacionales de Movilidad Urbana se utilizan cada vez más (SLOCAT, 2021[18]). Es importante mencionar 

que la mejora de la eficiencia de los motores es una medida de transición, teniendo en cuenta el tiempo 

necesario para desarrollar la infraestructura eléctrica, así como el cambio completo hacia los VE en ALC. 

Es necesario acelerar la aplicación de soluciones integrales de balance cero en ALC para reducir 

las emisiones de GEI en el transporte aéreo, marítimo y ferroviario. Para lograr este objetivo, es 

esencial fomentar un mayor uso de combustibles sostenibles y de combustibles sintéticos bajos en 
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carbono. Los gobiernos de ALC también pueden imponer plazos exigentes para eliminar de la circulación 

los aviones, barcos y trenes con emisiones distintas de cero, empezando por los procedentes de los 

sectores más rentables, como los cruceros en el transporte marítimo. 

La aviación contribuye aproximadamente entre el 2% y el 3% de las emisiones mundiales de CO2 

y representa el 12% de las emisiones del sector del transporte. Los combustibles de aviación 

sostenibles (SAF, por sus siglas en inglés), derivados de materias primas biológicas o no fósiles 

(comúnmente denominados biojet), ofrecen una solución prometedora para sustituir o complementar los 

combustibles de aviación convencionales, reduciendo significativamente las emisiones de GEI a lo largo 

del ciclo de vida del producto. Varios países ya han tomado medidas para fomentar la adopción de SAF y 

combustibles de aviación bajos en carbono. Brasil, por ejemplo, ha puesto en marcha un Programa 

Nacional de Bioqueroseno, que obliga a los organismos e instituciones federales a apoyar los proyectos 

relacionados con los SAF a través de medidas como incentivos fiscales. En 2021, Colombia aprobó la Ley 

2169, que insta a los Ministerios de Energía y Transporte a promover el desarrollo y la utilización de SAF. 

El Ministerio de Energía también está trabajando activamente en el establecimiento de una norma nacional 

para la promoción y el uso de SAF. Si bien la región de ALC ha iniciado varios esfuerzos relacionados con 

los biocombustibles alternativos para la aviación, actualmente carece de políticas públicas específicas o 

marcos estratégicos sobre este tema. Los países de ALC deberían mejorar la colaboración institucional 

mediante el establecimiento de tratados y acuerdos interinstitucionales e intersectoriales, y el fomento de 

la investigación tanto pública como privada. Estos esfuerzos ayudarán a estructurar una cadena 

productiva de biocombustibles aéreos que involucre a diversos actores (Torroba et al., 2023[121]). 

Las emisiones del transporte marítimo internacional representan anualmente entre el 2% y el 3% 

de las emisiones mundiales. Se prevé que este porcentaje aumente globalmente y en relación con otros 

sectores de la economía, que podrán electrificarse y reducir las emisiones más rápidamente. Para cumplir 

los objetivos del Acuerdo de París, es necesaria una transición a gran escala hacia tecnologías de 

emisiones cero en las próximas décadas. ALC se enfrenta a varias oportunidades sin explotar 

relacionadas con la transición del ecosistema marítimo mundial a combustibles escalables de emisiones 

cero. Para que el transporte marítimo internacional se descarbonice por completo será necesario acelerar 

el cambio a combustibles escalables de emisiones cero, en particular el hidrógeno verde en forma de 

combustibles como el amoníaco verde y el metanol verde. Como ya se ha mencionado, la región puede 

contribuir en gran medida a la producción de hidrógeno verde, creando potencialmente oportunidades 

para generar y transportar hidrógeno a centros de demanda con baja capacidad de producción como 

Europa y partes del noreste de Asia. Para acelerar la transición, los países podrían apoyar la producción 

de combustibles verdes, el desarrollo de puertos verdes o proyectos de I+D centrados en las flotas 

nacionales (Global Maritime Forum, 2023[122]). 
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Box 3.1. Sistema de compensación y reducción de las emisiones de carbono de la aviación 
internacional (CORSIA, por sus siglas en inglés) 

En 2016, la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) aprobó el Sistema de Compensación 

y Reducción de Emisiones de Carbono para la Aviación Internacional, con el objetivo de reducir el 

impacto climático neto de la aviación, e impuso requisitos de compensación de CO2 en sus distintas 

fases. Estos requisitos implican principalmente que las compañías aéreas adquieran derechos de 

emisión, con la opción de utilizar biocombustibles. La aplicación del CORSIA constituye un hito 

importante para la comunidad internacional, ya que representa el primer mecanismo mundial que 

aborda directamente las emisiones de CO2 en un sector específico, logrado mediante el consenso 

entre gobiernos, partes interesadas de la industria y organizaciones internacionales. Aunque el 

CORSIA sirve como mecanismo para fomentar la producción a largo plazo, puede resultar insuficiente 

para acreditar plenamente los beneficios del ciclo de vida completo de los SAF. Por lo tanto, resulta 

crucial considerar políticas específicas en materia de SAF que no sólo fomenten la producción, sino 

también el consumo. La correcta formulación de políticas públicas permite el desarrollo de la industria 

fomentando el uso constante, creciente y generalizado de las SAF. 

Fuente: (Torroba et al., 2023[121]) 

 

Recomendación 

• Fortalecer la aplicación de instrumentos de política para adquirir la capacidad industrial 

necesaria para producir modos de transporte con emisiones netas cero para 2050, incluida la 

producción y el uso local de biocombustibles y combustibles sintéticos con bajas emisiones de 

carbono y vehículos eléctricos. 

• Implementar políticas públicas destinadas a descarbonizar el transporte de pasajeros. Ampliar 

la de carga e infraestructura de transporte no motorizado como carriles para bicicletas y 

senderos para peatones. 

• Introducir estrictas normas y objetivos de emisiones para los vehículos de transporte público. 

Promover combustibles limpios y estándares comunes para combustibles que reduzcan los 

niveles de azufre a niveles de ultra-bajo azufre. Establecer programas complementarios para 

reducir las emisiones de los vehículos diésel más antiguos, centrándose en las flotas urbanas. 

Ciudades y desarrollo urbano en ALC 

Se prevé que la proporción de población urbana en ALC será del 89% en 2050 y la tasa de 

urbanización en el Caribe ha aumentado del 36,3% en 1950 al 72,2% en 2020. Para hacer frente al 

cambio climático y trabajar para lograr la neutralidad de carbono en 2050, es crucial desarrollar e 

implementar políticas y medidas ambiciosas en las zonas urbanas para la transición hacia una emisión 

sostenible y neta cero (OECD et al., 2022[4]); (UN ECLAC, 2018[123]). Las ciudades representan 

aproximadamente el 75% del consumo mundial de energía y el 70% de las emisiones mundiales de CO2. 

Al mismo tiempo, también presentan una oportunidad vital para impulsar el progreso hacia los objetivos 

climáticos, ya que contribuyen al 80% del PIB mundial. La adopción de medidas sostenibles en las 
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ciudades podría reducir potencialmente las emisiones urbanas procedentes de los edificios, el transporte, 

los materiales y los residuos en torno a un 90% para 2050 (IEA, 2021[124]). 

La descarbonización de edificios e infraestructuras es crucial para lograr emisiones netas cero, 

eficiencia y resiliencia en el sector de los edificios y la construcción. A nivel mundial, el sector de los 

edificios y la construcción representó el 36% del uso final de energía y el 37% de las emisiones de CO2 

relacionadas con la energía y los procesos (UNEP, 2021[125]). En América Latina, el sector de los edificios 

representó el 24% del uso final de energía y el 21% de las emisiones de CO2 relacionadas con procesos, 

excluidas las emisiones procedentes de la fabricación de materiales de construcción. como el acero, el 

cemento y el vidrio. El Global Buildings Climate Tracker, que supervisa los avances hacia los objetivos del 

Acuerdo de París, indicó que el sector de los edificios y la construcción está en vías de lograr la 

descarbonización completa para 2050. Sin embargo, se espera que los cambios en el uso de los edificios 

durante la pandemia tengan un impacto negativo en el progreso, a menos que los esfuerzos para 

descarbonizar el sector aumenten significativamente (UNEP, 2021[125]); (IEA, 2020[126]). 

Ha habido algunos avances hacia la movilidad urbana sostenible y el transporte público en ALC. 

Como ya se ha mencionado, ALC ocupa el segundo lugar en número de Planes de Movilidad Urbana 

Sostenible, y el uso de Planes Nacionales de Movilidad Urbana está aumentando en la región. Brasil ha 

desempeñado un papel de liderazgo al hacer obligatorio que las ciudades con más de 200 000 habitantes 

desarrollen y apliquen estos planes. Se están llevando a cabo esfuerzos similares en países como 

Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Ecuador, Guatemala, 

México, Paraguay, Perú y Uruguay (MobiliseYourCity, 2022[127]). Además, otros países de ALC han 

emprendido acciones específicas para promover el transporte público sostenible. Por ejemplo, Chile ha 

adquirido autobuses eléctricos de bajas emisiones para su sistema de transporte público (UNEP, 

2019[128]). Paraguay pretende alimentar el 33,4% de su transporte público con hidrógeno verde para 2030 

(Government of Paraguay, 2021[129]). Perú ha puesto en marcha proyectos para potenciar el transporte 

eléctrico (LATAM Mobility, 2021[130]), y Uruguay ha introducido incentivos legales para cambiar a 

autobuses eléctricos y promover las inversiones en electromovilidad (Transport Decarbonisation Alliance, 

2023[131]). 

La contratación pública verde puede ser una herramienta esencial para promover el desarrollo de 

la construcción circular, fomentar el uso de modelos de negocio circulares, incorporar materiales 

secundarios y fomentar las acciones de reparación y reutilización a través de las compras públicas 

(OECD et al., 2022[4]). Los países también pueden establecer normas y políticas creíbles que promuevan 

los edificios ecológicos y las prácticas de construcción sostenible. Estas prácticas deben incluir la 

reutilización y el reciclaje de los materiales de construcción, la reducción del consumo de energía y la 

minimización de las emisiones de GEI asociadas a la construcción, el uso y el mantenimiento de los 

edificios. Cumplir con los objetivos del Acuerdo de París requiere una reducción del 30% en el consumo 

de energía en edificios para 2030 en comparación con 2018 (GlobalABC, IEA and UNEP, 2020[132]). En 

ALC, el municipio de Mendoza (Argentina) utiliza su sistema de contratación pública para posibilitar una 

economía de triple impacto (económico, social y medioambiental) al permitir que los organismos de 

contratación den prioridad a los bienes y servicios de empresas certificadas como Empresas B (es decir, 

que cumplen criterios medioambientales, sociales y de gobernanza) (OECD et al., 2022[4]). 

En ALC, debe darse prioridad a la aplicación de políticas de transporte público urbano destinadas 

a reducir los tiempos de desplazamiento al trabajo y a lograr una transición hacia un transporte 

urbano más sostenible. La población de ALC a menudo se enfrenta a tiempos de espera y 

desplazamientos más largos en comparación con los países desarrollados, incluso para distancias más 

cortas. De media, los habitantes de ALC pasan 77 minutos semanales en el transporte público, superando 

la media de 64 minutos de las economías avanzadas. Además, el tiempo de espera en paradas o 

estaciones en la región es mayor, de 21 minutos, en comparación con 14 minutos en las economías 

avanzadas (Rivas, Suárez-Alemán and Serebrisky, 2019[102]). La reducción de las emisiones de los 

desplazamientos al trabajo contribuyó significativamente a la disminución de las emisiones de GEI en 
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2020, lo que pone de relieve la importancia de minimizar las emisiones de los desplazamientos al trabajo 

para lograr un futuro sostenible y cumplir los objetivos internacionales de reducción. Con este fin, los 

países podrían considerar la promoción del trabajo a distancia para fomentar la innovación e inducir 

cambios de comportamiento en la población, haciendo hincapié en los beneficios de la conciliación de la 

vida laboral y familiar a través del trabajo a distancia, concienciando sobre el impacto medioambiental de 

los desplazamientos al trabajo y fomentando la adopción de un transporte sin emisiones de carbono 

(Sutton-Parker, 2021[133]). 

Las ciudades pueden aplicar normas de eficiencia energética más estrictas en los edificios 

públicos. Las ciudades de ALC pueden aprovechar los edificios públicos y la contratación pública para 

promover la eficiencia energética y la sostenibilidad y atraer inversiones privadas. La aplicación de normas 

de eficiencia energética más estrictas para los edificios públicos y el uso de proyectos públicos como 

catalizadores para una mayor inversión en eficiencia energética pueden ser estrategias eficaces. Además, 

las ciudades pueden impulsar la innovación poniendo en marcha proyectos piloto y utilizando la 

financiación verde para incentivar las inversiones en eficiencia energética de los edificios. Los gobiernos 

podrían fomentar el desarrollo de empresas innovadoras modelos que hagan más accesibles y asequibles 

las medidas de eficiencia energética, fomentando aún más la eficiencia energética en la región (OECD, 

2022[134]). 

Muchos países de ALC deben reforzar la aplicación de los marcos normativos para la 

descarbonización de los edificios. La región debería reforzar la aplicación de códigos energéticos 

obligatorios para los edificios, proporcionar una hoja de ruta para normativas y estrategias más estrictas, 

probar normativas funcionales para los edificios existentes y establecer marcos normativos que faciliten 

la acción integrada. Muchas construcciones nuevas carecen de códigos sólidos y de un rendimiento 

energético mínimo obligatorio. Es necesario reforzar los códigos existentes para dar prioridad a las 

estrategias de construcción pasiva y asequible, aplicar códigos energéticos obligatorios en los edificios, 

adoptar diseños pasivos y reducir las necesidades de refrigeración. En lo que respecta a los edificios 

existentes, los países de ALC deben acelerar las medidas de rehabilitación y calidad de los edificios 

mediante el desarrollo y la aplicación de estrategias asequibles de descarbonización de bajo consumo 

energético, el aumento de las tasas de renovación para los desarrollos existentes de alta densidad y las 

viviendas de bajos ingresos (GlobalABC, IEA and UNEP, 2020[132]). 

La aplicación de políticas eficientes de gestión de residuos, como la separación de residuos, 

infraestructuras adecuadas de recogida y tratamiento y prácticas de reciclaje, puede reducir 

sustancialmente las emisiones de metano y mejorar al mismo tiempo la calidad de vida en las 

ciudades. Es esencial mejorar los marcos reguladores de las emisiones de GEI y CCVC en la gestión de 

residuos, prestando especial atención a las emisiones de metano. Los vertederos a cielo abierto siguen 

siendo la forma más común de eliminación final de residuos sólidos en muchas ciudades de ALC, 

generando cantidades sustanciales de emisiones de metano. Según la Organización Panamericana de la 

Salud (OPS), la región produce más de 436 000 toneladas de residuos sólidos al año, y el 50% de estos 

residuos se eliminan en vertederos abiertos (PAHO, 2011[135]). La adopción de un enfoque de economía 

circular contribuirá a la descarbonización del entorno construido mediante la minimización del uso de 

materiales y la maximización de la reutilización (OECD, 2022[134]). 

La digitalización presenta una oportunidad significativa para lograr cero emisiones en las ciudades 

de ALC. Para 2024, se estima que 83 mil millones de dispositivos y sensores conectados en todo el 

mundo generarán grandes cantidades de datos sobre la calidad del aire, el consumo de energía, datos 

geoespaciales y patrones de tráfico, que pueden proporcionar información valiosa para la planificación y 

las políticas urbanas eficaces y sostenibles. Para acelerar la transición hacia las emisiones netas cero y 

maximizar el potencial de las ciudades, los gobiernos deben diseñar políticas y programas inclusivos que 

integren la equidad y la inclusión en las transiciones digitales y energéticas urbanas. Para ello es necesario 

invertir en recursos humanos, programas de formación, asociaciones, investigación y desarrollo, e 

innovación para mejorar la digitalización y las capacidades energéticas. El acceso a datos oportunos, 
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sólidos y transparentes, incluidos el uso de la energía y los patrones de transporte, es fundamental para 

las soluciones y los modelos empresariales basados en la digitalización. Los gobiernos también deben 

facilitar la financiación y promover la innovación financiera para superar las barreras, crear nuevas 

oportunidades y establecer las condiciones para esquemas de financiación innovadores. La adopción de 

normas y puntos de referencia internacionales es necesaria para garantizar la interoperabilidad y 

supervisar los avances hacia las emisiones netas cero. Por último, las redes de intercambio de 

conocimientos y la integración de los entornos urbanos en los programas de transición energética a gran 

escala fomentarán el éxito de la transición (IEA, 2021[124]). 

Construcción sostenible 

Brasil y México se encuentran entre los 20 principales productores de cemento a nivel mundial en 

lo que respecta al sector de la construcción, y se espera que la demanda regional aumente debido 

a la necesidad de desarrollo y reconstrucción de infraestructuras ante los impactos del cambio 

climático. ALC tiene aproximadamente 272 plantas de cemento operativas y experimenta un alto 

consumo de cemento en sacos debido a la autoconstrucción y a la construcción informal de viviendas. Es 

crucial que los enfoques políticos en esta industria tengan en cuenta las desigualdades de la región, ya 

que ALC se enfrenta a un importante déficit de vivienda, y cualquier aumento en los precios de la 

construcción podría afectar negativamente a los hogares pobres que dependen de esquemas de 

autoconstrucción (Villagrán-Zaccardi et al., 2022[136]). 

Los países de ALC deben adoptar marcos políticos integrales centrados en la reducción de las 

emisiones de la industria, que incluyan precios específicos del carbono y normas de bajas 

emisiones. Es esencial que los países aumentar la inversión y la financiación en I+D de tecnologías con 

bajas emisiones de carbono, como la captura y el almacenamiento de carbono (CAC) y materias primas 

alternativas para la producción de clínker (IEA, n.d.[137]). Para lograr la durabilidad y resiliencia de las 

infraestructuras, la región debería fijarse como objetivo una larga vida útil de las construcciones, lo que 

puede proporcionar una reducción significativa de las emisiones a largo plazo. Además, una de las 

estrategias más sencillas para reducir las emisiones es reducir el factor clínker aumentando los materiales 

cementantes suplementarios emergentes. Para alcanzar los objetivos climáticos en 2050, se necesitará 

tecnología; algunos ejemplos son la aplicación de la CAC, el oxicombustible, el hidrógeno verde, las 

plantas inteligentes para reducir las incertidumbres relacionadas con el rendimiento del producto, y la 

utilización de la captura de carbono (CCU) para convertir el CO2 en materiales con valor añadido, por 

ejemplo, mediante la carbonatación mineral de residuos industriales o minerales naturales (Villagrán-

Zaccardi et al., 2022[136]). 

Es importante promover las certificaciones de edificios ecológicos. Estas certificaciones pueden ir 

más allá de las normativas obligatorias y evaluar factores como la eficiencia energética, los materiales 

sostenibles, la gestión del agua, la calidad del aire interior y la gestión de residuos, entre otros aspectos 

medioambientales y sociales (OECD, 2022[134]). Existen varias certificaciones ecológicas reconocidas 

internacionalmente, como Leadership in Energy and Environmental Design (LEED), el método de 

evaluación medioambiental del Building Research Establishment (BREEAM), el estándar de construcción 

WELL, el Green Star y el Living Building Challenge. Sin embargo, en ALC faltan certificaciones verdes 

desarrolladas a escala regional. En la actualidad, las empresas multinacionales que dominan el sector de 

la construcción en la región suelen depender de certificaciones internacionales, y las normativas 

existentes no son lo suficientemente estrictas como para fomentar la adopción generalizada de 

certificaciones verdes. Por lo tanto, el número de proyectos certificados en la región sigue siendo bajo en 

comparación con otros países. En 2022, por ejemplo, se registraron más de 520 nuevos proyectos para 

la certificación LEED, de los cuales 317 obtuvieron con éxito la certificación, con lo que el total regional 

ascendió a más de 2 778 proyectos certificados que abarcaban más de 48,3 millones de metros cuadrados 

de espacio. Los principales países de certificación LEED en la región son Brasil, México, Chile y Colombia, 

que representan el 78% de los proyectos certificados anuales. Aunque el número de proyectos certificados 



96    

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

ha ido en aumento en los últimos años, todavía está significativamente por detrás de Estados Unidos, que 

contaba con 69 066 edificios acreditados con la certificación LEED en 2019 (GBCI, 2022[138]). 

Recomendación 

• Establece r marcos, estándares y políticas creíbles que promuevan edificios y prácticas de 

construcción sustentables en las ciudades, reciclando así materiales y reduciendo las 

emisiones de GEI asociadas con la construcción. 

Industria y comercio de bienes industriales 

La huella de carbono de los productos se convertirá en un factor para los mercados mundiales en 

el futuro. La huella de carbono de los productos es cada vez más importante en los mercados mundiales 

y se espera que siga configurando el futuro debido a la creciente demanda de productos sostenibles, el 

aumento de las normativas y políticas destinadas a la reducción de emisiones, las prácticas de gestión de 

la cadena de suministro y la presión de los inversores sobre el sector privado para que sea responsable 

con el medio ambiente. ALC, al ser la mayor región exportadora neta del mundo, ocupa una posición 

vulnerable en términos de riesgos de transición y potenciales descensos de competitividad, a pesar de no 

haber desarrollado plenamente su potencial de producción agrícola (Zeigler and Ginya, 2014[139]). Algunos 

países de la región desempeñan un papel vital como exportadores de productos agrícolas. Por ejemplo, 

Brasil, Argentina y Paraguay se encuentran entre los cinco principales exportadores mundiales de soja, 

mientras que Brasil y Colombia entran en la misma categoría en el caso del café (Observatory of Economic 

Complexity, 2021[140]). Brasil y Argentina también tienen importantes cuotas de exportación mundial de 

carne de vacuno (Cook, 2023[141]). 

Los países de ALC necesitan desarrollar y aplicar políticas que salvaguarden las exportaciones de 

productos nacionales clave. El reconocimiento mutuo de normas equivalentes y los acuerdos sobre el 

comercio de productos ecológicos pueden ser beneficioso para la región. Chile, por ejemplo, ha sido 

reconocido como tercer país equivalente para los productos ecológicos desde 2018, y Argentina y Costa 

Rica han iniciado negociaciones al respecto (OECD et al., 2022[4]). 

Para abordar la huella de carbono de los principales productos nacionales, los países de ALC 

deben considerar la aplicación de políticas como el establecimiento de sistemas de fijación de 

precios del carbono y normas de emisión para los productos con una elevada huella de carbono. 

Las políticas comerciales que tienen en cuenta la huella de los productos de países y bloques comerciales, 

como la Unión Europea (UE), pueden tener un impacto significativo en las exportaciones de ALC. ALC es 

un proveedor crucial de productos agroindustriales y materias primas para la UE. En 2021, la UE-27 recibió 

el 8,9% del total de las exportaciones de ALC, y Brasil representó el 34,4% de las exportaciones de ALC, 

seguido de México (15,5%), Argentina (9,3%), Chile (7,3%) y Perú (6,3%). Las normativas ecológicas 

internacionales, como el Green Deal, impondrán exigencias de trazabilidad, transparencia, cumplimiento 

y diligencia debida en la cadena alimentaria, así como una producción baja en carbono, ecológica y 

sostenible, y el refuerzo de la economía circular. Estos reglamentos también introducen controles 

adicionales sobre el uso de antibióticos, hormonas, sustancias biológicamente activas, aditivos para 

piensos y residuos químicos. En consecuencia, políticas de la UE como la propuesta de reglamento sobre 

productos libres de deforestación, el paquete Fit for 55, el nuevo plan de acción de economía circular, la 

estrategia "de la granja al tenedor" y la estrategia de biodiversidad para 2030 pueden tener implicaciones 

para ALC (OECD et al., 2022[4]). Los gobiernos se verán obligados a adoptar medidas costosas para 

alinearse con las nuevas normas y requisitos y, al mismo tiempo, adoptar prácticas de producción 

sostenibles, que pueden requerir inversiones en desarrollo de capacidades, infraestructura o tecnología. 
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Agricultura, silvicultura y sectores relacionados con la tierra 

Es necesario establecer prácticas agrícolas sostenibles debido al aumento de las emisiones 

agrícolas y a los crecientes desafíos del hambre y la inseguridad alimentaria. Entre 1990 y 2019, las 

emisiones de la agricultura en ALC aumentaron aproximadamente un 32%, mientras que la agricultura, la 

pesca y la minería representaron el 6% del consumo final de energía (OECD et al., 2022[4]). En los últimos 

años, ALC ha sido testigo de un aumento en los niveles de hambre e inseguridad alimentaria, alcanzando 

su punto más alto en 15 años debido a la pandemia de COVID-19. Esto provocó que 59,7 millones de 

personas se vieran afectadas por la gripe aviar. Como consecuencia, 59,7 millones de personas sufrirán 

desnutrición y 237 millones se enfrentarán a una inseguridad alimentaria moderada o grave en 2020. Haití, 

Venezuela, Nicaragua, Guatemala, Honduras, Bolivia y Ecuador figuran entre los países con mayor 

prevalencia de subnutrición. La región también lucha contra la obesidad adulta y el sobrepeso infantil, que 

han aumentado en las dos últimas décadas, lo que ha tenido importantes repercusiones económicas, 

sociales y sanitarias. Estos problemas contribuyen a la disminución de la productividad, el aumento de la 

discapacidad, la mortalidad prematura y el incremento de los costos de tratamiento (FAO, 2021[142]). 

ALC es la región más productora de servicios ecosistémicos y la que registra las mayores 

exportaciones netas de alimentos del mundo, con un 16% del total de las exportaciones mundiales 

de bienes y productos agrícolas. La Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 

Alimentación (FAO) calcula que en 2024 las exportaciones netas de alimentos de los países de ALC 

alcanzarán los 60 000 millones de dólares, el triple de su valor en 2000. La cuota de la región de ALC en 

las exportaciones mundiales de productos básicos como el plátano, el azúcar y la soja supera el 50%, 

seguida de cuotas menores para el café, la carne de vacuno, las aves de corral y el maíz, que representan 

más del 25% de las exportaciones mundiales de cada producto básico. Además, a nivel regional, la 

agricultura y la ganadería son responsables del 70% de la conversión de hábitats, y las tasas de 

deforestación son tres veces superiores al promedio mundial (FAO, 2016[143]). Más allá de la pérdida de 

bosques y hábitats, la agricultura es responsable de más del 70% de las extracciones de recursos de 

agua dulce en la región (FAO, 2016[143]); (Dávila, 2011[144]) y se encuentra entre las principales causas de 

degradación de tierras y suelos y de pérdida de biodiversidad (FAO, 2020[145]). ALC también alberga el 

57% de los bosques primarios que quedan en el mundo y un tercio de todas las especies vegetales. Casi 

la mitad de la superficie de la región está cubierta por bosques que almacenan una gran cantidad de 

carbono estimada en 104 gigatoneladas (WMO, 2021[146]). 

La pérdida de bosques es una tendencia predominante en la región de ALC, debido principalmente 

a la aparición de nuevos usos de la tierra para la agricultura, la silvicultura y la ganadería, así como 

a la expansión urbana y la construcción de carreteras, construcción en menor medida. En las dos 

últimas décadas, Brasil ha experimentado la mayor pérdida total de superficie forestal, alcanzando los 544 

690 km2, con una tasa de deforestación anual de aproximadamente el 10%, y 11 088 km2 de deforestación 

en 2020. Nicaragua y Paraguay también se han enfrentado a importantes tasas de pérdida de bosques, 

aunque a menor escala en el mismo periodo. Por el contrario, Chile y Costa Rica destacan como los 

únicos países de ALC que han conseguido aumentar su cubierta forestal en un 15% y un 6%, 

respectivamente, de 2000 a 2020, gracias a la sólida aplicación gubernamental de las leyes, la seguridad 

de la tenencia de la tierra que protege los derechos de propiedad y los esfuerzos por combatir la 

deforestación ilegal y las prácticas agrícolas y ganaderas insostenibles (OECD et al., 2022[4]). 

Brasil, por ejemplo, ha puesto en marcha distintos tipos de innovaciones para promover sectores 

agrícolas y ganaderos más sostenibles. El Plan Sectorial para la Adaptación al Cambio Climático y las 

Bajas Emisiones de Carbono en la Agricultura de 2010, conocido como plan ABC, pretendía fortalecer la 

innovación en los suelos tropicales. De 2010 a 2020, el plan se concentró en el desarrollo de tecnologías 

de producción agrícola sostenible,10 lo que supuso la mitigación de 170 millones de toneladas de CO2e 

en dos décadas. Basándose en su éxito, el plan se actualizó para 2020-2030 (ABC +) con el fin de incluir 

nuevas tecnologías como los bioinsumos, los sistemas de riego sostenibles y la ganadería intensiva. Estas 
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innovaciones pretenden extenderse a otros 72 millones de hectáreas, con el potencial de reducir más de 

1.000 millones de toneladas de CO2e. En particular, la estrategia ABC+ incorpora un Enfoque Integrado 

del Paisaje que considera de forma holística diversos componentes de los paisajes rurales, armonizando 

elementos naturales como el carbono, el agua, el suelo y la biodiversidad con la producción agrícola de 

forma sostenible (OECD et al., 2022[4]). 

Los planes alimentarios y energéticos deben integrarse en mayor medida. La creciente demanda de 

alimentos, piensos, combustibles y fibras ofrece oportunidades sustanciales para el sector agrícola, 

aunque las políticas gubernamentales eficaces deben abordar retos como el impulso del crecimiento de 

la productividad, la mejora de la sostenibilidad medioambiental, incluida la reducción de las emisiones de 

GEI, y la mejora de la adaptación y la resiliencia frente al cambio climático y las crisis imprevistas. Es 

importante que los países promuevan iniciativas centradas en evitar y/o reducir la deforestación y la 

degradación de los recursos vegetales, contribuyendo a la mitigación y adaptación al cambio climático 

(OECD, 2022[147]). 

Las interconexiones entre el agua, los alimentos y la energía constituyen el núcleo del desarrollo 

sostenible. Las medidas políticas deben hacer hincapié en la expansión de las fuentes de energía 

renovables y en el establecimiento de sistemas integrados de tierra, suelo y agua que promuevan la 

eficiencia a lo largo de toda la cadena agroalimentaria, con el objetivo de conservar el agua, la energía y 

los ecosistemas (United Nations, 2021[148]). Los subproductos de biomasa de las actividades 

agroalimentarias pueden utilizarse para producir energía para el procesamiento, el almacenamiento y la 

cocción. Los residuos generados a partir de la producción agrícola y ganadera pueden ser una fuente 

importante de bioenergía, teniendo en cuenta los usos finales que compiten entre sí (por ejemplo, como 

alimento para animales) (IRENA and FAO, 2021[149]). 

ALC debe priorizar el desarrollo de estrategias nacionales de bioeconomía que reconozcan las 

especificidades territoriales y establezcan o adapten programas educativos. La región necesita 

políticas que promuevan modelos de producción sostenibles, asegurando la sostenibilidad de los recursos 

naturales de los que depende la agricultura, aumentando la provisión de servicios ecosistémicos y 

mejorando la resiliencia climática. Una mejor gestión medioambiental puede aportar importantes 

beneficios nacionales más allá de la protección de los ecosistemas, incluida la sostenibilidad a largo plazo 

de la destacada posición de ALC en los mercados mundiales de alimentos. Para lograr el mejor resultado 

medioambiental y la mayor aceptabilidad política, las medidas deben aplicarse lo más cerca posible del 

punto de emisión, teniendo en cuenta su impacto. A menudo, será necesaria una combinación de políticas 

como "quien contamina paga" y "el beneficiario paga", junto con normativas medioambientales (OECD, 

2018[150]). 

Es esencial sustituir los sistemas tradicionales de producción de alimentos por métodos mejores 

y ampliables. Las estrategias agrícolas que dan prioridad a los servicios ecosistémicos pueden mejorar 

significativamente las funciones críticas. La aplicación de sistemas agrícolas diversificados, como la 

agrosilvicultura y la silvopastoreo, ofrece beneficios sustanciales, como el aumento de la biodiversidad, la 

mejora de la calidad del suelo, el aumento de la captura de carbono, una mayor capacidad de retención 

de agua en los suelos superficiales, una mayor eficiencia en el uso de la energía y una mayor resistencia 

y resiliencia al cambio climático (Kremen and Miles, 2012[151]). Estas técnicas también contribuyen a la 

biodiversidad y la conectividad de los hábitats, complementando eficazmente las zonas protegidas y 

mejorando la resistencia general al cambio climático (Kremen and Miles, 2012[151]). 

Los sistemas agroalimentarios deben ser más eficientes, resilientes, inclusivos y sostenibles para 

garantizar el acceso a alimentos suficientes, seguros y nutritivos. El fortalecimiento de la resiliencia 

de las poblaciones vulnerables y no vulnerables en ALC es crucial, especialmente frente a fenómenos 

meteorológicos extremos. La capacidad de reanudar las actividades productivas y económicas es esencial 

para la recuperación. Los países de ALC deben tener un claro conocimiento de las comunidades y zonas 

geográficas más expuestas. La creación de repositorios y mapas de riesgos climáticos que se compartan 
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con todas las partes interesadas es vital para fundamentar las medidas de adaptación al cambio climático 

y el establecimiento de prioridades (OECD et al., 2022[4]). 

El fomento de la agricultura protegida y de precisión es esencial para una producción de alimentos 

eficiente y sostenible. Las aldeas inteligentes, basadas en tecnologías e innovaciones digitales, pueden 

mejorar las zonas rurales y las comunidades, apoyando la calidad de vida, los servicios públicos y las 

nuevas oportunidades para las cadenas de valor rurales (European Commission, 2018[152]). Las 

biofábricas sostenibles son necesarias para promover la economía circular y el uso sostenible del agua 

en la agricultura, tratando las aguas residuales y generando energía renovable al tiempo que se evitan los 

residuos y el impacto ambiental (UNFCCC, 2018[153]). 

Recomendación 

• Desarrollar e implementar planes integrados de energía sostenible, seguridad alimentaria y 

bioeconomía, considerando el uso de fuentes de energía renovables y prácticas sostenibles en 

la agricultura, la minimización del desperdicio de alimentos y la promoción de innovaciones 

tecnológicas con una perspectiva de resiliencia. 

Turismo sostenible en ALC 

Al igual que para otros sectores, es necesario actuar de inmediato para hacer frente a la crisis 

existencial del cambio climático, reducir las emisiones de carbono, la contaminación y mejorar la 

eficiencia energética y de los recursos, evitando al mismo tiempo el agotamiento de la 

biodiversidad y de los ecosistemas como consecuencia de las actividades turísticas. El turismo se 

ve afectado por la calidad del medio ambiente y depende en gran medida de ella. Esta dependencia exige 

que la adaptación al cambio climático y a otros cambios se aborde junto con acciones para mitigar y 

reducir el impacto ambiental del turismo, al tiempo que se apoya el bienestar de las comunidades. Es vital 

que los países aceleren la transición hacia una economía turística más verde, traduciendo los 

compromisos en acciones y resultados tangibles e integrando los objetivos ambientales en las políticas 

turísticas. Para ello es necesario aplicar políticas turísticas activas y medidas de recuperación destinadas 

a impulsar el cambio hacia modelos de negocio y cadenas de valor turísticos más ecológicos. Tales 

esfuerzos pueden mejorar los resultados ambientales de los destinos y, al mismo tiempo, aportar 

beneficios a las economías y comunidades locales, centrándose en consideraciones como la 

descarbonización, la adaptación al cambio climático, la restauración de los ecosistemas y la inclusión 

(OECD, 2022[154]). 

El turismo sirve como un motor vital en las economías de ALC, contribuyendo a las divisas, los 

ingresos y el empleo. En 2019, la industria turística representó el 42% en el Caribe y el 10% en América 

Latina de las exportaciones totales (bienes y servicios). Además, representó el 26% del PIB total en el 

Caribe y el 10% en América Latina. Debido a su carácter intensivo en mano de obra, el sector turístico 

también proporcionó el 35% del empleo en el Caribe y el 10% en América Latina (UN ECLAC, 2020[155]). 

Estimar de forma fiable la huella de carbono del turismo es todo un reto, pero las estimaciones recientes 

oscilan entre el 8% y el 11% de las emisiones mundiales (OECD, 2022[154]). Entre las posibles 

repercusiones negativas sobre el medio ambiente asociadas al crecimiento no planificado del turismo 

figuran el rápido crecimiento urbano, el uso desordenado del suelo, el agotamiento de los recursos, la 

destrucción de ecosistemas frágiles, la contaminación de masas de agua y el deterioro estético de paisajes 

y entornos urbanos (Altés, 2006[156]). Sin embargo, mediante la aplicación de prácticas sostenibles, el 

sector puede reducir el impacto medioambiental negativo del turismo (OECD, 2018[157]) y atraer a turistas 

concienciados con el medio ambiente. Además, el turismo también puede concienciar sobre los valores 
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culturales y medioambientales y ayudar a financiar la protección y gestión de áreas protegidas, así como 

la preservación de la diversidad biológica (OECD, 2021[158]). 

La valorización de los paisajes y la biodiversidad deben ser principios fundamentales del turismo 

sostenible en ALC para asegurar la sostenibilidad a largo plazo y potenciar los beneficios 

económicos, ambientales y sociales para las comunidades locales y los visitantes. El Banco de 

Desarrollo de América Latina (CAF) presentó en FITUR 2023 su nueva propuesta de trabajo para impulsar 

un modelo de turismo vivo y regenerativo que contribuya a mitigar los efectos del cambio climático, 

preservar la biodiversidad, poner en valor el patrimonio cultural y reactivar las economías. La propuesta 

busca mejorar el bienestar de las comunidades rurales, pueblos indígenas y afrodescendientes; proteger 

y restaurar la biodiversidad y valorar los servicios ecosistémicos; reducir la vulnerabilidad ante desastres 

naturales derivados del cambio climático a través de infraestructuras resilientes y sistemas de monitoreo; 

mejorar los procesos de planificación gubernamental; promover prácticas de economía circular; y crear 

nuevos espacios para potenciar las economías creativas y culturales, como museos, galerías, teatros o 

distritos creativos (CAF, 2023[159]). 

La digitalización del sector turístico es una prioridad urgente para permitir que los destinos se 

modernicen, innoven y generen viajeros más responsables, que se comprometan positivamente 

con las comunidades anfitrionas Los países deben adoptar medidas proactivas para garantizar que sus 

sectores turísticos puedan beneficiarse plenamente de las oportunidades que ofrece la transición digital, 

abordando las carencias en materia de competencias e infraestructuras a las que todavía se enfrentan 

muchas empresas y destinos turísticos. Existe la oportunidad de desarrollar políticas que aceleren la doble 

transición hacia un turismo más ecológico y digital, y esto también es válido para la región de ALC. Esto 

incluye aprovechar las oportunidades que abre la digitalización para el marketing, el desarrollo de 

productos y destinos, así como invertir en capital humano y competencias para adoptar soluciones 

digitales que promuevan un turismo más ecológico (OECD, 2022[154]). Los gobiernos también deberían 

promover activamente la colaboración entre las partes interesadas del ecosistema turístico. Este enfoque 

colaborativo puede mejorar la capacidad de responder a los acontecimientos, compartir información y 

experiencias valiosas y comprender mejor tanto los riesgos como las oportunidades. Por último, los países 

deberían trabajar en el desarrollo de estrategias integradas a largo plazo con una visión del turismo 

sostenible, objetivos y metas claros, junto con planes de acción y mecanismos para el aprovechamiento 

de los recursos y la coordinación gubernamental (OECD, 2022[154]). 

Promover el desarrollo y la gestión sostenibles del turismo representa un reto constante, dadas 

las considerables variaciones de los problemas y las repercusiones en los distintos destinos 

(OECD, 2021[158]). Para hacer frente a esta situación, cada vez se hace más hincapié en el potencial de 

los sistemas de certificación y herramientas similares para fomentar las prácticas de turismo sostenible. 

Los países pueden establecer programas de certificación para actividades turísticas sostenibles, 

diseñados para minimizar su huella ambiental y garantizar una compensación equitativa por los servicios 

ecosistémicos de los que dependen, fomentando en última instancia una economía regenerativa. Los 

programas de certificación son sólo una de las formas de promover el turismo sostenible, un ámbito que 

ha suscitado cada vez más interés por diversas razones, tanto positivas como negativas. La proliferación 

de sistemas, su eficacia a la hora de impulsar comportamientos sostenibles y los costes asociados son 

algunos de los motivos de preocupación. En el sector turístico, los sistemas de certificación por terceros 

se han convertido en algo habitual, mientras que algunos países se plantean desarrollar sus propios 

sistemas adaptados a objetivos específicos. A menudo se centran en influir en las prácticas de las 

empresas y los destinos más que en los comportamientos de los viajeros (OECD, 2021[158]). 

El uso o la promoción de sistemas de certificación podría, en determinadas circunstancias, 

fomentar el ecoturismo o el turismo certificado en espacios naturales protegidos que respeten el 

ecosistema y tengan una huella ambiental mínima. Estas certificaciones ecológicas o de sostenibilidad 

sirven como etiquetas que evalúan la incorporación de prácticas y resultados sostenibles basados en 

criterios ambientales, sociales y económicos. Estas certificaciones validan la estrategia de sostenibilidad 
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de una organización verificando las afirmaciones y proporcionando validación externa sobre aspectos 

como la gestión responsable de la cadena de suministro, el cumplimiento legal y las prácticas de gestión 

de riesgos medioambientales y sociales. Además, también existen certificaciones para áreas de 

rendimiento como la gestión energética, el control de emisiones, las prácticas alimentarias sostenibles y 

el turismo accesible. En muchos casos, estas etiquetas y programas individuales se gestionan y aprueban 

localmente para abordar los impactos específicos y más significativos de la región (GDSM, 2022[160]). Al 

mismo tiempo, cuando se introducen sistemas de certificación, también hay que tener en cuenta la 

proliferación, la veracidad y el éxito a la hora de promover un cambio hacia comportamientos más 

sostenibles, así como los costes que conllevan. Traducir las ambiciones en acciones relevantes y 

significativas para promover el desarrollo y la gestión del turismo sostenible es un área de trabajo continuo, 

entre otras cosas porque los problemas y los impactos varían considerablemente de un destino a otro. En 

este contexto, cada vez se presta más atención al potencial de los sistemas de certificación y otras 

herramientas para promover actividades turísticas sostenibles. 

El turismo puede ser un motor de cambio positivo en los esfuerzos mundiales de reducción de la 

pobreza. La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible destaca el turismo como motor de un cambio 

positivo en los esfuerzos mundiales de reducción de la pobreza, tanto para las economías avanzadas 

como para las emergentes. Aunque el turismo tiene potencial para contribuir a los 17 ODS, las metas 

específicas para el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el consumo y la producción sostenibles 

y el uso sostenible de los océanos y los recursos marinos se incluyen en los ODS 8, 12 y 14, 

respectivamente. El logro de estos objetivos requerirá una intervención pública significativa para crear las 

condiciones necesarias para el crecimiento del sector privado, así como la coordinación y difusión de 

enfoques políticos y la educación y el desarrollo de capacidades a nivel nacional y subnacional (OECD, 

2018[157]). 

 

Recomendación 

• Desarrollar estrategias integrales a largo plazo para el turismo sostenible, respaldadas por 

planes de acción. Promover la transición del turismo verde liderando a través del ejemplo 

gubernamental y garantizar que toda la infraestructura turística adquirida o financiada con 

fondos públicos cumpla con los más altos estándares ambientales, contribuyendo al desarrollo 

resiliente al clima. 

• Promover la certificación de empresas turísticas sostenibles sobre la base de normas 

acordadas internacionalmente, como herramienta para incorporar prácticas sostenibles, reducir 

el impacto negativo en el medioambiente, cumplir los objetivos nacionales de desarrollo 

sostenible y fomentar opciones y comportamientos de los consumidores más sostenibles. 
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Notas

 
1 Los países que no han firmado son Bahamas, Bolivia, Haití, Nicaragua, Paraguay, San Vicente y las 

Granadinas, Surinam y Venezuela. 

2 Argentina, Belice, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, 

Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Santa 

Lucía, San Vicente y las Granadinas, Surinam y Uruguay. 

3 Bahamas, Bolivia, Brasil, Dominica, El Salvador, Guatemala, Haití, México, Uruguay. 

4 Países de ingresos altos: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Canadá, Chile, Saint Kitts y Nevis, 

Trinidad y Tobago, Estados Unidos de América, Uruguay. 

5 Países de ingresos bajos y medios: Argentina, Belice, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Colombia, 

Costa Rica, Cuba, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, 

Jamaica, México, República Dominicana, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Santa Lucía, San Vicente 

y las Granadinas, Surinam, Venezuela. 

6 El efecto producido por la luz y el calor del sol reflejados desde las superficies de la Tierra hacia la 

atmósfera. 

7 Los hidrofluorocarbonos (HFC) son un grupo de gases sintéticos utilizados principalmente para 

refrigeración y refrigeración. Muchos HFC son contaminantes climáticos muy potentes y de vida corta, con 

una vida atmosférica promedio de 15 años. 

8 Panamá (2008); México, Uruguay, Barbados, Costa Rica (2010); Brasil, Chile, El Salvador (2012), 

Colombia, Honduras, Guatemala (2014); Bahamas, Jamaica (2015); Surinam (2016); Nicaragua (2017); 

Argentina (2018). 

9 El hidrógeno bajo en carbono incluye hidrógeno verde (hidrógeno de electricidad renovable), hidrógeno 

azul (hidrógeno de combustibles fósiles con emisiones de CO2 reducidas mediante el uso de captura, uso 

y almacenamiento de carbono) y hidrógeno acuático (hidrógeno de combustibles fósiles a través de la 

nueva tecnología). 
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Abordar el cambio climático requiere políticas integrales y transversales para 

garantizar que los esfuerzos del gobierno no queden aislados en un solo 

sector. El cambio climático es un tema complejo que afecta a múltiples 

aspectos de la sociedad, incluyendo la economía, la educación, la salud y la 

equidad social. Los gobiernos de América Latina y el Caribe (ALC) necesitan 

desarrollar estrategias integradas y un enfoque global y horizontal para 

abordar y permitir sinergias en cuestiones como la gobernanza climática, la 

financiación y la información medioambiental. A partir de los debates 

mantenidos en una serie de Diálogos y Talleres sobre Políticas Regionales 

sobre estas cuestiones, este Capítulo analiza las prioridades políticas 

críticas que pueden afectar a múltiples sectores, proporcionando una base 

para abordar los retos inmediatos y a largo plazo que garantice la 

incorporación de la neutralidad climática y la resiliencia en la agenda de 

desarrollo de la región. 

 

  

4 Áreas de políticas transversales 

para la resiliencia y la neutralidad 

climática en la Región de América 

Latina y el Caribe 
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Introducción 

Las actuales políticas de mitigación y adaptación al cambio climático no son suficientes para 

lograr emisiones netas cero y resiliencia climática, ni a escala mundial, ni regional, ni nacional, 

ni localmente. El cambio climático repercute no sólo en las cuestiones medioambientales, sino 

también en las económicas y sociales. Por lo tanto, la introducción de políticas transversales y 

horizontales con interrelaciones con el cambio climático, como la gobernanza, la financiación, la 

innovación, la educación y la igualdad de género, ayudará a proporcionar un marco de políticas públicas 

más completo para lograr emisiones netas cero y resiliencia climática en la región; así como apoyar la 

transición verde. 

La región de América Latina y el Caribe (ALC) enfrenta una alta vulnerabilidad a los impactos 

del cambio climático y requiere cada vez más “priorizar las acciones de adaptación”. Los 

gobiernos de la región han propuesto planes y acciones de descarbonización dirigidos a los sectores 

de energía y transporte y ofrecen oportunidades para reducir las emisiones. Sin embargo, el desafío 

radica en traducir estas ambiciones en resultados mensurables. Lograr la plena integración de la 

política climática, presupuestos alineados con los objetivos del Acuerdo de París y el desarrollo de 

proyectos en tramitación exige la coordinación entre múltiples ministerios y la adopción de un enfoque 

eficaz de todo el Gobierno. Además, requiere garantizar que la planificación nacional y las 

asignaciones presupuestarias estén alineadas con las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional 

(NDC) de cada país. La integración del cambio climático implica que la política climática ya no debe 

limitarse únicamente a las preocupaciones medioambientales. En cambio, las respuestas políticas 

sostenibles deben integrarse sistemáticamente en los procesos de planificación y toma de decisiones 

públicos y privados (OECD, 2015[1]). Dadas las limitaciones presupuestarias de los países de ALC, el 

gasto público debe optimizarse para centrarse en la construcción de infraestructuras y viviendas 

resilientes, así como en el desarrollo de fuentes de energía renovables. Además, las políticas 

climáticas deben tener en cuenta el contexto único de altos niveles de pobreza y desigualdad en 

ALC. Si bien no existen recomendaciones de política que sirvan para todos los casos, es posible 

proporcionar directrices generales para hacer hincapié en las prioridades clave y los próximos pasos 

para la futura formulación de políticas (Cárdenas, Bonilla and Brusa, 2021[2]). 

La incorporación de políticas transversales garantiza que los esfuerzos contra el cambio 

climático no queden aislados en un único sector. El cambio climático es una cuestión compleja 

que afecta a múltiples aspectos de la sociedad, como la economía, la educación, la salud y la equidad 

social. Al integrar las políticas de los distintos sectores, se puede adoptar un enfoque holístico para 

abordar los retos polifacéticos que plantea el cambio climático. Por ejemplo, abordar las políticas de 

financiamiento e inversión puede ayudar a movilizar recursos para proyectos respetuosos con el 

clima, mientras que las políticas educativas pueden concientizar y promover prácticas sostenibles 

entre la población. 

Los países de todo el mundo están aplicando activamente políticas destinadas a reducir sus 

emisiones, que abarcan estrategias como mecanismos de fijación de precios del carbono y 

medidas de eficiencia energética, junto con el apoyo a la investigación, el desarrollo y la 

implantación de tecnologías con bajas emisiones de carbono. Sin embargo, estas medidas deben 

ampliarse y profundizarse para reorientar eficazmente las inversiones desde los combustibles fósiles 

hacia una combinación energética baja en carbono. Por desgracia, las políticas mundiales y 

regionales a menudo no se alinean con los objetivos climáticos y a veces incluso entran en conflicto 

con ellos. Los sistemas fiscales promueven inadvertidamente un mayor consumo y producción de 

energía fósil (OECD, 2015[1]). Además, el clima de inversión no apoya sistemáticamente las 

infraestructuras a largo plazo centradas en el clima. Así pues, los países deben reevaluar sus marcos 

políticos para facilitar la transición hacia economías con bajas emisiones de carbono, entendiendo 

que los desajustes políticos pueden socavar los esfuerzos climáticos y reconociendo al mismo tiempo 
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que la resolución de estos desajustes puede conducir a otros objetivos políticos fundamentales, como 

una mayor inversión en infraestructura, un crecimiento económico más inclusivo, una mayor 

seguridad energética y un medio ambiente más saludable. En la actualidad, las políticas y los intereses 

económicos existentes favorecen principalmente a los combustibles fósiles y a las actividades 

intensivas en carbono, pero alinear estas políticas con una economía baja en carbono puede impulsar 

una agenda de reformas más amplia para un crecimiento más sostenible, resiliente e inclusivo. Esto 

incluye la adopción de códigos fiscales más progresivos, la promoción de inversiones en infraestructuras 

a largo plazo que favorezcan el crecimiento y el desarrollo de sistemas energéticos y de transporte que 

den prioridad a un aire más limpio, una mejor salud pública y un suministro energético diversificado 

(OECD, 2015[1]). 

Un marco político global que incorpore políticas transversales puede mejorar la sostenibilidad 

y la resiliencia a largo plazo de ALC. El cambio climático es un problema continuo y en evolución, 

y las políticas deben ser adaptables y responder a las circunstancias cambiantes. El examen de las 

interrelaciones del cambio climático con otros ámbitos políticos y públicos puede sentar las bases 

para diseñar y abordar retos tanto inmediatos como a largo plazo, garantizando que la acción 

climática se integre en la agenda de desarrollo de la región. 

Garantizar la información y los datos medioambientales es fundamental para ayudar a 

monitorear los avances en la implementación de todas las políticas públicas, tanto si estas se 

refieren a la mitigación como si se refieren a la adaptación, si es una política transversal en la 

región. La información medioambiental puede maximizar el impacto de futuras acciones climáticas 

y ayudar a mejorar la sostenibilidad a largo plazo. 

Las políticas transversales permiten sinergias y maximizan el impacto de las acciones contra 

el cambio climático. Al integrar las políticas de igualdad de género, por ejemplo, las 

vulnerabilidades y capacidades únicas de las mujeres pueden tenerse en cuenta en los planes 

de acción climática. Esto puede conducir a estrategias más inclusivas y eficaces que capaciten a 

las mujeres para contribuir a las soluciones climáticas y mejorar su resistencia a los impactos 

climáticos. 

Para que las políticas climáticas sean más eficaces, todas las partes interesadas deben 

identificar y hacer frente a los desajustes significativos con una transición hacia una 

economía baja en carbono en sus respectivas jurisdicciones. Además, más allá del nivel 

nacional, una mejor alineación de las políticas entre países puede mejorar la eficacia y mitigar las 

preocupaciones relacionadas con posibles distorsiones de la competencia. Es importante que los 

países de ALC den prioridad al aumento de la inversión y el financiamiento sostenibles y bajos en 

carbono. Esto incluye el desarrollo de medidas fiscales que vayan más allá del sector energético, el 

fomento de la innovación generalizada de bajas emisiones de carbono, la promoción de prácticas de 

comercio internacional respetuosas con el clima y la revisión de los mercados eléctricos para 

proporcionar las señales de precios a largo plazo necesarias para la inversión en tecnologías de 

bajas emisiones de carbono y alto costo de capital. Además, debe prestarse especial atención a la 

movilidad urbana sostenible, especialmente en las zonas urbanas. También es importante reforzar 

los incentivos para el uso sostenible de la tierra con el fin de reducir la deforestación, restaurar las 

tierras degradadas, adoptar prácticas agrícolas bajas en carbono y mejorar el secuestro de carbono 

en suelos y bosques (OECD, 2015[1]). 

Este capítulo abarca los puntos anteriores, que se destacaron a través de una serie de 

Diálogos y Talleres sobre Políticas Regionales, con la participación de expertos de ALC y de 

la OCDE. Se centra en áreas políticas transversales, que son criticas enfrentar el cambio climático 

de manera integral y comprensiva en la región. 
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Gobernanza y formulación de políticas climáticas 

La gobernanza climática es compleja ya que implica múltiples actores y partes interesadas, a nivel 

internacional, nacional y local. La acción frente al cambio climático requiere la cooperación entre 

muchos actores gubernamentales y no gubernamentales. Además, requiere una gobernanza multinivel 

debido a las causas e impactos multinivel que cause, así como la participación de todos los actores 

sociales para dar una respuesta eficaz. 

La aplicación eficaz de políticas es esencial para alcanzar los objetivos políticos de mitigación y 

adaptación al cambio climático. Uno de sus requisitos previos es una gobernanza climática eficaz, que 

englobe intervenciones dirigidas a modificar los incentivos, los conocimientos, las instituciones, los 

procesos de toma de decisiones y los comportamientos medioambientales. Implica procesos, mecanismos 

y organizaciones reguladoras, a través de los cuales los actores políticos influyen en las acciones y los 

resultados medioambientales (Lemos and Agrawal, 2006[3]). 

Comprender la naturaleza de la gobernanza multinivel proporciona una base para reforzar y 

promover la innovación, aumentar la capacidad de resolución de problemas, facilitar el aprendizaje 

y mejorar la eficiencia en la toma de decisiones, al tiempo que permite crear mecanismos adaptables 

a contextos, temas y sectores específicos. La gobernanza climática multinivel garantiza la coherencia 

entre los planes y las políticas locales, nacionales e internacionales, fomentando la colaboración, la 

innovación y el aprendizaje entre los actores y las autoridades de los distintos niveles. Este enfoque 

permite establecer objetivos, mecanismos, políticas y soluciones compartidas, creando estructuras para 

el intercambio de información, la toma de decisiones, el seguimiento, la supervisión y la presentación de 

reportes, y, en última instancia, mejorando la colaboración entre los actores a diferentes niveles mediante 

la definición de funciones, relaciones y responsabilidades claras (Cognuck González and Numer, 2020[4]). 

Compromiso con las asociaciones internacionales 

Las asociaciones y la cooperación internacionales desempeñan un papel crucial a la hora de 

abordar los retos mundiales, especialmente en el contexto del cambio climático. La región de ALC, 

con sus diversos ecosistemas y poblaciones vulnerables, es particularmente susceptible a los impactos 

del cambio climático. Comprometerse con las asociaciones internacionales y fomentar la cooperación es 

de suma importancia para que la región aborde eficazmente las políticas climáticas y garantice un futuro 

sostenible. 

Las asociaciones internacionales pueden mejorar la capacidad de la región. Uniendo sus fuerzas, 

los países pueden utilizar algunos recursos comunes, experiencia y conocimientos para abordar 

los retos del cambio climático con mayor eficacia. Pueden compartir experiencias, mejores prácticas 

e investigación, lo que permite a cada país aprender de los éxitos y fracasos de los demás. El intercambio 

de conocimientos también puede fomentar la innovación y promover la adopción de prácticas sostenibles 

en toda la región. 

La Organización del Tratado de Cooperación Amazónica (OTCA) proporciona una plataforma en la 

que los países comparten compromisos para promover y coordinar el desarrollo sostenible y la 

conservación de la selva amazónica. Esta organización intergubernamental fue creada en 1978 por 

Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, Surinam y Venezuela, que firmaron colectivamente el 

Tratado de Cooperación Amazónica (TCA), con el objetivo principal de proporcionar un marco jurídico que 

reconozca la importancia y la naturaleza transfronteriza del ecosistema amazónico. Durante la última 

Cumbre Amazónica, celebrada en agosto de 2023 en Belém do Pará, los países asistentes aprobaron la 

Declaración de Belém, que, entre otros puntos clave, reconoce la inestimable contribución de los pueblos 

indígenas, las comunidades locales, las mujeres y los jóvenes en los esfuerzos de conservación de los 

bosques tropicales. La declaración reafirma un compromiso compartido con la conservación de los 

bosques, la mitigación de los factores que impulsan la deforestación, la conservación de la biodiversidad 
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y la búsqueda de una transición ecológica equitativa. Destaca la importancia de la cooperación 

internacional como el medio más potente para mantener los compromisos dirigidos a reducir la 

deforestación y la degradación de los bosques y subraya la necesidad de que los países desarrollados 

cumplan sus compromisos sobre financiación climática (Government of Brazil, 2023[5]). El Pacto de Leticia 

para la protección de la selva amazónica, también adoptado a través de la OTCA, y el Acuerdo de Escazú 

para la integración justa de las comunidades locales y los pueblos indígenas son ejemplos adicionales de 

cooperación multilateral cuya aplicación permitirá la consolidación integral de los logros a nivel nacional a 

largo plazo. 

Las asociaciones internacionales también refuerzan el poder de negociación colectiva de los 

países. Al formar asociaciones, los países pueden presentar un bloque unido en las negociaciones 

internacionales sobre el clima, priorizar sus retos conjuntos y defender sus necesidades específicas. Las 

asociaciones internacionales abordan las actuales deficiencias de aplicación de los acuerdos e 

instrumentos multilaterales, alinean las prioridades nacionales y regionales con los objetivos multilaterales 

de sostenibilidad y facilitan la transferencia de tecnología y el desarrollo de capacidades. Esto se consigue 

mediante diálogos políticos y el intercambio de experiencias a través del aprendizaje entre iguales. 

Además, las alianzas internacionales pueden desempeñar un papel crucial a la hora de ayudar a los 

países de ALC a abordar los retos comerciales cuando se adaptan a las nuevas normas y reglamentos 

ecológicos internacionales (OECD et al., 2022[6]). 

Desarrollo de políticas públicas de cambio climático a escala nacional [enfoques de 

arriba hacia abajo y de abajo hacia arriba]. 

Consideraciones y ventajas de un enfoque de arriba hacia debajo de política pública 

En algunos aspectos, es necesario un enfoque de arriba hacia debajo, ya que enfatiza la necesidad 

de que los gobiernos formulen políticas públicas con objetivos bien definidos, establezcan leyes, 

reglamentos y normas sólidas y elaboren directrices para los gobiernos nacionales y 

subnacionales. Los acuerdos institucionales sectoriales pueden ayudar a las partes interesadas a reducir 

las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), sobre todo en sectores difíciles de abatir como el 

cemento, el acero y la petroquímica, así como en ámbitos como la construcción y la generación de 

energía, al tiempo que se reduce la dependencia de los combustibles fósiles. Un planteamiento de arriba 

hacia debajo también facilita la participación de una serie de partes interesadas y permite una integración 

sin fisuras en todos los ámbitos políticos, que abarcan la energía, el transporte, la agricultura, la 

planificación urbana y el desarrollo económico, teniendo debidamente en cuenta las consecuencias 

sociales y económicas, especialmente entre las comunidades vulnerables. Los comités interministeriales 

de alto nivel y los grupos de trabajo son mecanismos que pueden fomentar la coordinación, integrar los 

esfuerzos de mitigación y adaptación al cambio climático en diferentes sectores y niveles de gobierno, e 

implicar a partes interesadas externas para mejorar el carácter inclusivo del proceso de elaboración de 

este tipo políticas (UNFCCC, 2019[7]); (OECD, 2021[8]). Al mismo tiempo, estos mecanismos ofrecen un 

medio integral para abordar de forma holística las preocupaciones ambientales, establecer acciones 

prioritarias, asignar recursos financieros vitales y aplicar sistemas de Medición, Reporte y Verificación 

(MRV) para evaluar la eficacia de las políticas, mejorar la rendición de cuentas y ayudar a identificar áreas 

de mejora. 

La voluntad y el liderazgo político desempeñan un papel crucial en la consecución de una 

coordinación jurídica e institucional eficaz en ALC, así como en el avance hacia economías 

resilientes al clima y con bajas emisiones de carbono, y hacia mayores ambiciones climáticas. El 

liderazgo político dentro de cada país debe mostrar su dedicación tanto al desarrollo como a la ejecución 

de políticas de cambio climático. Reducir la brecha entre las expectativas globales y los compromisos 

políticos es crucial, junto con elevar las ambiciones en materia de mitigación, adaptación y financiación 

climática. 
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Este enfoque de arriba hacia debajo de las políticas de mitigación del cambio climático podría 

abordar una serie de retos en ALC. Podría: i) establecer objetivos específicos de reducción de 

emisiones, así como compromisos financieros regionales; ii) facilitar el desarrollo de mecanismos de 

mercado interno, así como sistemas de MRV, junto con regímenes de cumplimiento que garanticen el 

logro de objetivos y metas; iii) ayudar a prevenir la fuga de carbono; y iv) proporcionar a los países la 

información necesaria para desarrollar políticas eficaces, eficientes y basadas en la evidencia (Marr, 

Marett and Wohlgemuth, 2018[9]); (IEA, 2020[10]). Es importante señalar que, si bien tanto los enfoques de 

arriba hacia abajo como los de abajo hacia arriba son necesarios para abordar la complejidad del cambio 

climático, un enfoque de arriba hacia abajo es particularmente crucial para las políticas de mitigación del 

cambio climático debido a estas particularidades. 

Al mismo tiempo, los países deben reconocer la importancia de equilibrar las iniciativas de arriba 

hacia abajo con un enfoque de abajo hacia arriba que implique a las comunidades locales 

(explicado en la sección siguiente sobre el enfoque de abajo hacia arriba de este capítulo). La combinación 

de ambos enfoques puede conducir a un avance más eficaz y eficiente de la política climática (Hermansen 

and Sundqvist, 2022[11]). Limitar la consideración a sólo un enfoque podría dar lugar a soluciones 

subóptimas para las comunidades más afectadas por el cambio climático, pero con menos recursos para 

adaptarse a él (Qamar and Archfield, 2022[12]). Las acciones de arriba hacia abajo establecen objetivos y 

metas generales, mientras que las de abajo hacia arriba aportan soluciones específicas y concretas para 

alcanzar esos objetivos. Esta combinación puede dar lugar a políticas de mitigación del cambio climático 

más eficaces, ya que proporciona un marco jurídico, recursos financieros y coordinación global o nacional, 

al tiempo que capacita a las comunidades locales para actuar y abordar las necesidades y prioridades 

locales. 
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Box 4.1. Ejemplos de enfoques de arriba hacia abajo y de grupos interministeriales en ALC 

El Plan Nacional de Descarbonización 2019 de Costa Rica, cuyo objetivo es que el país sea neutro en 

carbono para 2050. El plan incluye medidas para reducir las emisiones de GEI, como la promoción de 

fuentes de energía renovables, la aplicación de medidas de eficiencia energética y la ampliación de los 

esfuerzos de secuestro de carbono. 

En 2020, Perú estableció una Comisión de Alto Nivel sobre Cambio Climático, con la responsabilidad 

de proponer acciones de mitigación y adaptación al cambio climático, con el objetivo de lograr cero 

emisiones netas de GEI para 2050 y aumentar progresivamente las NDC de Perú. Además, elabora 

reportes técnicos y propone actualizaciones para alinear las NDC del país con los objetivos climáticos 

globales. Está liderado por el Presidente del Consejo de Ministros; e incluye a ministros de diversos 

sectores e instituciones gubernamentales. 

La República Dominicana creó en 2008 el Consejo Nacional para el Cambio Climático y el Mecanismo 

de Desarrollo Limpio. Esta institución gubernamental coordina y promueve la aplicación de políticas y 

acciones de mitigación y adaptación en el país. Formula y aprueba la estrategia de inversión para los 

proyectos del Mecanismo de Desarrollo Limpio. El Consejo está presidido por el Presidente de la 

República; otros miembros son los ministros de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Economía, 

Planificación y Desarrollo, Agricultura, Relaciones Exteriores, Finanzas, Industria y Comercio, Salud 

Pública y Asistencia Social y Turismo. También asisten a las reuniones los responsables del Banco 

Central de la República Dominicana, la Comisión Nacional de Energía, la Oficina para el 

Reordenamiento del Transporte, la Superintendencia de Electricidad, la Corporación Dominicana de 

Empresas Eléctricas Estatales, la Asociación de Bancos de la República Dominicana, la Asociación de 

Industrias de la República Dominicana, los generadores privados del sector energético nacional, el 

Consejo Nacional de la Empresa Privada y representantes de organizaciones de la sociedad civil. 

Fuente: (Government of Costa Rica, 2018[13]); (Ministry of Environment Peru, n.d.[14]); (Presidéncia de la República Dominicana, n.d.[15]) 

Aumentar la inclusión teniendo en cuenta a las comunidades locales y a los grupos 

vulnerables: enfoque de abajo hacia arriba 

El enfoque abajo hacia arriba está centrado en las personas y permite generar conocimientos 

basados en su comprensión de las condiciones, riesgos y respuestas actuales. Este enfoque 

enfatiza la importancia de los elementos o componentes individuales que contribuyen a un sistema o 

solución holística. Se centra en los umbrales de vulnerabilidad recientes y presentes, estudiando 

empíricamente las respuestas locales para definir las prioridades y preocupaciones locales. Incluye 

escalas geográficas más finas y examina los procesos físicos, ecológicos y sociales, así como la 

sensibilidad actual al tiempo y al clima. Además, evalúa las opciones políticas plausibles dentro de los 

límites tecnológicos, ecológicos o sociales percibidos, al tiempo que considera diversas medidas 

normativas del riesgo para las poblaciones vulnerables (Conway et al., 2019[16]). 

Los efectos del cambio climático afectan de manera desproporcionada a los más pobres y 

vulnerables, lo que implica la necesidad de estrategias de adaptación y de gestión del riesgo para 

gestionar los impactos existentes y riesgos climáticos. Los gobiernos subnacionales desempeñan un 

papel vital en la transición hacia una economía climáticamente neutra y en el cumplimiento de los 

compromisos ambientales internacionales. También son actores clave en los esfuerzos de mitigación y 

adaptación debido a su jurisdicción sobre ámbitos políticos cruciales para la transición hacia la neutralidad 

climática (OECD, 2022[17]). Un enfoque abajo hacia arriba es importante, ya que permite el desarrollo de 

acciones basadas en la comunidad, con el objetivo de lograr la equidad y la eficacia en la implementación 



   123 

HACIA LA RESILIENCIA Y NEUTRALIDAD CLIMÁTICA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE © OCDE 2023 
  

de políticas dentro de las comunidades (Qamar and Archfield, 2022[12]). Las evaluaciones abajo hacia 

arriba permiten comprender mejor los contextos específicos, la transmisión de impactos a través de la 

organización socioeconómica, local y los riesgos (Conway et al., 2019[16]). 

El desarrollo y la aplicación de un enfoque abajo hacia arriba plantean importantes retos, ya que 

suelen requerir muchos recursos debido a su naturaleza contextual. Adquirir suficiente información 

detallada sobre sistemas complejos para la toma de decisiones es todo un reto, y generalizar las 

conclusiones o lecciones a otros contextos resulta problemático. Además, se carece de concienciación y 

de medios para adquirir soluciones innovadoras, y persiste la incertidumbre respecto a los cambios físicos, 

la evolución socioeconómica y los costos y beneficios asociados a los distintos planteamientos o escalas 

temporales. Para hacer frente a estos retos, los procesos abajo hacia arriba deben tener como objetivo 

aumentar la comparabilidad entre distintos casos y desarrollarse a partir de casos anteriores que hayan 

tenido éxito (Box 4.2) (Conway et al., 2019[16]); (Boteler et al., 2015[18])). 

Box 4.2. Ejemplos de enfoques de abajo hacia arriba en ALC 

Entre 2018 y 2019, Perú inició un proceso de consulta con las comunidades indígenas para elaborar 

el reglamento de la Ley de Cambio Climático del país. Este proceso marcó un hito importante en la 

conformación de políticas públicas para la acción climática en Perú, ya que representó la primera 

consulta de este tipo en Sudamérica para la aprobación de una normativa nacional. El objetivo principal 

fue establecer una base sólida para el desarrollo de políticas públicas que incorporen las perspectivas 

de todas las partes interesadas, siguiendo una política de puertas abiertas y un enfoque participativo, 

inclusivo y descentralizado. El resultado de este proceso se tradujo en 152 acuerdos, de los cuales 

147 se han aplicado con éxito. 

Desde 1984, las partes interesadas de Belice han colaborado para proteger el entorno natural mediante 

un acuerdo informal conocido como cogestión. Más recientemente, el gobierno de Belice formalizó 

estos esfuerzos con la introducción de un nuevo Marco de Cogestión de Áreas Protegidas. Estos 

acuerdos, que son específicos para cada lugar, abarcan una amplia gama de responsabilidades, como 

la responsabilidad financiera, la transparencia y la comunicación de datos. Además, fomentan una 

colaboración más estrecha entre el gobierno de Belice y los socios conservacionistas. En 2016, Belice 

había establecido 48 áreas protegidas en régimen de cogestión, lo que representa casi el 50% de todas 

las áreas protegidas del país. Estas iniciativas han aportado importantes beneficios socioeconómicos 

a las comunidades locales, han fomentado sólidas estructuras de gobernanza colaborativa a múltiples 

niveles y han sostenido la autoorganización para promover la cogestión a lo largo del tiempo. Además, 

en 2014 se creó la Iniciativa Mundial de Apoyo a los Territorios y Áreas Conservados por Pueblos 

Indígenas y Comunidades Locales (ICCA-GSI). Esta iniciativa pretende mejorar el reconocimiento y la 

eficacia de la conservación de la biodiversidad, los medios de vida sostenibles y la resiliencia al cambio 

climático en dichos territorios y áreas. La fase 1 de ICCA-GSI está actualmente en marcha en 26 

países, entre ellos Argentina, Belice, Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, Paraguay, Perú y Surinam 

en ALC. 

Fuente: (MINAM, 2022[19]); (Williams and Tai, 2016[20]); (SGP, n.d.[21]); (Government of Belize, 2022[22]) 

Es crucial que los países de ALC desarrollen políticas públicas que potencien los enfoques 

descritos para la mitigación y adaptación al cambio climático. Los países de ALC podrían promover 

el desarrollo de métodos y enfoques participativos para identificar las principales barreras y oportunidades 

para la aplicación de estrategias y planes locales. Deberían establecer directrices y criterios de evaluación 

sólidos para las medidas pertinentes y, al mismo tiempo, mejorar la coordinación de las políticas para 

garantizar la flexibilidad y la capacidad de respuesta a los escenarios ambientales (Russel et al., 2020[23]); 
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(Campos et al., 2018[24]). Deben desarrollarse programas educativos y de desarrollo de capacidades para 

informar e implicar a las partes interesadas locales pertinentes en el proceso de toma de decisiones 

(Danish, 1995[25]). 

Los marcos normativos deben combinar elementos de ambos enfoques, con sus propias ventajas 

e inconvenientes. La educación desempeña un papel fundamental a la hora de confiar en las 

comunidades de las regiones en desarrollo para la adaptación al cambio climático. A menudo, las 

comunidades necesitan una educación de nivel básico sobre los posibles marcos de adaptación dirigidos 

por la comunidad, lo que podría considerarse un enfoque de abajo hacia arriba. Sin embargo, a medida 

que las comunidades empiezan a tomar medidas por sí solas, pueden favorecerse los enfoques de arriba 

hacia abajo. Apoyar estrategias de adaptación eficaces depende del contexto local. Como ya se ha 

mencionado, limitar la consideración a algún enfoque podría dar lugar a soluciones subóptimas para las 

comunidades más afectadas por el cambio climático, pero con menos recursos para adaptarse a él 

(Qamar and Archfield, 2022[12]); (Conway et al., 2019[16]). La combinación de las perspectivas de los 

enfoques de abajo hacia arriba y de arriba hacia abajo puede generar una comprensión más holística de 

las vulnerabilidades de las personas y las comunidades a los riesgos climáticos y sus posibles respuestas, 

abarcando aspectos físicos, sociales y económicos. Aunque los enfoques de modelización de arriba hacia 

abajo son eficaces para comprender cómo pueden diferir los impactos en función de los distintos niveles 

de temperatura, una visión más detallada y una adaptación eficaz a cualquier nivel de estabilización de la 

temperatura requieren contribuciones de los enfoques de abajo hacia arriba. Es probable que el desarrollo 

de métodos e información híbridos sea más útil que depender de un único enfoque, tanto a corto como a 

largo plazo, tanto para los responsables de los tomadores de decisiones como para las comunidades 

(Conway et al., 2019[16]). 

Por último, las revisiones de estos marcos políticos nacionales deben ajustarse a los 

compromisos internacionales de los países, teniendo en cuenta los plazos fijados para alcanzar los 

objetivos y metas, los medios de aplicación, así como las actualizaciones en innovación y tecnología que 

puedan ayudar a conseguirlos. 

Recomendación 

• Revisar y actualizar progresivamente los marcos regulatorios nacionales. Considerar los 

beneficios y desafíos de los enfoques de política de arriba hacia abajo y de abajo hacia arriba. 

La actualización de las leyes y regulaciones nacionales alineadas con las actualizaciones de 

las NDCs, así como el establecimiento de PNAs y Estrategias de Largo Plazo, son esenciales 

para alcanzar los compromisos globales establecidos en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

(ODS) y las tres convenciones ambientales (cambio climático, biodiversidad y desertificación), 

manteniendo al mismo tiempo decisiones políticas basadas en la ciencia. 

Planificación global y evaluación ambiental estratégica 

La creciente utilización de las Evaluaciones Ambientales Estratégicas (EAEs) es crucial para 

promover la toma de decisiones sostenibles en los planes, programas y políticas en ALC. Las EAEs 

constituyen un valioso instrumento de gestión ambiental que permite a los países incorporar los aspectos 

ambientales del desarrollo sostenible en los procesos de formulación de políticas y planificación. Facilitan 

la inclusión de consideraciones de mitigación y adaptación al cambio climático desde una perspectiva 

integrada en la planificación y el ordenamiento territorial, promoviendo así una toma de decisiones 

informada y participativa que involucre a los actores clave, incluyendo al público, al sector privado y a la 

sociedad civil (MMA, 2022[26]). Las EAEs son evaluaciones integrales que valoran los efectos de las 

políticas, planes y programas sobre el medio ambiente y la salud, con el objetivo de orientarlos hacia 
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resultados sostenibles. Al integrar las consideraciones medioambientales y sanitarias con los factores 

económicos y sociales, las EAEs proporcionan una evaluación holística de la sostenibilidad y facilitan los 

procesos de toma de decisiones con conocimiento de causa. Se aplican en las primeras fases de la toma 

de decisiones para apoyar la formulación de políticas eficaces y sostenibles. Las EAEs son un paso lógico 

que estructura la preparación de proyectos y complementa el enfoque específico de las Evaluaciones de 

Impacto Ambiental (EIAs) (OECD, 2006[27]). 

Se ha avanzado hacia la adopción y regulación de las EAEs en ALC, aunque es necesario seguir 

avanzando. En 2019, Chile, Costa Rica y Uruguay, implementaron regulaciones para el análisis ambiental 

de políticas, planes y programas relacionados con el ordenamiento territorial. Además, Brasil, Cuba, El 

Salvador, Guatemala, República Dominicana y Venezuela emitieron acuerdos gubernamentales o 

proyectos de ley relativos a la utilización de las EAEs para el análisis de políticas, planes y programas 

(Massuela Calenga, Montes de Oca Risco and Ulloa Carcassés, 2019[28]). Las EAEs constituyen una 

herramienta importante para garantizar la sostenibilidad de las políticas y los programas. Sin embargo, la 

región de ALC se enfrenta a ciertos retos en el desarrollo de la EAEs, como la ausencia de metodologías 

de EAEs adaptadas a diversos contextos políticos y escenarios de gobernanza. Además, se necesitan 

mecanismos eficaces de seguimiento de los programas aplicados en el marco de procesos de EAEs. Para 

avanzar en las prácticas de EAEs en la región y alinearlas con criterios sostenibles, es crucial asegurar el 

apoyo de los tomadores de decisiones para la adecuada adaptación de planes y políticas (Rodrigo-Ilarri 

et al., 2020[29]). 

Algunos países de la región de ALC han adoptado diferentes instrumentos jurídicos para introducir 

y aplicar la EAEs. Bolivia, Chile y Perú tienen leyes generales que se aplican en todo el país, mientras 

que Colombia y México han introducido un plan nacional de desarrollo que engloba la EAEs y una 

legislación específica aplicable a nivel municipal, respectivamente. Por otro lado, Brasil no dispone de un 

marco nacional que regule las EAE, pero están reguladas a nivel estatal en Bahía, Minas Gerais y Sao 

Paulo (Rodrigo-Ilarri et al., 2020[29]). 

Las EAEs en ALC podrían ofrecer varios beneficios más allá de proporcionar información para una 

mejor toma de decisiones. Mediante un enfoque gradual, las EAEs mejoran la transparencia y la 

comunicación en relación con los aspectos ambientales y sanitarios del desarrollo, contribuyendo al 

bienestar general de la región. Las EAEs contribuyen a un alto nivel de protección ambiental al 

proporcionar a las autoridades de planificación sugerencias para mitigar los efectos negativos y explorar 

oportunidades de desarrollo alternativas. Además, las EAEs promueven el desarrollo económico 

sostenible, facilitan la transición hacia economías más ecológicas, mejoran los procesos de planificación 

y programación, aumentan la eficiencia en la toma de decisiones, fortalecen la gobernanza, fomentan la 

confianza pública y sirven como una valiosa herramienta para la adaptación al cambio climático y su 

mitigación (UNECE, 2016[30]). 

La aplicación de las EAEs en la región de ALC plantea algunos retos. En primer lugar, las EAEs no 

siempre son obligatorias, ya que puede no haber voluntad política para su aplicación generalizada. En 

segundo lugar, hay una falta de marcos institucionales y de procedimiento en la aplicación de las EAEs, 

por lo que las evaluaciones no siempre son completas en cuanto a los impactos y no ofrecen alternativas. 

Es necesario desarrollar metodologías que ofrezcan alternativas comprensibles y realizables, adaptadas 

al contexto regional. En tercer lugar, existe una falta de capacidad institucional y técnica por parte de los 

evaluadores. Es crucial que los países de ALC proporcionen formación a los funcionarios públicos, 

permitiéndoles desarrollar un sistema basado en el pensamiento estratégico en lugar de centrarse 

únicamente en el cumplimiento legal. Esto puede lograrse mediante la formulación de directrices 

detalladas para cada etapa del proceso de EAEs y asegurando la divulgación de conceptos y requisitos 

legales dentro de cada agencia gubernamental (Rodrigo-Ilarri et al., 2020[29]); (Massuela Calenga, Montes 

de Oca Risco and Ulloa Carcassés, 2019[28]). 
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Una acción regional coordinada para la adopción de la EAEs podría garantizar un mayor nivel de 

protección del medio ambiente en ALC. Una vez elaboradas las directrices de EAEs, es esencial 

centrarse en los procedimientos técnicos de aplicación de las mismas. Aumentar la concienciación y la 

comprensión entre los responsables políticos de la región también es vital para garantizar la adopción 

generalizada de la EAEs. Los países deben revisar sus marcos jurídicos, teniendo en cuenta los requisitos 

necesarios para alinear las EAEs con la planificación del desarrollo. Además, pueden establecer acuerdos 

regionales para la difusión y el intercambio de conocimientos, desarrollar normas y métodos armonizados 

adaptados a las condiciones específicas de la región y avanzar en la creación de metodologías regionales 

de EAEs que incluyan un análisis de alternativas e incorporen criterios sencillos para determinar la 

alternativa más viable. También es importante proponer metas ambientales regionales relacionadas con 

la EAEs que sean realistas para cada país, considerando factores sociales y económicos. Además, los 

países deben centrarse en el desarrollo de las capacidades de EAEs, el fortalecimiento de los mecanismos 

de comunicación interinstitucional y el establecimiento de redes entre todas las partes interesadas. Una 

EAE eficaz depende de un proceso adaptativo y continuo que haga hincapié en el fortalecimiento 

institucional, la gobernanza y la toma de decisiones, en lugar de basarse simplemente en un enfoque 

lineal y técnico centrado únicamente en los impactos (Box 4.3) (Rodrigo-Ilarri et al., 2020[29]); (OECD, 

2006[31]). 

Box 4.3. Apoyo Internacional al desarrollo de EAEs en ALC 

Las EAEs en ALC están ganando terreno, con el apoyo de organizaciones multilaterales de desarrollo 

económico y social como el Banco Mundial, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

de las Naciones Unidas (CEPAL), la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (CCAD) y 

el PNUMA. La Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional Sudamericana (IIRSA), 

organización multinacional, multisectorial y multidisciplinar que coordina a 12 gobiernos 

sudamericanos, junto con instituciones financieras multilaterales como el Banco Interamericano de 

Desarrollo (BID) y el Banco de Desarrollo de América Latina y el Caribe (CAF), así como la OCDE, en 

colaboración con el sector privado, está desarrollando un programa conjunto destinado a promover la 

integración de las infraestructuras de transporte, energía, turismo y telecomunicaciones entre los 

países sudamericanos y que incluye el uso de la EAEs como complemento de la EIAs para los 

proyectos financiados por estas instituciones. 

Fuente: (Massuela Calenga, Montes de Oca Risco and Ulloa Carcassés, 2019[28]) 
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Recomendación 

• Acordar estrategias, planes y programas a largo plazo. Incrementar el uso de EAEs para 

promover la sustentabilidad en la toma de decisiones, planes, programas y políticas. La 

transparencia y la evaluación estratégica periódica también contribuirán al cumplimiento de los 

compromisos de Medición, Reporte y Verificación (MRV) establecidos en los instrumentos de 

la CMNUCC. 

Información y monitoreo ambiental 

Recopilación de datos ambientales para mejorar la elaboración de políticas 

La falta de información ambiental y las lagunas de datos restan importancia a los problemas 

ambientales y retrasan una comprensión clara de los costes ecológicos asociados a los proyectos 

(Gligo et al., 2020[32]). Esta falta de información conduce a una comprensión incompleta de la naturaleza 

y la escala de los problemas del cambio climático y de las políticas necesarias para abordarlos. Además, 

afecta a la evaluación de las tendencias y los avances en los esfuerzos de mitigación y adaptación, 

limitando la capacidad de evaluar las políticas, establecer indicadores y supervisar los impactos. En los 

últimos años, ha crecido el interés por medir los avances hacia el desarrollo sostenible y mejorar la 

contabilidad medioambiental en los países en desarrollo, debido a que la falta de datos conlleva la pérdida 

de oportunidades de negocio, así como intervenciones de servicios públicos costosas e ineficaces por 

parte de los gobiernos, especialmente, para los hogares pobres y vulnerables (OECD, 2017[33]). 

Poder recopilar datos ambientales pertinentes, oportunos, desglosados y fiables permite a los 

países establecer prioridades, tomar decisiones políticas con conocimiento de causa para hacer 

frente a los retos del cambio climático y seguir los avances hacia el cumplimiento de sus 

compromisos climáticos internacionales y nacionales. La revolución de los datos, caracterizada por 

un enorme aumento del volumen de datos digitales conocidos como "big data" y, más concretamente, de 

datos de observación de la tierra, ofrece a los gobiernos y a los institutos nacionales de estadística la 

posibilidad de producir y utilizar esos datos para complementar y reforzar las estadísticas oficiales, sin 

sustituirlas. Las nuevas tecnologías permiten una producción de datos más fácil, rápida y barata para 

hacer decisiones informadas sobre políticas y prioridades. Los institutos nacionales de estadística pueden 

desempeñar un papel crucial en la mejora de la accesibilidad, la transformación y el análisis de los datos, 

al tiempo que adoptan políticas de datos abiertos y fomentan la toma de decisiones basada en pruebas 

(OECD, 2017[33]). 

Hay importantes retos metodológicos y estratégicos que deben abordarse, como lograr un 

equilibrio entre la producción de datos para el seguimiento mundial y para la elaboración de 

políticas nacionales. Otra cuestión es ampliar la información y el análisis estadísticos relacionados con 

las condiciones medioambientales y los indicadores de sostenibilidad tanto a escala nacional como 

regional, así como reforzar la capacidad de seguimiento y evaluación. Es crucial que los países de ALC 

refuercen, amplíen y doten de capacidades humanas la producción de estadísticas medioambientales y 

asignen un presupuesto regular a las actividades estadísticas. En toda la región, la falta de marcos 

jurídicos nacionales en materia de estadística dificulta la definición de funciones, objetivos y asignación 

presupuestaria, que deberían ajustarse a los Principios Fundamentales de las Estadísticas Oficiales de 

las Naciones Unidas. Además, la asignación de fondos para los planes y estrategias estadísticos 

nacionales es inadecuada, y los datos disponibles suelen estar insuficientemente desglosados, lo que 

imposibilita a los responsables políticos hacer un seguimiento o comparar las situaciones de los diferentes 
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grupos de población o comunidades (OECD, 2017[33]). Sigue habiendo diferencias significativas en las 

capacidades de los sistemas estadísticos entre los países de la región. Algunos países carecen de los 

medios y la infraestructura necesarios para producir datos de alta calidad. Por lo tanto, es necesario que 

todos los países de ALC mejoren, amplíen y equipen la producción de estadísticas ambientales con 

recursos humanos bien capacitados y un presupuesto regular (OECD, 2017[33]); (Ocampo, 2021[34]). 

Los sistemas estadísticos nacionales de ALC necesitan aumentar su capacidad institucional, 

adoptar la apertura de datos, formar asociaciones y promover el uso de datos para maximizar los 

beneficios de la revolución de datos. Los gobiernos pueden establecer marcos normativos claros que 

definan el alcance, los objetivos y los requisitos de las estadísticas ambientales. El establecimiento de 

registros nacionales sobre medidas de mitigación y adaptación en ALC requiere diferentes enfoques 

políticos para apoyar su desarrollo, implementación y mantenimiento. Es esencial contar con Institutos 

Nacionales de Estadística bien financiados con unidades especializadas centradas en las estadísticas 

ambientales (UN ECLAC, 2017[35]). Al mismo tiempo, es importante señalar que una cantidad importante 

de información en la región es recopilada por organismos no gubernamentales. Estos organismos deben 

adoptar las mejores prácticas utilizadas por las oficinas de estadística. También es vital promover el uso 

de los datos para la toma de decisiones mediante el compromiso con los usuarios dentro y fuera del 

gobierno y liderar programas para aumentar la alfabetización estadística y su uso. Pueden formarse 

alianzas estratégicas a nivel regional, incluso con organizaciones internacionales activas en la región, 

para crear sinergias y combinar recursos de agencias, donantes y países. 

La publicación de la OCDE Environment at a Glance in Latin America and the Caribbean es un 

primer paso en la recopilación y uso de los datos e información ambientales disponibles y en el 

desarrollo de indicadores para la región. La información disponible abarca la mitigación del cambio 

climático, con datos sobre emisiones de GEI, contaminación atmosférica y combinación energética. En 

cuanto a la adaptación al clima, la información se centra en los riesgos climáticos y los impactos climáticos 

sobre la biodiversidad. Otros indicadores cubren políticas climáticas seleccionadas, sobre acciones 

climáticas adoptadas, impuestos relacionados con el medio ambiente, precios del carbono y Ayuda Oficial 

al Desarrollo (AOD) para el clima y la biodiversidad (OECD, 2023[36]). Existen varios esfuerzos 

internacionales para recopilar y organizar datos; sin embargo, estos no suelen abarcar todos los países 

de ALC. Un enfoque más exhaustivo, que apoye los esfuerzos de los países de todo el mundo para 

alcanzar emisiones netas cero de GEI y una economía más resiliente para 2050, sería igualmente 

beneficioso para los países de ALC. 

La recopilación de datos puede mejorarse mediante la colaboración con otras organizaciones 

internacionales de la región y con las oficinas nacionales de estadística. El apoyo a las oficinas 

nacionales de estadística y a las agencias medioambientales mediante el desarrollo de capacidades y 

una financiación adecuada también puede ayudar a los países a desarrollar habilidades para recopilar 

datos a nivel nacional y local y mejorar las capacidades en ALC. Dichos datos, combinados con otras 

estadísticas económicas, también podrían promover el Sistema de Contabilidad Económica Ambiental 

(SEEA) en ALC (Box 4.4). La región sigue necesitando datos ambientales detallados y granulares, entre 

otros, sobre cuestiones relacionadas con inventarios de biodiversidad, cartografía de ecosistemas, 

emisiones y contaminación atmosférica. Aunque la SEEA proporciona un marco para la normalización de 

los datos, la recopilación de datos básicos sigue siendo fundamental y necesaria en la región. 
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Box 4.4. Promoción del SEEA en la región de ALC 

El SEEA sirve de norma estadística internacional para la contabilidad del capital natural y la medición 

de las relaciones entre la economía y el medio ambiente, registrando las existencias y los flujos de 

activos medioambientales y sus cambios. Los países de ALC están especialmente interesados en 

obtener información detallada y eficaz sobre estrategias de crecimiento ecológico, seguridad 

alimentaria y sostenibilidad medioambiental, pobreza y medio ambiente, cambio climático, estrategias 

de conservación y planificación medioambiental, entre otros. 

En 2019, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala y México realizaron esfuerzos 

continuos en el desarrollo de la contabilidad ambiental. Otros países de la región también han 

avanzado significativamente en la contabilidad ambiental, cinco países han mostrado interés y diez no 

disponen de contabilidad ambiental. 

Fuente: (UN ECLAC, 2019[37]);  (Ocampo, 2021[34]) 

Mecanismos de monitoreo y evaluación 

La expansión de los sistemas MRV y de Monitoreo, Evaluación y Aprendizaje (MEL, por sus siglas 

en inglés) es fundamental para el seguimiento de las acciones de mitigación y adaptación en ALC. 

Los sistemas MRV pueden mejorar la transparencia y la rendición de cuentas, ya que ayudan a los países 

a demostrar a las partes interesadas sus esfuerzos para reducir las emisiones de GEI y adaptarse al 

cambio climático. Los sistemas MEL ayudan a evaluar la efectividad de las acciones de mitigación y 

adaptación; y por lo tanto pueden apoyar a los países a alinear sus políticas con sus objetivos climáticos 

y mejorar la eficiencia de sus acciones. Al mismo tiempo, las diferencias en los riesgos climáticos y las 

incertidumbres que presenta el cambio climático obligan a los países a adaptar sus intervenciones a la 

hora de aplicar las normas de seguimiento y evaluación (Noltze et al., 2021[38]). 

También es importante establecer mecanismos de control de calidad, verificación y validación de 

los datos, y ampliar la cooperación internacional y regional para lograr estadísticas transparentes 

y comparables. La región debería aspirar a ampliar las cuentas ambientales y la información comparable 

para desarrollar cuentas ambientales regionales. La mejora de la recopilación y la calidad de los datos 

mediante un conjunto de indicadores de uso común favorecería una mayor armonización que permitiría la 

validación y la transparencia de los datos (Noltze et al., 2021[38]). Por último, habría que esforzarse por 

adoptar tecnologías de la información, modernizar los métodos de recopilación y difusión de datos y 

garantizar la amplia accesibilidad de las estadísticas ambientales (Guevara Sanginés, Mercado García 

and Lara Pulido, 2020[39]). 

Varios países de ALC han implementado sistemas MRV y MEL, pero sigue existiendo una brecha 

con respecto a la recopilación real de datos. México ha implementado un Sistema Nacional de MRV 

desde 2015, que rastrea las emisiones de fuentes forestales, incluidas la deforestación y la degradación 

forestal, en línea con los esfuerzos internacionales para reducir las emisiones. Además, en 2022, México 

lanzó una plataforma para que los estados evalúen su progreso en la implementación de medidas de 

mitigación y adaptación (Government of Mexico, 2022[40]). Colombia también ha desarrollado un Sistema 

de Información Ambiental (SIAC), un sistema interinstitucional e interdisciplinario liderado por el Ministerio 

de Ambiente. Este sistema reúne información ambiental diversa a todos los niveles y en todos los sectores. 

Por otra parte, Colombia emplea tres instrumentos para la recolección de datos ambientales: el Sistema 

de Monitoreo Forestal y de Carbono (SMByC), el Inventario Forestal Nacional (IFN) y el Sistema Nacional 

de Información Forestal (SNIF) (Gómez, 2017[41]); (CODS, 2021[42]). En República Dominicana, el Consejo 

Nacional de Cambio Climático y Mecanismo de Desarrollo Limpio ha desarrollado un Sistema Nacional 
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MRV, que mide, reporta y verifica las emisiones de GEI y la acción climática a nivel nacional. Este sistema 

incluye el Inventario de Emisiones de Gases de Efecto Invernadero (INGEI) coordinados por el Ministerio 

de Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como registros y sistemas de financiación coordinados por 

los ministerios pertinentes (CNCCMDL, 2020[43]). El Plan Nacional de Adaptación de la República 

Dominicana hace hincapié en el fortalecimiento de los sistemas de seguimiento y evaluación, incluida la 

mejora de los indicadores, en particular los relacionados con la vulnerabilidad, para informar la toma de 

decisiones (Presidency of the Dominican Republic, 2016[44]). 

Recomendación 

• Recopilar más y mejor información sobre el cambio climático. Incrementar los estándares 

en las oficinas no estadísticas y establecer un mecanismo de coordinación sólido para capturar 

los datos existentes. Priorizar el desarrollo de nuevos esfuerzos de recopilación de datos, 

especialmente sobre la vulnerabilidad al cambio climático y la biodiversidad. Invertir en métodos 

confiables de recopilación de datos y tecnologías de la información y al mismo tiempo crear 

indicadores precisos para evaluar la complejidad de las políticas de mitigación y adaptación. 

Financiamiento de la acción climática: de los compromisos internacionales a las 

políticas nacionales y el financiamiento privado 

Para lograr sus objetivos de reducción de emisiones, los países deben planificar estrategias de 

desarrollo a largo plazo con bajas emisiones de GEI. En toda la región de ALC, Argentina, Belice, 

Chile, Colombia, Costa Rica, Guatemala, México y Uruguay han desarrollado y presentado sus estrategias 

nacionales a largo plazo (LTS, por sus siglas en inglés) a la CMNUCC. La implementación de sus LTS 

requerirá una transformación de toda la economía, incluso a través de inversiones en infraestructura, 

ajustes del lado de la demanda (es decir, energía), así como una legislación adecuada para ayudar a 

reducir las emisiones y establecer un entorno propicio para las inversiones verdes (Miranda, 2021[45]). Los 

países de ALC también suelen carecer de los datos, las herramientas o la capacidad necesarios para 

implementar estrategias de desarrollo con bajas emisiones de GEI y, por lo tanto, completar sus 

estimaciones de reducción de emisiones (UNFCCC, 2021[46]). Además, y lo que es más importante, 

muchos países de ALC solo abordan marginalmente las consideraciones sobre el cambio climático a 

través de sus presupuestos nacionales, ni alinean sus ingresos y gastos nacionales con sus objetivos 

climáticos. Este es especialmente el caso de los países cuyo presupuesto está asignado a actividades 

intensivas en carbono; como la exploración y extracción de hidrocarburos y minerales, y el comercio de 

combustibles, en lugar de asignar presupuesto para abordar el cambio climático y promover el desarrollo 

sostenible (es decir, energías renovables y eficiencia energética, prevención de desastres naturales, etc.) 

(GFLAC, 2021[47]). 

Es necesario aumentar el financiamiento para la acción climática, ya sea internacional, nacional o 

local, para que los países cumplan sus compromisos climáticos internacionales, en particular los 

objetivos del Acuerdo de París. El aumento del financiamiento es igualmente importante para las 

acciones de mitigación y adaptación, reduciendo las emisiones de GEI y adaptándose a los impactos del 

cambio climático. Los países de ALC son especialmente vulnerables a los impactos climáticos y a la mayor 

pérdida de biodiversidad y, por lo tanto, necesitan inversiones verdes adicionales. 

Para financiar la transición verde, las economías de ALC necesitan aumentar la inversión y 

movilizar recursos de fuentes tanto públicas como privadas. Las inversiones en energías limpias y 

eficiencia energética serán cruciales para lograr una economía de emisiones netas cero. La movilización 

de los fondos necesarios requiere la aplicación de los incentivos adecuados, la eliminación progresiva de 
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las subvenciones a los combustibles fósiles y la recaudación de ingresos públicos adicionales a través de 

impuestos medioambientales y Sistemas de Comercio de Emisiones (ETS). A lo largo de este proceso, 

las políticas de cambio climático también deben garantizar una transición justa compensando a los más 

vulnerables. Es importante apoyar a las instituciones de desarrollo subnacionales, nacionales e 

internacionales, ya que desempeñan un papel crucial en la movilización de recursos públicos y privados. 

Por último, desarrollar herramientas regulatorias como estándares y taxonomías de sostenibilidad y bonos 

verdes, como ya se ha hecho en algunos países de ALC, será crucial para mantener la transparencia y 

evitar el lavado verde de las inversiones verdes. (OECD et al., 2022[6]). 

Reformando el apoyo gubernamental a los combustibles fósiles: Una fuente de 

financiación doméstica 

Las políticas y estrategias fiscales ambientalmente sostenibles para movilizar recursos tanto del 

sector público como del privado pueden ser una fuente de financiamiento para la transición verde 

en la región de ALC. Es importante que los gobiernos de ALC eliminen gradualmente los subsidios a los 

combustibles fósiles y aprovechen el potencial de las fuentes de ingresos que apoyan la transición verde. 

Los subsidios a los combustibles fósiles ejercen presión sobre los presupuestos nacionales, contribuyen 

a la contaminación del aire (con los costos de salud asociados) y envían señales a los mercados que 

pueden disminuir la competitividad de las alternativas bajas en carbono (afectando negativamente los 

objetivos sociales y ambientales). (Rentschler and Bazilian, 2017[48]). Estos subsidios suelen tener efectos 

distributivos regresivos cuando no están adecuadamente orientados, ya que tienden a beneficiar a más 

hogares de ingresos altos con un mayor consumo de combustible y energía (OECD et al., 2022[6]). La 

eliminación gradual de los subsidios a los combustibles fósiles, en particular los que benefician a las 

poblaciones más ricas, libera directamente recursos financieros. 

En 2020, los subsidios al consumo de combustibles fósiles en ALC ascendieron a 

USD 12 000 millones (UN ECLAC, 2022[49]), concentrados principalmente en ocho países: Argentina, 

Bolivia, Colombia, Ecuador, El Salvador, México, Trinidad y Tobago y Venezuela. La eliminación gradual 

de estos subsidios, al tiempo que se implementan medidas de mitigación o compensación para los 

sectores vulnerables, podría liberar un espacio fiscal de USD 354 000 millones en la próxima década (UN 

ECLAC, 2022[49]). 

Reformar el apoyo gubernamental a los combustibles fósiles es un componente clave para 

descarbonizar la economía y mitigar las emisiones de GEI. Dichas reformas podrían liberar recursos 

fiscales sustanciales y mejorar las señales de precios para acelerar el desarrollo de alternativas más bajas 

en carbono. Desde 2016, Argentina, Chile, Colombia y México han sido testigos de un aumento de los 

subsidios a los combustibles fósiles. En Argentina, Chile y Colombia, la mayor parte del apoyo viene en 

forma de transferencias directas, mientras que en Brasil, Costa Rica y México, el apoyo se proporciona a 

través del código tributario en forma de gastos tributarios. En muchos otros países de ALC, el apoyo a los 

combustibles fósiles se ofrece a través de transferencias inducidas, que implican la regulación del 

mercado y el apoyo a los precios para mantener unos precios más bajos para el usuario final en relación 

con el coste total del suministro. La mayor parte del apoyo gubernamental se dirige a la producción y el 

consumo de petróleo. Si bien los países de ALC avanzaron al reducir el apoyo gubernamental a los 

combustibles fósiles en un 32% entre 2012 y 2019, estos subsidios se duplicaron con creces en 2021 en 

comparación con 2020, principalmente debido al aumento de los precios de la energía durante la 

recuperación económica mundial (OECD, 2023[36]). 

Los subsidios generalizados a los combustibles fósiles pueden contribuir directamente a la 

expansión urbana, reduciendo la eficacia del transporte público y provocando mayores emisiones 

por el mayor uso de vehículos personales. Para lograr una transición ecológica y justa en ALC es 

necesario eliminar gradualmente los impuestos a los combustibles fósiles, establecer o ajustar los 

impuestos ambientales y promover la diversificación productiva para ampliar la base impositiva. Estas 
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medidas deben aplicarse dentro de un marco político que proporcione apoyo a las empresas y los hogares 

más vulnerables a la volatilidad de los precios de la energía (UN ECLAC, 2022[49]). 

Es crucial que los países de ALC comprendan el impacto real de los subsidios a los combustibles 

fósiles y las medidas de apoyo en las poblaciones más vulnerables. Las transferencias directas 

condicionadas y no condicionadas de efectivo han demostrado ser un enfoque más específico y rentable 

para ayudar a los hogares de menores ingresos. Los países también podrían llevar a cabo evaluaciones 

ex ante de las repercusiones de la eliminación progresiva de los subsidios en los distintos segmentos de 

la población para establecer medidas compensatorias que mitiguen cualquier efecto negativo. En lugar de 

eliminar los subsidios de forma abrupta, los gobiernos deben facilitar una transición sistemática que 

incluya coordinación interministerial, la creación gradual de confianza a través de la socialización, la 

participación activa del gobierno y de las partes interesadas, la claridad sobre los posibles ganadores y 

perdedores a través de ejercicios de modelización macroeconómica, la mejora de la orientación de las 

ayudas y la comunicación eficaz de los cambios a todas las partes interesadas (OECD et al., 2022[6]). 

Fijación de Precio del Carbono 

La fijación del precio al carbono fomenta el cambio hacia opciones bajas o nulas en carbono en 

las decisiones de producción y consumo (OECD, 2021[50]). Aumentar la tarificación del carbono podría 

incentivar a los agentes privados a tomar decisiones de producción o consumo coherentes con los 

objetivos globales, para limitar el cambio climático y mitigar los daños a la salud derivados de la 

contaminación local. También podría aumentar los ingresos utilizados para financiar inversiones verdes 

del sector público y garantizar una transición ecológica y justa. Sin embargo, la fijación del al carbono es 

sólo una de las herramientas que utilizan los países para organizar sus esfuerzos de mitigación. Para 

garantizar que se mitiguen los posibles efectos negativos de las medidas de tarificación del carbono -

como el aumento de los costos domésticos-, cada país debe equilibrar estos instrumentos con la 

gobernanza, la innovación y la elaboración de presupuestos verdes, convirtiendo así los riesgos en 

oportunidades (OECD et al., 2022[6]). En este sentido, cada país debería considerar una combinación de 

políticas y no considerar la tarificación del carbono como el único enfoque para mitigar las emisiones de 

GEI. 

Los mercados de carbono y los instrumentos de fijación de precio al carbono están siendo 

reconocidos como parte de los mecanismos y herramientas disponibles para que los países 

alcancen sus objetivos de mitigación climática y cambien hacia una economía de carbono neto 

cero. El establecimiento de un mecanismo de fijación de precio al carbono, como la imposición de un 

impuesto o tasa sobre las emisiones, podría enviar una señal clara hacia modelos de producción y 

consumo más sostenibles. Dependiendo de cómo los gobiernos diseñen tales instrumentos y de cómo 

decidan utilizar los ingresos recaudados, la fijación de precios del carbono también podría apoyar la 

alineación de otras políticas con los objetivos de mitigación climática hacia una transición verde y un 

desarrollo más sostenible e inclusivo (United Nations, 2021[51])(Box 4.5). 

Box 4.5.  El pago por Servicios Ambientales en Costa Rica 

El programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA) de Costa Rica es una iniciativa nacional pionera 

que compensa a los propietarios de tierras por su contribución al almacenamiento de carbono, los 

servicios hidrológicos y la conservación de la biodiversidad y los paisajes. Este programa ha sido 

reconocido por su notable éxito en la reducción de las tasas de deforestación en Costa Rica, que ha 

pasado de ser uno de los países con mayor deforestación del mundo a uno con deforestación neta 

negativa a principios de la década de 2000. Entre 1997 y 2004, se invirtieron aproximadamente 

USD 200 millones en el programa de PSA, lo que se tradujo en la protección de más de 460 000 
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En 2022, aproximadamente el 23% de las emisiones globales estarán sujetas a algún tipo de 

impuesto sobre el carbono o estarán reguladas por un ETS. En ALC, Argentina, Chile, Colombia, 

México y Uruguay han establecido impuestos nacionales sobre el carbono. Además, cinco estados de 

México han implantado impuestos subnacionales sobre el carbono. México destaca como el único país 

de ALC con un ETS operativo, mientras que Brasil, Chile y Colombia han anunciado su intención de 

desarrollar sistemas similares en el futuro. Además, en ALC, Colombia es el único país que ha 

implementado un mecanismo de créditos de carbono (World Bank, 2023[54]). 

Los ingresos mundiales procedentes de los impuestos sobre el carbono y por ETS siguieron 

aumentando hasta alcanzar los USD 95 000 millones en 2023 (World Bank, 2023[54]). El análisis de la 

OCDE sobre las tasas efectivas de carbono (TCE) de 44 países de la OCDE y del G20 muestra que, 

aunque se ha producido una cierta mejora en los resultados de los países en materia de fijación de precios 

del carbono al comparar los datos de 2015 con los de 2018, se alcanzó menos de una quinta parte del 

objetivo de fijar un precio para todas las emisiones en al menos EUR 60 por tonelada de CO2, en 2018 

(OECD, 2021[50]). Los datos de los países miembros y socios de la OCDE en la región de ALC indican 

que la mayoría de ellos alcanzan una puntuación global superior al promedio del 19% de los 44 países de 

evaluados por la OCDE (Figura 4.1). Esto es bastante positivo, considerando especialmente que 

Colombia, Costa Rica y México obtienen la puntuación más baja en emisiones de CO2 derivadas del uso 

de energía (intensidades per cápita); y Chile obtiene una puntuación por debajo de la media de la OCDE 

(OECD, 2023[55]). 

Tabla 4.1. Los países de ALC obtienen en su mayoría puntuaciones por encima del promedio en la 
fijación del precio carbono 

Datos de 2018 

Fijación del precio del carbono en EUR 60 por tonelada CO2 

País Carretera Todo 

terreno 

Industria Agricultura y 

pesca 

Residencial y 

comercial 

Media de todos los 

sectores 

MEX 97% 4% 0% 4% 1% 30% 

ARG 78% 42% 2% 90% 4% 28% 

COL 66% 19% 6% 19% 4% 25% 

CHL 75% 0% 1% 0% 0% 17% 

BRA 4% 0% 0% 0% 0% 1% 

Promedio de los 44 

países 
80% 25% 5% 38% 10% 19% 

Nota: Esta tabla incluye las emisiones procedentes de la combustión de biomasa en la base de emisiones. Los datos de la OCDE sobre tasas 

efectivas de carbono abarcan 44 países de la OCDE y del G20. 

Fuente: (OECD, 2021[50]) 

hectáreas de bosques, el establecimiento de plantaciones forestales y la generación de ingresos 

adicionales para más de 8 000 propietarios de bosques. 

En el marco de este programa, los terratenientes reciben pagos directos por los servicios ambientales 

que prestan sus tierras cuando adoptan prácticas sostenibles de uso de la tierra y gestión forestal. El 

programa se financia a través del impuesto sobre el combustible y el canon del agua de Costa Rica, 

además de iniciativas propias, como los Certificados de Conservación de la Biodiversidad, los créditos 

de carbono y las colaboraciones estratégicas con los sectores público y privado. 

Fuente: (UNFCCC, 2020[52]); (CBD, n.d.[53]) 
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Varios países de ALC han establecido impuestos sobre el carbono. Chile, con más de 17 millones de 

hectáreas de bosques, pretende alcanzar la neutralidad de carbono en 2050. En 2022, el Gobierno 

introdujo un impuesto sobre el carbono de aproximadamente USD 5 por tonelada métrica de CO2 

generada por las industrias y los conductores privados, con planes para revisar el tipo impositivo, pudiendo 

alcanzar los USD 35 por tonelada métrica en 2030. Colombia planea establecer una reforma tributaria que 

fomente el uso de energías limpias, reduzca la contaminación y pretende recaudar alrededor de 

USD 3.400 millones al año. El objetivo del país es reducir sus emisiones en un 51% para 2030. 

Los mercados voluntarios de carbono recaudaron aproximadamente USD 2 000 millones en 

ingresos y han evolucionado hasta volverse más sofisticados, con nuevos inversores, productos 

financieros, tecnologías y proveedores de servicios, preparando el terreno para un crecimiento 

significativo en la próxima década. Los mercados de créditos de carbono tienen el potencial de apoyar el 

despliegue y la ampliación de las absorciones tecnológicas de CO2, pero esto dependerá en gran medida 

de un aumento significativo de los precios de los créditos (World Bank, 2023[54]). 

Los países de ALC tienen un enorme potencial para el desarrollo de mercados de créditos de 

carbono, gracias a sus extensos bosques y biomas. En 2021, los créditos generados por el sector 

forestal y de uso de la tierra representaron más del 60% del volumen comercializado y el 70% del valor 

de mercado. Los proyectos de forestación y reforestación representaron alrededor del 50% de todos los 

proyectos de soluciones basadas en la naturaleza (NbS, por sus siglas en inglés) registrados, mientras 

que la deforestación evitada representó el 19%. Desde 2020, ALC se ha convertido en la segunda región 

en volumen de créditos de carbono negociados en mercados voluntarios, solo por detrás de Asia. Además, 

ALC posee la segunda mayor reserva de créditos de carbono no utilizados, superando los 100 millones, 

que podrían tenerse en cuenta en futuras negociaciones. El volumen de créditos ofrecidos por la región 

casi se duplicó entre 2020 y 2021, con más del 80% de los créditos de ALC procedentes de proyectos 

forestales y de uso de la tierra. Brasil y Perú fueron los mayores productores de créditos de carbono de 

la región (CAF, 2022[56]). 

En mayo de 2022, el gobierno brasileño firmó un decreto que regula el mercado de créditos de 

carbono, con el objetivo de exportar créditos a países y empresas que necesiten compensar emisiones. 

Se espera que el mercado de carbono genere ingresos de hasta USD 100 mil millones para Brasil. Un 

estudio realizado por la Cámara de Comercio Internacional de Brasil señala que en la próxima década, el 

país tiene potencial para abastecer entre el 5% y el 37,5% de la demanda global de créditos voluntarios 

de carbono y hasta el 22% de la demanda del mercado regulado globa. En 2018, México estableció un 

mercado voluntario de carbono sin metas obligatorias (Maciel, 2022[57]). 

Los mercados de carbono presentan importantes riesgos para la integridad ambiental que los 

países deben abordar a la hora de desarrollarlos o establecerlos. Cuatro factores clave influyen en la 

integridad ambiental: la contabilización de las transferencias internacionales, la calidad de las unidades 

generadas, es decir, si el mecanismo garantiza que la emisión o transferencia de unidades conduce a 

reducciones de emisiones en el país de transferencia, la ambición y el alcance de los objetivos de 

mitigación del país de transferencia, y los incentivos o desincentivos para futuras acciones de mitigación 

(Schneider and La Hoz Theuer, 2018[58]). Los países de ALC deben considerar cuidadosamente estos 

factores al crear mercados de carbono para minimizar los riesgos ambientales, evitar el lavado verde y 

movilizar financiamiento sostenible. Para garantizar la integridad ambiental, los países deben establecer 

objetivos comunes claros, fijar acciones con plazos determinados, definir líneas de base de medición, 

lograr consenso sobre el alcance y garantizar la alineación en varios niveles. Las preocupaciones sobre 

la integridad de los mercados voluntarios de carbono pueden dañar la confianza en los mercados globales 

de créditos de carbono, por lo que es esencial que los países de ALC den prioridad a la integridad de la 

oferta, impidiendo que un crédito equivalga a menos de una tCO2e real evitada, eliminada o reducida, y 

evitando la doble contabilidad de recursos y CO2, preservando al mismo tiempo los objetivos sociales y 

ambientales. Además, deben considerar la integridad del mercado, reduciendo las asimetrías de 

información y creando mercados interoperables, líquidos y estandarizados. Por último, la integridad de la 
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demanda debe ser una prioridad, haciendo hincapié en la mitigación frente al uso de compensaciones, en 

la alta calidad de los créditos reclamados de forma única y en la transparencia de los reportes (Oueslati, 

2023[59]). 

Financiación internacional climática y retos para los países de ALC 

Los esfuerzos de mitigación y adaptación necesarios para abordar el cambio climático en ALC 

requerirán un financiamiento significativo. Las estimaciones muestran que la región necesita entre 

USD 90 mil y USD 100 mil millones por año para alcanzar sus objetivos climáticos (Ivanova et al., 

2021[60]). Sin embargo, muchos países de ALC carecen de la capacidad financiera para cubrir estos 

costos, lo que hace que el financiamiento externo tanto del sector público como del privado sea esencial. 

El Pacto de Glasgow enfatizó la necesidad de que los países desarrollados cumplan el objetivo de 

USD 100 mil millones e instó a los bancos multilaterales de desarrollo y otras instituciones financieras a 

aumentar tanto sus inversiones como la eficacia del financiamiento climático. Aumentar los recursos 

financieros requiere una comprensión clara de las vulnerabilidades y necesidades de cada país 

impactadas por el cambio climático, así como un acceso simplificado y mejorado a la financiación 

(UNFCCC, 2022[61]). 

ALC1 es la tercera región en términos de financiamiento climático2 proporcionado y movilizado por 

los países desarrollados entre 2016 y 2020. Solo se recibió un promedio anual de USD 1.500 millones 

para los SIDS, donde el Caribe es la parte del mundo con más países con ese estatus (OECD, 2022[62]). 

En el Caribe, las emisiones de GEI per cápita son altas, a pesar del pequeño tamaño de la población. En 

este sentido, países como Barbados, Granada y Trinidad y Tobago se destacaron como principales 

emisores en el Caribe en 2019. Al analizar los 10 países con mayores emisiones totales, Argentina, 

Paraguay y Venezuela ocupan un lugar destacado, lo que refleja importantes emisiones per cápita. niveles 

(OECD et al., 2022[6]). 

El financiamiento climático internacional, sin embargo, no será suficiente para cubrir todas las 

necesidades financieras de los países de ALC. Paralelamente a lo que proporcionan y movilizan los 

donantes bilaterales y multilaterales, el financiamiento privado es vital para cumplir los compromisos 

climáticos de los países de ALC. Los mercados de deuda y de acciones vinculados a la sostenibilidad 

pueden desempeñar un papel crucial en la movilización de financiamiento privado que pueda respaldar 

acciones climáticas (Ivanova et al., 2021[60]). 

Para lograr los objetivos de temperatura y adaptación del Acuerdo de París, es crucial que los 

países de ALC desarrollen políticas climáticas sólidas acompañadas de reformas de políticas de 

inversión que eliminen las barreras para atraer financiamiento e inversión privados, estimulen el 

crecimiento del mercado y mitiguen los riesgos regulatorios para permitir el desarrollo. de proyectos 

financiables (OECD/The World Bank/UN Environment, 2018[63]). Estos esfuerzos deben estar respaldados 

por el desarrollo de capacidades, especialmente para una política fiscal transformadora, y por una mayor 

promoción de los países de ALC para un mayor apoyo financiero y recursos externos para sus NDC 

condicionales. 

Financiamiento internacional climático proporcionado y movilizado en ALC 

La mayor parte del financiamiento climático proporcionado en todo el mundo entre 2013 y 2020 

fue público (bilateral y multilateral), aunque el financiamiento privado movilizado por estos 

donantes aumentó alrededor de un 30% entre 2016 y 2020 a nivel mundial (OECD, 2022[62]). Teniendo 

en cuenta los billones necesarios a nivel mundial para cumplir los objetivos climáticos y de desarrollo para 

2030, los bancos de desarrollo no solo deben movilizar capital del sector privado nacional y extranjero, 

sino también apoyar a los gobiernos en la planificación, el desarrollo y la implementación de proyectos 

(OECD/The World Bank/UN Environment, 2018[63]); (Prasad et al., 2022[64]). 
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En la región de ALC, el financiamiento público para el clima proporcionado entre 2016 y 2020 fue 

en su gran mayoría préstamos (81%) y una parte más pequeña en donaciones (17%), mientras que 

la proporción de capital fue solo del 2% (OECD, 2022[65]). Otro análisis muestra que existe variación 

en el acceso a préstamos, y la mayoría de dicho financiamiento se destina a Brasil, México y Colombia 

(The Dialogue, 2023[66]). Los países de ALC también se beneficiaron del 26% del financiamiento climático 

privado total movilizado durante el período 2016-2020 (OECD, 2022[65]). 

En ALC, el financiamiento se dirige predominantemente a la mitigación más que a la adaptación, a 

pesar de que los países de ALC están priorizando y acelerando proyectos de adaptación relacionados 

con el agua, la agricultura, la infraestructura y las NbS. El Caribe, en particular, requiere un financiamiento 

significativo para proyectos de adaptación debido a las vulnerabilidades al cambio climático y los eventos 

climáticos extremos. La priorización de la adaptación y la resiliencia también podría contribuir a una 

reducción de emisiones rentable, considerando la vulnerabilidad de la región a los riesgos climáticos 

(Miranda, 2021[45]). 

Entre 2016 y 2020, los SIDS representaron el 2% del financiamiento climático total proporcionado 

y movilizado (OECD, 2022[62]). Además, durante este período, casi el 48% del financiamiento climático 

asignado a los SIDS se destinó a esfuerzos de adaptación. Además, el 12% del financiamiento climático 

total asignado a los SIDS se destinó a objetivos transversales. Durante estos cinco años, se asignó y 

movilizó un total acumulado de USD 3.600 millones para los esfuerzos de adaptación en los SIDS con un 

promedio de USD 700 millones al año (OECD, 2022[65]). La región del Caribe, que alberga el mayor 

número de SIDS, enfrenta una vulnerabilidad significativa a la pérdida de biodiversidad y al cambio 

climático, impulsada en parte por sus limitadas alternativas económicas. Esta vulnerabilidad se ve 

agravada aún más por factores como el pequeño tamaño de la población, la lejanía de los mercados 

internacionales, los altos costos del transporte, la susceptibilidad a las crisis económicas externas y la 

fragilidad de los ecosistemas terrestres y marinos. Además, la lenta aparición de fenómenos como el 

aumento del nivel del mar plantea una amenaza existencial para estas pequeñas comunidades insulares, 

lo que requiere medidas drásticas como la reubicación de la población, con todos los desafíos asociados. 

Estos desafíos se ven exacerbados por una capacidad institucional limitada, recursos financieros escasos 

y un alto grado de susceptibilidad a shocks sistémicos. 

Los bancos multilaterales han asumido compromisos ambiciosos para ampliar la acción climática 

y están intensificando sus esfuerzos para aumentar las actividades de financiamiento verde y 

climático. La CAF anunció durante la COP26 que aumentará el financiamiento de proyectos verdes del 

24% en 2020 al 40% en 2026, asignando USD 25 000 millones en los próximos cinco años para promover 

el crecimiento verde (CAF, 2021[67]). El Fondo Verde para el Clima (GCF, por sus siglas en inglés) aprobó 

aproximadamente USD 3 000 millones para 32 proyectos climáticos en todo el mundo en 2021, superando 

el récord del año anterior de USD 2 100 millones. La cartera del GCF alcanzó los USD 10 000 millones a 

finales de 2021, con más de USD 37 000 millones en cofinanciación y 190 proyectos en 127 países (GCF, 

2021[68]). El Fondo Mundial para el Medio Ambiente (GEF, por su siglas en inglés) invirtió una cuarta parte 

de su cartera en la región de ALC en 2022 (GEF, 2022[69]). El BID aprobó casi 4.500 millones de USD 

para operaciones relacionadas con el clima en 2021, lo que representa el 30% del total de sus 

aprobaciones anuales (IDB, 2022[70]). El Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) y la 

Asociación Internacional de Fomento (AIF) del Banco Mundial han proporcionado más de 5.800 millones 

de USD en préstamos para apoyar acciones climáticas en países de ALC (World Bank, 2021[71]). 

Movilización del financiamiento climático para para la acción climática 

Entre 2012 y 2021, Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador y México se ubicaron entre los 20 

principales países beneficiarios y recibieron en conjunto más de USD 40 mil millones en 

financiamiento privado movilizado. La región recibió el 17% del total de financiación privada movilizada, 

equivalente a USD 8 500 millones, entre 2018 y 2020 (OECD, 2023[72]). Los países de ALC necesitan 
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asegurar inversiones significativas de fuentes tanto públicas como privadas e innovar sus instrumentos y 

estrategias financieras. La implementación de impuestos relacionados con el medio ambiente puede 

generar ingresos adicionales, incentivar el comportamiento sostenible y acelerar el cambio hacia prácticas 

ecológicas. Al mismo tiempo, la región podría ampliar el uso de herramientas de deuda, incluidos los 

bonos verdes, sociales, sostenibles y vinculados a la sostenibilidad (GSSS), explorar canjes de deuda por 

naturaleza y apalancar bonos de catástrofe (CAT) y desastres naturales. cláusulas. 

Muchos países de ALC tienen altos niveles de deuda externa, lo que hace que los recursos para la 

protección del medio ambiente sean limitados. Según el Banco Mundial, los países del Caribe tenían 

un saldo de deuda externa de aproximadamente 165% de las exportaciones de bienes y servicios en 

2013, mientras que Mesoamérica tenía 130% y América del Sur poco más de 100%. En este sentido, los 

recursos destinados a la protección del medio ambiente suelen ser limitados (UNEP, 2017[73]). En cuanto 

a la emisión de deuda verde, social y de sostenibilidad (GSS) en ALC, el mercado se ha más que 

duplicado, pasando de USD 13 600 millones en 2019 a USD 30 200 millones a principios de 2021. La 

emisión de bonos sociales y de sostenibilidad alcanzó los USD 18 300 millones en 2019. La emisión total 

de bonos sociales y de sostenibilidad en 2020 ascendió a USD 16 300 millones, alcanzando los 

USD 12 500 millones en septiembre de 2021. Los bonos verdes representan la mayor parte del mercado 

de ALC, con un 62% de la emisión de GSS. Chile (USD 17 800 millones) y Brasil (USD 11 700 millones) 

son los mayores emisores de bonos GSS, con México en tercer lugar con USD 7 800 millones. Estos tres 

primeros países representan el 77% de todas las emisiones de GSS en la región de ALC. El número de 

emisiones de bonos verdes en ALC aumentó de 8 en 2019 a 12, con la incorporación de Barbados, 

Bermudas, Ecuador y Panamá (Climate Bonds Initiative, 2021[74]). 

Varios mecanismos e instrumentos financieros sostenibles están incorporando las 

preocupaciones de los accionistas, inversores y consumidores, como los productos de deuda y 

capital verdes y dominados por la sostenibilidad. Por ejemplo, la Bolsa de Valores de Panamá 

introdujo pautas voluntarias de presentación de informes y divulgación de factores ESG en 2019, mientras 

que Colombia emitió su Guía de Bonos Verdes y Mejores Prácticas en 2020 para promover el desarrollo 

de un mercado de bonos en el país. República Dominicana también publicó Lineamientos de Bonos 

Verdes para estandarizar buenas prácticas para los emisores. En la región de ALC, los bonos verdes 

soberanos se centran principalmente en proyectos de energía, seguidos por los de transporte, agua y uso 

de la tierra (Climate Bonds Initiative, 2021[74]). 

El financiamiento combinado ofrece una solución potencial para apoyar a los países de ALC en su 

camino hacia una transición más sostenible. El financiamiento combinado puede ayudar a abordar la 

relación riesgo-rendimiento y la baja bancabilidad de las inversiones combinando financiación pública y 

privada y estructurando diversos instrumentos financieros (inversiones directas, líneas de crédito, bonos, 

subvenciones, etc.). Puede facilitar las inversiones privadas en estructuras de financiación de proyectos, 

particularmente en casos de alto riesgo financiero o comercial, al mitigar el riesgo de incumplimiento que 

a menudo desalienta a los inversores (OECD, 2022[75]). 

Al mismo tiempo, el financiamiento combinado ha tardado en llegar a la región de ALC, 

principalmente debido a la ausencia de políticas y marcos que guíen el compromiso de los países 

en desarrollo, incluidos los países menos desarrollados (LDCs, por sus siglas en inglés) y los SIDS en 

desarrollo, para atraer, desplegar y ampliar la financiación combinada. Además, los problemas de 

aplicación y capacidad han obstaculizado la ampliación de la financiación combinada en los países en 

desarrollo. La financiación combinada ofrece la oportunidad de alinear las prioridades de financiación local 

con los objetivos de desarrollo local, abordando los sectores sociales insuficientemente financiados en 

muchos países en desarrollo, que constituyen obstáculos estructurales para la consecución de los AOD. 

Por lo tanto, es esencial ofrecer más información y orientación sobre diversos aspectos, como los 

fundamentos macroeconómicos, la gobernanza, los marcos reguladores, la infraestructura y las 

características del mercado. A nivel operativo, abordar los riesgos contractuales, agilizar la que se originen 

los proyectos y la preparación de los mismos, reducir los elevados costes de transacción derivados del 
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reducido tamaño de las operaciones, explorar modelos de negocio disminuir lagunas de información y 

datos son pasos fundamentales necesarios para ampliar el financiamiento combiando, especialmente en 

el contexto de los sectores sociales (OECD, 2022[75]). 

Además del financiamiento climático, el sector financiero también necesita apoyar a las empresas 

y sectores para que adopten tecnologías más limpias, mejoren la eficiencia energética y 

transformen la economía. Los formuladores de políticas tienen varias herramientas a su disposición para 

garantizar objetivos viables y creíbles, apoyando inversiones privadas con impactos ambientales positivos. 

La Guía de la OCDE sobre Financiamiento de la Transición tiene por objeto promover la integración de 

una planificación creíble de la transición en todas las entidades públicas y privadas, así como la inclusión 

de una evaluación significativa de los planes de transición en las consideraciones de los participantes en 

los mercados financieros. Al hacer frente a los retos y obstáculos como la falta de claridad de las normas 

y definiciones, las dificultades para medir los resultados en materia de sostenibilidad y el riesgo de 

"greenwashing", las guidas proponen elementos de planes empresariales creíbles de transición climática. 

Estos elementos pueden apoyar el crecimiento del mercado financiero de transición, garantizando al 

mismo tiempo la integridad ambiental (OECD, 2022[76]). 

Las finanzas sostenibles o las taxonomías verdes pueden ayudar a satisfacer las necesidades 

financieras necesarias para cumplir los compromisos en materia de cambio climático y alcanzar 

los objetivos. Las taxonomías verdes, que son sistemas de clasificación comprensibles, también ayudan 

a los inversores a identificar actividades sostenibles desde el punto de vista medioambiental y a invertir 

en infraestructuras sostenibles, al tiempo que evitan el "greenwashing". Además, al clasificar las 

actividades económicas como ecológicas o sostenibles, las empresas también pueden evaluar la 

"ecologización" de sus propias actividades y prácticas empresariales. 

Los países de ALC están desarrollando lentamente definiciones oficiales sobre finanzas 

sostenibles vinculadas a los objetivos del Acuerdo de París; siendo Colombia el primer país de la 

región en implementar una Taxonomía Verde en 2022. La Taxonomía Verde colombiana abarca dos 

pilares. El primer pilar se centra en varios sectores, como la energía, la construcción, el transporte, la 

fabricación, etc., con el objetivo de lograr la mitigación del cambio climático. El segundo pilar se centra en 

el uso del suelo en los sectores ganadero, agrícola y forestal. El primer pilar también se rige por el principio 

de "no causar daños significativos" (DNSH, por sus siglas en inglés), según el cual cualquier activo que 

se considere ecológico no sólo debe contribuir a la mitigación del cambio climático, sino también evitar 

perjudicar los objetivos medioambientales de adaptación al clima. El segundo pilar, aunque no sigue el 

principio DNSH, establece la adaptación como uno de los cinco objetivos medioambientales. Sin embargo, 

la aplicación de las taxonomías verdes puede verse obstaculizada por varios problemas, como la falta de 

datos e información medioambientales en las empresas, así como las limitaciones a la hora de 

comprender el alcance y el razonamiento de la aplicación (Prada Hernández et al., 2023[77]). 

En marzo de 2023, México también presentó su Taxonomía Sostenible, que aborda el cambio 

climático, la igualdad de género y el acceso a los servicios básicos a nivel local. La adaptación al 

clima, así como la conservación de los ecosistemas y la biodiversidad son dos de los seis objetivos 

medioambientales fijados, mientras que la taxonomía también establece objetivos sociales, incluido el 

acceso a los servicios básicos en los municipios. Abarca seis sectores: agricultura y silvicultura; energía; 

industria manufacturera; transporte; construcción; y gestión de residuos (Souza and Gasparotto, 2023[78]). 

Otros países de ALC, como Chile, están desarrollando sus propias Taxonomías Verdes. Los 

objetivos de Chile son tanto la mitigación del cambio climático como la adaptación y la resiliencia, y 

abarcará sectores "marrones" como la minería. Se está estudiando la posibilidad de incluir salvaguardias 

sociales mínimas y, más adelante, desarrollar métricas sociales. Añadir objetivos sociales al desarrollar 

Taxonomías Verdes permite tener en cuenta cuestiones como la cohesión social, el desarrollo económico 

local y las vulnerabilidades locales, bajo el objetivo general de la sostenibilidad (Merle, Gondjian and Gong, 

2021[79]). Introducir, además, consideraciones sobre las necesidades y especificidades locales y vincular 
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las taxonomías a los planes de adaptación regionales y locales, podría ayudar a educar a los mercados 

locales y animarles a desarrollar productos ecológicos (CBI, 2021[80]). 

El desarrollo de un marco regional común para las taxonomías en la región de ALC proporcionaría 

más claridad y transparencia, facilitando la comparabilidad y la interoperabilidad entre la región 

de ALC y otras regiones que están introduciendo sus propios marcos. También apoyaría el aumento 

de los flujos climáticos en proyectos sostenibles (UNDP, 2022[81]). El Marco Común para las Taxonomías 

de Finanzas Sostenibles para los países de ALC, publicado recientemente por el PNUMA, es un 

documento de orientación para aquellos países y partes interesadas de la región que están en proceso 

de desarrollar taxonomías. Basándose en principios similares, las taxonomías que sigan este Marco 

Común garantizarían cierto nivel de interoperabilidad, por lo que podrían ayudar a allanar el camino hacia 

el desarrollo de una taxonomía regional con una clara priorización de sectores y actividades económicas, 

así como un sistema de métricas para definir criterios de selección (UNEP, 2023[82]). 

Recomendación 

• Adoptar políticas fiscales verdes para generar recursos públicos domésticos para 

apoyar la acción climática y los enfoques de mitigación de carbono. Reformar, reorientar 

y eliminar progresivamente los subsidios a los combustibles fósiles y establecer un precio del 

carbono mediante impuestos y gravámenes, que también pueden incentivar la transición neta 

cero. 

• Alinear y movilizar la inversión privada y apoyar a través de estrategias e instrumentos 

de financiamiento innovadores, como financiamiento combinado alineado con objetivos 

ambientales, sociales y de gobernanza (ASG), instrumentos de deuda innovadores y mediante 

el desarrollo de taxonomías verdes regionales y nacionales para proyectos de mitigación y 

adaptación. Estos deberían responder a preocupaciones y particularidades locales y ser 

coherentes con las oportunidades públicas y privadas de inversión. 

Innovación y transferencia de tecnología para potenciar el desarrollo verde. 

La transferencia tecnológica hacia los países en desarrollo ha sido un mandato clave de la 

CMNUCC. Abarca la transferencia tanto de tecnología como de conocimientos técnicos, lo que 

incluye el desarrollo de capacidades. El objetivo de esta transferencia es abordar las barreras técnicas, 

jurídicas y administrativas, establecer políticas económicas sólidas y promover la aplicación de 

tecnologías respetuosas con el clima (World Bank, 2007[83]). El término se refiere al despliegue de 

tecnología para la mitigación del cambio climático y la adaptación al mismo, incluidas la infraestructura, 

las operaciones, la fabricación y la innovación. También abarca el desarrollo de capacidades 

institucionales y políticas para facilitar la difusión de la tecnología y la cooperación dentro de los países y 

entre ellos (Garrett and Moarif, 2018[84]). El papel de la innovación tecnológica y la tecnológica en la 

consecución de objetivos ambientales ha sido ampliamente reconocido y destacado durante las 

negociaciones internacionales sobre el clima (COP CMNUCC). Además, puede facilitar la transformación 

productiva hacia sectores menos intensivos en recursos, atrayendo inversiones más ecológicas e 

incorporándose a cadenas de suministro mundiales de mayor valor con criterios medioambientales y de 

sostenibilidad (OECD et al., 2022[6]). 

La productividad y la competitividad en la región de ALC podrían mejorar con la transferencia de 

tecnología y la innovación. Las tecnologías innovadoras son necesarias para apoyar la resiliencia de la 

infraestructura al cambio climático. Esto es necesario tanto para las comunidades locales y la población, 

como para los sectores económicos productivos que deben adaptarse al cambio climático. En todo el 
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mundo, los países están introduciendo medidas políticas para hacer frente a problemas como las sequías, 

la subida del nivel del mar, las inundaciones y la degradación del suelo, que afectan al abastecimiento de 

agua, la disponibilidad y seguridad de los alimentos, el suministro de energía y la resistencia de los 

edificios. Por otra parte, análisis anteriores de la OCDE han demostrado que los principales factores 

determinantes de la transferencia internacional de tecnología de mitigación del cambio climático, medida 

por la actividad de patentes, incluyen la distancia geográfica y el nivel de comercio entre los países, el 

capital humano existente en los países receptores, el rigor o la flexibilidad de las políticas 

medioambientales nacionales y el nivel de inversión para el desarrollo de tecnología propia en 

instalaciones industriales de mediano y gran tamaño (Haščič et al., 2010[85]). Los países de ALC se 

enfrentan ante un escenario baja productividad, una dependencia económica de sectores de bajo valor 

añadido y una diversificación económica limitada, lo que dificulta la competitividad y el desarrollo general. 

La innovación tiene el potencial de superar estos retos y colmar las brechas de productividad resultantes 

de la elevada informalidad, los bajos niveles de cualificación y la limitada adopción de tecnología 

(OECD/CAF, 2019[86]). 

Las patentes y las marcas suelen servir como indicadores de la innovación tecnológica y no 

tecnológica, respectivamente. Los países de ALC pueden no estar entre los principales contribuyentes 

a la innovación, pero el promedio de la región sigue la tendencia mundial. En 2019, las patentes 

relacionadas con el medio ambiente en los países de ALC representaron, en promedio, alrededor del 15% 

del total de patentes, en comparación con poco más del 11% a nivel mundial y un promedio de la OCDE 

de alrededor del 4,5%. Sin embargo, esta cifra está impulsada por unos pocos países como Antigua y 

Barbuda, Guatemala y Paraguay, que demuestran un alto porcentaje de patentes relacionadas con el 

medio ambiente en el total de patentes, debido al muy bajo número de patentes totales (Figura 4.1). Por 

el contrario, los países de ALC con mayor número de patentes relacionadas con el medio ambiente en la 

región son Brasil, Chile y México (OECD, 2023[55]). 

Si bien la innovación y la transferencia tecnológica en materia de climática pueden beneficiar la 

transformación de los países, no todos los países de ALC tienen la misma capacidad o el mismo 

marco de referencia para absorber dichas tecnologías. Potenciar esta capacidad requiere la 

implementación de políticas públicas que aceleren la innovación, promuevan la cooperación internacional 

y garanticen el cumplimiento de criterios ambientales y de sostenibilidad. A partir de un análisis 

comparativo realizado por el BID, en el que se examinan los "Mecanismos y Redes de Transferencia de 

Tecnología Climática en América Latina y el Caribe", se podrían destacar los siguientes puntos para 

facilitar la transferencia de tecnología climática: 

• Desplegar estrategias nacionales de I+D y hojas de ruta tecnológicas para tecnologías 

específicas. 

• Aplicar las estrategias de I+D es necesario aumentar los niveles de inversión en I+D e innovación. 

• Las importaciones a bajo precio ponen en peligro el desarrollo de productos innovadores locales, 

mientras que un sector manufacturero local fuerte favorece la adopción y difusión de nuevos 

productos de tecnología verde. 

• Propiciar un entorno que apoye el desarrollo de tecnología verde local o permitir la transferencia 

de tecnología, es decir, un conjunto de medidas de apoyo como subvenciones a la inversión, 

financiación subvencionada, garantías financieras, ventajas fiscales, acceso y conexión a redes 

de infraestructura. 

https://publications.iadb.org/publications/english/document/Climate-Technology-Transfer-Mechanisms-and-Networks-in-Latin-America-and-the-Caribbean-The-Renewable-Energy-and-Energy-Efficiency-Experience.pdf
https://publications.iadb.org/publications/english/document/Climate-Technology-Transfer-Mechanisms-and-Networks-in-Latin-America-and-the-Caribbean-The-Renewable-Energy-and-Energy-Efficiency-Experience.pdf
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Figura 4.1. Porcentaje de patentes relacionadas con el medio ambiente sobre el total de patentes  

Datos de 2019 para los países de ALC 

 

Nota: La innovación medioambiental se mide utilizando datos de patentes. Datos basados en el país de residencia del inventor. 

Fuente: (OECD, 2023[87]) 

Los países tendrían que identificar claramente sus necesidades tecnológicas. La Evaluación de las 

Necesidades Tecnológicas (TNA), introducida desde la COP7, permite a los países priorizar las 

tecnologías en función de su impacto social, económico y medioambiental, así como de su potencial de 

mitigación o adaptación al cambio climático. Sin embargo, los países en desarrollo tienden a priorizar la 

tecnología que ya está madura, es decir, la tecnología de bajo costo, fácilmente accesible y que a menudo 

ya se encuentra en el país. Por el contrario, las tecnologías vinculadas a nichos de mercado, como los 

vehículos eléctricos, la captura de carbono, las pilas de combustible de hidrógeno, etc., rara vez se 

despliegan más allá de una determinada región geográfica (UNEP, 2022[88]). 

Existen varios mecanismos y redes que promueven el desarrollo y la transferencia de 

tecnología climática de los países desarrollados a los países en desarrollo. La cooperación 

internacional al desarrollo sirve de palanca para hacer frente a la falta de financiamiento, capacidad 

y apoyo político a la hora de facilitar la transferencia de tecnología climática (UNEP, 2022[88]). Las 

organizaciones internacionales también están desarrollando mecanismos e instrumentos para 

permitir la transferencia de tecnología. El Centro y la Red de Tecnología del Clima del PNUMA 

ofrecen asistencia técnica a los países en desarrollo, con el objetivo de facilitar el acceso a los 

conocimientos sobre tecnologías climáticas y fomentar la colaboración entre las partes interesadas 

en la tecnología del clima. En la región de ALC, el PNUMA ha puesto en marcha programas y 

proyectos regionales para apoyar las respuestas de los países al cambio climático. El Programa 

Regional de Transferencia de Tecnología y Acción frente al Cambio Climático para América Latina y 

el Caribe (REGATTA) fortalece la capacidad y el intercambio de conocimientos sobre tecnologías 

relacionadas con el cambio climático, tanto para la mitigación como para la adaptación en la región 

(REGATTA, n.d.[89]). MOVE es una iniciativa que apoya la transición a la movilidad eléctrica en la 

región preparando a los actores locales para evaluar nuevas tecnologías e identificar oportunidades 

de financiación (MOVE, n.d.[90]). El programa de la OCDE Clean Energy Finance and Investment 

Mobilisation (CEFIM, por sus siglas en inglés) apoyó los esfuerzos de Colombia para atraer 

financiación e inversión en energías limpias, un sector muy dependiente de la innovación y la 

tecnología verdes. La movilización de financiación e inversión para la bioenergía en Colombia debe 
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complementarse con la creación de conciencia en el mercado energético nacional y la habilitación 

de capacidad para implementar dichos proyectos (OECD, 2022[91]). 

Recomendación 

• Apoyar el desarrollo industrial y promover la innovación. Emprender un camino de 

industrialización verde promoviendo la producción local de tecnologías e innovación limpias y 

respetuosas con el medio ambiente. Esto puede incluir la fabricación de vehículos eléctricos, 

turbinas eólicas, baterías y calentadores solares. Podría ayudar a la región a reducir la deuda 

pública, impulsar la resiliencia económica, crear oportunidades de empleo y promover una 

distribución más equitativa del ingreso. 

Empleos verdes para apoyar la transición a una economía baja en carbono 

Se espera que el fortalecimiento de la transición verde en la región de ALC tenga varios efectos en 

el mercado laboral. El paso a una economía con bajas emisiones de carbono implicará cambios en los 

sectores económicos que puntúan alto en la emisión de GEI, con un posible cierre progresivo de ciertas 

actividades; así como una potenciación de las actividades económicas más "verdes", como las energías 

renovables, la agricultura sostenible y el turismo. Al mismo tiempo, se espera que los fenómenos del 

cambio climático, como el aumento de las temperaturas, tengan un impacto en los niveles de 

productividad, equivalente a una pérdida de 2,5 millones de empleos a tiempo completo en la región de 

ALC para 2030 (ILO, 2019[92]). 

Se espera que la transición verde en ALC añada más de un 10% de empleos netos en la región. No 

todos ellos serán empleos verdes, ni serán empleos en actividades económicas verdes (OECD et al., 

2022[6]); (Box 4.6). Como se analiza ampliamente en el reporte Perspectivas Económicas de América 

Latina 2022 (OECD et al., 2022[6]), para garantizar que los empleos creados sean verdes y sirvan para 

preservar o restaurar el medio ambiente, deben cumplirse algunos requisitos previos: 

• Garantizar la financiación y apoyar las inversiones públicas y privadas destinadas a la 

innovación, las tecnologías y las actividades económicas ecológicas, de modo que se creen 

nuevos puestos de trabajo; 

• Compensar los efectos socioeconómicos de la transición a una economía con bajas 

emisiones de carbono y las posibles pérdidas de puestos de trabajo, mediante la introducción 

de políticas activas del mercado laboral bien diseñadas, como la formación, la recualificación 

y la mejora de las cualificaciones de los trabajadores nuevos o existentes, respectivamente; 

y garantizar la continuidad de la cobertura de la protección social. 

• Ampliar los sistemas de protección social para minimizar las pérdidas de ingresos, atraer a 

más trabajadores a la economía formal y reducir las desigualdades que suelen afectar a los 

más vulnerables. 
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Box 4.6. ¿Qué son los empleos verdes? 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) define los empleos verdes como "trabajos decentes 

que contribuyen a preservar o restaurar el medio ambiente, ya sea en sectores tradicionales como la 

manufactura y la construcción, o en nuevos sectores verdes emergentes como las energías renovables 

y la eficiencia energética". Los empleos verdes ayudan a mejorar la eficiencia energética y de las 

materias primas; reducen las emisiones de gases de efecto invernadero; disminuyen los residuos y la 

contaminación; protegen y restauran los ecosistemas; y apoyan la adaptación al cambio climático. 

Fuente: (ILO, n.d.[93]) 

Promover empleo en nuevas tecnologías verdes mediante una combinación adaptada de 

incentivos a la innovación y políticas de empleo, planes de formación y servicios de colocación, 

podría ayudar a las empresas innovadoras que surgen en las industrias verdes a crear empleos 

formales mejor remunerados. Las políticas activas del mercado laboral podrían centrarse en la 

protección de los trabajadores contra la pérdida de empleo vinculada a la transformación verde, mediante 

medidas de asistencia social diseñadas y coordinadas, cuentas individuales de desempleo y políticas que 

permitan a los trabajadores más vulnerables afectados por la transición a una economía verde. Para hacer 

frente a los efectos a corto y medio plazo de la transición verde, es necesario mejorar, reciclar y reciclarse. 

Paralelamente, el acceso a esta formación también debería estar disponible para los nuevos trabajadores 

que deseen incorporarse a la población activa, como las mujeres (OECD, 2022[94]). También sería 

necesario garantizar una financiación sostenible de estas medidas, a fin de crear un umbral mínimo de 

protección social para quienes no tengan acceso a prestaciones o ayudas por desempleo; y garantizar el 

acceso universal a la asistencia sanitaria esencial y a una renta básica específica (OECD et al., 2022[6]). 

La transición hacia una economía verde también podría afectar los niveles de informalidad en el 

mercado laboral en la región de ALC. ALC es una de las regiones donde la informalidad es próspera 

(OECD/ILO, 2019[95]). La transición verde podría, por un lado, crear más empleos formales; especialmente 

a medida que surjan nuevas empresas productivas relacionadas con las tecnologías verdes. Por otro lado, 

la informalidad también podría aumentar en algunos sectores, como en la reconversión de edificios o en 

las cadenas de suministro marrón de los sectores verdes (Saget, Vogt-Schilb and Luu, 2020[96]). Los 

programas de formación que pueden ayudar a los desempleados a conseguir empleo en sectores 

medioambientales y ocupaciones verdes, combinados con subsidios salariales y la oportunidad de adquirir 

experiencia formal, son una forma de reducir la informalidad durante la transición verde. Las iniciativas 

que refuerzan los programas de autoempleo y emprendimiento a través de políticas activas del mercado 

laboral también podrían ayudar a formalizar las microempresas afectadas negativamente por la transición 

(OECD et al., 2022[6]). 

Por último, las políticas introducidas también deben abordar cualquier riesgo para la salud 

medioambiental derivado de actividades económicas existentes o nuevas, ampliando la cobertura 

sanitaria general y/o centrándose en las personas más expuestas, como las que carecen de un 

saneamiento adecuado o de acceso a agua o aire de buena calidad (OECD et al., 2022[6]). 
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Recomendación 

• Establecer marcos de inversión y políticas que promuevan la creación de empleos verdes. 

Garantizar la implementación de políticas laborales coherentes del mercado laboral, basándose 

en un diálogo social eficaz, para facilitar una transición justa hacia empleos verdes nuevos, 

formales y de alta calidad y fortalecer los sistemas de protección social para apoyar tanto a los 

trabajadores como a los empresarios en la transición a una economía neta cero. 

Gestión de residuos y economía circular 

Construir políticas e infraestructura eficiente de gestión de residuos en ALC puede desbloquear el 

desarrollo verde, crear empleo y frenar las emisiones de metano. ALC genera casi 1 kg de residuos 

per cápita al día, y el 85% de los residuos se recogen en las zonas urbanas. La cobertura de la recogida 

de residuos varía según los países, desde el 95% en ciudades como Uruguay y Colombia hasta el 12% 

en Puerto Príncipe, en Haití. Desarrollar y mejorar el sector de los residuos y el reciclaje en ALC podría 

promover el desarrollo verde, crear aproximadamente 450 000 puestos de trabajo y aumentar el PIB de 

la región en un 0,35% si se alcanza una tasa de reciclaje municipal equivalente a la de Alemania (UN 

ECLAC, 2021[97]). Actualmente, la región produce 541 000 toneladas de residuos municipales al día, con 

un aumento estimado del 25% para 2050. Muchas ciudades de la región siguen recurriendo a vertederos 

a cielo abierto, lo que provoca importantes emisiones de metano. Los vertederos abiertos reciben 145 000 

toneladas de residuos al día, incluidas 17 000 toneladas de residuos plásticos. Aproximadamente el 50% 

de los residuos municipales de la región son orgánicos, y el 90 % de los residuos no se aprovecha (UN 

Environment, 2018[98]). Los países de ALC podrían implementar políticas de gestión de residuos más 

eficaces y eficientes, como la separación de residuos en origen y el tratamiento de residuos orgánicos, 

construyendo infraestructura adecuada mediante la recolección y tratamiento de residuos, y promoción 

de prácticas de reciclaje de residuos (UN Environment, 2018[98]). Estas medidas pueden reducir 

significativamente las emisiones de metano y mejorar la calidad de vida en las ciudades. 

Hacer frente a la contaminación por plásticos es crucial, teniendo en cuenta su impacto en el 

cambio climático y el medio ambiente. La contaminación por plásticos es una fuente masiva de residuos 

y un acelerador del cambio climático. Los plásticos generan emisiones de GEI a lo largo de su ciclo de 

vida, y cerca del 90% de las emisiones de GEI de los plásticos se atribuyen a la etapa de producción y 

conversión (OECD, 2022[99]). Además, las playas de ALC tienen algunos de los niveles más altos de 

densidad de basura, con casi el 90% de los plásticos mal gestionados o enviados a vertederos, y sólo el 

10% reciclados en 2019. Se prevé que la generación de residuos plásticos de la región se duplique para 

2060 (Figura 4.2). Se calcula que ALC podría evitar casi por completo las fugas de plástico a sus entornos 

acuáticos para 2060 con un coste anual del 0,74% de su PIB (OECD et al., 2022[6]). Las políticas 

específicas para el plástico deben dirigirse a las diferentes etapas del ciclo de vida, entre las que se 

incluyen instrumentos fiscales que desincentiven la producción y el uso del plástico, mejoras en el diseño 

de los productos para aumentar su durabilidad y promover su reutilización y reparación, medidas para 

aumentar las tasas de reciclaje e inversiones en infraestructuras de gestión de residuos y la recolección 

de basura (OECD, 2022[99]). 
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Figura 4.2. Residuos de plástico por destino al final de su vida útil en 2019 y previsiones para 2060 

 

Nota: La cifra de América Latina y el Caribe (ALC) abarca tanto los países de la OCDE como los de fuera de la OCDE de la región de ALC. 

Fuente: (OECD, 2023[100]), "Global Plastics Outlook: Plastic waste by end-of-life fate and region - projections", OECD Environment Statistics 

(database), https://doi.org/10.1787/e4e8c086-en (visto el 26 de Septiembre de 2023). 

Los países de ALC deben diseñar políticas que tengan en cuenta todo el ciclo de vida de los 

productos, incluyendo la producción, el consumo, la gestión de residuos y el reciclaje. Las 

inversiones de los sectores público y privado serán necesarias, así como un aumento de la capacitación, 

la innovación y la transferencia de tecnología. La transición a la economía circular también requiere la 

coordinación de los esfuerzos nacionales e internacionales de los países de ALC. La armonización de las 

normas relativas a los bienes de la economía circular, la reducción de los aranceles y de las barreras no 

arancelarias, la mejora de la eficiencia energética y la reducción de los costos de producción, así como 

mejorar la granularidad de las clasificaciones del comercio internacional pueden ayudar a las empresas, 

los países y los agentes regionales a adoptar prácticas sostenibles (OECD et al., 2022[6]). 

Los países de ALC deben reforzar sus marcos jurídicos y aplicar sistemas de responsabilidad 

extendida del productor (REP) para gestionar eficazmente los residuos peligrosos y promover el 

reciclaje. El objetivo de estos sistemas es responsabilizar a los productores del impacto medioambiental 

de sus productos a lo largo de toda la cadena de producción, promoviendo la reducción de la 

contaminación y la circularidad de los materiales. Los esquemas de REP, basados en el principio de quien 

contamina paga, establecen Organizaciones de Responsabilidad del Productor (RDP) colectivas para 

gestionar las contribuciones de los productores, eliminando la necesidad de recursos presupuestarios 

estatales adicionales (UNEP, 2022[101]). Hasta 2017, 11 países de ALC habían desarrollado normativas 

de gestión de residuos sólidos con algún tipo de esquema de REP (Quispe, 2017[102]). Sin embargo, existe 

una falta de regulaciones formales y de implementación general de los marcos legales. Es vital desarrollar 

normativas legales sólidas que adopten un enfoque de ciclo de vida completo y mejoren las políticas de 

REP. 

Países como Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, México y Perú han obligado a los productores e 

importadores de envases a declarar los volúmenes de material a través de los Registros de 

Emisiones y Transferencias de Contaminantes. Por ejemplo, en 2021 Chile publicó un decreto que 

introducía nuevos requisitos de envasado REP, incluidas tasas de reciclaje obligatorias a partir de 
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septiembre de 2023. Chile también está desarrollando directrices para el Sistema de Gestión de Envases 

y Embalajes (SIGENEM) en colaboración con 25 importantes empresas de productos de consumo 

(Langhill, 2021[103]). En 2020, Colombia aprobó una ley que establece la REP para envases de vidrio, 

metal, aluminio, papel y cartón. Los envasadores, llenadores e importadores de productos envasados 

están obligados a presentar planes de gestión de residuos y, desde 2021, los productores deben cumplir 

objetivos de reutilización de residuos de envases, con objetivos de cobertura geográfica a partir de 2022 

(Langhill, 2021[103]). Brasil cuenta con un Acuerdo Sectorial sobre Logística Inversa para Envases 

Generales que exige informar a los consumidores sobre las formas adecuadas de devolver los materiales 

de envasado y facilitar su reciclaje, invertir en cooperativas de gestión de residuos y acuerdos legales con 

minoristas y sistemas de gestión de residuos para establecer puntos de recogida voluntaria (Langhill, 

2021[103]). 

La transición hacia una economía circular eficiente en el uso de los recursos puede ayudar a 

mejorar el uso de los materiales y los resultados medioambientales, económicos y sociales. 

Superar los retos relacionados con la gestión de los recursos y promover el uso sostenible de los 

materiales son pasos necesarios hacia la transición de una economía lineal a una circular. Paralelamente, 

la introducción de políticas de economía circular requiere una transformación de las políticas y sectores 

existentes, para garantizar que se tengan en cuenta las sinergias y compensaciones (Box 4.7).  

 

Box 4.7. Sinergias y compensaciones al aplicar políticas de economía circular. 

Países de todo el mundo están introduciendo políticas de eficiencia de recursos y economía circular 

(RE-CE), que incluyen objetivos económicos, medioambientales y sociales, que pueden crear sinergias 

o conllevar intercambios, lo que afecta a la aplicación de las políticas. 

La OCDE ha agrupado estas sinergias y compensaciones en cuatro objetivos clave: 

1. Reducir la extracción de materiales primarios y aumentar la eficiencia de los 

recursos, mediante impuestos sobre el uso de materiales primarios y subvenciones para 

apoyar al sector de materiales secundarios. 

2. Reforzar los mercados de materiales secundarios y promover la circularidad de los 

materiales, mediante la aplicación de políticas coherentes que den lugar a mecanismos 

de incentivación adecuados, así como la presencia de mercados de materiales 

secundarios que funcionen correctamente. 

3. Gestionar los residuos para minimizar el impacto ambiental asociado, alineando las 

políticas de gestión de residuos con incentivos para reducir, reutilizar y reciclar 

principalmente los materiales, antes de recurrir a la incineración o el vertido.  

4. Aumentar la resiliencia económica y reducir los riesgos geopolíticos de suministro 

mediante la circularidad de los materiales, un sólido reciclaje nacional y sectores 

secundarios, en consonancia con los acuerdos comerciales. 

Fuente: (Livingstone et al., 2022[104]) 

Costa Rica tiene uno de los niveles más bajos de residuos municipales generados per cápita, entre 

los miembros de la OCDE. No obstante, la generación de residuos municipales ha aumentado 

gradualmente desde 2016, y los vertederos del país siguen recibiendo el 80% de todos los residuos 

municipales. Mientras el país ha avanzado en el cierre de vertederos ilegales, la eliminación de residuos 

en sitios inapropiados sigue siendo considerable, especialmente en las regiones rurales. Ha habido 
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avances en la gestión de residuos, pero los gobiernos locales tienen dificultades para garantizar unos 

servicios de recogida y tratamiento de residuos selectivos, accesibles, regulares y eficientes. Costa Rica 

necesita aumentar la recolección y recuperación de residuos, mejorar la clasificación en origen e invertir 

en infraestructura moderna de tratamiento de residuos para desviarlos de los vertederos y frenar las 

emisiones de GEI del sector de los residuos, que representan el 15% de las emisiones nacionales. Las 

tasas de recogida de residuos podrían diseñarse mejor para cubrir los costes del servicio y fomentar la 

clasificación de residuos. Costa Rica también debería incluir los principales flujos de residuos -como los 

orgánicos, los envases y los residuos de construcción y demolición- en los sistemas de REP y fijar 

objetivos obligatorios de recuperación. Se necesitan incentivos para el uso de materiales recuperados y 

reciclados como insumos en los procesos de producción para desarrollar un mercado nacional, así como 

una plataforma digital integrada y accesible al público que proporcione datos sobre la recogida y el 

tratamiento de residuos, así como las cantidades de materiales eliminados y viables para el reciclaje. 

Actualmente, el gobierno ha estado actualizando el Plan Nacional de Gestión de Residuos y desarrollando 

la Estrategia Nacional de Economía Circular, así como promoviendo los principios de la economía circular 

en los gobiernos locales y las empresas a través de directrices técnicas, normas organizativas y formación. 

En 2022, más de 40 municipios recibieron formación sobre cómo facilitar la transición a una economía 

circular para los gobiernos locales (OECD, 2023[105]). 

La economía circular es un paso fundamental hacia la consecución de los objetivos climáticos, ya 

que ofrece un enfoque sistémico para reducir las emisiones y aumentar la resistencia a los efectos 

del cambio climático. También promueve la creación de ciudades más habitables, la distribución del 

valor en toda la economía y estimula la innovación. La economía circular se basa en tres principios 

importantes: i) diseñar para eliminar los residuos y la contaminación, ii) mantener los productos y 

materiales en uso, y iii) regenerar los sistemas naturales (Ellen Macarthur Foundation, 2019[106]). Estos 

modelos brindan la oportunidad de restaurar y mantener la utilidad de los productos, componentes y 

materiales, preservando su valor a través de cambios en los modelos de producción, procesos y productos 

rediseñados, así como la creación de nuevos modelos de negocio y valor agregado. Los países de ALC 

pueden tomar varias medidas para apoyar la economía circular. Entre ellas la formalización de los 

recicladores, la aplicación de criterios de REP y la mejora de los sistemas de recolección, tratamiento y 

disposición final. La promoción de la reutilización debe ser central, ya que actualmente sólo se recicla en 

promedio el 4% de los residuos urbanos en ALC, lo que contrasta con la tasa de reciclaje de 

aproximadamente el 20% en los países desarrollados (UN ECLAC, 2021[97]). Al mismo tiempo, es 

fundamental que los países desarrollen estrategias nacionales u hojas de ruta que definan lineamientos y 

metas con visiones de corto, mediano y largo plazo. En ALC, ocho países ya han revisado sus hojas de 

ruta de economía circular, a saber, Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Uruguay y 

Perú (Samaniego et al., 2022[107]). 
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Recommendation 

• Avanzar en las hojas de ruta sectoriales. Lograr una economía circular requiere de una 

política de Estado de Responsabilidad Extendida del Productor (REP) y modificación de 

prácticas de consumo insostenibles. Los sectores productivos, el comercio y la sociedad en 

general deben asumir su papel en el uso eficiente de materiales y recursos a lo largo de todo 

su ciclo de vida, la minimización de residuos, el reciclaje y la reutilización como componente 

intrínseco a las reglas del mercado. 

Economía Sostenible para el Océano 

Océanos sanos y productivos ofrecen múltiples beneficios, como oportunidades económicas, 

seguridad alimentaria, ecosistemas costeros resilientes y adaptación al cambio climático. La 

economía azul -que engloba el uso sostenible de los recursos oceánicos para el crecimiento económico, 

la mejora de los medios de vida y el empleo y la salud de los ecosistemas oceánicos- abarca diversos 

sectores oceánicos, como las energías renovables, la pesca, el transporte marítimo, el clima, el turismo, 

la gestión del riesgo de catástrofes y la gestión de residuos y el tratamiento de aguas residuales (World 

Bank, 2023[108]). Dado el papel esencial del océano en el bienestar humano y las actividades económicas, 

la protección de los ecosistemas marinos y costeros es crucial para fomentar el crecimiento sostenible en 

ALC, protegiendo al mismo tiempo los ecosistemas marinos y costeros (OECD et al., 2022[6]). 

Una economía sostenible para el océano tiene el potencial de contribuir significativamente al 

desarrollo de la región de ALC. Se estima que solo los servicios oceánicos han contribuido con 25 000 

millones de USD al PIB total de ALC en 2018, y con 7 000 millones de USD al PIB del Caribe (OECD 

et al., 2022[6]); (World Bank, 2023[108]). Más de una cuarta parte de la población de ALC vive en zonas 

costeras, y casi toda la población del Caribe. Los sectores de la pesca y la acuicultura emplean a más de 

2,3 millones de personas en la región. Las zonas oceánicas de la región, especialmente en Chile, Ecuador 

y Perú, son conocidas por su productividad, ya que representan hasta el 20% de las capturas mundiales 

en algunas pesquerías y capturan carbono azul. Además, el Caribe Oriental y los archipiélagos de las 

Galápagos, conocidos por su biodiversidad marina, atraen un importante turismo internacional, que aporta 

hasta el 50% del PIB en algunos países del Caribe Oriental. La aplicación de políticas azules puede 

fomentar oportunidades económicas sostenibles en los sectores de la pesca y la acuicultura, el turismo 

sostenible y la generación de energías renovables. Tomar medidas hacia una pesca sostenible, incluida 

la protección de los ecosistemas marinos y fluviales, puede aumentar el empleo, mejorar la seguridad 

alimentaria y promover las exportaciones. 

La protección, conservación y restauración de los ecosistemas costeros, fluviales y marinos 

contribuye directamente a mitigar el cambio climático. La región de ALC es mundialmente reconocida 

por su biodiversidad marina única y por albergar la segunda barrera de coral más grande del mundo. Con 

47 de las 258 ecorregiones marinas, posee la mayor concentración de ecorregiones marinas del mundo 

(Tambutti and Gómez, 2020[109]). Los ecosistemas costeros de carbono azul, como las praderas marinas, 

las marismas y los manglares, captan y almacenan carbono para la atmósfera en el océano. Los 

manglares, en particular, pueden almacenar entre tres y cuatro veces más carbono que la mayoría de los 

bosques del planeta. Conservar y restaurar estos ecosistemas es esencial para maximizar su potencial 

de secuestro. 

A pesar de algunos avances, el ritmo de las medidas políticas no es suficiente para las presiones 

que sufren los océanos. El acuerdo internacional alcanzado en la COP15 del Convenio sobre la 

Diversidad Biológica (CDB) sobre el Marco Mundial para la Biodiversidad (MGB) de Kunming-Montreal 
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incluye objetivos para proteger los océanos y aumentar los incentivos positivos para la conservación y el 

uso sostenible de la biodiversidad, entre otros. Sin embargo, es necesario que estos compromisos se 

traduzcan en acciones, también en ALC. Las políticas que regulan las actividades perjudiciales, como la 

minería de aguas profundas y las perforaciones petrolíferas, y promueven el turismo sostenible podrían 

ayudar a salvaguardar los ecosistemas y las especies marinas. Los gobiernos tienen un papel clave que 

desempeñar en el establecimiento de una combinación de políticas eficaces y coherentes en la región de 

ALC para garantizar la conservación y el uso sostenible de los océanos, los mares y los recursos marinos 

(OECD, 2017[110]). 

Políticas como la planificación del espacio marino y las áreas marinas protegidas pueden ayudar 

a conciliar objetivos ecológicos, económicos y sociales. En 2021, más de 45 países estaban 

aplicando o aprobando planes de ordenación del espacio marino. Con respecto a las áreas marinas 

protegidas, los seis países que han liderado el aumento de áreas marinas protegidas en la región en los 

últimos años son Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Panamá, para ayudar a alcanzar el objetivo 

global del 30%. De los países de ALC, Chile ya ha cumplido el objetivo de áreas marinas protegidas del 

GBF para 2030, mientras que otros cuatro territorios (parte de Francia) también lo han alcanzado 

(Figura 4.3) (OECD, 2023[36]). 

Figura 4.3. Áreas Marinas Protegidas en la región de ALC 

Porcentaje de zonas económicas exclusivas 

 

Nota: 30% de la tierra y el mar del planeta mediante la creación de áreas protegidas y otras medidas de conservación basadas en zonas 

geográficas concretas. 

Fuente: (OECD, 2023[111]) 

Al mismo tiempo, los países de ALC deben mejorar la gobernanza y la planificación de los océanos 

para paliar el aumento de la contaminación marina y costera. La contaminación por plásticos en 
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particular es un problema crítico, especialmente en subregiones vulnerables como el Caribe, ya que puede 

ser una amenaza inminente para los hábitats y los procesos naturales, reduciendo la capacidad de los 

ecosistemas para adaptarse al cambio climático y afectando directamente a la salud ambiental. Los países 

de la región pueden desarrollar una gestión integrada de las zonas costeras (ICZM, por sus siglas en 

inglés) como una Un enfoque basado en los ecosistemas que tenga en cuenta las compensaciones y 

preste especial atención a la pesca y la acuicultura, el turismo sostenible, la generación de energías 

renovables, la gestión integrada de cuencas fluviales y lagos, y la protección de los ecosistemas marinos 

(OECD et al., 2022[6]).  

Los países de ALC deben elaborar planes para recuperar las poblaciones de peces, establecer 

marcos políticos regionales e internacionales, eliminar los subsidios que contribuyen a la 

sobrepesca y hacer frente a la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada (INDNR). Es 

importante mantener altos los niveles de las poblaciones de peces en buen estado de salud. Invertir en 

evaluaciones científicas de las poblaciones puede ayudar a los países de ALC a gestionar mejor las 

poblaciones de peces, para evitar que éstas caigan por debajo de los niveles de sostenibilidad. La acción 

colectiva contra la pesca INDNR a escala regional también puede reforzar el seguimiento, el control y la 

transparencia a lo largo de la cadena de valor de la pesca. Paralelamente, la acción contra la pesca 

INDNR a nivel nacional también requeriría una revisión de los presupuestos nacionales, para garantizar 

que los recursos se destinan a la gestión y las prácticas pesqueras sostenibles, al tiempo que se elimina 

el apoyo directo o indirecto a la pesca insostenible (OECD, 2022[112]). Además, el océano presenta 

opciones de energías renovables como la eólica marina, la undimotriz y la mareomotriz, y la utilización de 

gradientes de temperatura y salinidad para la producción de energía (OECD et al., 2022[6]). 

Figura 4.4. Situación con respecto a las normas de sostenibilidad biológica de las poblaciones de 
peces evaluadas (y número total de poblaciones evaluadas) por país de ALC, 2021   

 

Nota: El número que aparece junto al país indica el número de poblaciones evaluadas por país. 

Fuente: (OECD, 2022[112]), OECD Review of Fisheries 2022, OECD Publishing, Paris. 
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La incorporación del carbono azul a las estrategias de mitigación del cambio climático es crucial 

para los países de ALC. El calentamiento de los océanos, la acidificación, la contaminación por plásticos 

y la sobrepesca suponen amenazas significativas para la economía azul y la sostenibilidad de los océanos 

(World Bank, 2023[108]). El calentamiento y la acidificación de los océanos dañan los ecosistemas marinos 

y comprenden la capacidad del océano para proporcionar alimentos, medios de subsistencia y una vida 

costera segura. Los efectos del cambio climático incluyen el aumento de la erosión costera, la 

decoloración de los corales y las inundaciones de los ecosistemas. Un enfoque basado en el carbono azul 

puede ayudar a los países a cumplir sus NDC incorporando soluciones de carbono azul. 

La sostenibilidad de los océanos también debería incluirse como objetivo en los instrumentos 

basados en el mercado en la región de ALC. El número de países con instrumentos económicos 

(basados en el mercado) dirigidos a la sostenibilidad de los océanos en los países de ALC ha aumentado 

con el tiempo. Para 2022, Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, México, Panamá y Perú habían 

introducido instrumentos relacionados con los océanos, frente a los cuatro países que lo habían hecho en 

19943 (Figura 4.5) (OECD, 2023[113]). Estos países han introducido impuestos relacionados con los 

océanos (como impuestos sobre la pesca, el transporte marítimo o la contaminación marina), excepto 

Argentina, México y Perú. Aunque la mayoría de los instrumentos relacionados con los océanos son 

impuestos, la proporción de sistemas de permisos negociables es mayor en el ámbito de los océanos 

(más que en cualquier otro ámbito medioambiental). Los sistemas de permisos negociables relacionados 

con los océanos incluyen, por ejemplo, cuotas de pesca individuales (Argentina, Chile, Ecuador y Perú) y 

derechos de uso territorial (Chile y México) (OECD, 2023[113]). 

Figura 4.5. Instrumentos de política relacionados con los océanos sostenibles en América Latina y 
el Caribe  

Datos de 2021 

 

Nota: Los países con cero instrumentos políticos relacionados con los océanos disponen de otros instrumentos políticos en su caja de 

herramientas. 

Fuente: (OECD, 2023[113]) 

Además, los impuestos relacionados con la sostenibilidad de los océanos recaudaron 

USD 1.100 millones en 2021, un nivel que disminuyó en la última década (a pesar del creciente número 

de impuestos de este tipo aplicados). La proporción de los ingresos fiscales relacionados con los océanos 
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en el total de los ingresos fiscales relacionados con el medio ambiente (ERTR, por sus siglas en inglés) 

también ha disminuido hasta el 1,5 %, la mitad de su valor una década antes, y en torno al 0,01 % del PIB 

de media (Figura 4.6). 

Figura 4.6. Ingresos fiscales relacionados con el océano 

Datos de 2021 

 

Nota: Ingresos procedentes de impuestos dirigidos a la sostenibilidad de los océanos. Los impuestos relacionados con la sostenibilidad de los 

océanos incluyen los impuestos sobre los productos energéticos para el transporte marítimo, el uso o la propiedad de buques de transporte 

marítimo, los impuestos sobre la extracción de recursos de los océanos, las licencias de pesca, los ingresos procedentes de la subasta de 

cuotas individuales transferibles para la pesca, los impuestos dirigidos a contener la contaminación de los océanos, etc. El total de ingresos 

fiscales relacionados con el medio ambiente corresponde a los ingresos recaudados por todas las bases impositivas para el medio ambiente 

total. 

Fuente: (OECD, 2023[113]) 

Recomendación 

• Implementar políticas que promuevan la planificación espacial marina y la ampliación de 

las áreas marinas protegidas. Estas medidas pueden ayudar a conciliar los objetivos 

ecológicos, económicos y sociales. Alcanzar el objetivo de áreas marinas protegidas para 2030 

del Marco Mundial de Biodiversidad. 

• Promover la pesca sostenible. Introducir o mejorar aún más la gestión y las prácticas 

pesqueras sostenibles para combatir las actividades pesqueras ilegales. Incluir la sostenibilidad 

de los océanos como un objetivo en los instrumentos basados en el mercado. 

Igualdad de género y cambio climático 

La igualdad de género y la inclusión social son factores importantes a considerar al abordar el 

cambio climático. Las mujeres y los hombres se enfrentan a impactos diferenciados de la degradación 

medioambiental, los riesgos climáticos y las políticas medioambientales, debido a las desigualdades 

existentes, las características socioeconómicas, así como las barreras culturales y de otro tipo. En las 

economías emergentes, las mujeres son a menudo las responsables de la producción de alimentos y la 
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recogida de agua, mientras que también tienen que gestionar el uso de la energía a nivel doméstico. En 

todo el mundo, la creciente incidencia e intensidad de peligros naturales como sequías, corrimientos de 

tierras, inundaciones y huracanes tienden a afectar más a las mujeres debido a su mayor vulnerabilidad 

económica. Los roles tradicionales de género dictan que las mujeres se conviertan en las principales 

cuidadoras de los afectados por las catástrofes, como niños, ancianos y otras personas necesitadas. Al 

mismo tiempo, el empoderamiento de la mujer podría ayudar a tener efectos positivos sobre el medio 

ambiente y el cambio climático, ya que a menudo las mujeres tienen preferencias y comportamientos más 

"verdes". Género y medio ambiente nexo puede ayudar a los responsables políticos a desarrollar un marco 

político integrado en el que tanto la sostenibilidad medioambiental como la igualdad de género pasen a 

un primer plano (OECD, 2021[114]). 

Aunque las agendas de igualdad de género y sostenibilidad ambiental han progresado en los 

últimos años, en gran medida se ha hecho en silos. A pesar de la integración de la perspectiva de 

género en los marcos y compromisos ambientales internacionales, como la Plataforma de Acción de Pekín 

de 1992, el Acuerdo de París de 2015 y el Plan de Acción de Género de la CMNUCC, aún queda mucho 

camino por recorrer antes de que el nexo entre género y medio ambiente esté suficientemente cubierto 

en los marcos de política nacionales (OECD, 2021[114]). 

Se prevé que la adaptación al clima afecte a los más vulnerables, como los que viven en zonas 

afectadas por fenómenos meteorológicos extremos, el cambio climático (zonas rurales y costeras) o la 

pérdida de biodiversidad y la destrucción de ecosistemas (países insulares); las comunidades indígenas; 

la población muy empobrecida; los niños y los ancianos (Roy et al., 2022[115]). En la región de ALC, las 

tasas de pobreza suelen ser más altas para los grupos indígenas, los niños y las mujeres, en comparación 

con el resto de la población, los adultos o los hombres, respectivamente (Reyer et al., 2015[116]). Al mismo 

tiempo, el cambio climático puede profundizar las desigualdades existentes en la región, incluidas las 

basadas en el género, debido a sus impactos sociales y económicos. 

El análisis del PNUD sobre la inclusión de acciones y objetivos de igualdad de género en las NDCs 

muestra que, en la región de ALC, sólo nueve de las NDCs presentadas inicialmente (primera 

generación) incluían una perspectiva de género. Sin embargo, el número aumentó a 22 en la segunda 

generación. A pesar de la creciente presencia de referencias a la igualdad de género en las NDC de los 

países de ALC, y del reconocimiento del papel de la mujer en diferentes sectores medioambientales, como 

la energía, la agricultura y la gestión de residuos, aún persisten algunas lagunas, lo que deja claro que es 

necesario seguir trabajando para aplicar políticas y garantizar la introducción de un enfoque integrado en 

la formulación de políticas. Estas lagunas, en la región de ALC, consisten principalmente en incluir y 

garantizar la financiación para la integración de la perspectiva de género en las políticas 

medioambientales, recopilar información y datos, y aplicar la Medición, Notificación y Verificación MRV de 

las acciones contra el cambio climático (Tabla 4.2). 

La reciente crisis sanitaria COVID-19 ofreció a los gobiernos de todo el mundo la oportunidad 

de introducir medidas de recuperación que apoyen tanto la sostenibilidad ambiental como la 

inclusión social, con especial atención a la igualdad de género. Sin embargo, un análisis reciente 

muestra que no se promovió suficientemente una recuperación ecológica ni sensible a las cuestiones 

de género, mientras que el nexo entre género y medio ambiente estuvo casi ausente en las medidas 

introducidas. En la región de ALC en concreto, de las 2 025 medidas de política de recuperación 

evaluadas, sólo 7 medidas de países se consideraron incluidas en el nexo entre género y medio 

ambiente, es decir, que eran tanto ecológicas como sensibles al género. La mayoría de estas medidas 

se centran especialmente en apoyar la capacitación económica de las mujeres en sectores 

económicos relacionados con el medio ambiente, como la agricultura, el agua, la energía o el turismo. 

El apoyo suele prestarse a través de pequeñas subvenciones o créditos (UNDP; UN Women; OECD, 

n.d.[117]). 
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Tabla 4.2. Inclusión de la igualdad de género en diferentes áreas políticas de las NDCs 

Datos disponibles para las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional presentadas por los países de ALC 

Países 

ALC 

Visión Política Governanza Construcción de 

capacidades 

Instrumentos 

de 

Planificación 

Finanzas Información 

y datos 

MRV Acciones y 

medidas e 

indicadores 

Reconocimiento 

y capaciación de 

mujeres 

Antigua 

and 

Barbuda 

          

Argentina                     

Bahamas                     

Belize                     

Bolivia                     

Chile                     

Colombia                     

Costa Rica x                   

Dominica                     

Dominican 

Republic 

                    

Ecuador                     

El 

Salvador 

                    

Grenada                     

Guatemala                     

Haiti                     

Honduras                     

Mexico                     

Panama                     

Paraguay                     

Peru   x      x         x 

Suriname                     

Uruguay                     

Nota: Presentación de los datos por los autores. El gris claro (con x) indica la inclusión en los NDCs de 1ª generación. El gris oscuro indica 

inclusión en los NDCs de 2ª generación. El negro indica inclusión en ambos NDCs. El blanco indica la no inclusión en los NDCs. 

Fuente: (UNDP, n.d.[118]) 

Los países de ALC deben dar prioridad a la participación de las mujeres en la formulación de 

políticas y la toma de decisiones en materia medioambiental, a la integración de la perspectiva 

de género en las políticas sobre cambio climático y a la aplicación de medidas que tengan en 

cuenta las cuestiones de género y aborden las desigualdades de género a escala local, 

especialmente en las regiones afectadas por el cambio climático. Incluir a las mujeres en las 

diferentes fases de la toma de decisiones, tanto en el sector público como en el privado, puede 

ayudar a mejorar la acción medioambiental, así como a garantizar un nivel de sensibilidad de género 

en las decisiones tomadas (Strumskyte, Ramos Magaña and Bendig, 2022[119]). Además, teniendo en 

cuenta la mayor carga de trabajo de cuidados no remunerado que soportan las mujeres, así como 

su fuerte presencia en el empleo informal en los países de ALC (OECD/ILO, 2019[95]), y el cambio 

hacia una economía verde, el papel de las mujeres en sectores como la agricultura, el turismo y las 

energías renovables debe tenerse en cuenta a la hora de desarrollar políticas sectoriales. Apoyar estos 

esfuerzos con un conjunto de indicadores de género y medio ambiente y la recopilación de datos 

sensibles al género, podría permitir el desarrollo, la aplicación y el seguimiento de políticas 

medioambientales imparciales, que tengan en cuenta las necesidades diferenciadas de mujeres y 

hombres. 
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México reconoce el impacto diferenciado del cambio climático en mujeres y hombres, a 

menudo vinculado a criterios sociales y vulnerabilidades. En la NDC del país se hace una mención 

especial a las acciones transversales sensibles y transformadoras de género, sin embargo los 

resultados concretos son necesaria a nivel local. La política de adaptación al cambio climático de 

México incluye un enfoque de cuatro pasos para incluir la igualdad de género: (i) proporcionar análisis 

de género y análisis sobre la vulnerabilidad, para reconocer las especificidades y el acceso 

diferenciado que tienen las mujeres y los hombres a los recursos naturales; (ii) identificar las brechas 

de género y la falta de información sectorial a nivel local; (iii) aplicar medidas, teniendo en cuenta las 

experiencias de las mujeres locales en la comunidad, sus conocimientos tradicionales y su 

compromiso con las medidas introducidas para garantizar la apropiación; y (iv) garantizar 

mecanismos de seguimiento y evaluación, mediante la introducción de indicadores sensibles al 

género, para medir los efectos sensibles al género de las medidas políticas introducidas. Los 

proyectos introducidos en el estado de Oaxaca, por ejemplo, se desarrollaron con un enfoque 

ascendente, con la plena participación de las partes interesadas. Las mujeres locales destacaron la 

falta de espacios para refugios temporales tras fenómenos climáticos graves, así como la falta de 

una planificación que tenga en cuenta las necesidades diferenciadas de los distintos grupos. La 

seguridad de los recursos financieros también se destaca como un parámetro importante a la hora 

de introducir y aplicar acciones que tengan en cuenta las cuestiones de género (OECD, 2023[120]). 

El Plan Nacional de Adaptación de Costa Rica 2022-2026 aplica de manera horizontal una 

perspectiva de género, enfocándose en la participación e inclusión de mujeres y grupos vulnerables 

en iniciativas como gestión del conocimiento, resiliencia de los sistemas humanos y planificación, 

gestión de la biodiversidad y ecosistemas, infraestructura resiliente, productiva y ecológica. -sistemas 

competitivos e inversiones y finanzas verdes. El proyecto “Adaptándonos al Cambio Climático”, 

apoyado financieramente por el Fondo de Adaptación de las Naciones Unidas, tiene como objetivo 

reducir la vulnerabilidad de las comunidades al cambio climático y mejorar la resiliencia en sectores 

críticos como la agricultura, la gestión de los recursos hídricos y las zonas costeras. Promueve el 

desarrollo de capacidades para las mujeres que trabajan en la agricultura, a nivel local. Más de 

5 000 mujeres se han beneficiado directamente y más de 68 000 indirectamente. Unas 590 mujeres 

han recibido formación; y se han desembolsado USD 500 000 como crédito para mujeres. El 

proyecto desarrolla habilidades y propone financiamiento favorable con f lexibilidad sobre garantías. 

El proyecto “Más Mujeres Más Natura”, apoyado por el PNUD, se centra en la igualdad de género y 

el empoderamiento de las mujeres en la gestión y preservación de la biodiversidad. tiene como 

objetivo mejorar la autonomía económica de las mujeres y crear empleos que contribuyan a proteger 

el capital natural de Costa Rica. Se proporcionan alrededor de USD 1,4 millones a mujeres para 

actividades empresariales relacionadas con las NbS. Aún quedan algunos desafíos que Costa Rica 

está examinando: acceso a financiamiento para mujeres y organizaciones dirigidas por mujeres, 

desarrollo de capacidades y transferencia de conocimientos; cuantificar el impacto y los beneficios 

del proyecto para las mujeres; aumentar la participación de las mujeres en la toma de decisiones; 

avanzar con indicadores sensibles al género; y construir alianzas y asociaciones entre diferentes 

partes interesadas para cerrar la brecha de género (OECD, 2023[120]). 

La República Dominicana incluye un Panel intergubernamental de Género y Cambio Climático 

en su NDC. El Panel dará prioridad a la mejora de los conocimientos sobre las interrelaciones entre 

el medio ambiente y la igualdad de género, el aumento de la participación de las mujeres en los 

mecanismos de toma de decisiones para la adaptación y la mitigación, y la gestión de riesgos. El 

Panel también prestará apoyo en la aplicación de las medidas identificadas en un Plan de Acción 

Nacional sobre Género y Cambio Climático, y abordará retos clave como el acceso a la financiación 

y la participación de las partes interesadas en el avance de las acciones establecidas (OECD, 

2023[120]). 
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Recomendación 

• Buscar el crecimiento verde a través de la igualdad de género. Reconocer el impacto 

diferenciado del cambio climático en mujeres y hombres y adoptar un marco político integrado 

para alcanzar la igualdad de género y empoderar a las mujeres puede contribuir a lograr una 

transición económica justa y verde. La igualdad de género y el empoderamiento económico de 

las mujeres se pueden lograr mediante políticas, instrumentos y medidas climáticas sensibles 

al género, así como con información ambiental desglosada por género. 

Educación ambiental para la acción por el clima 

La educación medioambiental desempeña un papel crucial en la promoción de la acción por 

el clima. El artículo 4 de la CMNUCC llama a las partes a promover y cooperar en la educación, la 

formación y la sensibilización del público en relación con el cambio climático. También resalta la 

importancia de fomentar una amplia participación en este proceso, incluidas las organizaciones no 

gubernamentales (UN, 1992[121]). Al proporcionar a las personas una comprensión global de la crisis 

climática y dotarlas de conocimientos, habilidades y valores, permite a los individuos convertirse en 

agentes del cambio, moldeando actitudes y comportamientos que conducen a la acción tanto 

individual como colectiva (OECD, 2021[122]). Además, la educación ambiental fomenta la concienciación 

y la comprensión del medio ambiente y sus recursos naturales. Las escuelas pueden servir de espacios 

para crear y aplicar soluciones ambientales, fomentando estilos de vida más sostenibles y reforzando la 

resistencia al cambio climático. A través de la educación, los niños pueden contribuir activamente a todos 

los aspectos de la formulación de políticas, la mitigación y la adaptación al cambio climático (Ogando, 

2022[123]). 

Ampliar la educación ambiental en ALC sigue siendo un reto importante. Los estudios 

ambientales son complejos y difíciles de enseñar y comprender, lo que exige recursos y apoyo de 

los organismos institucionales para abordarlos. La falta de acceso a oportunidades de formación, a 

la infraestructura necesaria, a los recursos y a los materiales de referencia suponen barreras a la 

expansión de la educación ambiental en la región. Es crucial invertir en programas de educación 

ambiental, formación y recursos adaptables para profesores y formadores que proporcionen 

materiales de referencia sobre la integración de temas y conceptos ambientales en los sistemas 

educativos formales y no formales. Hasta 2023, 26 países de ALC han incluido un enfoque ambiental 

en algún nivel de sus planes de estudio de primaria (UNEP, 2023[124]). Por otra parte, la implementación 

de programas de educación ambiental en zonas rurales representa un desafío que puede ser 

abordado a través de alianzas y asociaciones con organizaciones de asistencia. 

La pedagogía, las adquisiciones y las asociaciones son tres ámbitos de actuación 

fundamentales para apoyar la mitigación del cambio climático y la adaptación al mismo en 

todos los niveles educativos. La pedagogía parte de la base de que un mayor conocimiento científico 

y técnico aumenta la concienciación y la preocupación por el medio ambiente, lo que conduce a una 

mejora de los comportamientos medioambientales. La contratación pública permite a los centros 

educativos reforzar su capacidad de recuperación y reducir los riesgos de seguridad mediante la selección 

de bienes, servicios y obras con un impacto ambiental reducido. Esto puede lograrse diseñando 

instalaciones eficientes desde el punto de vista energético e hídrico, abordando el problema de los 

residuos alimentarios, promoviendo el transporte escolar limpio y el transporte público ecológico, 

incorporando el uso de la bicicleta en la planificación urbana y adquiriendo equipos eficientes desde el 

punto de vista energético, como el alumbrado y las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), 
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al tiempo que se limitan los residuos electrónicos. Por último, la educación puede potenciar las sinergias 

entre las instituciones educativas, la administración pública, las empresas y la sociedad civil, reforzando 

las prácticas de aprendizaje, las políticas de adquisición y fortaleciendo los lazos sociales dentro de las 

comunidades, todo ello en beneficio del medio ambiente (OECD, 2021[122]). 

Los encargados de formular políticas públicas deben tener el objetivo de crear una mano de 

obra flexible, adaptable y resiliente que sea sensible a los cambios en la economía debidos a 

nuevas normas y reglamentos ambientales. Es necesario desarrollar políticas que garanticen la 

capacidad de respuesta de los sistemas de formación a la evolución de la demanda de cualificaciones. 

Evaluar la información sobre la oferta y la demanda de competencias es esencial para alinear las 

cualificaciones y los programas, prevenir los vacíos y la escasez de competencias y ayudar a las personas 

a adaptarse a los cambios creados por la economía verde. Para lograrlo se necesitan sistemas de 

formación inclusivos que también aborden las diferencias de género (OECD, 2021[122]). La investigación 

también ha demostrado que el apoyo a las políticas climáticas se ve influido por tres factores importantes: 

i) la eficacia percibida de las políticas en la reducción de emisiones, ii) sus impactos distributivos percibidos 

en los hogares de menores ingresos (preocupaciones por la desigualdad), y iii) las propias ganancias y 

pérdidas de los hogares de los individuos. La educación desempeña un papel importante a la hora de 

configurar las opiniones políticas y el razonamiento y las creencias generales sobre las políticas climáticas 

(Dechezleprêtre et al., 2022[125]). Al mismo tiempo, en la región deberían desarrollarse políticas destinadas 

a promover la creación de empleo en nuevas tecnologías verdes mediante una combinación de incentivos 

a la innovación y el empleo, el desarrollo de capacidades y los empleos en servicios. Los países deben 

promover inversiones públicas y privadas adicionales que contribuyan a aumentar el valor añadido 

necesario de los sectores verdes para impulsar la creación de empleos formales, así como desarrollar 

políticas destinadas a establecer una perspectiva medioambiental en sus sistemas educativos y de 

formación profesional. 

Recomendación 

• Promover una educación equitativa y verde. Establecer una estrategia activa de educación 

ambiental, formal e informal, para inducir un cambio de comportamiento en la sociedad, 

creando conciencia, sensibilidad y responsabilidad hacia la sostenibilidad ambiental y el cambio 

climático. Los sistemas educativos, desde la primera infancia, deben garantizar que las 

generaciones futuras abandonen los comportamientos y preferencias individuales de los 

actuales métodos insostenibles de producción y consumo. El conocimiento ambiental y las 

habilidades verdes deberían ser parte de los planes de estudio en todos los componentes de 

los sistemas educativos. 
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Notas

 
1 Los países cubiertos en este reporte fueron: Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, 

Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, República Dominicana, Ecuador, El 

Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Montserrat, Nicaragua, 

Panamá, Paraguay, Perú, San Cristóbal y Nieves, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Surinam, 

Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela (OECD, 2022[62]). 

2 Según el Comité Permanente de Finanzas de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 

Cambio Climático (CMNUCC), la financiación climática “tiene como objetivo reducir las emisiones y 

mejorar los sumideros de gases de efecto invernadero y tiene como objetivo reducir la vulnerabilidad de 

los sistemas humanos y ecológicos, así como mantener y aumentar su resiliencia”. a los impactos 

negativos del cambio climático”. La OCDE proporciona análisis y rastrea el progreso en el objetivo 

colectivo de los países desarrollados de movilizar USD 100 mil millones por año para la acción climática 

en los países en desarrollo, como se presentó en la COP15 y se reiteró y amplió en la COP21. 

3 Chile, Costa Rica, México y Panamá. 
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Annex A. Adaptación al clima en los marcos de 

política pública de los países de ALC 

Tabla A A.1. Adaptación al clima en los marcos de política pública nacionales de los países de ALC 

País Plan 

Nacional 

de 

Adaptación 

PNAs 

sectoriales y 

otros resultados 

Adaptación con las NDCs Legislación y políticas 

nacionales de adaptación 

(general 

País 

Antigua and 

Barbuda 

No No Yes (conditional targets on 

buildings, renewable energy, 
water, gender, finance,) 

Antigua & Barbuda’s 2015-

2020 National Action Plan: 
Combatting Desertification, 

Land Degradation & 

Drought 

 

Argentina No No Yes (as reflected in Adaptation 

Communication of Argentina) 

Law 27520/2019 on 

Minimum Budgets for 
Adaptation and Mitigation to 

Global Climate Change 

National Action Plan for 

Energy and Climate Change 
2017; National Plan for the 

Restoration of Native 
Forests (PNRBN) 2018 

Bahamas No No Yes (target on reducing 

vulnerability, with components 
on preparedness, funding, 
food and water security, 

ecosystems' management, 
energy, education, information 

and monitoring) 

2005 National Policy for the 

Adaptation to Climate 
Change 

Climate Change and Carbon 

Market Initiatives Act 2022 

Barbados No No Yes (though no explicit targets) Proclamation of the  

Planning and Development 
Act (2021); 2021 Physical 
Development Plan (PDP) 

Barbados Comprehensive 

Disaster Management 
(CDM) Country Work 

Programme (CWP) 2019-

2023; other policies on 
tourism, coastal zone 

management, storm water 

management, other sectoral 
plans (agriculture, fisheries, 

water and health) 

Belize No No Yes (with sectoral targets on 

coastal zone and marine 
resources, agriculture, 

fisheries and aquaculture, 

human health, tourism, forestry 
and biodiversity, land use, 

human settlements and 

infrastructure, water 
resources) 

2014 National Climate 

Change Policy, Strategy and 
Action Plan (with focus on 
priority sectors including 

agriculture, tourism, energy, 
forestry and fisheries) 

 

Bolivia No No Yes (targets for water, forestry 

and agriculture) 

The Mother Earth Law and 

Integral Development to 

Live Well (Law No 
300/2012); Economic and 
Social Development Plan - 

PDES 2021-2025 

2016 Supreme Decree No. 

2.914 on Deforestation 

monitoring and control 

Brazil 12-May-16 Yes Yes (reference to country's 

NAP) 
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Chile 07-Sep-17 Yes (Agriculture, 

Biodiversity, 
Fisheries and 
Aquaculture) 

Yes (special attention to water) National Climate Change 

Strategy 2006; Framework 
Law on Climate Change 

21455/2022 

National Policy of Land 

Management (PNOT) 2021 

Colombia 27-Feb-18 No Yes National Climate Change 

Decree (SISCLIMA); Law no 
1931/2018 establishing 

guidelines for the 
management of climate 

change 

Resolution no. 126/2022 

adopting Policy Guidelines 
for Sustainable Cattle 

Farming 2022-2050 

Costa Rica 05-May-22 No reference to co-benefits and 

NAP 

National Adaptation Policy 

2018-2030 (Decree 41091-
MINAE); National Plan of 

adaptation to Climate 

Change 2022-2026 

Decree No. 41127/2018 

creating the National 
Measuring System for 

Climate Change 

Cuba No No Yes State Plan for confronting 

climate change (Tarea Vida) 
2017 

 

Dominica No No Yes (ecosystems, coastal and 

marine resources, health, 
agriculture) 

Climate Resilience Act 

2018; National Resilience 
Development Strategy 

2018-2030; Climate 

Resilience and Recovery 
Plan 2020-2030 

National Forest Policy 2022 

Dominican 

Republic 

No No Yes Law 1-12: National 

Development Strategy 2030 

National Adaptation 

Strategy for the Agricultural 
Sector 2014-2020; Climate 
Change and Gender Action 

Plan (PAGCC-RD) 2018; 

Ecuador No No Yes (energy, agriculture, 

forestry, water, ecosystems, 
risk management) 

Executive Decree 

1815/2009; Executive 
Decree 495/2010 on 

Interinstitutional Committee 
on Climate Change; 

National Climate Change 

Strategy 2012-2025; 
National Climate Change 
Mitigation Plan (Planmicc) 

National Forestry 

Restoration Program 

El Salvador No No Yes (agriculture, ecosystems, 

cities, electricity, infrastructure, 
water resources, waste 
management, health, 

transport) 

National Plan for Climate 

Change 

Action Plan for the 

restoration of ecosystems 
and landscapes in El 

Salvador with an adaptation-

based mitigation approach: 
2018-2022 project; 

Environmental strategy for 

adaptation and mitigation to 
climate change in the 

agricultural, forestry and 

aquaculture sectors 2018; 
National plan for integrated 

management of water 

resources 2018 

Grenada 06-Nov-19 Yes (National 

Climate Change 
Policy) 

only reference to co-benefits 

and NAP 

National Climate Change 

Policy; National Sustainable 
Development Plan 2020-

2035 

 

Guatemala 02-Aug-19 No Yes (agriculture, marine 

coastal zones, forestry and 

ecosystems, water resources, 
health, infrastructure) 

Framework law to regulate 

reduction of vulnerability, 

mandatory adaptation to the 
effects of climate change, 

and the mitigation of 

greenhouse gas effects 
(Decree of the Congress 7-

National Plan for Innovation 

and Development 2020-

2024 (PLANID) 
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2013) 

Guyana No No Yes (agriculture, water) 
  

Haiti No No Yes (agriculture, fishing, water 

resources, road infrastructure, 
coastal zones, health and 

habitat) 

  

Honduras No No Yes (water resources, 

ecosystems, agriculture, 
infrastructure) 

Decree no.297/2013 (Law 

on Climate Change); 
National Plan for Adaptation 

to Climate Change 2018-
2030 

 

Jamaica No No Yes (co-benefits) 
  

Mexico No No Yes (agriculture) General Law on Climate 

Change 2012; Law of 

General Ecological Balance 
and Protection of the 

Environment; 

General Law for Sustainable 

Forest Development 2018; 

Nicaragua No No Yes Presidential Decree 7/2019 

establishing the national 
policy of climate change 
mitigation and adaptation 

and creating the national 
response system to climate 

change 

 

Panama No No Yes National Strategy for 

Climate Change 2050 
(Executive Decree 34/2019) 

National plan on climate 

change for agriculture 
(PNCCSA) 2018 

Paraguay 03-May-20 No Yes National Law on Climate 

Change no. 5875/2017 

National Forest Strategy for 

Sustainable Growth 
(ENBCS) 2019 

Peru 22-Jul-21 No Yes Framework Law no 

30754/2018 on Climate 

Change; Supreme Decree 
003-2022-MINAM declaring 
the climate emergency of 

national interest 

Mechanisms of 

Compensation for Services 

to Ecosystems (Law No. 
30215/2014); National 

Strategy for the Restoration 

of Ecosystems and 
Degraded Forest Lands 

(ProRest 2021-2030) 

Saint Kitts 

and Nevis 

No No Yes National Climate Change 

Adaptation Strategy 2018 

Food and Nutrition Security 

Policy and Plan of Action 
2019 

Saint Lucia 21-Sep-18 Yes (Agriculture, 

Fisheries, Water, 
Communication 

Strategy, 

Monitoring and 
Evaluation 
Strategy) 

Yes (link to NAP) National Environment Policy 

(NEP) and National 
Environmental Management 

Strategy (2004; Revised 

2014) 

 

Saint 

Vincent and 
the 

Grenadines 

14-Nov-19 No Yes (coastal zones, water 

resources, health, agriculture) 

  

Suriname 02-Jun-20 No Yes (agriculture) Policy Development Plan 

2017-2021; Multi-Annual 
Development Plan 2022-

2026 

Suriname National REDD+ 

Strategy 

Trinidad 

and Tobago 

No No Yes (co-benefits) 
  

Uruguay 03-Dec-19 Yes (Agriculture, 

Cities, Coastal) 
Yes National Policy for Climate 

Change 2017; National 

Action Strategy for Climate 
Empowerment 2022; 

National Adaptation Plan to 

Climate Variability and 

Change for Cities and 
Infrastructures 2018; Law 
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No. 19.772/2019 on Land-

use Planning and 
Sustainable Development of 

the Coastal Area of the 

Atlantic Ocean and the Rio 
de la Plata; National 

Adaptation Plan to Climate 

Variability and Change for 
the Agriculture Sector 2019; 

Gender and Climate 

Change Action Plan 2021; 
National Waste 

Management Plan 2021 

Venezuela No No Yes (agriculture, water 

resources, mining, health, risk 
reduction, ecosystems) 

  

Nota: El cuadro no es exhaustivo. Pueden existir otras legislaciones o planes. Los autores examinaron los principales textos legislativos 

disponibles.  
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Annex B. NDCs and LTS en ALC 

Tabla A B.1. Panorama general de las NDCs y las LTS en la región de ALC 

      Fundamentales Alcance y cobertura Consideración 

de Eliminación 

de carbono 

País NDC LTS Objetivos 

relevantes 
Condicionalidad Cubre 

todos 
los 

sectores 

Cobretura 

de gases 

Cobertura de 

todas las 
categorías del 

IPCC (inventario 
de balances 

metodológicos)  

¿Incluye 

tecnologías de 
captura y 

almacenamiento 
de cabrono? 

Fecha 

de 
envío 

Antigua and 

Barbuda 

Sep-21 No Net zero by 

2040 

Conditional Yes GHG 
 

No 

·86% renewable 

energy 

generation from 
local resources 
in the electricity 

sector by 2030 

(CO2, CH4, 

N2O) 

·100% all new 

vehicle sales to 
be electric 

vehicles by 
2030 

 

Argentina Nov-21 Yes 

 

06/11/2022 

Climate 

neutrality by 

2050 

Absolut 

unconditional 

target 

Yes GHG Yes No 

-349 MtCO2e by 

2030 

(CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs, 

PFCs) 

Bahamas Nov-22 No -30% GHGBAU 

by 2030 
Conditional Yes GHG 

 
No 

(CO2, CH4, 

N2O) 

Barbados Jul-21 No Carbon 

neutrality by 
2030 

 
Yes 

  
No 

-35%GHGBAU by 

2030 

(unconditional) 

Unconditional 

-70% GHGBAU 

by 2030 

(conditional) 

Conditional 

Belize Sep-21 Yes 

 

03/05/2023 

Promise of net 

zero by 2050 

Unconditional Yes GHG 
 

No 

Sectoral targets (CO2, CH4, 

N2O) 

Bolivia Apr-22 No Sectoral targets 

non GHG 
targets 

Conditional and 

unconditional 

Yes GHG + 

Black 
Carbon 

 
No 

(CO2, CH4, 
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N2O, 

HFCs, 
PFCs, SF6, 

NF3) 

Brazil Apr-22 No Climate 

neutrality by 
2050 

Relative 

unconditional 
target 

Yes GHG Yes No 

-50% GHG2005 

by 2030 

(CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs, SF6) 

Chile Apr-20 Yes 

 

03/11/2021 

Climate 

neutrality by 
2050 

Absolut 

unconditional 
target 

Yes GHG + 

Black 
Carbon 

Yes No 

95 MtCO2e by 

2030 

(CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs, SF6, 

NF3) 

Costa Rica Dec-20 Yes 

 

12/12/2019 

Climate 

neutrality by 
2050 

Absolut 

unconditional 
target 

Yes GHG + BC 

+Criteria 
gases 

Yes No 

9.11 MtCO2e by 

2030 

(CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs, 

SF6), CO, 

NOx, 
NMVOC, 
SO2 and 

black 
carbon 

Colombia Dec-20 Yes 

 

12/11/2021 

Climate 

neutrality by 
2050 

Absolut 

unconditional 
target 

Yes GHG + 

Black 
Carbon 

Yes No 

169.44 MtCO2e 

by 2030 

(CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs, SF6) 

-51% GHGBAU 

by 2030 

-40% BC2014 by 

2030 

 

Cuba Dec-20 No Sectoral targets 

non GHG 
targets 

Conditional No (CO2, CH4, 

N2O) 

No No 

Dominica July – 

2022 
No -45% GHG2014 

by 2030 
Conditional Yes (CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
NMVOC, 

SO2) 

Yes No 

Dominican 

Republic 

Dec-20 No Carbon 

neutrality by 
2050 

 
Yes GHG + 

Black 
Carbon 

Yes No 

-27% GHGBAU 

by 2030 
Conditional (CO2, CH4, 

N2O) 

-7% GHGBAU by 

2030 

Unconditional 

-6% BCBAU by 

2030 

  

Ecuador Mar-19 No -9% GHGBAU by 

2025 

Unconditional Yes GHG + BC 

+Criteria 
gases 

Yes No 
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-21% GHGBAU 

by 2025 

Conditional (CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs, 
PFCs, 

SF6), CO, 
NOx, 

NMVOC, 

SO2 and 
black 

carbon 

El Salvador Dec-21 No AFOLU climate 

neutrality by 
2050 

n/d Yes GHG Yes No 

(CO2, CH4, 

N2O) 

Grenada Nov-20 No CO2 neutrality 

only by 2050 
Conditional Yes GHG Yes No 

-40 GHG2010 by 

2030 

(CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs, 

PFCs, SF6) 

Guatemala May-22 No -22.6% GHGBAU 

by 2030 

Conditional Yes GHG Yes No 

-11.2% GHGIBAU 

by 2030 
Unconditional (CO2, CH4, 

N2O) 

Guyana May-16 No Already CO2 

neutral 

Conditional No CO2 
 

No 

Sectoral targets Unconditional 

Haiti Jun-22 No -31.8% GHGBAU 

by 2030 
Conditional 

 
GHG 

 
No 

-6.32% GHGBAU 

by 2030 

Unconditional (CO2, CH4, 

N2O) 

Honduras May-21 No -16% GHGBAU 

by 2030 
Conditional 

 
GHG 

 
No 

(CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs) 

Jamaica Jul-22 No Net zero by 

2050 

Conditional No GHG 
 

No 

-28.5% GHGBAU 

by 2030 

-25.4% GHGBAU 

by 2030 

Unconditional (CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs) 

Mexico Nov-22 Yes 

 

16/11/2016 

-30% GHGBAU 

by 2030 
Conditional Yes GHG + 

Black 

Carbon 

Yes No 

-40% GHGBAU 

by 2030 
Unconditional (CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs, SF6) 

Nicaragua Dec-20 No Sectoral targets Conditional 
 

GHG 
 

No 

(CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs) 

Panama Dec-20 No Climate 

neutrality by 

2050 

n/d Yes GHG 
 

No 

Sectoral targets (CO2, CH4, 

N2O) 

Paraguay Jul-21 No Carbon neutral 

by 2050 

Conditional Yes 
 

No 
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-20% GHGBAU 

by 2030 

GHG + 

Black 
Carbon 

-10% GHGBAU 

by 2030 

Unconditional (CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs, 

PFCs, SF6) 

Peru Dec-20 No Climate 

neutrality by 
2050 

 
Yes GHG Yes No 

GHG emissions 

of 179 

MtCO2emax by 
2030 

Conditional (CO2, CH4, 

N2O, 

HFCs, 
PFCs, SF6) 

GHG emissions 

of 208.8 

MtCO2emax by 
2030 

Unconditional 

Saint Kitts 

and Nevis 

Oct-21 No Net zero by 

2050 

Conditional Yes CO2 
 

No 

-61% GHG2010 

by 2030 

Saint Lucía Jan-21 No -7% GHG2010 by 

2030 
Conditional Energy GHG + 

criteria 

pollutants 

 
No 

(CO2, CH4, 

N2O) 

Saint 

Vincent and 
the 

Grenadines 

Feb-16 No -22% GHGBAU 

by 2025 

Unconditional Yes GHG 
 

No 

(CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs) 

Surinam Dec-19 No Already CO2 

neutral 
Conditional Yes GHG 

 
Yes 

Sectoral targets (CO2, CH4, 

N2O) 

Trinidad 

and Tobago 
Feb-18 No -15% GHGBAU 

by 2030 
Conditional Energy GHG 

 
No 

(CO2, CH4, 

N2O 

Uruguay Dec-22 Yes 

 

12/12/2021 

CO2 neutrality 

only by 2050 

Conditional and 

unconditional 

 
GHG 

 
No 

Sectoral targets (CO2, CH4, 

N2O, 
HFCs) 

Venezuela Nov-21 No -20% GHGBAU 

by 2030 

Conditional No No 
 

No 

1. 11 MtCO2e by 2030 

2. 44 MtCO2e by 2030 

Nota: La neutralidad climática se refiere a cero emisiones netas de todos los GEI (o al menos de CO2, CH4 y N2O); tanto "cero emisiones netas" 

como "neutralidad de carbono" se consideran términos ambiguos, ya que no está claro qué gases pretenden cubrir los países y, por lo tanto, 

su alcance de GEI debe considerarse poco claro. Brasil y México permiten niveles de emisiones superiores a los objetivos establecidos en sus 

NDC de 2016. 

El cuadro no es exhaustivo. Pueden existir otras legislaciones o planes. Los autores examinaron los principales textos legislativos disponibles. 

Fuente: (UNFCCC, 2023[1]); (UNFCCC, 2023[2]). 
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Hacia la Resiliencia y Neutralidad Climática 
en América Latina y el Caribe
PRIORIDADES POLÍTICAS CLAVE

Si bien muchos países de América Latina y el Caribe (ALC) se han comprometido a lograr la neutralidad 
climática y desarrollar resiliencia, es imperativo traducir estos compromisos en acciones. Esto requiere, por 
ejemplo, una mejor gestión de los crecientes riesgos derivados del cambio climático y la variabilidad climática, 
así como una reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) mediante la promoción 
de innovación y las inversiones verdes. Lograr estos objetivos requerirá una planificación estratégica y 
financiera integral a largo plazo, un enfoque más integrado e inclusivo, que alinee mejor las políticas y medidas 
de adaptación y mitigación en diferentes sectores, aunque a un nivel diferenciado.

Este reporte identifica las principales prioridades políticas de cambio climático de los países de ALC, 
que fueron discutidas a través de una serie de Diálogos Políticos Regionales y Talleres de Expertos, y 
complementadas con análisis recientes de la OCDE y otros socios internacionales. Explora cuestiones 
relacionadas con la implementación en áreas de políticas de adaptación, mitigación y políticas transversales. 
El reporte cubre varios sectores económicos, que van desde la energía, el transporte, la agricultura y 
el turismo, así como políticas relacionadas con el medio ambiente en materia de infraestructura, agua, 
biodiversidad y ecosistemas. El reporte también explora temas transversales, como la gobernanza y las 
finanzas climáticas, la información ambiental, la transferencia de tecnología, la economía circular, los océanos, 
la igualdad de género y la educación. Para superar los desafíos y aprovechar las oportunidades asociadas 
con una transición hacia la resiliencia y la neutralidad climática, el reporte propone un Plan de Acción con 40 
recomendaciones clave de políticas.
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